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Prevenciones

DE LA MESA DIRECTIVA

Presidentes de Comisiones
Presentes

La Presidencia de la Mesa Directiva, con fundamento
en el artículo 88, numeral 1, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, emite prevención -a efecto de que
presenten los dictámenes correspondientes de los
asuntos que les han sido turnados-, a las comisiones si-
guientes: 

1. Deporte.

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona una
fracción IX, recorriendo la subsecuente del artículo
140 de la Ley General de Cultura Física y Deporte.

Presentada por los diputados Ricardo Mejía Berdeja
y Ricardo Monreal Ávila (Movimiento Ciudadano).

Expediente 2262.

Primera sección.

2. Justicia.

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 211 Bis 8 al Código Penal Federal

Presentada por el diputado Luis Antonio González
Roldán (Nueva Alianza).

Expediente 2263

Segunda sección.

3. Pesca.

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 17 de la Ley de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables.

Presentada por el diputado Alejandro Moreno Cár-
denas (PRI).

Expediente 2265

Cuarta sección.

México, DF, a 22 de agosto de 2013.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica)
Presidente

DE LA MESA DIRECTIVA

Presidente de Comisión
Presente

La Presidencia de la Mesa Directiva, con fundamento
en el artículo 88, numeral 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, emite prevención a efecto de que
presenten los dictámenes correspondientes a los asun-
tos turnados a la comisión siguiente:

1. Puntos Constitucionales.

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Presentada por la diputada Irazema González Mar-
tínez Olivares, PRI.

Expediente 1030.

Cuarta sección.

2. Puntos Constitucionales.

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 73 y 115 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por la diputada Yazmín de los Ángeles
Copete Zapot, PRD.

Expediente 1055.

Primera sección.
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3. Puntos Constitucionales.

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 74 y 79 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por la diputada Lucila Garfias Gutiérrez,
Nueva Alianza.

Expediente 1058.

Cuarta sección.

México, DF, a 22 de agosto de 2013.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica)
Presidente

DE LA MESA DIRECTIVA

Presidente de Comisión
Presente

La Presidencia de la Mesa Directiva, con fundamento
en el artículo 88, numeral 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, emite prevención a efecto de que
presenten los dictámenes correspondientes a los asun-
tos turnados a la comisión siguiente:

1. Puntos Constitucionales.

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un
último párrafo al artículo 4 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Enviada por el Congreso de Puebla.

Expediente 1052.

Quinta sección.

2. Puntos Constitucionales.

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 73, 76, 89 y 133 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Antonio Cuéllar Steffan,
PVEM.

Expediente 1076.

Séptima sección.

México, DF, a 23 de agosto de 2013.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica)
Presidente

DE LA MESA DIRECTIVA

Presidente de Comisión
Presente

La Presidencia de la Mesa Directiva, con fundamento
en el artículo 88, numeral 1, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, emite prevención a efecto de que
presenten los dictámenes correspondientes a los asun-
tos turnados a la comisión siguiente:

1. Puntos Constitucionales.

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 27 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Ricardo Anaya Cortés,
PAN.

Expediente 1982.

Primera sección.

2. Puntos Constitucionales.

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 116 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.
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Presentada por el diputado Ricardo Anaya Cortés,
PAN.

Expediente 1983.

Segunda sección.

3. Puntos Constitucionales.

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 6o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Presentada por la diputada Esther Quintana Salinas,
PAN.

Expediente 2045.

Primera sección.

México, DF, a 26 de agosto de 2013.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica)
Presidente

DE LA MESA DIRECTIVA

Presidentes de Comisiones
Presentes

La Presidencia de la Mesa Directiva, con fundamento
en el artículo 88, numeral 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, emite prevención a efecto de que
presenten los dictámenes correspondientes a los asun-
tos turnados a las comisiones siguientes:

1. Agricultura y Sistemas de Riego.

Minuta con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona la Ley Federal de Sanidad Vegetal.

Presentada por la Cámara de Senadores.

Expediente 1310.

Sexta sección.

2. Gobernación.

Con proyecto de decreto que reforma el artículo 111
del Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales.

Presentada por el diputado Silvano Aureoles Cone-
jo (PRD) y suscrita por integrantes de diversos gru-
pos parlamentarios.

Expediente 1338.

Quinta sección.

3. Gobernación.

Con proyecto de decreto que reforma los artículos
38 y 233 del Código Federal de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales.

Presentada por el diputado Ricardo Mejía Berdeja
(Movimiento Ciudadano) y suscrita por el diputado
Ricardo Monreal Ávila (Movimiento Ciudadano).

Expediente 1355.

Segunda sección.

4. Unidas de Derechos Humanos, y de Justicia, con
opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

Con proyecto de decreto que expide la Ley Federal
de Paz Pública y Suspensión de Derechos y Garan-
tías, Reglamentaria del Artículo 29 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por la diputada María del Carmen Mar-
tínez Santillán (PT)

Expediente 1362.

Segunda sección.

México, DF, a 26 de agosto de 2013.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica)
Presidente
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Autorizaciones de prórroga

DE LA MESA DIRECTIVA

Honorable Asamblea

La Mesa Directiva, en atención a la solicitud de la Co-
misión de Justicia, acordó –de conformidad con el ar-
tículo 185 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos– otorgar prórroga, por 90 días, para presentar
dictamen del siguiente asunto:

1. Comisión de Justicia.

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones del Código Penal
Federal, del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, del Código Fiscal de la Federación y de la
Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamenta-
ria del artículo 22 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por el Ejecutivo federal el 5 de junio de
2013.

Expediente 2167.

Sexta sección.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de agosto de 2013.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica)
Presidente

DE LA MESA DIRECTIVA

Honorable Asamblea

La Mesa Directiva, en atención a la solicitud de la Co-
misión de Competitividad, acordó -de conformidad
con el artículo 185 del Reglamento de la Cámara de
Diputados- otorgar prórroga, por 90 días, para presen-
tar dictamen del siguiente asunto:

1. Comisión de Competitividad.

Iniciativa con proyecto de decreto que expide la
Ley Reglamentaria de los Artículos 25 y 26 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

(En materia de competitividad)

Presentada por el diputado Adolfo Orive Bellinger
(PT) el 26 de junio de 2013.

Expediente 2219.

Séptima sección.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 26 de agosto de 2013.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica)
Presidente
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Comunicaciones

DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, CON LA QUE RE-
MITE INDICADORES OPERATIVOS Y FINANCIEROS DE PE-
TRÓLEOS MEXICANOS Y SUS ORGANISMOS SUBSIDIARIOS,
CORRESPONDIENTES AL SEGUNDO SEMESTRE DE 2012

Secretarios de la Comisión Permanente
Del Honorable Congreso de la Unión
Presentes

Por este conducto me permito hacer de su conocimien-
to que mediante oficio número 100.DGVE.131/13, la
maestra Sharon MT Cuenca Ayala, directora general de
Vinculación y Enlace de la Secretaría de Energía, re-
mite los indicadores operativos y financieros de Petró-
leos Mexicanos y sus Organismos Subsidiarios, corres-
pondientes al segundo semestre de 2012.

Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto en la
fracción VIII del artículo 27 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, y en el artículo nove-
no transitorio del decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley Federal de De-
rechos, envío para los fines procedentes, copia del
oficio al que me he referido, así como dos engargola-
dos y 2 discos magnéticos, a efecto de que por su ama-
ble conducto, sean enviados a ambas Cámaras del Ho-
norable Congreso de la Unión.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterar-
les la seguridad de mi consideración distinguida.

Licenciado Felipe Solís Acero (rúbrica)
Subsecretario de Enlace Legislativo

(Remitidos a la Comisión de Energía. Agosto 14 de 2013.)

DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA, CON LA

QUE REMITE LA INFORMACIÓN DE LA SUBSECRETARÍA DE

EDUCACIÓN MEDIA SUPERIOR SOBRE EL DESTINO DE LOS

RECURSOS FEDERALES QUE RECIBEN LOS ORGANISMOS

DESCENTRALIZADOS, CORRESPONDIENTE AL SEGUNDO

TRIMESTRE DE 2013

México, DF, a 8 de agosto de 2013.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra
Presidente de la Mesa Directiva
De la Cámara de Diputados
Presente

En apego a lo establecido en el artículo 43 del Decre-
to del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2013, en el cual indica que los re-
cursos federales que reciban las universidades e insti-
tuciones públicas de educación media superior y supe-
rior, incluyendo subsidios, estarán sujetos a la
fiscalización que realice la Auditoría Superior de la
Federación en términos de lo establecido en la Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federa-
ción, y se rendirá cuenta sobre el ejercicio de los mis-
mos en los términos de las disposiciones aplicables.

Al respecto, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 38 de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, 4, último párrafo, y 7 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y 7 de
su Reglamento, así como 35 del Reglamento Interior
de la Secretaría de Educación Pública, se remite en
disco compacto la información enviada por la Subse-
cretaría de Educación Media Superior, correspondien-
te al destino de los recursos federales que reciben los
organismos descentralizados (Colegios de Estudios
Científicos y Tecnológicos), para el segundo trimestre
del ejercicio 2013.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente
Rodolfo Demetrio Alor Muñoz (rúbrica)

Director General de Presupuesto 
y Recursos Financieros
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México, DF, a 30 de julio de 2013.

Rodolfo Demetrio Alor Muñoz
Director General de Presupuesto y
Recursos Financieros
De la SEP
Presente

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido
en el artículo 43 del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración 2013, se remite la información relacionada
en anexo, en medio magnético e impresión, corres-
pondiente a los organismos descentralizados (Colegios
de Bachilleres, Colegios de Estudios Científicos y
Tecnológicos e Institutos de Capacitación para el Tra-
bajo) del segundo trimestre del 2013.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente
Licenciado Daniel Ávila Fernández (rúbrica)

Coordinador Sectorial

(Remitida a la Comisión de Educación. Agosto 14 de 2013.)

DEL BANCO DE MÉXICO, CON LA QUE REMITE EL INFOR-
ME SOBRE LA INFLACIÓN CORRESPONDIENTE AL PERIODO

ABRIL-JUNIO DE 2013

México, Distrito Federal, a 7 de agosto de 2013.

Comisión Permanente del
Congreso de la Unión
Presente

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 51, úl-
timo párrafo, de la Ley del Banco de México, me com-
place enviar a esa Comisión el informe donde se ana-
lizan la inflación, la evolución económica y el

comportamiento de los indicadores económicos del
país en el periodo comprendido de abril a junio del año
en curso.

Ruego a ustedes dar el trámite que corresponda en los
términos establecidos en los ordenamientos aplicables.

Atentamente
Doctor Agustín Guillermo Carstens Carstens (rúbrica)

(Remitida a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Agosto 14

de 2013.)

DEL INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN

PÚBLICA, CON LA QUE REMITE INFORME DEL EJERCICIO

DE ACTIVIDADES DE 2012

México, DF, a 13 de agosto de 2013.

Senador Ernesto Javier Cordero Arroyo
Presidente de la Cámara de Senadores
Y de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión
Presente

Con fundamento en el artículo 39 de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental, así como en el 39 de la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares, me permito entregar por su conducto al
Congreso de la Unión el informe público del Instituto
Federal de Acceso a la Información y Protección de
Datos del ejercicio de actividades de 2012.

Al dar de esta forma cumplimiento a la rendición de
cuentas prevista en la ley, en nombre del IFAI le soli-
cito atentamente que se sirva usted hacer llegar a los
integrantes de la Comisión Permanente del Congreso
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de la Unión los 37 ejemplares del informe de labores
que se adjuntan.

Le agradezco de antemano su amable atención y apro-
vecho la ocasión para reiterarle las seguridades de mi
distinguida consideración.

Atentamente
Gerardo Laveaga (rúbrica)
Comisionado Presidente

(Remitida a las Cámaras del Congreso de la Unión. Agosto 14 de

2013.)

DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMA-
NOS, CON LA QUE REMITE PETICIÓN PARA MODIFICAR EL

ARTÍCULO 57 DEL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR

México DF, 9 agosto de 2013.

Senador Ernesto Javier Cordero Arroyo
Presidente de la Mesa Directiva
De la Comisión Permanente 
Del Congreso de la Unión 
Presente

Distinguido señor senador:

Me refiero al próximo periodo extraordinario de sesio-
nes del Congreso de la Unión, anunciado para este mes
de agosto, en el cual se analizarán diversas reformas
legales.

Al respecto, deseo expresar de la manera más respe-
tuosa, la preocupación de esta Comisión Nacional de
los Derechos Humanos, toda vez que no se ha consi-
derado incluir la modificación del artículo 57 del Có-

digo de Justicia Militar, no obstante la apremiante ne-
cesidad de adecuarlo a la realidad que enfrenta nuestro
país.

El citado precepto resulta contrario al contenido del
artículo 13 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el cual señala que “Cuando en un
delito o falta del orden militar estuviese complicado
un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que
corresponda.” Esta Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos desde enero de 2010 ha presentado di-
versas denuncias respecto a delitos cometidos por ser-
vidores públicos del Ejército mexicano en contra de
particulares, mismas que de mantenerse la vigencia
del citado precepto, dificulta en gran medida el acceso
a la justicia de las víctimas, así como de sus familia-
res, situación que justifica plenamente la reforma.

De igual manera, el mencionado artículo ha sido moti-
vo de diversos pronunciamientos por parte de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, recomendaciones
del Consejo de Derechos Humanos de la Organización
de las Naciones Unidas, así como sentencias condena-
torias para el Estado mexicano por parte de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos.

Sabedor del compromiso que tiene la LXII Legislatu-
ra con los derechos humanos, le externo lo anterior a
fin de que, de ser posible, se adopten las medidas ne-
cesarias para incluir la mencionada reforma en el pró-
ximo periodo extraordinario o en el ordinario, con lo
que podría darse cumplimiento a las múltiples reco-
mendaciones de esta Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos y de los diversos organismos interna-
cionales al respeto; así como proteger de mejor
manera los derechos humanos conforme lo dispone el
artículo 1, párrafos primero, segundo y tercero, consti-
tucional.

Hago propicia la ocasión para reiterarle las segurida-
des de mi más atenta y distinguida consideración.

Doctor Raúl Plascencia Villanueva
Presidente

(Remitido a la Junta de Coordinación Política. Agosto 14 de 2013.)
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Iniciativas

QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN III A LOS ARTÍCULOS 9O.,
14 Y 328 DE LA LEY DE NAVEGACIÓN Y COMERCIO MA-
RÍTIMOS, RECIBIDA DEL DIPUTADO MANUEL ANORVE BA-
ÑOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI, EN LA SE-
SIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 14
DE AGOSTO DE 2013

El suscrito, Manuel Añorve Baños, diputado a la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como el artículo 55, fracción II del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la
consideración del pleno de esta asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona una fracción III a los artículos 9o., 14 y 328 de
la Ley de Navegación y Comercio Marítimos, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

El estado de Guerrero representa uno de los principa-
les sitios turísticos del país, atrayendo a turistas tanto
nacionales como extranjeros, gracias, entre otros fac-
tores, a sus 500 kilómetros de litoral que albergan pla-
yas como Barra Vieja, la Roqueta, Puerto Marqués,
Papanoa, La Ropa, Caleta y Caletilla, entre otras.

Llevar a cabo prácticas culturales, deportivas y recre-
ativas, ha permitido que dicha entidad federativa se
posicione a nivel nacional y mundial entre los estados
que cuentan con un mayor número de afluencia de tu-
ristas.

Las hermosas playas en combinación con un clima
agradable forman el escenario idóneo para que los tu-
ristas aprovechen la oportunidad de utilizar la diversi-
dad de vehículos acuáticos motorizados como son las
motos acuáticas, el parasailing (parachute) y el esquí
acuático, o incluso realizar diversas actividades recre-
ativas como el tradicional viaje en lancha.

Sin embargo, la realización de las prácticas antes se-
ñaladas involucran una responsabilidad en la seguri-
dad de las personas que las manejan, así como de las

personas que se encuentran en la zona de tránsito de
las mismas.

En los últimos dos meses diversos medios de comuni-
cación han dado a conocer una serie de accidentes en
las playas de este estado, viéndose involucrados en di-
chos accidentes embarcaciones que eran utilizadas pa-
ra llevar a cabo prácticas deportivas y recreativas. Co-
mo ejemplo de esto podemos encontrar lo siguiente:

• El periódico El Universal, en su edición del 28 de
junio da a conocer sobre del hundimiento de una
lancha de fondo de cristal con 44 personas a bordo,
esto en el islote La Hierbabuena, situado cerca de la
playa La Roqueta, percance generado debido al so-
brepeso de la embarcación, la cual estaba diseñada
sólo para 30 personas.

• El 20 de julio de 2013, el periódico La Jornada pu-
blica una nota en la que se da a conocerla muerte de
una niña de 5 años de edad, esto a causa de que en
compañía de otros 5 bañistas fue arrollada por una
lancha tripulada por 2 personas mientras se encon-
traban nadando en las aguas de Acapulco, Guerrero.

Las situaciones descritas en los párrafos anteriores no
son las únicas que se han manifestado, ya que se han
presentado diversos accidentes con motos acuáticas,
teniendo como saldo varias personas heridas.

Lo anterior se ha manifestado debido a que los presta-
dores de los servicios antes descritos han venido des-
arrollando esta actividad sin que las autoridades apli-
quen una vigilancia que sea capaz de prevenir tales
accidentes.

El Grupo Parlamentario del PRI, se ha preocupado
porque se lleve a cabo una regulación de calidad para
el uso de los vehículos acuáticos motorizados en las
playas del país y muestra de lo anterior lo es la propo-
sición con punto de acuerdo presentada con fecha 29
de mayo del año en curso por la diputada Adriana Her-
nández Iñiguez, quien solicitó el establecimiento de li-
neamientos para un debido uso de los vehículos acuá-
ticos, a fin de preservar la fauna marina que se
encuentra en el corredor turístico de Los Cabos, Baja
California Sur.

A través de la presente iniciativa se pretenda brindar
certeza en la edad requerida para la prestación y con-
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tratación de este tipo de servicios, brindando seguri-
dad y certeza a las actividades llevadas a cabo en el tu-
rismo náutico.

La adiciones a los artículos 9o., 14 y 328 de la Ley de
Navegación y Comercio Marítimos, tiene como finali-
dad la aplicación de una vigilancia de calidad en la
prestación de servicios de turismo náutico, así como
de la cancelación del certificado de matrícula de las
embarcaciones que son utilizadas para este mismo fin,
asegurando el bienestar de los turistas nacionales y ex-
tranjeros que hacen uso de las actividades desarrolla-
das bajo este esquema, así como de los bañistas que se
pueden encontrar en la ruta de tránsito de las embar-
caciones utilizadas.

Con la adición al artículo 9o. se establece que cada
puerto habilitado tendrá una capitanía de puerto, de-
pendiente de la secretaría, con una jurisdicción territo-
rial y marítima delimitada que tendrá la atribución de
vigilar que los prestadores de servicios de turismo
náutico a terceros, con embarcaciones menores, cuen-
ten con la edad requerida para llevar a cabo dicha fun-
ción, así como vigilar que la prestación del servicio se
brinde a los usuarios de acuerdo a la edad requerida
para el mismo.

La reforma al artículo 14 contempla que el certifica-
do de matrícula de una embarcación mexicana tendrá
vigencia indefinida y será cancelado por la autoridad
marítima en el caso de que, en tratándose de la pres-
tación de servicios de turismo náutico a terceros con
embarcaciones menores de recreo y deportivas, estos
les sean otorgados a usuarios que no cumplan con las
características de edad y físicas requeridas para el
mismo.

Finalmente, la reforma al artículo 328 propone que la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes imponga
una multa de diez mil a cincuenta mil días de salario
mínimo vigente a los prestadores de servicios de turis-
mo náutico a terceros que permitan la conducción de
motos acuáticas a menores de 16 años o a menores de
18 años y mayores de 16, que no vayan acompañados
de un instructor o adulto que manifieste, bajo protesta
de decir verdad, tener pericia o conocimiento en la
conducción de la embarcación.

Como ya se hizo mención, las actividades realizadas
con apoyo de los vehículos acuáticos motorizados se

encuentran dentro de los principales atractivos para el
turismo en el estado de Guerrero y en el país en gene-
ral, por lo que es urgente que se lleven a cabo acciones
que aseguren la salud de los turistas que hacen uso de
los mismos. 

Por lo anterior, someto a la consideración del pleno el
siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adicionan los artículos 9o., 14 y
328 de la Ley de Navegación y Comercio Marítimo,
para quedar como sigue:

Artículo 9. Cada puerto habilitado tendrá una capita-
nía de puerto, dependiente de la secretaría, con una ju-
risdicción territorial y marítima delimitada; con las si-
guientes atribuciones:

I. … y II. …

III. Vigilar que los prestadores de servicios de tu-
rismo náutico a terceros, con embarcaciones me-
nores, cuenten con la edad requerida para llevar
a cabo dicha función, así como vigilar que la
prestación del servicio se brinde a los usuarios de
acuerdo a la edad requerida para el mismo;

IV. Autorizar arribos y despachos de las embarca-
ciones y artefactos navales;

V. Vigilar que la navegación, las maniobras y los
servicios portuarios a las embarcaciones se realicen
en condiciones de seguridad, economía y eficiencia;

VI. Supervisar que las vías navegables reúnan las
condiciones de seguridad, profundidad, señala-
miento marítimo y control de tráfico marítimo, en
su caso, y de ayudas a la navegación;

VII. Requerir los certificados e inspeccionar a cual-
quier embarcación, de conformidad con lo estable-
cido en las fracciones XIII y XIV del artículo ante-
rior;

VIII. Certificar las singladuras, expedir las libretas
de mar e identidad marítima del personal embarca-
do de la marina mercante mexicana;
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IX. Ordenar las maniobras que se requieran de las
embarcaciones cuando se afecte la eficiencia del
puerto; turnar a la secretaría las quejas que presen-
ten los navieros en relación con la asignación de po-
siciones de atraque y fondeo, para que ésta resuelva
lo conducente;

X. Coordinar las labores de auxilio y salvamento en
caso de accidentes o incidentes de embarcaciones
en las aguas de su jurisdicción;

XI. Dirigir el cuerpo de vigilancia, seguridad y au-
xilio para la navegación interior;

XII. Realizar las investigaciones y actuaciones de
los accidentes e incidentes marítimos, portuarios,
fluviales y lacustres relativos a embarcaciones que
se encuentren en el ámbito de su jurisdicción, de
conformidad con las disposiciones aplicables de es-
ta ley, y actuar como auxiliar del Ministerio Públi-
co para tales investigaciones y actuaciones;

XIII. Recibir y tramitar ante las autoridades corres-
pondientes las reclamaciones laborales de los tripu-
lantes y los trabajadores de las embarcaciones, en el
término establecido en la fracción II del artículo 35
de esta ley;

XIV. Imponer las sanciones en los términos de esta
ley; y

XV. Las demás que las leyes le confieran.

…

…

Artículo 14. El certificado de matrícula de una em-
barcación mexicana tendrá vigencia indefinida y,
será cancelado por la autoridad marítima en los si-
guientes casos:

I. ... y II. …

III. Por la prestación de servicios de turismo
náutico a terceros, con embarcaciones menores
de recreo y deportivas a usuarios que no cum-
plan con las características de edad y físicas re-
queridas para el mismo, de acuerdo al regla-
mento respectivo.

IV. Por su destrucción o pérdida total;

V. Cuando su propietario o poseedor deje de ser me-
xicano, excepto para el caso de las embarcaciones
de recreo o deportivas para uso particular;

VI. Por su venta, adquisición o cesión en favor de
gobiernos o personas extranjeras, con excepción he-
cha de las embarcaciones de recreo o deportivas pa-
ra uso particular;

VII. Por captura hecha por el enemigo, si la embar-
cación fue declarada buena presa;

VIII. Por resolución judicial; y

IX. Por dimisión de bandera, hecha por el propieta-
rio o titular del certificado de matrícula.

…

Artículo 328. La secretaría impondrá una multa de
diez mil a cincuenta mil días de salario mínimo vigen-
te, tomando en consideración el riesgo o daño causa-
do, la reincidencia y el posterior cumplimiento de la
obligación, a:

I. … y II. …

III. Los prestadores de servicios de turismo náuti-
co a terceros que permitan la conducción de mo-
tos acuáticas a menores de 16 años o a menores de
18 años y mayores de 16, que no vayan acompa-
ñados de un instructor o adulto que manifieste
bajo protesta de decir verdad tener pericia o co-
nocimiento en la conducción de la embarcación;

IV. Los capitanes y patrones de embarcaciones por
no utilizar el servicio de pilotaje o remolque cuan-
do éste sea obligatorio;

V. Los propietarios de las embarcaciones o los na-
vieros por:

a. … a e. …

VI. Las personas físicas o morales que actúen como
agente naviero u operador, sin estar autorizados o
inscritos en el Registro Público Marítimo Nacional,
respectivamente;
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VII. Los capitanes o patrones de embarcaciones por
no cumplir con la obligación establecida en el artí-
culo 161;

VIII. Los concesionarios, por incumplimiento de lo
establecido en el artículo 63;

IX. Los solicitantes de permisos temporales de na-
vegación que de cualquier manera realicen actos u
omisiones con el propósito de obtener aquél de mo-
do ilícito;

X. Los propietarios y navieros de embarcaciones
nacionales o extranjeras que incurran en infraccio-
nes gravísimas a la presente ley, cuando éstas sean
conocidas mediante los mecanismos de inspección
que realice la autoridad marítima por sí misma o
bien, en coordinación con otras dependencias;

XI. Los agentes navieros y, en su caso, a los pro-
pietarios de la embarcación que incumplan con lo
dispuesto por la fracción III del artículo 269.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Senado de la República, a 14 de agosto de 2013.

Diputado Manuel Añorve Baños (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Transportes. Agosto 14 de 2013.)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

PARA CREAR UNA NUEVA AUTORIDAD ELECTORAL, ASÍ CO-
MO CONDICIONES MÁS EQUITATIVAS EN LAS ELECCIONES Y

FORTALECIMIENTO DE LOS PRINCIPIOS DEMOCRÁTICOS,
RECIBIDA DE LOS DIPUTADOS MIGUEL ALONSO RAYA,
FERNANDO BELAUNZARÁN MÉNDEZ, CARLOS REYES

GÁMIZ, ALFA GONZÁLEZ MAGALLANES, FERNANDO

CUÉLLAR REYES, RODRIGO GONZÁLEZ BARRIOS, VA-
LENTÍN MALDONADO SALGADO, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PRD, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMA-
NENTE DEL MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO DE 2013

Planteamiento del problema

Las sucesivas reformas electorales federales que se
han aprobado desde 1977 hasta la última que se apro-
bó en 2008, se han puesto a prueba en innumerables
procesos electorales federales y locales, cuyos resulta-
dos arrojan varias lecturas, de las que podría despren-
derse que no solamente existen aún varios temas pen-
dientes de resolver, sino que se suman ahora una lista
de nuevas asignaturas que ya creíamos resueltos por
un amplio consenso, el cuál sin embargo, se ha des-
gastado al punto de generar un amplio debate sobre la
pertinencia de emprender una restructuración de gran
calado que involucre tanto la autoridad electoral fede-
ral como las locales, en una nueva entidad que revier-
ta con el andamiajes institucional adecuado la intromi-
sión caciquil de los gobernadores en la conducción de
los procesos electorales locales y municipales, me-
diante la cooptación de los órganos electorales de las
entidades federativas, el desvío de recursos públicos,
la compra y coacción del voto, la operación de estruc-
turas de financiamiento paralelo y el uso político de
los programas sociales federales y locales, como se
acreditó en los pasados comicios estatales desarrolla-
dos durante 2013. 

Argumentos 

Debemos recordar que después de la reforma electoral
de 1996, vimos en el proceso de 1997 una mucho ma-
yor competencia electoral entre los partidos políticos,
fundamentalmente por los mecanismos de financia-
miento más equitativos y por todas las implicaciones
que tuvo la ciudadanización del máximo órgano elec-
toral del país, en todas las decisiones que adoptaron
para la organización y el desarrollo de los comicios, en
la probada imparcialidad e incorruptibilidad del Con-
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sejo General del IFE que marcó ese proceso de cambio
democrático en México.

En buena medida, el éxito de la reforma se midió con
la pérdida de la mayoría absoluta del entonces partido
hegemónico, el Revolucionario Institucional (PRI).
Los ciudadanos observaron la recomposición de fuer-
zas políticas en el Congreso de la Unión y la alternan-
cia franca en el poder, sobre todo en la capital del pa-
ís, y se quedó con un saldo positivo de las instituciones
electorales.

En el año 2000, ya muchas voces de la sociedad, de la
academia, de los comentaristas políticos alertaron
acerca del abusivo uso del dinero para posicionar can-
didatos y partidos políticos, sobre todo en televisión.

Sin embargo, estas preocupaciones perdieron eco con
el triunfo de la oposición en la Presidencia de la Re-
pública por primera vez en casi 70 años, y ese hecho
de alguna manera atenuó las críticas al sistema electo-
ral. Aunque quedaron consignados los casos de gasto
excesivo de campaña detectados en el esquema de
Amigos de Fox y la enorme corrupción que significó
el desvío de fondos de los trabajadores petroleros en
favor del candidato del PRI en el escándalo conocido
como Pemexgate.

Las indagatorias que realizó el IFE sobre ambos casos
se toparon con los mismos obstáculos: la negativa de
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a entregar
al órgano electoral la información que resultaba nece-
saria, con el argumento de que estaba impedida para
hacerlo, pues sería violatorio de los principios legales
de los secretos bancario y fiduciario.

En 2003, la presencia del dinero en la política volvió a
mostrar su rostro distorsionador y corruptor de la libre
voluntad popular, con los gastos excesivos de campa-
ña, las escasas capacidades fiscalizadoras de la autori-
dad electoral, los escándalos derivados del manejo de
dinero para campañas políticas, los casos emblemáti-
cos consignados en los famosos videoescándalos y,
como resultado de todo ello, el asombro y el enojo ciu-
dadanos por el dispendio oneroso de recursos y de
spots de promoción de partidos políticos y candidatos
en radio y televisión.

La sospecha de que el interés ilícito de la delincuencia
organizada y de los poderes fácticos con todo y su fi-

nanciamiento penetraban en los procedimientos y me-
canismos de competencia política fue confirmándose
durante estos años.

Todo ello se agravó meses después cuando se renova-
ron las autoridades del IFE, por una mala formación de
las nuevas autoridades electorales en que, lejos de ha-
ber sido procesada por un amplio consenso de la re-
presentación política nacional, imperó el acuerdo entre
el PRI y el PAN, y ambos lograron partidizar las leal-
tades de los consejeros electorales, y vulnerar la gran
autoridad y legitimidad de que había gozado el Insti-
tuto Federal Electoral en su primera época, con la cual
pudo hacer frente a los grandes desafíos que hemos
descrito.

Finalmente, todo esto hizo crisis en la elección presi-
dencial de 2006. El manejo indiscriminado del dinero,
de los mensajes televisivos, del dolo de algunos nota-
bles empresarios contra nuestro candidato, la guerra
sucia mediática, la intervención presidencial en favor
del candidato oficial, el titubeo de la autoridad electo-
ral debido a deudas e intereses de grupo previamente
adquiridos, entre otros muchos factores, infligieron al
sistema electoral y político el máximo daño posible:
erosionar la credibilidad del sistema y de la legitimi-
dad del proceso y, obviamente, del resultado; sin más,
el daño irreversible provocado a la legitimidad de las
autoridades surgidas de ese proceso, con el agravante,
también, obvio y natural, de no contar con el recono-
cimiento del competidor más importante, que en de-
mocracia, es este último hecho, el que cierra el proce-
so electoral en cualquier país del mundo.

En el Congreso de la Unión, el PRD empezó a alertar
acerca de la necesidad de profundizar en las normas
electorales, y una y otra vez nuestras bancadas presen-
taron iniciativas de reforma constitucional y de ley pa-
ra fortalecer las atribuciones de la autoridad electoral,
para limitar los gastos de campaña, para acotarlos, pa-
ra promover principios de mayor equidad en la con-
tienda electoral, para promover austeridad y mesura en
el gasto de campaña, para ir acotando el financiamien-
to público y prohibir de plano el financiamiento priva-
do.

En nuestro grupo parlamentario, estamos convencidos
de la necesidad de contar con verdaderas autoridades
electorales, que se conduzcan con imparcialidad en
sus resoluciones y en la conducción de su función, los
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casos recientes ligados al proceso electoral de 2012,
arrojan resultados muy cuestionables, que han afecta-
do la credibilidad del Consejo General del IFE, y pues-
to en duda, una vez más la legitimidad de los resulta-
dos electorales, por la grave violación de los principios
elementales que deben regir toda elección, en particu-
lar, la equidad de la contienda ya que se usaron recur-
sos de procedencia desconocida y estructuras de fi-
nanciamiento paralelo para sostener operativos para la
compra del voto, mucho hubiera aportado a nuestra
democracia, si la autoridad hubiera actuado como un
verdadero arbitro electoral, por ello, y por el agravio
causado, es que estamos presentando esta iniciativa
para insistir en nuestro compromiso de transitar por
una verdadera vía electoral construyendo verdaderas
instituciones electorales de un verdadero estado demo-
crático y de derecho. 

Además de las innumerables irregularidades registra-
das en los procesos electorales locales del pasado 7 de
julio de 2103, por primera vez en la historia de nues-
tro país se cometieron una serie de hechos de violen-
cia relacionados con el crimen organizado que impac-
taron de manera directa su desarrollo, a tal grado que
candidatos de varios partidos fueron obligados a decli-
nar sus candidaturas, y la gente en varias entidades no
tuvo las condiciones mínimas de seguridad , para que
pudiera salir a votar, por lo que se registró un alto por-
centaje de abstencionismo que osciló en un 60 por
ciento del electorado, superior en más de diez puntos
porcentuales al que habitualmente se registra en este
tipo de elecciones. 

Frente a estos hechos lamentables que las autoridades
no han podido esclarecer y mucho menos castigar, es
que debemos emprender la ruta de una nueva reforma
electoral de gran calado, que evite los abusos de poder
de los gobernadores, y en su caso de las autoridades
federales, evitando que continúen con el uso indebido
de recursos públicos a través de acciones guberna-
mentales y de los programas sociales a favor o en con-
tra de un determinado partido político o candidato.

Necesitamos una reforma electoral que obligue a la
autoridad correspondiente a que se investiguen y san-
cionen de manera eficaz y oportuna, todo hecho delic-
tivo que se cometa entorno a los procesos electorales
que se desarrollan en todo el país, tanto por servidores
públicos, funcionarios partidistas, funcionarios electo-
rales, candidatos o cualquier persona.

Es imprescindible que los institutos electorales garan-
ticen la equidad en el desarrollo de la contienda, ac-
tuando de manera objetiva, dentro del marco de lega-
lidad previamente definido para las elecciones locales
y federales futuras.

Es necesario recordar que actualmente el Instituto Fe-
deral Electoral que fue diseñado por el Constituyente
ya contempla una serie de facultades que puede ejer-
cer como autoridad electoral nacional; tal es el caso de
las materias referentes al padrón electoral, la creden-
cial de elector, así como su papel central en la admi-
nistración de los tiempos de radio y televisión dentro
del modelo de comunicación política tanto para las
elecciones federales como locales, que es uno de los
principales logros de la reforma electoral de 2008. En
ese sentido, contamos con la norma prevista en la frac-
ción V en último párrafo del artículo 41 constitucional
que permite la posibilidad de cooperación entre la au-
toridad federal electoral y las autoridades electorales
locales, a través de convenios con el Instituto Federal
Electoral para que éste se haga cargo de la organiza-
ción de los procesos electorales locales.

Todo ello pese a que su ámbito natural de competencia
de la autoridad electoral federal, seríala elección del
presidente de la República, diputados federales y se-
nadores, ya que cada entidad federativa cuenta con sus
propias autoridades electorales que se encargan de las
elecciones locales, pero, no obstante lo anterior, todo
el ámbito local debe regirse observándolas bases del
artículo 116 de la Constitución Política de los Estado
Unidos Mexicanos.

De cara a estos problemas, teniendo en cuenta el cru-
do diagnóstico de la realidad de nuestra instituciones
democráticas y de las autoridades electorales que no
han estado a la altura de las circunstancias, ni de la
gran responsabilidad que el pueblo de México les ha
depositado con sus nombramientos, y que más allá de
toda orientación facciosa o partidista, o de intereses in-
dividuales, no han sabido dar una respuesta a la altura
de los enormes retos que se impone cada proceso elec-
toral federal o local, proponemos un cambio estructu-
ral de fondo al artículo 41, que no se ha visto, desde la
integración del Instituto Federal Electoral, tal y como
lo conocemos el día de hoy. 

Se trata de construir una nueva autoridad electoral, con
un nuevo andamiaje que le permita escalar hacia la
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conformación de un Instituto electoral a nivel nacio-
nal, es decir, aun órgano electoral que conduzca la re-
novación de los poderes legislativo y ejecutivo en los
tres órdenes de gobierno, que garantice la realización
de elecciones libres, auténticas y periódicas de acuer-
do con un conjunto de nuevas bases constitucionales.

En razón de ello, la institución electoral que concebi-
mos en el artículo 41, en particular en su apartado D
fracción V, es un organismo público autónomo deno-
minado Instituto Nacional Electoral y de Participación
Ciudadana, formado por un Consejo General, un Con-
sejo Regional por cada Circunscripción así como un
Servicio Profesional Electoral Nacional, que integra-
rán en su conjunto el Sistema Nacional Electoral, do-
tado de autonomía de gestión y presupuestaria, perso-
nalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya
integración participan el Poder Legislativo de la
Unión, los partidos políticos nacionales y los ciudada-
nos, en los términos que ordene la ley. En el ejercicio
de esta función estatal, la certeza, legalidad, indepen-
dencia, imparcialidad y objetividad serán principios
rectores.

Cabe señalar que una autoridad electoral nacional pro-
piciaría de manera directa un uso más eficiente y efi-
caz de los recursos públicos aprovechando las estruc-
turas existentes y adoptando tanto la infraestructura y
los recursos humanos con que cuentan los institutos
electorales estatales, lo cual implica, de manera inme-
diata un ahorro para las finanzas públicas y, con ello,
un uso eficiente de los recursos públicos para la orga-
nización de las elecciones.

En ese sentido el Instituto Nacional Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana será autoridad en la materia, in-
dependiente en sus decisiones y funcionamiento y pro-
fesional en su desempeño; contará en su estructura con
órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigi-
lancia. El Consejo General será su órgano superior de
dirección y se integrará por un consejero presidente y
ocho consejeros electorales, y concurrirán, con voz pe-
ro sin voto, los consejeros del Poder Legislativo, los
representantes de los partidos políticos y un secretario
ejecutivo; de acuerdo con las bases siguientes:

El Instituto Nacional de Elecciones y Participación
Ciudadana se compondrá de un Consejo General como
órgano de dirección integrado por 9 consejeros; los
Consejos Regionales y durante los procesos electora-

les, de un Consejo Distrital en cada distrito electoral
federal, los cuales se integrarán, observando el criterio
de paridad de género, con cinco consejeros que debe-
rán cumplir con los requisitos que garanticen su im-
parcialidad en términos que señale la ley; los partidos
políticos podrán nombrar un representante ante cada
uno de dichos Consejos. 

Las y los consejeros ciudadanos del Consejo General
y de los consejos regionales del instituto serán nom-
brados, observando el criterio de paridad de género,
por el método de insaculación de entre las propuestas
del Servicio Profesional Electoral, mismo que se des-
ahogará por la Cámara de Diputados.

Por otro lado, las y los consejeros de los consejos dis-
tritales del instituto serán nombrados, observando el
criterio de paridad de género, por insaculación de en-
tre las propuestas del Servicio Profesional Electoral,
que llevarán a cabo los Congresos de las entidades fe-
derativas y la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral.

Las y los consejeros durarán en su cargo siete años y
no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión,
con excepción de aquellos en que actúen en represen-
tación del instituto y de los que desempeñen en aso-
ciaciones docentes, científicas, culturales, de investi-
gación o de beneficencia, no remunerados. La
retribución que perciban las y los consejeros ciudada-
nos será regulada de acuerdo con las bases que esta-
blece el artículo 127 constitucional. Los consejos ge-
neral y regionales designarán un secretario ejecutivo,
por las dos terceras partes del consejo que correspon-
da a propuesta de su Presidente perteneciente al Servi-
cio Profesional Electoral Nacional; y

La función electoral del sistema corresponde de mane-
ra integra al Servicio Profesional Electoral Nacional
que estará conformado por personal calificado cuyas
bases serán reguladas por la ley correspondiente. Den-
tro de estas funciones destacan la vigilancia del cum-
plimiento de las disposiciones electorales y de partici-
pación ciudadana; las actividades relativas a la
organización y desarrollo del proceso electoral; y de la
fiscalización de todos los recursos que utilicen los par-
tidos políticos. También atenderá lo relativo a los de-
rechos, prerrogativas y obligaciones político-electora-
les del ciudadano y de los partidos políticos.
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En segundo término conjuntamente con esta reforma
consideramos de gran importancia que se sienten las
bases jurídicas suficientes que renueven la vida insti-
tucional de nuestro sistema de partidos, que a pesar de
contar con ellas desde nuestra Constitución y el Cofi-
pe, no han redundado en un instrumento democratiza-
dor de su vida interna, así como tampoco han ayudado
a desarrollar su vinculación con el andamiaje electoral
que requiere de limites más precisos para su actuación
en los tiempos electorales y fuera de ellos, que propi-
cie la existencia de prácticas más democráticas y
transparentes en su interior.

Con esto estamos proponiendo que se tomen en cuen-
ta en una legislación, tanto a los partidos políticos na-
cionales como locales, tanto en función de su partici-
pación en los comicios en las elecciones estatales y
municipales de la entidad en la que hubieran obtenido
el registro y en su caso, formar coaliciones con los par-
tidos políticos nacionales cumpliendo los requisitos
que determine la ley.

Teniendo en cuenta que uno de los mayores conflictos
derivados de las elecciones de 2012 fue la violación de
los límites a los gastos de campaña que estableció la
autoridad electoral, como fue el caso de la elección
presidencial, con la proliferación, hasta hoy impune,
de estructuras de financiamiento paralelo, estamos
promoviendo una sanción ejemplar para el candidato y
para el partido que promuevan o practiquen tales con-
ductas, con la cancelación de la candidatura o en su ca-
so, con la nulidad de la elección de que se trate, y has-
ta la misma pérdida del cargo, que dará lugar a la
elección extraordinaria correspondiente, en la que no
podrán volver a participar los candidatos y partido que
los hayan postulado según la elección de que se trate.

Proponemos un método que decante en primer instan-
cia los mejores perfiles de entre los aspirantes a inte-
grar su Consejo General, que a través de una etapa pre-
via de revisión curricular y entrevistas que realice entre
los candidatos emanados del propio Servicio Profesio-
nal Electoral de Carrera, se llegue a una lista de aspi-
rantes idóneos que presenten los mejores perfiles aca-
démicos, la mayor experiencia en la materia, así como
la imparcialidad e independencia de juicio y acción que
son indispensables para ejercer tan importante función.

Este filtro permitirá que en la Cámara de Diputados,
finalmente, a través de un procedimiento transparente

de insaculación se logre seleccionar a sus consejeros
en tiempo y forma, cumpliendo con el principio de pa-
ridad de género, para que actúen con la lógica de la ca-
lidad y el conocimiento y no con la del chantaje, de la
presión política y de las cuotas partidistas que ponen
en riesgo la integración y la legitimidad del órgano
más importante de la autoridad electoral que es, sin
duda, el Consejo General del INEPC.

El mismo procedimiento se hará en la Cámara de Di-
putados para la selección de las y los integrantes de los
Consejos Regionales. Todos y todas serán emanados
del servicio profesional electoral de carrera. Este per-
sonal especializado tendrá la posibilidad de rotar en
diversas responsabilidades, con lo que se garantizará
la riqueza de las experiencias personales y profesiona-
les y la imposibilidad de construir lealtades locales
con autoridades políticas. 

Adicionalmente estamos planteando con toda preci-
sión que desde la Constitución también se esclarezcan
ciertos criterios que deben ser observados en el proce-
so de selección de los candidatos, ya que se debe pro-
curar que ésta tenga como resultado la selección de los
mejores perfiles, pero también los más independientes
e imparciales que garanticen no solamente a los parti-
dos políticos sino a todos los ciudadanos un ejercicio
pleno de la función electoral, por ello en esa lógica
proponemos que se incluyan que la realización de una
amplia convocatoria pública, que no consulta como
actualmente contempla la Constitución, así como la
realización de un examen de oposición con criterios de
rigor académico que realicen instituciones educativas
que para tal efecto se designen, seguido de las entre-
vistas conducidas por la comisión u órgano respectivo
de la Cámara de Diputados.

La Cámara de Diputados hará la designación del con-
sejero presidente y de los consejeros electorales a más
tardar el último día del periodo de ejercicio de los sa-
lientes, previa realización de una amplia consulta a la
sociedad. De darse la falta absoluta del consejero Pre-
sidente o de cualquiera de los consejeros electorales, el
sustituto será elegido para concluir el periodo de la va-
cante. La ley establecerá las reglas y el procedimiento
correspondientes, siguiendo las bases constitucionales
ya establecidas líneas arriba.

La retribución que perciban los consejeros electorales
siempre ha sido polémica, toda vez que se determinó
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con base en un criterio de asimilación al régimen sa-
larial del cual gozan los Ministros de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, que fue conservado como
excepciones a lo previsto en los términos del artículo
127 de esta Constitución, que establece las normas
que fijan los límites a los salarios de los servidores
públicos, y que en el caso de los consejeros del Con-
sejo General del IFE ahora INEPC debe corregirse,
ciñéndose precisamente a este precepto, sin excepción
alguna.

En el tema de la fiscalización, consideramos que sigue
siendo uno de las asignaturas pendientes de toda la re-
forma electoral, frente a los modelos que se han im-
plementado, ya sea a través de un órgano interno de
fiscalización o bien de la Unidad de Fiscalización con
autonomía, el resultado ha sido prácticamente el mis-
mo, la ausencia de una fiscalización profesional, im-
parcial y equitativa que siga de manera exhaustiva e
imparcial los procedimientos que ejecuta para dar
cumplimiento cabal a su responsabilidad, inclusive
cuando haya indicios de desvío de recursos públicos
para uso electoral. Por ello que debemos transitar a un
nuevo modelo de fiscalización oportuna o regresar al
momento en que las finanzas de los partidos políticos
vuelvan a estar a cargo del Consejo General del propio
Instituto.

En relación a la legislación secundaria en materia elec-
toral, que se deberá aprobar para regular estas nuevas
facultades, es que proponemos que en el artículo 73 en
su fracción XXIX-Q se contemple la facultad del Con-
greso para expedir leyes en materia del sistema nacio-
nal electoral de conformidad con lo establecido en las
presentes bases constitucionales y las particulares de
los estados, así como también las bases para la inte-
gración de su servicio profesional de carrera, y para le-
gislar sobre democracia participativa.

Como parte fundamental de esta iniciativa estamos
proponiendo la autonomía del Ministerio Público para
delitos electorales, es decir, que la actual Fiscalía Es-
pecializada para Delitos Electorales, Fepade, pase a
ser parte de la Procuraduría Electoral de la Nación,
que será un organismo público que estará a cargo de la
investigación y persecución de los delitos electorales,
autónomo en sus decisiones, con presupuesto, perso-
nalidad jurídica y patrimonio propios, cuyo titular se-
rá elegido por el voto de las dos terceras partes de los
miembros presentes de la Cámara de Diputados o en

sus recesos, por la Comisión Permanente, mediante
convocatoria pública en los términos que establezca la
ley correspondiente.

En el artículo 116 fracción IV, con el propósito de ar-
monizar su contenido con el eje principal de esta ini-
ciativa, para consolidar el andamiaje institucional del
Instituto Nacional Electoral y de Participación Ciuda-
dana, es necesario reordenar sus preceptos en esta nue-
va lógica, para que las Constituciones y leyes de los
Estados en materia electoral garanticen que:

a) En el ámbito de su competencia las elecciones
de los gobernadores, de los miembros de las legis-
laturas locales y de los integrantes de los ayunta-
mientos se realicen mediante sufragio universal,
libre, secreto y directo; y la jornada comicial ten-
ga lugar el primer domingo de julio del año que
corresponda. Los estados cuyas jornadas electora-
les se celebren en el año de los comicios federales
y no coincidan en la misma fecha de la jornada fe-
deral, no estarán obligados por esta última dispo-
sición;

b) Los partidos políticos sólo se constituyan por
ciudadanos sin intervención de organizaciones gre-
miales, o con objeto social diferente y sin que haya
afiliación corporativa. Asimismo tengan reconocido
el derecho exclusivo para solicitar el registro de
candidatos a cargos de elección popular, con excep-
ción de lo dispuesto en el artículo 2o., apartado A,
fracciones III y VII, de esta Constitución;

c)Los partidos políticos locales reciban, en forma
equitativa, financiamiento público para sus activi-
dades ordinarias permanentes y las tendientes a la
obtención del voto durante los procesos electorales.
Del mismo modo se establezca el procedimiento
para la liquidación de los partidos que pierdan su re-
gistro y el destino de sus bienes y remanentes;

d) Se fijen los criterios para establecer los límites a
las erogaciones de los partidos políticos en sus pre-
campañas y campañas electorales, así como los
montos máximos que tengan las aportaciones de sus
simpatizantes, cuya suma total no excederá el diez
por ciento del tope de gastos de campaña que se de-
termine para la elección de gobernador; los proce-
dimientos para el control y vigilancia del origen y
uso de todos los recursos con que cuenten los parti-
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dos políticos; y establezcan las sanciones por el in-
cumplimiento a las disposiciones que se expidan en
estas materias;

e) Los partidos políticos accedan a la radio y la te-
levisión, conforme a las normas establecidas por el
apartado B de la base III del artículo 41 de esta
Constitución;

f) Se fijen las reglas para las precampañas y las
campañas electorales de los partidos políticos, así
como las sanciones para quienes las infrinjan. En
todo caso, la duración de las campañas no deberá
exceder de noventa días para la elección de gober-
nador, ni de sesenta días cuando sólo se elijan dipu-
tados locales o ayuntamientos; las precampañas no
podrán durar más de las dos terceras partes de las
respectivas campañas electorales;

g) Se establezca un sistema de medios de impugna-
ción para que todos los actos y resoluciones electo-
rales se sujeten invariablemente al principio de le-
galidad. Igualmente, que se señalen los supuestos y
las reglas para la realización, en los ámbitos admi-
nistrativo y jurisdiccional, de recuentos totales o
parciales de votación;

h) Se fijen las causales de nulidad de las elecciones
de gobernador, diputados locales y ayuntamientos,
así como los plazos convenientes para el desahogo
de todas las instancias impugnativas, tomando en
cuenta el principio de definitividad de las etapas de
los procesos electorales, y

i)Se tipifiquen los delitos y determinen las faltas en
materia electoral, así como las sanciones que por
ellos deban imponerse.

En relación con el artículo 122, contemplamos una
adecuación para armonizar el marco jurídico que rige
al Distrito Federal en esta materia con las anteriores
disposiciones, en la lógica de que se amplíe en un fu-
turo próximo su propio marco de competencias.

Por último, en el artículo 134, en lo referente a la nor-
matividad para la propaganda gubernamental y electo-
ral, consideramos oportuno señalar explícitamente la
necesidad de regular esta materia en una ley especiali-
zada que esclarezca su ámbito normativo. 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en
los artículos 71 fracción II y 135 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, los que suscriben, diputados fede-
rales integrantes del grupo parlamentario del PRD a la
LXII Legislatura, ponemos a consideración de esta so-
beranía la presenteiniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman diversas disposiciones de la
Constitución Política de losEstados Unidos Mexica-
nos para proponer la creación de una nueva autoridad
electoral nacional así como condiciones más equitati-
vas en las elecciones ypara el fortalecimiento de los
principios democráticos.

Proyecto de decreto

Único. Se reforman el segundo párrafo del artículo 41,
así como su fracción I, en sus párrafos primero y se-
gundo, el apartado A, y en su inciso g, el apartado B,
en su último párrafo, el apartado D en su primer pá-
rrafo y en su fracción V párrafos primero y segundo
del artículo 41;el artículo 60; la fracción XXIX-Q del
artículo73; las fracciones IV y VII del artículo 99;el
apartado A en su primer y segundo párrafos del artícu-
lo102;la fracción IV del artículo 116; el inciso f, frac-
ción V, Base Primera del artículo 122; y el párrafo oc-
tavo del artículo 134,Se adiciona un tercer párrafo a la
fracción I, así como el inciso c con un tercer párrafo ,el
apartado D, fracción V, en su segundo párrafo con 7
incisos, recorriéndoselos párrafos subsecuentes del ar-
tículo 41; un apartado C al artículo 102 todos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para quedar como sigue:

Artículo 41. …

La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo
(ayuntamientos) en los tres órdenes de gobierno, se
realizará mediante elecciones libres, auténticas y pe-
riódicas, conforme a las siguientes bases:

I. Los partidos políticos nacionales y locales son en-
tidades de interés público; la ley determinará las
normas y requisitos para su registro legal y las for-
mas específicas de su intervención en el proceso
electoral. Los partidos políticos nacionales tendrán
derecho a participar en las elecciones estatales, mu-
nicipales y del Distrito Federal.
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Los partidos políticos tienen como fin promover la
participación del pueblo en la vida democrática,
contribuir a la integración de los órganos de repre-
sentación política y como organizaciones de ciuda-
danos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio
del poder público, de acuerdo con los programas,
principios e ideas que postulan y mediante el sufra-
gio universal, libre, secreto y directo. Sólo los ciu-
dadanos podrán formar partidos políticos y afiliarse
libre e individualmente a ellos; por tanto, quedan
prohibidas la intervención de organizaciones gre-
miales o con objeto social diferente en la creación
de partidos y cualquier forma de afiliación corpora-
tiva.

Los partidos políticos locales podrán participar
en las elecciones estatales y municipales de la en-
tidad en la que hubieran obtenido el registro y en
su caso, formar coaliciones con los partidos polí-
ticos nacionales según lo determine la ley.

… 

II. …

…

a)…

b)…

c)…

…

…

La violación de los limites a los gastos de cam-
paña establecido por la autoridad electoral
así comoel financiamiento paralelo de las
mismas, será sancionado con la cancelación
de la candidatura o en su caso, con la nulidad
de la elección de que se trate, o bien la pérdi-
da del cargo, para dar lugar a la elección ex-
traordinaria, en la que no podrá volver a par-
ticiparla persona sancionada como candidato
ni el partido que lo postuló.

…

…

III. Los partidos políticos tendrán derecho al uso de
manera permanente de los medios de comunicación
social.

Apartado A. El Instituto Nacional Electoral y de
Participación Ciudadana será autoridad única para la
administración del tiempo que corresponda al Estado
en radio y televisión destinado a sus propios fines y al
ejercicio del derecho de los partidos políticos, de
acuerdo con lo siguiente y a lo que establezcan las le-
yes:

a) a f). …

g) Con independencia de lo dispuesto en los
apartados A y B de esta base y fuera de los pe-
riodos de precampañas y campañas electorales
federales, al Instituto le será asignado hasta el
doce por ciento del tiempo total de que el Esta-
do disponga en radio y televisión, conforme a
las leyes y bajo cualquier modalidad; del total
asignado, el Instituto distribuirá entre los parti-
dos políticos nacionales en forma igualitaria un
cincuenta por ciento; el tiempo restante lo utili-
zará para fines propios o de otras autoridades
electorales, tanto federales como de las entida-
des federativas. Cada partido político nacional
utilizará el tiempo que por este concepto le co-
rresponda en un programa mensual de cinco mi-
nutos y el restante en mensajes con duración de
veinte segundos cada uno. En todo caso, las
transmisiones a que se refiere este inciso se ha-
rán en el horario que determine el Instituto con-
forme a lo señalado en el inciso d) del presente
Apartado. En situaciones especiales el Instituto
podrá disponer de los tiempos correspondientes
a mensajes partidistas a favor de un partido po-
lítico, cuando así se justifique.

…

…

…

Apartado B. Para fines electorales en las entidades fe-
derativas, el Instituto administrará los tiempos que co-
rrespondan al Estado en radio y televisión en las esta-
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ciones y canales de cobertura en la entidad de que se
trate, conforme a lo siguiente y a lo que determine la
ley:

a) a c)…

Cuando a juicio del Instituto el tiempo total en
radio y televisión a que se refieren este apartado
y el anterior fuese insuficiente para sus propios
fines o los de otras autoridades electorales, de-
terminará lo conducente para cubrir el tiempo
faltante, conforme a las facultades que la ley le
confiera.

Apartado C. …

….

Apartado D. Las infracciones a lo dispuesto en esta
base serán sancionadas por el Instituto mediante pro-
cedimientos expeditos, que podrán incluir la orden de
cancelación inmediata de las transmisiones en radio y
televisión, de concesionarios, que resulten violatorias
de la ley.

IV. …

…

…

V. Para la organización de las elecciones el esta-
do contará con un organismo público autónomo
denominado Instituto Nacional Electoral y de
Participación Ciudadana, un Consejo Regional
por cada Circunscripción así como un Servicio
Profesional Electoral Nacional, que integrarán
en su conjunto el Sistema Nacional Electoral, do-
tado de autonomía de gestión y presupuestaria,
personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya
integración participan el Poder Legislativo de la
Unión, los partidos políticos nacionales y los ciuda-
danos, en los términos que ordene la ley. En el ejer-
cicio de esta función estatal, la certeza, legalidad,
independencia, imparcialidad y objetividad serán
principios rectores.

El Instituto Nacional Electoral y de Participa-
ción Ciudadana será autoridad en la materia, inde-
pendiente en sus decisiones y funcionamiento y

profesional en su desempeño; contará en su estruc-
tura con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos
y de vigilancia. El Consejo General será su órgano
superior de dirección y se integrará por un conseje-
ro presidente y ocho consejeros electorales, y con-
currirán, con voz pero sin voto, los consejeros del
Poder Legislativo, los representantes de los partidos
políticos y un Secretario Ejecutivo; la ley determi-
nará las reglas para la organización y funciona-
miento de los órganos, así como las relaciones de
mando entre éstos de acuerdo con las bases si-
guientes:

a) El Instituto Nacional de Elecciones y Parti-
cipación Ciudadana se compondrá de un
Consejo General como órgano de dirección;
los Consejos Regionales y durante los proce-
sos electorales, de un Consejo Distrital en ca-
da distrito electoral federal, los cuales se inte-
grarán, observando el criterio de paridad de
género, con cinco consejeros que deberán
cumplir con los requisitos que garanticen su
imparcialidad en términos que señale la ley;
los partidos políticos podrán nombrar un re-
presentante ante cada uno de dichos Conse-
jos. 

b) Los siete consejeros que integren los conse-
jos regionales del instituto serán nombrados,
observando el criterio de paridad de género,
mediante el método de insaculación, entre las
propuestas del Servicio Profesional Electoral,
que llevará a cabo la Cámara de Diputados.

c) Los cinco consejeros que integren los con-
sejos distritales del instituto serán nombra-
dos, observando el criterio de paridad de gé-
nero, mediante el método de insaculación,
entre las propuestas del Servicio Profesional
Electoral, que llevarán a cabo los Congresos
de las entidades federativas y la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal.

d) Los consejeros regionales durarán en su
cargo siete años y no podrán tener ningún
otro empleo, cargo o comisión, con excepción
de aquellos en que actúen en representación
del instituto y de los que desempeñen en aso-
ciaciones docentes, científicas, culturales, de
investigación o de beneficencia, no remunera-

Gaceta Parlamentaria Martes 27 de agosto de 201322



dos. La retribución que perciban las y los
consejeros ciudadanos será regulada de
acuerdo con las bases que establece el artícu-
lo 127 de esta Constitución en el Presupuesto
de Egresos de la Federación.

e) Los consejos general y regionales designa-
rán un secretario ejecutivo, por las dos terce-
ras partes del Consejo que corresponda a
propuesta de su Presidente quien deberá per-
tenecer al Servicio Profesional Electoral Na-
cional; 

f) La ley establecerá los requisitos que debe-
rán reunir para su designación las y los con-
sejeros electorales y el secretario ejecutivo de
los consejos del Instituto Nacional de Electo-
ral y Participación Ciudadana.

g) Las sesiones de los órganos colegiados elec-
torales serán públicas en los términos que
disponga la ley.

La función electoral del sistema corresponde de
manera integra al Servicio Profesional Electoral
Nacional que estará conformado por personal
calificado cuyas bases serán reguladas por la ley
correspondiente. La vigilancia del cumplimiento
de las disposiciones electorales y de participa-
ción ciudadana; las actividades relativas a la or-
ganización y desarrollo del proceso electoral; de
la fiscalización de todos los recursos que utilicen
los partidos políticos. También atenderá lo rela-
tivo a los derechos, prerrogativas y obligaciones
político-electorales del ciudadano y de los parti-
dos políticos;

Una Contraloría General tendrá a su cargo, con auto-
nomía técnica y de gestión, la fiscalización de todos
los ingresos y egresos del Instituto. Las disposiciones
de la ley electoral y del Estatuto que con base en ella
apruebe el Consejo General, regirán las relaciones de
trabajo con los servidores del organismo público.
Los órganos de vigilancia del padrón electoral se in-
tegrarán mayoritariamente por representantes de los
partidos políticos nacionales. Las mesas directivas de
casilla estarán integradas por ciudadanos.

El consejero presidente durará en su cargo seis años
y podrá ser reelecto una sola vez. Los consejeros

electorales durarán en su cargo nueve años, serán
renovados en forma escalonada y no podrán ser re-
electos. Según sea el caso, uno y otros serán elegi-
dos sucesivamente por el voto de las dos terceras
partes de los miembros presentes de la Cámara de
Diputados, a propuesta del Servicio Profesional
Electoral Nacional, por insaculación, observan-
do el principio de la paridad de género, previa
realización de una amplia convocatoria pública,
y de un examen académico de perfiles siguiendo
el procedimiento que determine la ley.

La Cámara de Diputados hará la designación del
consejero presidente y de los consejeros electora-
les a más tardar el último día del periodo de ejer-
cicio de los salientes, previa realización de una am-
plia consulta a la sociedad. De darse la falta
absoluta del consejero presidente o de cualquiera de
los consejeros electorales, el sustituto será elegido
para concluir el periodo de la vacante. La ley esta-
blecerá las reglas y el procedimiento correspon-
dientes.

El consejero presidente y los consejeros electorales
no podrán tener otro empleo, cargo o comisión, con
excepción de aquellos en que actúen en representa-
ción del Consejo General y de los que desempeñen
en asociaciones docentes, científicas, culturales, de
investigación o de beneficencia, no remunerados.
La retribución que perciban será prevista en los
términos del artículo 127 de esta Constitución en
el Presupuesto de Egresos de la Federación.

El titular de la Contraloría General del Instituto se-
rá designado por la Cámara de Diputados con el vo-
to de las dos terceras partes de sus miembros pre-
sentes a propuesta de instituciones públicas de
educación superior, en la forma y términos que de-
termine la ley. Durará seis años en el cargo y podrá
ser reelecto por una sola vez. Estará adscrito admi-
nistrativamente a la presidencia del Consejo Gene-
ral y mantendrá la coordinación técnica necesaria
con la entidad de fiscalización superior de la Fede-
ración.

El secretario ejecutivo deberá formar parte del
servicio profesional electoral y será nombrado con
el voto de las dos terceras partes del Consejo Gene-
ral a propuesta de su presidente.
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La ley establecerá los requisitos que deberán reunir
para su designación el consejero presidente del
Consejo General, los consejeros electorales, el con-
tralor general y el secretario ejecutivo del instituto;
quienes hayan fungido como consejero presidente,
consejeros electorales y secretario ejecutivo no po-
drán ocupar, dentro de los dos años siguientes a la
fecha de su retiro, cargos en los poderes públicos en
cuya elección hayan participado.

Los consejeros del Poder Legislativo serán pro-
puestos por los grupos parlamentarios con afilia-
ción de partido en alguna de las Cámaras. Sólo ha-
brá un Consejero por cada grupo parlamentario no
obstante su reconocimiento en ambas Cámaras del
Congreso de la Unión.

El Instituto tendrá a su cargo en forma integral y di-
recta, además de las que le determine la ley, las ac-
tividades relativas a la participación ciudadana,
capacitación y educación cívica, geografía electo-
ral, los derechos y prerrogativas de las agrupaciones
y de los partidos políticos, al padrón y lista de elec-
tores, impresión de materiales electorales, prepara-
ción de la jornada electoral, los cómputos en los tér-
minos que señale la ley, declaración de validez y
otorgamiento de constancias en las elecciones de di-
putados y senadores, gobernadores, jefe de go-
bierno del Distrito Federal, diputados locales,
ayuntamientos y jefes delegacionales, cómputo de
la elección de presidente de los Estados Unidos Me-
xicanos en cada uno de los distritos electorales uni-
nominales, así como la regulación de la observación
electoral y de las encuestas o sondeos de opinión
con fines electorales. Las sesiones de todos los ór-
ganos colegiados de dirección serán públicas en los
términos que señale la ley.

La fiscalización oportuna de las finanzas de los
partidos políticos estará a cargo del Consejo Gene-
ral del propio Instituto. La ley desarrollará los pro-
cedimientos para la aplicación de sanciones por el
Consejo General. En el cumplimiento de sus atribu-
ciones no estará limitado por los secretos bancario,
fiduciario y fiscal y se podrán realizar procedi-
mientos de fiscalización cuando haya indicios de
desvío de recursos públicos para uso electoral.

VI.…

….

Artículo 60. El organismo público previsto en el artí-
culo 41 de esta Constitución, de acuerdo con lo que
disponga la ley, declarará la validez de las elecciones
de diputados y senadores en cada uno de los distritos
electorales uninominales y en cada una de las entida-
des federativas; otorgará las constancias respectivas a
las fórmulas de candidatos que hubiesen obtenido ma-
yoría de votos en la elección de que se trate y hará la
asignación de senadores de primera minoría de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 56 de esta
Constitución y en la ley. Asimismo, hará la declara-
ción de validez y la asignación de diputados según el
principio de representación proporcional de conformi-
dad con el artículo 54 de esta Constitución y la ley, así
como la asignación correspondiente de los diputados
de las entidades federativas y ayuntamientos por el
principio de representación proporcional conforme a
los dispuesto en sus propias Constituciones particula-
res y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal.

…

…

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

XXIX-Q. Para expedir leyes en materia del siste-
ma nacional electoral de conformidad con lo es-
tablecido en la presente Constitución y las parti-
culares de los estados, así como también las
bases para la integración de su servicio profesio-
nal de carrera, y para legislar sobre democracia
participativa.

Artículo 99.…

…

…

…

I. a III. …

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones de-
finitivos y firmes de la autoridad electoral.

V. …
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VI. …

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el
Instituto y sus servidores;

VIII. a IX. …

….

Artículo 102.

A. La ley organizará el Ministerio Público de la fede-
ración, cuyos funcionarios serán nombrados por el
Ejecutivo de acuerdo con la ley respectiva, con excep-
ción del titular de la Procuraduría Electoral de la
Nación, quien estará sujeto a lo que dispone el últi-
mo párrafo del presente apartado. El Ministerio Pú-
blico de la federación estará presidido por un procura-
dor general de la República, designado por el titular
del Ejecutivo federal con ratificación del Senado o, en
sus recesos, de la Comisión Permanente. Para ser pro-
curador se requiere: ser ciudadano mexicano por naci-
miento; tener cuando menos treinta y cinco años cum-
plidos el día de la designación; contar, con antigüedad
mínima de diez años, con título profesional de licen-
ciado en derecho; gozar de buena reputación, y no ha-
ber sido condenado por delito doloso. El procurador
podrá ser removido libremente por el Ejecutivo. 

Incumbe al Ministerio Público de la federación, la per-
secución, ante los tribunales, de los delitos del orden
federal, con excepción de los delitos electorales, y, por
lo mismo, a él le corresponderá solicitar las órdenes de
aprehensión contra los inculpados; buscar y presentar
las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos;
hacer que los juicios se sigan con toda regularidad pa-
ra que la administración de justicia sea pronta y expe-
dita; pedir la aplicación de las penas e intervenir en to-
dos los negocios que la ley determine. 

... 

... 

... 

... 

C. La investigación y persecución de los delitos
electorales estará a cargo de la Procuraduría Elec-

toral de la Nación que será un organismo público
autónomo en sus decisiones, presupuesto, persona-
lidad jurídica y patrimonio propios, cuyo titular se-
rá elegido por el voto de las dos terceras partes de
los miembros presentes de la Cámara de Diputados
o en sus recesos, por la Comisión Permanente, me-
diante convocatoria pública en los términos que es-
tablezca la ley correspondiente.

Artículo 116. …

….

IV. Las Constituciones y leyes de los estados en
materia electoral garantizarán que:

a) En el ámbito de su competencia que las
elecciones de los gobernadores, de los miembros
de las legislaturas locales y de los integrantes de
los ayuntamientos se realicen mediante sufragio
universal, libre, secreto y directo; y que la jor-
nada comicial tenga lugar el primer domingo de
julio del año que corresponda. Los estados cuyas
jornadas electorales se celebren en el año de los
comicios federales y no coincidan en la misma
fecha de la jornada federal, no estarán obligados
por esta última disposición;

b) Los partidos políticos sólo se constituyan por
ciudadanos sin intervención de organizaciones
gremiales, o con objeto social diferente y sin que
haya afiliación corporativa. Asimismo tengan
reconocido el derecho exclusivo para solicitar el
registro de candidatos a cargos de elección po-
pular, con excepción de lo dispuesto en el artí-
culo 2o., apartado A, fracciones III y VII, de es-
ta Constitución;

c) Los partidos políticos locales reciban, en for-
ma equitativa, financiamiento público para sus
actividades ordinarias permanentes y las ten-
dientes a la obtención del voto durante los pro-
cesos electorales. Del mismo modo se establez-
ca el procedimiento para la liquidación de los
partidos que pierdan su registro y el destino de
sus bienes y remanentes;

d) Se fijen los criterios para establecer los lími-
tes a las erogaciones de los partidos políticos en
sus precampañas y campañas electorales, así co-
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mo los montos máximos que tengan las aporta-
ciones de sus simpatizantes, cuya suma total no
excederá el diez por ciento del tope de gastos de
campaña que se determine para la elección de
gobernador; los procedimientos para el control y
vigilancia del origen y uso de todos los recursos
con que cuenten los partidos políticos; y esta-
blezcan las sanciones por el incumplimiento a
las disposiciones que se expidan en estas mate-
rias;

e) Los partidos políticos accedan a la radio y la
televisión, conforme a las normas establecidas
por el apartado B de la base III del artículo 41 de
esta Constitución;

f) Se fijen las reglas para las precampañas y las
campañas electorales de los partidos políticos,
así como las sanciones para quienes las infrin-
jan. En todo caso, la duración de las campañas
no deberá exceder de noventa días para la elec-
ción de gobernador, ni de sesenta días cuando
sólo se elijan diputados locales o ayuntamientos;
las precampañas no podrán durar más de las dos
terceras partes de las respectivas campañas elec-
torales;

g) Se establezca un sistema de medios de im-
pugnación para que todos los actos y resolucio-
nes electorales se sujeten invariablemente al
principio de legalidad. Igualmente, que se seña-
len los supuestos y las reglas para la realización,
en los ámbitos administrativo y jurisdiccional,
de recuentos totales o parciales de votación;

h) Se fijen las causales de nulidad de las elec-
ciones de gobernador, diputados locales y ayun-
tamientos, así como los plazos convenientes pa-
ra el desahogo de todas las instancias
impugnativas, tomando en cuenta el principio de
definitividad de las etapas de los procesos elec-
torales; y

i) Se tipifiquen los delitos y determinen las fal-
tas en materia electoral, así como las sanciones
que por ellos deban imponerse.

Artículo 122. …

…

Base Primera. Respecto a la Asamblea Legislativa:

I a V. …

a) a e)…

f) Expedir las disposiciones que garanticen en el
Distrito Federal elecciones libres y auténticas,
mediante sufragio universal, libre, secreto y di-
recto; sujetándose a las bases que de acuerdo
con lo establecido con la ley de la materia que
expida el Congreso de la Unión.

*Artículo 134. …

…

…

…

…

…

…

La propaganda, bajo cualquier modalidad de comuni-
cación social, que difundan como tales, los poderes
públicos, los órganos autónomos, las dependencias y
entidades de la administración pública y cualquier otro
ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener ca-
rácter institucional y fines informativos, educativos o
de orientación social. En ningún caso esta propaganda
incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que im-
pliquen promoción personalizada de cualquier servi-
dor público, en los términos que establezca la ley de
la materia.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá emitir la ley
general que regulará a los partidos políticos, así como
la organización y desarrollo de las elecciones en el ám-
bito federal y de las entidades federativas, en un plazo
de 90 días naturales a partir de su entrada en vigor.
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Tercero. Los actuales consejeros electorales y el con-
sejero presidente del Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral, en funciones a la entrada en vigor del
presente decreto, continuarán en su cargo hasta su con-
clusión y serán renovados de manera escalonada para
integrar el nuevo Consejo del INEPC, la Cámara de
Diputados por única vez, expedirá la convocatoria co-
rrespondiente para integrar el Servicio Profesional
Electoral, los Consejos Regionales así como los con-
sejos distritales que sean necesarios.

Cuarto. El Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales, quedará abrogado después de la
entrada en vigor de la nueva ley que regule los proce-
sos electorales en el país ya los partidos políticos.

Quinto. Todos los recursos financieros, materiales y
patrimoniales, así como los trabajadores adscritos a di-
cho Instituto pasarán a formar parte del nuevo Institu-
to Nacional Electoral y de Participación Ciudadana. El
personal del Instituto Federal Electoral que cambie su
adscripción, conservará sus derechos laborales.

Sexto. El Congreso de la Unión deberá expedir la ley
que regule el funcionamiento y organización de la Pro-
curaduría Electoral de la Nación, en un plazo que no
excederá de ciento ochenta días naturales, contado a
partir de la entrada en vigor del presente decreto cuyo
titular deberá ser designado porla Cámara de Diputa-
dos.

Séptimo. Los procesos electorales federales o locales
que se hubieren iniciado antes de la entrada en vigor
del presente decreto, serán resueltos conforme a las
normas vigentes al momento de su inicio.

Octavo. Los Congresos de los estados deberán refor-
mar sus respectivas constituciones, a fin de adecuarlas
a las disposiciones contenidas en el presente decreto,
en un plazo que no deberá exceder de noventa días na-
turales posteriores a su entrada en vigor. 

Noveno. Las elecciones municipales que desarrollen
las autoridades regionales conforme a lo dispuesto en
el presente decreto, así como las disposiciones que
emitan los congresos locales para la coordinación ne-
cesaria con la autoridad federal y la organización de
los consejos municipales y distritales locales tendrán
un carácter temporal, conforme a lo dispuesto en el
presente decreto para los consejos distritales federales.

Décimo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto. 

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
a 14 de agosto de 2013.

Diputados: Miguel Alonso Raya (rúbrica), Fernando Belaunzarán

Méndez (rúbrica), Carlos Reyes Gámiz (rúbrica), Alfa González

Magallanes (rúbrica), Fernando Cuéllar Reyes (rúbrica), Rodrigo

González Barrios (rúbrica), Valentín Maldonado Salgado.

(Turnada a las Comisiones de Puntos Constitucionales, y de Go-

bernación. Agosto 14 de 2013.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 11 DE LA LEY GENERAL DE

ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIO-
LENCIA, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS RICARDO MEJÍA

BERDEJA Y RICARDO MONREAL ÁVILA, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO, Y RECIBIDA

EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉR-
COLES 14 DE AGOSTO DE 2013

Los proponentes, Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo
Monreal Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, someten
a consideración del pleno iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 11 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, al tenor del siguiente
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Planteamiento del problema

Los múltiples papeles que las mujeres desempeñan,
además de las dobles o triples jornadas de trabajo, de-
pende en gran medida de la sociedad donde éstas se
desenvuelven y son reflejo del grado de derechos que
tienen, pues en países de primer mundo es revalorado
su papel, caso muy distante es el de México, el tema es
las mujeres trabajadoras.

Una de las principales barreras que las mujeres en-
cuentran para incorporarse al ámbito laboral público o
privado es la violencia por su condición de género, la
cual se manifiesta en segregación ocupacional, doble
jornada con discriminación salarial, acoso laboral, la
exigencia de requisitos sobre el estado civil, materni-
dad, esterilización quirúrgica, edad, apariencia física,
realización de prueba de embarazo o de virus de in-
munodeficiencia humana (VIH/sida) u otra prueba
sobre la condición de salud de la mujer.

La segregación ocupacional limita a mujeres y a hom-
bres a determinado tipo de empleos y actividades en el
mercado laboral, establecidos culturalmente en fun-
ción del sexo de las personas y no de sus capacidades.

De acuerdo con la Organización Internacional del Tra-
bajo, 53 por ciento de las mujeres de Latinoamérica
están incorporadas al mercado laboral, una proporción
que llega hasta 70 por ciento para las mujeres entre 20
y 40 años, algo que sin duda ha tenido efectos impor-
tantes en la generación de riqueza de los países, el
bienestar de los hogares y la disminución de la po-
breza.

Según datos del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, en 2012 las madres mexicanas mayores de
15 años tenían una participación económica de 42.2
por ciento, y 97 por ciento combina el empleo con la-
bores domésticas. La mayor participación económica
se sitúa entre las madres solteras, seguido por mujeres
separadas o divorciadas.

Actualmente, 23 por ciento de los hogares mexicanos
es encabezado por una mujer.

Cifras de Manpower Group México y Centroamérica
explican que la ocupación femenina corresponde a 45
por ciento del total. Se registra con 88.9 por ciento de
trabajadoras domésticas, 62.3 por ciento vendedoras

ambulantes, y maestras y afines 61.2 por ciento. El
empleo desde una perspectiva de género en el análisis
de la fuerza de trabajo tiene que partir de esta consi-
deración esencial y, por tanto, debe ser gradual.

Argumentación

El objetivo es la comprensión de la problemática e im-
plantar acciones como la elaboración de políticas pú-
blicas que favorezcan los derechos de las mujeres y
erradicar situaciones discriminatorias y de violencia
hacia ellas como exigir una prueba de embarazo en el
ámbito laboral.

Es decir, no se puede seguir permitiendo que una mu-
jer sea discriminada por ejercer su derecho a la repro-
ducción.

Todo lo anterior demuestra que las mujeres enfrentan
numerosas barreras que impiden su acceso y perma-
nencia en la esfera laboral, en condiciones inicuas con
los hombres, pese a que hay un amplio marco jurídico
que protege la igualdad entre mujeres y hombres en
este ámbito.

En el ámbito internacional se cuenta con tratados co-
mo los Convenios 100 sobre Igualdad de Remunera-
ción y el 111 sobre la Discriminación (empleo y ocu-
pación), ambos de la Organización Internacional del
Trabajo; la Convención para la Eliminación de Todas
las Formas de Discriminación contra la Mujer; o el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales. México ha firmado y ratificado los
tratados anteriores.

La Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer establece en el
artículo 11: “Los Estados parte adoptarán todas las
medidas apropiadas para eliminar la discriminación
contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegu-
rar, en condiciones de igualdad entre hombres y muje-
res, los mismos derechos”, así como diversas medidas
“a fin de impedir la discriminación contra la mujer por
razones de matrimonio o maternidad y asegurar la
efectividad de su derecho a trabajar”.

De esa manera se prohíbe el despido por motivo de
embarazo o licencia de maternidad, considerándolo un
acto discriminatorio en contra de las mujeres.
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Desafortunadamente, en México en gran cantidad de
casos las mujeres son víctimas de hostigamiento labo-
ral e incluso son despedidas injustificadamente por
causas relacionadas con la maternidad, aunadas a la
falta de mecanismos que garanticen el pleno acceso al
sistema de seguridad social y de las facilidades que
por ley deben otorgarse.

Por tal motivo es menester que como legisladores
dotemos de un marco jurídico a fin de que las muje-
res superen las barreras que enfrentan en el ámbito
laboral con pleno reconocimiento a la igualdad y a la
no discriminación, reconociendo sus derechos labo-
rales; resulta indispensable incrementar las oportu-
nidades para ellas a través de medidas como la crea-
ción de guarderías, horarios extendidos en las
escuelas, flexibilidad en los horarios, impulso para
la conciliación entre la vida personal, familiar y la-
boral, así como promover la inserción de las mujeres
en puestos directivos, ya que actualmente sólo 1.5
por ciento de las posiciones directivas es ocupado
por mujeres.

Se trata de erradicar por completo la práctica de
ciertas empresas: exigir a sus trabajadoras pruebas
de embarazo como condición para el ingreso o pa-
ra la permanencia en el empleo. Dicha conducta de-
be ser catalogada como una modalidad de violencia la-
boral; por tanto, surge la necesidad de citar de manera
adecuada estos tipos de conductas, tal y como lo espe-
cifica el artículo 133 en la fracción XIV de la Ley Fe-
deral del Trabajo, ya que implica una grave vulnera-
ción de los derechos a la intimidad, el libre desarrollo
de la personalidad y el trabajo de las empleadas.

Por tanto, reiteramos el precepto establecido en el ar-
tículo 4o. constitucional: “Toda persona tiene derecho
a decidir de manera libre, responsable e informada so-
bre el número y el espaciamiento de sus hijos”.

Ninguno de los dos derechos enunciados puede ser
sacrificado, por la voluntad unilateral del patrono,
en tales términos no debemos permitir que las muje-
res sean forzadas a escoger entre sus oportunidades
de trabajo y su expectativa respecto de la materni-
dad.

Tanto la segregación ocupacional como la discrimina-
ción, se infiere a partir del análisis de las distribucio-
nes porcentuales de hombres y mujeres en las distintas

ocupaciones y en los diferentes niveles de remunera-
ción.

Derivado de una escasez actual de talento, los efectos
de la globalización y la reestructuración de la econo-
mía al incorporar al sector femenino, las políticas glo-
bales han estado dirigidas a buscar a grupos antes ex-
cluidos como las mujeres, adultos mayores y
discapacitados, acentuando las diferencias entre hom-
bres y mujeres, no permitiendo el empoderamiento pa-
ra ellas.

La transversalidad de género es una estrategia necesa-
ria para promover el enfoque de género y la equidad,
arribando a la creación de espacios clave para trans-
formarse en sociedades más justas, no discriminato-
rias. Construir una política de cambio respecto a la
equidad de género e igualdad entre mujeres y hom-
bres.

Fundamento legal

Esta iniciativa se presenta con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción 11, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por lo fundado y expuesto, sometemos a considera-
ción de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 11 de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia

Artículo Único. Se reforma el artículo 11 de la Ley
General de Acceso de la Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, para quedar como sigue:

Artículo 11. Constituye violencia laboral la negativa
ilegal a contratar a la víctima, o a respetar su perma-
nencia o condiciones generales de trabajo; la descalifi-
cación del trabajo realizado, las amenazas, la intimi-
dación, las humillaciones, exigir la presentación de
certificados médicos de no embarazo para el ingre-
so, o ascenso en el empleo; y despedir a una traba-
jadora o coaccionarla directa o indirectamente pa-
ra que renuncie por estar embarazada, por cambio
de estado civil o por tener el cuidado de hijos me-
nores, así como la explotación y todo tipo de discri-
minación por condición de género.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el Senado de la República, 
a 14 de agosto de 2013.

Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Igualdad de Género. Agosto 14 de

2013.)

QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN V AL ARTÍCULO 5 DE LA

LEY FEDERAL DE RADIO Y TELEVISIÓN, RECIBIDA DE LA

DIPUTADA MARÍA SANJUANA CERDA FRANCO, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA, EN LA SESIÓN

DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 14 DE

AGOSTO DE 2013

La suscrita, María Sanjuana Cerda Franco, diputada a
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II, y
56, 85, 94 y 179 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona una fracción V al artículo 5 de la Ley
Federal de Radio y Televisión.

Planteamiento del problema

La Real Academia Española de la Lengua define a los
estereotipos como “imagen o idea aceptada común-
mente por un grupo o sociedad con carácter inmuta-
ble.” Estas imágenes o ideas son instrumentos muy
importantes de socialización mediante la transmisión
de valores, creando una realidad “ideal” con la cual se
comprende el mundo, las cuales son transmitidas de
generación en generación, creando paradigmas socia-
les.

Los estereotipos ocasionan prejuicios que generalmen-
te hacen que las personas se predispongan desfavora-
blemente de algún modo hacia un determinado grupo
social, con lo que se llega a discriminarlo, ya sea por
racismo, xenofobia, etnocentrismo u otras formas de
desprecio y/o violencia, lo que provoca conductas que
niegan un trato igualitario y digno entre personas o
frente a colectivos, vulnerando de manera flagrante
tanto la legislación nacional como diversos instrumen-
tos internacionales firmado y ratificados por Estado
mexicano.

Estos conceptos estereotípicos se basan en idealizar y
generar un estándar o patrón acorde a la moda, valores
o instituciones occidentales, generando rechazo o me-
nosprecio a lo que se considere diferente y por lo tan-
to puede inducir a la marginación de individuos o gru-
pos que están fuera de estos parámetros.

Las imágenes o ideas a las que nos referimos están re-
flejadas de manera preponderante en los medios de co-
municación, ya que en su diversa oferta de programa-
ción y publicidad, las insertan de manera exitosa,
imponiéndolas a sus audiencias como la realidad so-
cialmente aceptada y deseada, ya que al mostrar de ma-
nera sistemática estos mensajes, imágenes y conceptos
estereotipados, las audiencias difícilmente pueden dis-
tinguir el límite o hasta donde se circunscriben los con-
tenidos construidos artificialmente y resignificados por
los emisores, lo que al paso del tiempo y ante la expo-
sición continua, estos nuevos criterios sociales se vuel-
ven representaciones que terminan considerándose co-
mo normales.

La función preponderante de los medios de comunica-
ción debe ser la de informar y comunicar con veraci-
dad y objetividad sobre los acontecimientos de la rea-
lidad, pero al parecer se han desvirtuado sus objetivos
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por el afán de cumplir con sus propias agendas de lu-
cro, convirtiéndose en agentes manipuladores de la so-
ciedad sacando ventaja de su importante rol en el mun-
do actual, ya que en algunos casos llegan a dictar las
formas de conducta y convivencia formando estereoti-
pos que se convierten en modelos de conductas con es-
quemas que han llegado a estar profundamente arrai-
gados en nuestras cosmovisión.

Con el sistemático impacto de los estereotipos exhibi-
dos en los medios de comunicación, los más afectados
son los niños y adolescentes, ya que estos grupos vul-
nerables se encuentran en importantes momentos de su
formación y maduración, en los que van aprendiendo,
definiendo y desarrollando valores y conceptos, así
como su respectiva racionalización e implementación
frente a su identidad y entorno. Estos procesos están
siendo gravemente trastocados al exponer a nuestros
niños y jóvenes a modelos aspiracionales basados en
prejuicios o estereotipos que minan el sano desarrollo,
al privilegiar los prototipos expuestos en los medios de
comunicación, lo que enfrenta a nuestra niñez y ju-
ventud a conductas y situaciones de violencia, inesta-
bilidad emocional, inequidad, consumismo, discrimi-
nación y desigualdad, generando una grave
problemática que se está extendiendo al interior de ho-
gares, instituciones y escuelas.

Los medios de comunicación tienen el potencial de
manejar masas y definir las conductas, por lo cual de-
berían de enviar mensajes que informen o enseñen va-
lores y principios tal y como lo establece el artículo
5o. de la Ley Federal de Radio y Televisión, y a no
emitir o reproducir imágenes o ideas que intenten im-
poner conceptos o juicios al público espectador, el
cual, en la mayoría de los casos, no puede diferenciar
y darse cuenta de que son modelos que se encuentran
desfasados y distan de la realidad con la finalidad me-
ramente comercial o mercantil.

Argumentación

En nuestra sociedad hemos crecido con la idea de es-
tereotipos asignados, y simplemente los aceptamos co-
mo un deber ser, esta determinación ha sido una de las
principales limitantes del desarrollo de los derechos
básicos de la ciudadanía.

Los estereotipos son etiquetas, entendidas como una
obligación de asumir un modelo de códigos sociales,

estableciendo características específicas y limitando
las posibilidades del desarrollo humano en plenitud,
impidiendo que se trate a cada miembro de la sociedad
individualmente y llevando a hacer suposiciones que
refuerzan los prejuicios.

Gracias a la familia, la cultura, los medios masivos de
comunicación y la sociedad se mantienen latentes los
roles asignados a cada persona y los estereotipos si-
guen vigentes, debido en gran parte a que no son elec-
ciones conscientes que se puedan aceptar o rechazar
de manera individual porque surgen del espacio colec-
tivo, de la herencia familiar y social así como de los
ámbitos en que cada persona participa.

En la actualidad existen muchos estereotipos que se
deben a las diferentes características de los seres hu-
manos como: edad, religión, etnia, sexo, género, entre
otros y los medios de comunicación son unos de los
principales responsables que a través de estrategias co-
merciales se establezcan modelos de conductas o apa-
riencias que la mayoría de las personas tratarán de imi-
tar.

En este sentido cuando abrimos la puerta de nuestro
hogar a los medios de comunicación, dejamos que nos
presenten una serie de ideas e imágenes que si bien re-
flejan la realidad y nos informan, también nos presen-
tan una visión reducida y encuadrada de cómo vivir,
pensar y ser.

Los medios no son únicamente vehículos de informa-
ción, sino también son instrumentos de control y mol-
deamiento social; educan, representan la realidad y ge-
neran conocimiento, autoridad y legitimidades
políticas1. Debido a esto los medios de comunicación
ejercen la acción de estereotipar fijando de manera
permanente los modelos preestablecidos que se adop-
tan de manera fija.2

En México los medios tiene gran importancia y esto se
ve reflejado en la Encuesta Nacional sobre el uso del
tiempo 2009, donde nos dice que las personas mayo-
res de 12 años le dedican 13 horas semanales de aten-
ción a los medios de comunicación masiva.3

La televisión es el medio que más penetración tiene en
la sociedad mexicana, dado que 94.7 por ciento de los
hogares cuenta por lo menos con una televisión, y se
dedican en promedio 4.45 horas al día a verla, esto es
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más de 28 horas a la semana, de hecho según datos de
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos (OCDE) los niños en México pasan en la
escuela 562 horas anuales contra mil 569.5 horas
anuales frente al televisor ya que 46 por ciento de las
mamás trabajan fuera del hogar por lo que los niños se
exponen a la televisión sin ninguna supervisión.4

Escuchar la radio está presente en 76 por ciento de las
personas y este porcentaje se concentra en las maña-
nas, ya que en la tarde-noche se prefiere ver la televi-
sión. Y 78 por ciento de los radioescuchas prefieren
estaciones de frecuencia modulada.5 Sobre los medios
impresos son menormente consumidos en compara-
ción con los audiovisuales, puesto que no llegan ni a
150 mil ejemplares al día (en los periódicos de mayor
circulación). Según la Encuesta Nacional de Lectura
del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (Co-
naculta) 42 por ciento de las personas declaran leer pe-
riódicos, y de estos sólo 10 por ciento lee prensa dia-
riamente.

Estos datos nos dan la pauta para entender que los me-
dios de comunicación masiva tienen el potencial de
manejar masas y definir las conductas de las socieda-
des, por lo cual como legisladores debemos vigilar el
marco jurídico en el que encuadran los mensajes que
transmiten los medios, procurando que estos informen
o enseñen de manera objetiva, libres de estereotipos y
de este modo no crear sociedades depresivas y que re-
chacen su propia persona.

El principal objetivo a proteger deben ser los niños y
adolescentes, ya que ellos no tienen la capacidad de
analizar y comprender la información que llega de los
medios, y adoptan modelos desvirtuados y distantes de
la realidad que tratarán de seguir.

En el ámbito internacional, la Corte Interamericana de
Derechos Humanos ha reconocido que los medios de
comunicación y los periodistas deben de ser responsa-
bles en el ejercicio de su función social, así lo estable-
ce en la sentencia del caso Herrera Ulloa vs. Costa Ri-
ca en la cual enfatiza la siguiente: 

“[Los] medios, como instrumentos esenciales de la
libertad de pensamiento y de expresión, deben ejer-
cer con responsabilidad la función social que des-
arrollan (…) El ejercicio del periodismo, por tanto,
requiere que una persona se involucre responsable-

mente en actividades que están definidas o encerra-
das en la libertad de expresión garantizada en la
Convención.”

(Corte Interamericana de Derechos Humanos, Herrera
Ulloa vs. Costa Rica. Sentencia del 2 de julio de 2004,
párrafos 117 y 118)

En este caso la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (CIDH), repasó sus precedentes relacionados
con el rol de los medios de comunicación en las socie-
dades democráticas e hizo hincapié en la responsabili-
dad social que ellos tienen como canal de difusión de
ideas, opiniones e informaciones. Por esta razón,
abundó el tribunal, es imprescindible que los medios y
los periodistas sean responsables a la hora de comuni-
car informaciones y opiniones a la sociedad, recogién-
dolas y transmitiéndolas en toda su diversidad.6

En este sentido, queda claro que los medios de comu-
nicación tienen un papel esencial como vehículo entre
las fuentes públicas y privadas de información y los
individuos, definiendo que son: “instrumentos esen-
ciales de libertad de pensamiento y de expresión, y que
deben ejercer con responsabilidad la función social
que desarrollan, al no violar los derechos de los de-
más.”

Cabe recordar que en 1995 se celebró la Cuarta Con-
ferencia Mundial de la Mujer, en Beijing, China, en la
cual los estados parte se comprometieron a vigilar que
los medios de comunicación no difundieran imágenes
estereotipadas de las mujeres; de igual manera la so-
ciedad civil organizada en el encuentro mundial La co-
municación como fuente de poder para las mujeres de
Bangkok, Tailandia y en el Simposio internacional so-
bre las mujeres y medios de comunicación de Toronto,
Canadá; se planteó eliminar los estereotipos, favore-
ciendo la presencia y representación equitativa y di-
versa en los medios masivos de comunicación.

En el ámbito nacional en la Ley General de Acceso a
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia en su artí-
culo 38; especifica que: 

“los medios de comunicación no deben fomentar la
violencia contra las mujeres, y deben favorecer la
erradicación de todo tipo de violencia, para fortale-
cer el respeto a los derechos humanos y la dignidad
de las mujeres.”
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Además en su artículo 42, se definen las facultades y
obligaciones que tiene la federación, entre ellas:

“Vigilar que los medios de comunicación no pro-
muevan imágenes estereotipadas de mujeres y hom-
bres, y eliminen patrones de conducta generadores
de violencia.”

De igual manera en este artículo se especifican las fa-
cultades de la Secretaría de Gobernación, entre las que
destacamos la de:

“Vigilar y promover directrices para que los medios
de comunicación favorezcan la erradicación de to-
dos los tipos de violencia y se fortalezca la dignidad
y el respeto hacia las mujeres.” y “Sancionar con-
forme a la ley a los medios de comunicación que no
cumplan con lo estipulado.”

De esta manera las mujeres son a las que más se pro-
tegen porque son las más afectadas ya que están este-
reotipadas al máximo punto de que su cuerpo sea vis-
to como objeto comercial. Esto es porque vivimos en
una cultura marcada por los estereotipos sexistas, en
los que aparentemente podríamos decir que se privi-
legia a los hombres sobre las mujeres, pero en reali-
dad los estereotipos afectan de manera negativa a am-
bos géneros, porque al construirse estos patrones
divisionistas de conducta limitamos el desarrollo y la
expresión de cualidades y valores propios del ser hu-
mano.

Por lo cual en Nueva Alianza, estamos convencidos en
legislar para que no sólo las mujeres estén protegidas
de estereotipos sino de igual manera, todos los grupos
vulnerables, respetando los derechos de todas las per-
sonas, siendo incluyentes y erradicando estereotipos
que degraden la dignidad de las personas.

Erradicar los estereotipos es un desafío que sólo se po-
drá lograr si unimos esfuerzos, proponiendo acciones
como esta para exigir su eliminación de los medios de
comunicación masiva, con el firme compromiso de
construir una sociedad más respetuosa y consciente de
la riqueza que existe en la diversidad de sus integran-
tes.

Lo anterior busca generar los mecanismos necesarios
para que los medios de comunicación implementen
campañas y acciones de sensibilización de la sociedad,

para que este problema se pueda evitar y prevenir a
través de la participación de distintos actores y secto-
res sociales. En este sentido debemos trabajar para ge-
nerar estándares de calidad de los medios de comuni-
cación para con las audiencias y coadyuvar para que
en nuestra sociedad se presenten menos casos de indi-
viduos o colectivos denigrados por no cumplir con un
estándar o estereotipo expuesto en los medios masivos
de comunicación.

Fundamento legal 

Por las consideraciones antes expuestas, en mi calidad
de diputada del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en los artículos 71, fracción II y 78 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6o. nume-
ral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, y 85, 94, 179 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

Decreto por el que se adiciona la fracción V al artí-
culo 5 de la Ley Federal de Radio y Televisión.

Artículo Único. Se adiciona la fracción V al artículo 5
de la Ley Federal de Radio y Televisión, para quedar
como sigue:

Artículo 5o. La radio y la televisión, tienen la función
social de contribuir al fortalecimiento de la integración
nacional y el mejoramiento de las formas de convi-
vencia humana. Al efecto, a través de sus transmisio-
nes, procurarán:

I. … a IV. …

V. Evitar la promoción de estereotipos de niñas,
niños y adolescentes, así como de mujeres y hom-
bres, respetando la individualidad de cada per-
sona con el fin de evitar la violencia y la discri-
minación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Documento elaborado por el equipo de trabajo del Programa sobre

el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Huma-

nos de la Asociación por los Derechos Civiles.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 14 de agosto de 2013.

Diputada María Sanjuana Cerda Franco (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Radio y Televisión. Agosto 14 de

2013.)

QUE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 3O. DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS Y REFORMA LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 50
DE LA LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA

LA ATENCIÓN, CUIDADO Y DESARROLLO INFANTIL, RECI-
BIDA DEL DIPUTADO ALBERTO ANAYA GUTIÉRREZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT, EN LA SESIÓN DE LA

COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO

DE 2013

El suscrito, Alberto Anaya Gutiérrez, diputado federal
a la LXII Legislatura, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo, con fundamento en lo
que se dispone en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en relación con los artículos 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía para que sea turnada
a la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma la fracción III del ar-
tículo 3 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y se reforma la fracción X del artículo
50 de la Ley General de Prestación de Servicios para
la Atención, Cuidado y Desarrollo Infantil, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

Históricamente la educación en México ha transitado
por diversos claroscuros que han puesto en evidencia
la escasa preparación de nuestros educandos en su ta-
rea de impartición de conocimiento, experiencia y por
ende de cimientos claros y sólidos que contribuyan a
una mejor preparación y desenvolvimiento de los es-
tudiantes en sus respectivos niveles.

El estancamiento en que se encuentra nuestro sistema
educativo es el reflejo no sólo de décadas de políticas
públicas en materia educativa deficientes, sino del
gran porcentaje de maestros que imparten clases sin
tener un título profesional ni la capacitación necesaria
para hacerlo. 

De acuerdo con datos de la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económico (OCDE) la esco-
laridad en México es de 8.5 años, asimismo en Méxi-
co de cada 100 niños que inician la primaria sólo 62 la
terminan; de cada 100, 45 concluyen la secundaria y
27 el bachillerato; 13 terminan la licenciatura y única-
mente dos o tres harán un posgrado.
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En otras palabras, los que no terminan la primaria po-
drán saber leer y escribir, pero tendrán mínimas opor-
tunidades de desarrollo en su futuro cercano y pocas
probabilidades de competir en el mercado laboral.

Lo anterior es prueba contundente de la falta de incen-
tivos que existen por parte del Estado hacia nuestros
alumnos para que continúen con su vida académica, lo
que provoca que pasen a formar parte del grueso de la
población desempleada y con escasos niveles acadé-
micos.

La deserción escolar también obedece a factores eco-
nómicos, prueba de ello es que miles de estudiantes se
ven forzados a abandonar sus estudios para apoyar a
sus familias que sufren la escasez de recursos básicos.
En síntesis la falta de oportunidades educativas como
la mínima de cupos en universidades públicas, los al-
tos costos de sus inscripciones o los inadecuados es-
pacios para impartir la misma conlleva a que el alum-
no no termine su preparación y pase a formar parte de
los millones de mexicanos desempleados o empleados
en la informalidad, lo que desemboca en el aumento de
la pobreza y la falta de desarrollo económico y social
de toda una nación. 

Desde hace algunos años, México tiene el 100 por
ciento de la cobertura en educación primaria, lo que
significa que hay lugar para todos los niños en edad
escolar, mientras que en secundaria la cifra es de 96
por ciento, sin embargo, esto no significa que todos
vayan a la escuela. En el nivel de educación básica
preescolar, de primaria y secundaria, el ausentismo
obedece a factores como la distancia de los centros es-
colares, problemáticas económicas, el índice de desa-
rrollo humano y el tipo de escuela.

Como proporción de su producto interno bruto (PIB),
México destina 6 por ciento al gasto en educación, ci-
fra similar al promedio de la OCDE. Sin embargo, el
organismo detalla que entre sus miembros México es
el que canaliza el menor gasto en educación por alum-
no, con 2,875 dólares, y prácticamente el 91.7 por
ciento de esa cantidad es para salarios, según el estu-
dio “Panorama de la Educación 2012”.

México ocupa el último lugar dentro de los 34países
miembros de la OCDE en nivel educativo, con base a
la prueba PISA que se realiza anualmente en busca de
medir el grado en el que los estudiantes manejan com-

petencias básicas para la vida en la sociedad actual, en
la que es cada vez más importante que las personas se-
an capaces de localizar y procesar información, de uti-
lizar herramientas matemáticas para resolver proble-
mas reales y de aplicar los conocimientos aportados
por las ciencias para entender el mundo y tomar deci-
siones.

Se podrían señalar un sinnúmero de causas que expli-
quen la debacle del sistema educativo mexicano, sin
embargo es imprescindible ahondar en uno de los más
trascendentes: la falta de programas académicos que
respondan a las necesidades psíquicas, físicas, emo-
cionales e intelectuales de cada nivel académico te-
niendo en consideración las características específicas
de los diferentes grupos estudiantiles.

La reglamentación de nuestros planes de estudio en el
sistema educativo está fundamentada en el artículo 3
constitucional que a la letra dice:

“Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir
educación. El Estado Federación, Estados, Distrito
Federal y Municipios, impartirá educación preesco-
lar, primaria, secundaria y media superior. La edu-
cación preescolar, primaria y secundaria conforman
la educación básica; ésta y la media superior serán
obligatorias.

La educación que imparta el Estado tenderá a des-
arrollar armónicamente, todas las facultades del ser
humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la pa-
tria, el respeto a los derechos humanos y la con-
ciencia de la solidaridad internacional, en la inde-
pendencia y en la justicia.

El Estado garantizará la calidad en la educación
obligatoria de manera que los materiales y métodos
educativos, la organización escolar, la infraestructu-
ra educativa y la idoneidad de los docentes y los di-
rectivos garanticen el máximo logro de aprendizaje
de los educandos.

I. Garantizada por el artículo 24 la libertad de cre-
encias, dicha educación será laica y, por tanto, se
mantendrá por completo ajena a cualquier doctrina
religiosa;

II. El criterio que orientará a esa educación se basa-
rá en los resultados del progreso científico, luchará
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contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres,
los fanatismos y los prejuicios.

Además:

a) Será democrático, considerando a la democracia
no solamente como una estructura jurídica y un ré-
gimen político, sino como un sistema de vida fun-
dado en el constante mejoramiento económico, so-
cial y cultural del pueblo;

b) Será nacional, en cuanto –sin hostilidades ni ex-
clusivismos - atenderá a la comprensión de nuestros
problemas, al aprovechamiento de nuestros recur-
sos, a la defensa de nuestra independencia política,
al aseguramiento de nuestra independencia econó-
mica y a la continuidad y acrecentamiento de nues-
tra cultura;

c) Contribuirá a la mejor convivencia humana, a fin
de fortalecer el aprecio y respeto por la diversidad
cultural, la dignidad de la persona, la integridad de
la familia, la convicción del interés general de la so-
ciedad, los ideales de fraternidad e igualdad de de-
rechos de todos, evitando los privilegios de razas,
de religión, de grupos, de sexos o de individuos, y

d) Será de calidad, con base en el mejoramiento
constante y el máximo logro académico de los edu-
candos;

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto
en el segundo párrafo y en la fracción II, el Eje-
cutivo federal determinará los planes y progra-
mas de estudio de la educación preescolar, pri-
maria, secundaria y normal para toda la
República. Para tales efectos, el Ejecutivo Fede-
ral considerará la opinión de los gobiernos de los
Estados y del Distrito Federal, así como de los di-
versos sectores sociales involucrados en la edu-
cación, los maestros y los padres de familia en los
términos que la ley señale. Adicionalmente, el in-
greso al servicio docente y la promoción a cargos
con funciones de dirección o de supervisión en la
educación básica y media superior que imparta
el Estado, se llevarán a cabo mediante concursos
de oposición que garanticen la idoneidad de los
conocimientos y capacidades que correspondan.
La ley reglamentaria fijará los criterios, los tér-
minos y condiciones de la evaluación obligatoria

para el ingreso, la promoción, el reconocimiento
y la permanencia en el servicio profesional con
pleno respeto a los derechos constitucionales de
los trabajadores de la educación. Serán nulos to-
dos los ingresos y promociones que no sean otor-
gados conforme a la ley. Lo dispuesto en este pá-
rrafo no será aplicable a las Instituciones a las
que se refiere la fracción VII de este artículo;

IV. a IX. …

…
…
…
…
…
…”

Analizando dicho articulado, en su fracción III es evi-
dente la falta de rigurosidad en materia de planifica-
ción de estudios que se adapten de manera específica
a los distintos niveles educativos para capacitar de ma-
nera pertinente e incólume a los docentes. 

La educación Inicial es una de las más desatendidas en
lo que respecta a la planificación de materias y conte-
nidos, y es que si bien está contemplada en nuestra
constitución, no cuenta con los instrumentos y el ma-
terial necesario que los maestros requieren para des-
empeñar una óptima labor profesional dentro de tan
sensible e importante nivel escolar.

La adecuada implementación de planes de estudio es-
pecializados desde la educación inicial está encausada
a lograr en los niños un estado emocional positivo, ya
que estos cambios efectuados con cariño, comprensión
y diálogos concisos, les brinda seguridad y los prepa-
ra para recibir con agrado y entusiasmo las actividades
del día.

Asimismo se busca garantizar una mejor organización
del proceso educativo, evitando en los niños esperas
de tiempo innecesarias e inactividad que provoca irri-
tabilidad y fatiga.

De aprobarse la aplicación de estos planes de estudio se
dará la pauta para permitir a los educadores dedicar a las
niñas y niños mayor tiempo y brindarles las más diver-
sas actividades a medida que se van incorporando a su
grupo. De igual forma se logrará proporcionar apoyo
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afectivo y seguridad a la niña o niño para que se sienta
aceptado y ayudado por los adultos que lo rodean.

Cabe señalar que uno de los principales objetivos de
estos programas académicos es satisfacer las necesida-
des básicas de los alumnos, como aseo y alimentación,
con cariño y paciencia en un ambiente de comprensión
y tranquilidad. 

Paralelamente estos programas deberán promover la
prevención de situaciones conflictivas que puedan pre-
sentarse entre los alumnos y coordinar el manejo edu-
cativo entre todo el personal que atiende y enseña a los
niños y niñas para que no existan contradicciones y en
la medida de lo posible en coordinación con los padres.

En virtud de lo anteriormente expuesto, propongo a la
consideración de esta Soberanía la siguiente Iniciativa
con proyecto de decreto que reforma la fracción III del
artículo 3 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y se reforma la fracción X del artí-
culo 50 de la Ley General de Prestación de Servicios
para la Atención, Cuidado y Desarrollo Infantil; para
quedar como siguen:

Artículo Primero. Se reforma la fracción III del artí-
culo 3 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a recibir
educación. …

…

…

I. ...

II. ...

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en
el segundo párrafo y en la fracción II, el Ejecutivo
Federal determinará los planes y programas de es-
tudio de la educación inicial, preescolar, primaria,
secundaria y normal para toda la república. Dichos
planes de estudio integrarán las materias y co-
nocimientos específicos que requiera cada nivel
académico. Para tales efectos… 

IV. a IX. ...

…
…
…
…
…
…

Artículo Segundo. Se reforma la fracción X del artí-
culo 50 de la Ley General de Prestación de Servicios
para la Atención, Cuidado y Desarrollo Infantil; para
quedar como sigue:

Artículo 50. La federación, los estados, municipios, el
Distrito Federal y los órganos político-administrativos
de sus demarcaciones territoriales, en el ámbito de sus
respectivas competencias y conforme lo determine el
reglamento, otorgarán las autorizaciones respectivas a
los centros de atención cuando los interesados cum-
plan las disposiciones que señala esta ley y los requi-
sitos siguientes:

I a IX. ...

X. Contar con documentos que acrediten la for-
mación académica, la aptitud y capacitación re-
querida de las personas que prestarán los servicios.

XI. a XII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Dado en el Sala de Sesiones de la Comisión Perma-
nente a los catorce días del mes de agosto del año dos
mil trece.

Diputado Alberto Anaya Gutiérrez (rúbrica)

(Turnada a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y

de Derechos de la Niñez. Agosto 14 de 2013.)
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QUE ADICIONAN LA FRACCIÓN VII, INCISOS A) A F), Y EL

SEGUNDO Y TERCER PÁRRAFOS DEL ARTÍCULO 41 DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS RICARDO MEJÍA

BERDEJA Y RICARDO MONREAL ÁVILA, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO, Y RECIBIDA

EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉR-
COLES 14 DE AGOSTO DE 2013

Los proponentes, Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo
Monreal Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, someten
a consideración del pleno iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adicionan la fracción VII, incisos
a) a f), y segundo y tercer párrafos del artículo 41 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

En México existe una grave impunidad en la sanción
de los delitos, diversos estudios nos indican que 98 por
ciento de los delitos denunciados no concluyen con la
sanción a los responsables, lo que significa falta de
confianza generalizada por parte de los ciudadanos en
las autoridades encargadas de la persecución de deli-
tos, como lo es la Procuraduría General de la Repúbli-
ca y las Procuradurías locales, que en el mejor de los
casos son vistas por la sociedad como autoridades in-
eficaces en el desempeño de sus funciones.

La impunidad en la sanción de los delitos representa
un problema sumamente grave para la gobernabilidad
del país, ya que en un alto grado constituye un proble-
ma de legitimación de las autoridades estatales.

Dentro de la amplia gama de delitos existente se en-
cuentran los llamados delitos electorales, que preten-
den sancionar algunas de las malas prácticas electora-
les que han sido utilizadas en este país, como la
alteración de actas, el embarazo de urnas, la compra de
votos, la presión de funcionarios a sus subordinados
para que voten por uno u otro partido y un sinfín de
conductas nocivas al desarrollo adecuado de las elec-
ciones.

Con motivo del reconocimiento histórico de la exis-
tencia de estas lamentables prácticas, en 19 de julio de
1994, fueron publicados en el Diario Oficial de la Fe-
deración, el decreto de creación de la Fiscalía Espe-
cializada en Delitos Electorales, así como la reforma a
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Re-
pública para incorporar al marco jurídico a dicha fis-
calía.

Sin embargo, lo cierto es que a casi diez años de la cre-
ación de la Fepade, su desempeño no ha abonado a la
lucha por la democracia plena en México, por el con-
trario ha sido motivo de críticas, pues el sesgo de sus
investigaciones ha marcado su vida institucional.

La fiscalía debe actuar de manera imparcial ante la
atención de delitos electorales, sancionando y persi-
guiendo no importando la investidura de quien o quie-
nes hayan cometido algún delito en materia electoral,
sin embargo la autoridad electoral es totalmente omisa
al respecto del cauce y resolución ya que es de destacar
que dicha fiscalía recibe denuncias, pero sólo inicia
averiguaciones previas en 1.43 por ciento de los casos
y apenas 0.2 de las denuncias registra detenciones.

Hemos tenido ejemplos del mal desempeño de la Fe-
pade en diversas elecciones, en las cuales las investi-
gaciones no fructifican en las sanciones correspon-
dientes, es más existe la sospecha que en la mayoría de
los casos, las investigaciones pertinentes ni siquiera se
efectúan, existe un retraso en la integración de las ave-
riguaciones previas con el objetivo de cerrarlas de for-
ma completa.

Siendo la Fiscalía Especializada para la Atención de
Delitos Electorales (Fepade) la encargada de garanti-
zar la equidad, legalidad y transparencia de las elec-
ciones federales y locales, en los casos que resultan de
su competencia con el fin de garantizar la legalidad,
equidad y transparencia de los procesos electorales.
Sin embargo, en nuestra democracia aún en ciernes, se
visualiza que en los últimos años los procesos electo-
rales han estado plagados de irregularidades que deri-
van en graves problemas de legitimidad, legalidad e
ingobernabilidad que hacen imposible garantizar los
derechos de los ciudadanos y desestabilizan la vida so-
cial, política y económica de nuestro país.

Asimismo, en muchos de los casos haciendo argucias
legales los propios ministerios públicos de la fiscalía
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pretenden hacer un uso indebido de los elementos ju-
rídicos para impedir la integración adecuada de las
averiguaciones, obstruir la procuración de justicia de-
negándola, con tácticas dilatorias para decentar a los
denunciantes, lo cual provoca la impunidad de los de-
lincuentes.

Lo anterior se comprueba de las propias estadísticas que
deja a disposición de los ciudadanos la Fepade, donde
podemos observar que de manera sostenida tiene un re-
zago en la integración de cerca de 3 mil averiguaciones
previas, lo que implica la falta de probidad de la fiscalía
que ha dejado de atender la investigación de tales deli-
tos, sin que exista una causa justificada de dicho retraso,
y que incluso hace sospechar que se trata de un retraso
provocado e intencional, aduciendo en muchos casos la
indeterminación de la naturaleza de la denuncia.

La impunidad en los delitos electorales es una de las
principales amenazas para la estabilidad, el fortaleci-
miento democrático y el desarrollo de nuestro país; sin
embargo, estos delitos han sido sistemáticamente ig-
norados por la Fiscalía.

Lo cierto es que de toda la población mexicana sólo 27
por ciento de los ciudadanos tiene confianza en la de-
mocracia, lo que nos muestra una clara crisis institu-
cional del sistema democrático nacional y la profunda
desconfianza de la población en las instituciones de-
mocráticas, según Latinobarometro.

Resulta claro que ante la opinión pública la Fepade es
vista como una mera pantalla que únicamente preten-
de cumplir el requisito de contar con una fiscalía dedi-
cada a los delitos electorales, que cuenta con una efec-
tividad muy reducida frente a la realidad nacional.
Igualmente la opinión que pudiéramos obtener de ex-
pertos en la materia, nos indica que se trata de un ór-
gano del Estado que ha probado ser ineficaz para ejer-
citar la acción penal correspondiente.

En este escenario de desconfianza en las instituciones
democráticas, corresponde hacer un análisis de los
errores cometidos y que nos han llevado a este lamen-
table momento; a ello se debe reconocer que la efica-
cia de la Fiscalía se encuentra restringida por su dise-
ño institucional; es decir, el gran problema de la
Fepade radica en la integración de la misma a la Pro-
curaduría General de la República y, por consecuen-
cia, al Poder Ejecutivo.

Este vínculo desafortunado ha provocado el ejercicio
parcial de la acción penal en materia electoral, suje-
tándola a los intereses partidistas y restringiendo el
avance de las investigaciones que no le son favorables
a los partidos en el poder, mismo que ha situado a un
órgano esencial en la normalidad democrática en el
uso de la justicia selectiva, que únicamente pretende
satisfacer intereses políticos.

En numerosos casos se ha denunciado la comisión de
delitos electorales en diversas entidades en las que no
existió la persecución de los mismos, como ha sido el
caso de Coahuila o Veracruz.

Resulta de la más profunda prioridad que exista una
absoluta independencia de las autoridades en materia
electoral respecto al poder político, porque solo de es-
te modo se garantiza un ejercicio de poder autónomo.

Argumentación

El andamiaje de instituciones electorales que incluyen
a las instancias encargadas de la organización del pro-
ceso electoral, las instancias judiciales para garantizar
la justicia electoral y los derechos político electorales
de la ciudadanía, así como la fiscalía para procurar jus-
ticia en casos de delitos electorales han cumplido con
los objetivos de dirigir su actuar conforme a los prin-
cipios de legalidad, imparcialidad y objetividad de la
función electoral.

No podemos ignorar la grave crisis institucional que
vive nuestro país, la confianza de la población en el ré-
gimen político ha mermado en los años recientes, em-
pujada por la profunda decepción que trajo consigo el
“cambio” en el partido en el poder.

A partir de la “transición democrática” vivida en 2000,
los mexicanos hemos sido testigos que el problema
político de nuestro país no correspondía únicamente al
partido en el poder, sino que refiere a la conformación
de los órganos empoderados.

Debido al sistema hemos podido comprobar que el
ejercicio del Poder en México no cuenta con los can-
dados necesarios para impulsar el desarrollo democrá-
tico de la vida nacional.

Corresponde al Poder Legislativo y, en especial, a es-
ta Cámara proponer las modificaciones pertinentes pa-
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ra detener este deterioro en la imagen lamentable que
tienen los ciudadanos frente al poder político y los ór-
ganos del Estado. Corresponde a esta Cámara recono-
cer la insuficiencia del sistema electoral actual, que
únicamente ha favorecido el ejercicio del poderoso, en
detrimento de la democracia misma.

Por lo anterior se promueve la creación de un órgano
constitucional autónomo encargado de la procuración
de la justicia electoral y que cuente con los recursos y
atribuciones necesarias para este cometido, dicho ór-
gano tendrá la particularidad de ser completamente in-
dependiente del poder político y carecerá de confor-
maciones partidistas que lo alejen de su objetivo
fundamental.

En la característica de órgano constitucional autónomo
se ratificara la independencia absoluta de la fiscalía
nacional electoral frente a los tres Poderes de la Unión,
garantizándose así el compromiso único de dicho ór-
gano con la sociedad y los principios constitucionales
que deben regir la celebración de las elecciones, es de-
cir, garantizar en el ámbito de sus facultades que las
elecciones sean libres y auténticas.

A través de la existencia y actuación de este órgano se
fortalecerá a la democracia, ya que su labor no tendrá
sesgos partidistas y fortalecerá la confianza de en las
instituciones.

La designación del fiscal general de este órgano pre-
verá la participación de un órgano consultivo formado
para esos efectos, que tendrá que estar constituido por
conocedores en la materia e instituciones educativos
de alto nivel y la Cámara de Diputados, procurando en
todo momento la imparcialidad del cargo a través de
un procedimiento de insaculación.

Con la independencia propuesta se fortalecerá la insti-
tución encargada de la persecución de delitos electora-
les, pues ahora no tendrá ningún tipo de influencia aje-
na al ejercicio profesional de sus labores,
constituyéndose como un órgano plenamente autóno-
mo del poder político.

Lo anterior favorecería a disminuir el grado de impu-
nidad de estos delitos, lo que igualmente tendría un
impacto positivo en la opinión pública de la democra-
cia.

Fundamento legal

Esta iniciativa se presenta con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por lo fundado y expuesto, sometemos a considera-
ción de esta asamblea el siguiente proyecto de inicia-
tiva con proyecto de

Decreto por el se adicionan la fracción VII, incisos
a) a f), y el segundo y tercer párrafos del artículo 41
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Artículo Primero. Se reforman y adicionan la frac-
ción VII, incisos a) a f), y el segundo y tercer párrafos
del artículo 41 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio
de los Poderes de la Unión, en los casos de la compe-
tencia de éstos, y por los de los estados, en lo que to-
ca a sus regímenes interiores, en los términos respecti-
vamente establecidos por la presente Constitución
federal y las particulares de los estados, las que en nin-
gún caso podrán contravenir las estipulaciones del
Pacto Federal.

(…)

VII. Con el objetivo de garantizar plenamente
que las elecciones, tanto federales como locales,
sean libres y auténticas se constituirá como un
órgano autónomo e independiente en su función
y administración respecto de los demás Poderes
de la Unión, la Fiscalía Nacional Electoral que
tendrá a su cargo la persecución eficaz de los de-
litos electorales, tanto en el ámbito local como el
ámbito federal; igualmente se constituirá como
el órgano acusador por la comisión de dichos de-
litos electorales.

La Fiscalía Nacional Electoral tendrá dentro de
sus atribuciones todas las facultades necesarias
para el ejercicio eficaz de su función, mismas
que serán determinadas en la ley reglamentaria
que para dichos efectos expida el Congreso de la
Unión.
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Para la designación del titular de la Fiscalía Na-
cional Electoral, se integrará por parte de la Cá-
mara de Diputados un órgano consultivo en la
materia, que estará integrado por dos represen-
tantes de asociaciones de abogados del país con
reconocimiento público y tres representantes de
instituciones de educación superior, entre ellas la
Universidad Nacional Autónoma de México, quie-
nes previa convocatoria pública designarán una
terna de candidatos expertos en la materia electo-
ral que cumplan con los siguientes requisitos:

a) Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio
de sus derechos políticos y civiles;

b) Tener cuando menos treinta y cinco años
cumplidos el día de la designación;

c) Poseer el día de la designación, con antigüe-
dad mínima de diez años, título profesional de
licenciado en derecho, expedido por autoridad
o institución legalmente facultada para ello;

d) Gozar de buena reputación en el ámbito
profesional relacionado con el derecho penal y
electoral; no haber sido condenado por delito
que amerite pena corporal de más de un año
de prisión; pero si se tratare de robo, fraude,
falsificación, abuso de confianza y otro que
lastime seriamente la buena fama en el con-
cepto público, inhabilitará para el cargo, cual-
quiera que haya sido la pena;

e) Haber residido en el país durante los dos
años anteriores al día de la designación; y

f) Acreditar de manera plena no haber sido
militante de partido político alguno.

Una vez que se haya integrado la terna por par-
te del Consejo Consultivo, mediante un procedi-
miento de insaculación público se determinará el
candidato que deberá ser ratificado por la Cá-
mara de Diputados, en la sesión inmediata si-
guiente, aprobándose la designación por la ma-
yoría de dos terceras partes de los miembros
presentes.

En el caso de que en la Cámara de Diputados no
se ratifique el nombramiento del fiscal general,

se presentará un nuevo candidato bajo el mismo
procedimiento señalado.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá emitir las
adecuaciones necesarias al marco normativo para ha-
cer cumplir lo dispuesto en el presente decreto a más
tardar en ciento ochenta días naturales siguientes a su
entrada en vigor.

Tercero. Todos los recursos materiales de la Fiscalía
Especializada en Delitos Electorales de la Procuradu-
ría General de la República pasarán a conformar los
activos de la Fiscalía Nacional Electoral.

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Dado en el Senado de la República,
a 14 de agosto de 2013.

Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Agosto 14 de

2013.)
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QUE REFORMA Y ADICIONA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL

ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RECIBIDA DEL DIPUTADO

LUIS MIGUEL RAMÍREZ ROMERO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE DEL MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO DE 2013

El que suscribe Luis Miguel Ramírez Romero, diputa-
do a la LXII Legislatura, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, con fundamen-
to en lo establecido en la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 6 numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
la consideración de esta honorable asamblea la pre-
sente iniciativa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Se considera necesario una mayor difusión objetiva,
de lo que en realidad pretende esta iniciativa, es evitar
de forma significativa que familiares sean sucesores
en cargos de elección popular, ya que se califica como
una seria desventaja ante los demás postulantes a un
cargo de elección.

Esta reforma va encaminada a modificar la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y así
darle una ordenación a los procesos los servidores pú-
blicos, ya que en muchas de las ocasiones no les dan
la misma oportunidad a los demás postulantes a un
cargo de elección público.

Es necesario señalar los vicios que para el interior del
servicio público acarrea el nombramiento ilícito afec-
ta a su estructura y funcionamiento, fundamentalmen-
te , porque socava la institucionalidad de los órganos y
organismos y corrompe la virtud de la lealtad a la ins-
titución, con la cual se tienden a relajar o descarriar to-
dos los principios éticos que deben caracterizarlo. Es-
to es, identificándose las instituciones públicas con
aquellos organismos fundamentales del estado que
desempeñan una función de interés público, es claro
que todos los individuos que las conforman tienen en-
tre sí las relaciones oficiales que corresponden a per-
sonas que estando a cargo del despacho de asuntos pú-
blicos perciben un salario del estado, teniendo en
común esta dependencia presupuestal y la obligación
de colaborar en la medida de su competencia legal a
los fines del órgano correspondiente. Esta relación ofi-

cial se comprende mejor si se contrapone a la relación
familiar, que aquella excluye con justa razón porque se
halla presidida por otros valores o intereses, en oca-
siones muy poderosos, que pueden deteriorar los prin-
cipios del órgano público.

El nombramiento ilícito por el titular de sus propios pa-
rientes o personas allegadas, tiende a mirar o quebran-
tar la institución del órgano administrativo, así como a
pervertir la virtud de la lealtad y por este conducto de-
bilita la prudencia y otras virtudes. La lealtad se con-
vierte en vicio, debido a que quien beneficia o resulta
beneficiado, la fidelidad es a las personas, no a la ins-
titución. Pero tal vez el valor que primero resulta trans-
gredido como resultado inmediato del nombramiento
ilícito es el de imparcialidad, debido a que el servidor
público remarca el favoritismo y la subjetividad que
siente hacia las personas allegadas a él; y por último, el
principio de profesionalismo se deteriora entre los ser-
vidores públicos porque ven cómo el estudio y la pre-
paración valen menos que las relaciones personales.

Puede ser de hecho y de manera excepcional, no se
producen todos estos vicios, pero al exterior de la ad-
ministración pública, esto es, a los ojos de la sociedad,
los nombramientos mencionados producen la impre-
sión contraria con grave deterioro para su imagen.

La presente reforma que impulsaré es el paso sucesivo
en un largo andar hacia un objetivo compartido, un
México más democrático y más justo para todos. Se
propone modificar y adicionar el segundo párrafo del
artículo 113 de constitucional para impedir los nom-
bramientos de esta naturaleza se violentan los princi-
pios que rigen al servidor público y que son, a saber:
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficien-
cia, demeritando el oficio de hacer política.

Por lo anteriormente expuesto y con base en las consi-
deraciones anteriores se someto a la consideración de
esta honorable asamblea el presente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona un segundo párra-
fo del artículo 113 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos

Artículo 113. …

Los servidores públicos electos por mandato popu-
lar deberán abstenerse en todo momento de inter-
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venir o participar indebidamente en la selección,
nombramiento, designación, contratación, promo-
ción, suspensión, remoción, cese, rescisión del con-
trato o sanción de cualquier servidor público, cuan-
do tenga intereses personales, familiares o de
negocios en el caso, o pueda derivar alguna ventaja
o beneficios para él o para su cónyuge o parientes
consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado,
o parientes civiles, o para terceros que con los que
tenga relaciones profesionales, laborales o de nego-
cios, o para socios o sociedades de las que el servi-
dor público o las personas antes referidas formen o
hayan formado parte. En el supuesto de incurrir en
cualquiera de las conductas mencionadas, se harán
acreedores a las sanciones establecidas en la legis-
lación administrativa y penal vigente.

…

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 14 de agosto de 2013.

Diputados: Luis Miguel Ramírez Romero, Alfredo Rivadeneyra

Hernández (rúbrica).

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Agosto 14 de

2013.)

QUE ADICIONA AL CAPÍTULO II, “DE LAS INSTITUCIONES

DE CRÉDITO”, UNA SECCIÓN PRIMERA, “DISPOSICIONES

GENERALES”, Y UNA SECCIÓN SEGUNDA, “DE LA SOSTE-
NIBILIDAD AMBIENTAL” DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE

CRÉDITO, RECIBIDA DEL DIPUTADO CAROL ANTONIO AL-
TAMIRANO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD, EN

LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 14 DE AGOSTO DE 2013

Planteamiento del problema

El cambio climático es identificado por los científicos
como el principal problema ambiental del siglo XXI.
La dependencia de la humanidad a los combustibles
fósiles o hidrocarburos ha generado un serio problema
de emisiones de gases de efecto invernadero, que esta
perturbando el clima de la tierra. Esto ineludiblemen-
te debe cambiar hacia una economía de bajas emisio-
nes en carbono.

Por ello, es necesario que se emprendan estrategias
que promuevan al desarrollo sustentable como la vía
para integrar una sociedad más justa, en la cual los lí-
mites de crecimiento se establecen de acuerdo a los
potenciales ecológicos de producción de una región, a
su vocación ecológica y a las mejoras y recuperación
que se hagan en sus ecosistemas.

En consecuencia, se debe asumir como prioridad los
objetivos de igualdad, justicia, equidad, bienestar
social y económico, la necesidad de promover un de-
sarrollo sustentable, que aproveche en forma racio-
nal y sostenible los recursos naturales y preserve el
medio ambiente, tomando en cuenta no sólo el inte-
rés de la actual generación, sino el de las futuras ge-
neraciones.

Para implementar lo anterior, deben abordarse en for-
ma equilibrada las tres dimensiones identificadas del
desarrollo sustentable, la económica, la social y la am-
biental.

Ante el evidente desequilibrio de la dimensión am-
biental para lograr el desarrollo sustentable debe en-
tonces considerarse de manera real y consistente la in-
tegración de dicha dimensión en las políticas públicas
nacionales con repercusiones en el ambiente.

Es decir, se debe imprimir al desarrollo nacional el ca-
rácter de sustentable y considerar las políticas ambien-
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tales como un componente fundamental de las estrate-
gias del desarrollo nacional.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

De manera particular, el sector financiero tiene que te-
ner un rol más activo para lograr el desarrollo susten-
table, considerando los aspectos ambientales en sus
operaciones y actividades. Esto debe ser observado
como una oportunidad para movilizar inversiones que
contribuyan a la sustentabilidad ambiental del desarro-
llo y emprender proyectos con impactos ambientales y
sociales positivos, que mejoren tanto la calidad de vi-
da de las personas, como preserven el ambiente.

Lo anterior, es desde hace varios años claramente se-
ñalado por el propio sector financiero. Por ejemplo, en
1992, un grupo de bancos se articularon con el Pro-
grama de Naciones Unidas para el Medio Ambiente
(PNUMA), para redactar y lanzar la “Declaración de
instituciones financieras acerca del medio ambiente y
el desarrollo sostenible”, que es una expresión de com-
promiso voluntario con la sociedad para la integración
de las cuestiones ambientales y sociales en las activi-
dades financieras.1

Posteriormente, el 4 de junio de 2003, diez bancos lí-
deres de siete países anunciaron la adopción de los
principios de Ecuador” una serie de directrices que se
adoptan de manera voluntaria en función de las políti-
cas de la Corporación Financiera Internacional IFC
(organismo que pertenece al Grupo Banco Mundial),
para determinar, evaluar y gestionar los riesgos socia-
les y ambientales en el financiamiento de proyectos de
gran envergadura. En la actualidad son 79 institucio-
nes financieras de diversos países, las que han adopta-
do dichos principios.2

El IFC pone en práctica su compromiso con la soste-
nibilidad social y ambiental, mediante su Política so-
bre Sostenibilidad Social y Ambiental.3 Conforme a
dicha Política, el IFC trata de invertir en proyectos
sostenibles que identifiquen y aborden los riesgos eco-
nómicos, sociales y ambientales con vistas a mejorar
de forma permanente su desempeño sostenible acorde
a sus recursos y congruente con sus estrategias, ade-
más de ello se apoya en un conjunto integral de nor-
mas de desempeño ambiental y social. En especial,
cuando las inversiones propuestas representan niveles
de riesgo ambiental o social4 considerados moderados

a altos o pueden generar impactos ambientales o so-
ciales adversos5 se obliga a dar cumplimiento a los re-
quisitos de estas normas de desempeño.6

De la misma forma el Banco Interamericano de Desa-
rrollo (BID) tiene su política de Medio Ambiente y
Cumplimiento de Salvaguardas, su última versión fue
aprobada por su Directorio Ejecutivo en el 2006. La
experiencia del BID data de 1979 cuando fue la pri-
mera institución financiera multilateral en adoptar una
Política de Medio Ambiente. El objetivo de esta Polí-
tica es impulsar en América Latina y el Caribe, un cre-
cimiento económico sostenible y para cumplir objeti-
vos de reducción de pobreza consistentes con la
sostenibilidad ambiental de largo plazo. Esta Política
agrupa un conjunto de directrices que orientan la labor
del BID de manera que la sostenibilidad ambiental se
integra transversalmente a los objetivos de desarrollo
económico y social de la región.7

Es conveniente también señalar el caso de Brasil, que
en 1995, bajo el liderazgo del Banco Nacional de De-
sarrollo de Brasil (BNDES), el mayor agente de finan-
ciamiento para el desarrollo del país, de manera con-
junta con otros bancos públicos brasileños y con el
Ministerio de Medio Ambiente de Brasil se formalizó
un Protocolo Verde. El objetivo de este protocolo fue
definir políticas y prácticas bancarias en términos de
responsabilidad socio-ambiental y en armonía con el
desarrollo sustentable. Posteriormente, en el año 2008,
nuevamente el BNDES y otros bancos públicos brasi-
leños junto con el Ministerio de Medio Ambiente de
Brasil, suscribieron el Protocolo de Intenciones por la
Responsabilidad Socio-Ambiental, que es una revisión
actualizada del Protocolo Verde.8

Los 5 principios fundamentales y vigentes del Proto-
colo Verde son:

I. Financiar el desarrollo con sustentabilidad, por
medio de líneas de crédito y programas que pro-
muevan la calidad de vida de la población, el uso
sostenible de los recursos naturales y la protección
ambiental.

II. Considerar los impactos y costes socio-ambien-
tales en la gestión de activos (propios y de terceros)
y en los análisis de riesgo de clientes y de proyec-
tos de inversión, teniendo por base la Política Na-
cional de Medio Ambiente.
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III. Promover el consumo sostenible de recursos na-
turales, y de materiales de ellos derivados, en los
procesos internos.

IV. Informar, sensibilizar y dedicar continuamente
las partes interesadas en las políticas y prácticas de
sustentabilidad de la institución.

V. Promover la armonización de procedimientos,
cooperación e integración de esfuerzos entre las or-
ganizaciones signatarias en la implementación de
esos principios.

Como se observa, el propósito general de todos estos
acuerdos, políticas y protocolos es tratar de integrar el
criterio de sostenibilidad ambiental en las instituciones
financieras tanto públicas, como privadas. El Banco
Mundial ha definido el concepto de sostenibilidad am-
biental de la siguiente forma: “Garantía de que la pro-
ductividad global del capital físico y humano acumu-
lado gracias a las iniciativas de desarrollo compensará
con creces la pérdida o degradación directa o indirec-
ta del medio ambiente. El séptimo de los objetivos de
desarrollo del milenio de las Naciones Unidas hace re-
ferencia específica a esta cuestión, como medio de in-
tegrar los principios del desarrollo sostenible en las
políticas y los programas de un país e invertir la pér-
dida de los recursos ambientales.”9 Esta definición
contribuye a que las instituciones financieras compro-
metidas con el ambiente busquen evaluar no solo los
riesgos económicos, sino también los riesgos ambien-
tales y sociales de los proyectos a financiar.

La Asociación Latinoamericana de Instituciones Fi-
nancieras para el Desarrollo (Alide),10 que es el orga-
nismo internacional que representa a la banca de desa-
rrollo de América Latina y el Caribe ha asumido un
compromiso claro con la sustentabilidad ambiental y
el combate a los efectos adversos del cambio climáti-
co. Dicho compromiso se expresa en la constitución de
un Comité Técnico de Financiamiento Medioambien-
tal, “que tiene por objetivos estimular el análisis de
asuntos relacionados con el financiamiento de la sus-
tentabilidad ambiental de los países en la región, con
énfasis en el combate al cambio climático, con el pro-
pósito de fortalecer la acción de las instituciones fi-
nancieras en apoyo a las políticas ambientales” (p.
2).11 El comité se instaló en Honduras durante el se-
minario “Financiamiento para el combate al cambio
climático en América Latina: el rol de los bancos de

desarrollo”, realizado el 25 y 26 de marzo. La primera
sesión tuvo lugar en Fortaleza (Brasil) el 14 de mayo
de 2010, durante la 40ª reunión ordinaria de la Asam-
blea General de ALIDE. La Asociación a través del ci-
tado comité ha realizado en los últimos años diversos
seminarios para difundir y fortalecer el intercambio de
experiencias y buenas prácticas entre los bancos de de-
sarrollo sobre políticas, programas e instrumentos pa-
ra el financiamiento y promoción de inversiones de
proyectos que internalicen la sostenibilidad ambiental,
así como publicados documentos y artículos sobre el
tema.

En dicho sentido, las instituciones de la banca de de-
sarrollo del país tienen un mandato orientado a pro-
mover el desarrollo; por ser públicas pueden amorti-
guar las fallas de mercado que disminuyen el acceso al
financiamiento de inversión; la habilidad para identifi-
car riesgos; para atraer y coordinar a diferentes actores
y apalancar recursos de diferentes fuentes de financia-
miento, logrando el acceso al financiamiento de fon-
dos de mediano y largo plazo a tasas de interés más
atractivas; su acceso a fondeo público y multilateral y
a fondos de asistencia técnica asociados al financia-
miento sus vínculos y coordinación con instituciones
nacionales e internacionales y con el sector público y
privado; la facilidad para actuar como incubadoras de
proyectos; el conocimiento del contexto local, riesgos
y oportunidades; todas estas son características que las
hacen instituciones idóneas para liderar en el financia-
miento de proyectos de inversión que internalicen la
sostenibilidad ambiental para transitar hacia el desa-
rrollo sustentable.

Por todo ello, más allá de cumplir con las normas am-
bientales en sus procesos de crédito para los proyectos
que financian, las instituciones de la banca de desarro-
llo del país deben orientarse a la generación de pro-
ductos financieros ambientales o “verdes”, a través de
considerar la adecuada gestión de los riesgos ambien-
tales y sociales en sus operaciones. Es necesario, im-
pulsar en ellas, el desarrollo de ingeniería financiera
verde para el financiamiento de inversiones que pro-
muevan la sostenibilidad ambiental. Además, están in-
mejorablemente posicionados respectos a otras institu-
ciones financieras para tener un importante rol en
promover el cambio hacia una economía de bajas emi-
siones en carbono en el combate a los efectos adversos
del cambio climático. Incluso deben demostrar su pro-
pia ecoeficiencia interna de las instituciones para dis-
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minuir su propia huella de carbono. Además, de que
deben utilizar indicadores de reporte que midan el im-
pacto social y ambiental de sus operaciones y activi-
dades, ya que lo que no se mide, no se puede evaluar.

En síntesis, se requiere una plena identificación con el
proceso ambiental por parte de las instituciones de la
banca de desarrollo del país, quienes deben liderar la
creación de una cultura ambiental en el sector de los
servicios financieros del país, actuando en forma pro-
activa y asesorando a los gobiernos en sus tres órdenes
en el impulso al financiamiento ambiental y climático.

El propio Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 del
Poder Ejecutivo Federal,12 señala en la 4ª. Meta Na-
cional “México Prospero”, en diversos apartados no
solo la importancia de la Banca de desarrollo como pa-
lanca de crecimiento en el país, sino que define que se
trata de “impulsar y orientar un crecimiento verde in-
cluyente y facilitador que preserve nuestro patrimonio
natural al mismo tiempo que genere riqueza, competi-
tividad y empleo. Por ello, se necesita hacer del cuida-
do del medio ambiente una fuente de beneficios pal-
pables” (p. 84-85). Sobre la Banca de desarrollo señala
de manera expresa en su Estrategia 4.2.4., que es par-
te del Objetivo 4.2. Democratizar el acceso al finan-
ciamiento de proyectos con potencial de crecimiento,
lo siguiente:

Ampliar el acceso al crédito y a otros servicios finan-
cieros, a través de la Banca de Desarrollo, a actores
económicos en sectores estratégicos prioritarios con
dificultades para disponer de los mismos, con especial
énfasis en áreas prioritarias para el desarrollo nacional,
como la infraestructura, las pequeñas y medianas em-
presas, además de la innovación y la creación de pa-
tentes, completando mercados y fomentando la parti-
cipación del sector privado sin desplazarlo. (p. 132).

Además, su Objetivo 4.4 Impulsar y orientar un creci-
miento verde incluyente y facilitador que preserve
nuestro patrimonio natural al mismo tiempo que gene-
re riqueza, competitividad y empleo, señala en tres de
sus Estrategias y en varías de sus correspondientes Lí-
neas de acción de manera textual, lo siguiente:

Estrategia 4.4.1. Implementar una política integral de
desarrollo que vincule la sustentabilidad ambiental
con costos y beneficios para la sociedad.

Línea de acción

Promover esquemas de financiamiento e inversiones
de diversas fuentes que multipliquen los recursos para
la protección ambiental y de recursos naturales.

Estrategia 4.4.3. Fortalecer la política nacional de
cambio climático y cuidado al medio ambiente para
transitar hacia una economía competitiva, sustentable,
resiliente y de bajo carbono.

Líneas de acción

Acelerar el tránsito hacia un desarrollo bajo en carbo-
no en los sectores productivos primarios, industriales
y de la construcción, así como en los servicios urba-
nos, turísticos y de transporte.

Promover el uso de sistemas y tecnologías avanzados,
de alta eficiencia energética y de baja o nula genera-
ción de contaminantes o compuestos de efecto inver-
nadero.

Estrategia 4.4.4. Proteger el patrimonio natural.

Línea de acción

Promover la generación de recursos y beneficios a tra-
vés de la conservación, restauración y aprovechamien-
to del patrimonio natural, con instrumentos económi-
cos, financieros y de política pública innovadores (p.
134-135).

Es decir, el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2015 a
través de sus objetivos, estrategias y líneas de acción
orienta en el sentido de que, es necesario mandatar a la
banca de desarrollo para que asuma un compromiso
con el medio ambiente con el propósito de transitar ha-
cia el desarrollo sustentable.

En apoyo a lo anterior, debe señalarse, que el pasado 3
de junio fue publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el Acuerdo por el que se expide la Estrategia
Nacional de Cambio Climático,13 en adelante la Estra-
tegia. La Estrategia fue elaborada conforme a los tér-
minos previstos en la Ley General de Cambio Climá-
tico. Conforme a dicha Ley en su artículo 60, la
Estrategia “constituye el instrumento rector de la polí-
tica nacional en el mediano y largo plazos para en-
frentar los efectos del cambio climático y transitar ha-
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cia una economía competitiva sustentable y de bajas
emisiones de carbono.”

La Estrategia fue elaborada por la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), con la
participación del Instituto Nacional de Ecología y
Cambio Climático (INECC), la opinión del Consejo
de Cambio Climático, y posteriormente fue aprobada
por la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático
en sesión celebrada el 29 de mayo de este año, para ser
finalmente publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

La Estrategia define seis pilares de política nacional de
cambio climático, en el pilar número 2. Desarrollar
políticas fiscales e instrumentos económicos y finan-
cieros con enfoque climático, se señala de manera tex-
tual, lo siguiente:

Las acciones para combatir el cambio climático re-
quieren del respaldo de recursos económicos accesi-
bles, oportunos, constantes y suficientes para su efec-
tivo cumplimiento. A la vez se requiere mandar
señales económicas que reflejen el costo del daño am-
biental de las emisiones de gases y compuestos de
efecto invernadero. México puede hacer un mayor uso
de instrumentos económicos. El desarrollo de políticas
fiscales e instrumentos económicos con enfoque cli-
mático impulsará la promoción de un desarrollo eco-
nómico bajo en emisiones y elevará la competitividad
(p. 27).

Al respecto, la línea de acción P2.14 de este pilar nú-
mero 2 propone, lo siguiente:

P2.14 Garantizar la incorporación de criterios de cam-
bio climático en los lineamientos de la banca de desa-
rrollo para favorecer proyectos que involucren energí-
as renovables y limpias y promuevan la transición a
tecnologías menos intensivas en carbono (ibíd.).

En el caso de México es preciso promover políticas
públicas actuales del gobierno, que incluyan el finan-
ciamiento para el desarrollo sustentable. En especial,
es necesario mandatar a las instituciones de la banca
de desarrollo del país para que favorezcan el financia-
miento de proyectos de inversión que internalicen la
sostenibilidad ambiental para transitar hacia el desa-
rrollo sustentable.

Por ello, es necesario lograr las reformas legales para
que las instituciones de banca de desarrollo del país
sean mandatadas para promover la sostenibilidad am-
biental en sus operaciones y actividades, internalizan-
do ésta en sus programas operativos y financieros, así
como incentivar la responsabilidad ambiental corpora-
tiva en ellas mismas. Adicional a esto deben conside-
rar los riesgos y oportunidades ambientales y sociales
en sus operaciones y actividades, en especial cuando
éstas puedan tener importantes efectos sociales o am-
bientales negativos diversos, irreversibles o sin prece-
dentes. Además de que promuevan a través de sus ope-
raciones y actividades el desarrollo de una economía
de bajas emisiones en carbono, así como en la imple-
mentación de proyectos y acciones para enfrentar el
cambio climático, atendiendo y observando los princi-
pios de la política nacional de cambio climático seña-
lados en la Ley General de Cambio Climático.

Por lo antes expuesto, se propone de manera especial
la adición de una Sección referente a la sostenibilidad
ambiental con tres artículos en la Ley de Instituciones
de Crédito.

Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; los artículos 6 Fracción 1, Nume-
ral I., 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados del H. Congreso de la Unión, someto a conside-
ración de este Pleno.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se
adicionan al Capítulo II “De las Instituciones de
Crédito”, una Sección Primera “Disposiciones Ge-
nerales” que comprende los artículos 30 a 44 y una
Sección Segunda “De la Sostenibilidad Ambiental”
que comprende los artículos 44 Bis 1, 44 Bis 2 y 44
Bis 3 de la Ley de Instituciones de Crédito.

Artículo Único. Se adicionan al Capítulo II “De las
Instituciones de Crédito”, una Sección Primera “Dis-
posiciones Generales” que comprende los artículos 30
a 44 y una Sección Segunda “De la Sostenibilidad
Ambiental” que comprende los artículos 44 Bis 1, 44
Bis 2 y 44 Bis 3 de la Ley de Instituciones de Crédito,
para quedar como sigue.
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Sección Primera
Disposiciones Generales

Artículo 30. a 44. …

Sección Segunda
De la Sostenibilidad Ambiental.

Artículo 44 Bis 1. Las instituciones de banca de desa-
rrollo deberán promover la sostenibilidad ambiental en
sus programas operativos y financieros, así como in-
centivar la responsabilidad ambiental corporativa en
ellas mismas.

Las instituciones de banca de desarrollo considerarán
los riesgos y oportunidades ambientales y sociales en
sus operaciones y actividades, en especial cuando és-
tas puedan tener importantes efectos sociales o am-
bientales negativos diversos, irreversibles o sin prece-
dentes.

Artículo 44 Bis 2. Las instituciones de banca de desa-
rrollo deberán promover a través de sus operaciones y
actividades el desarrollo de una economía de bajas
emisiones en carbono, así como en la implementación
de proyectos y acciones para enfrentar el cambio cli-
mático, atendiendo y observando los principios de la
política nacional de cambio climático señalados en la
Ley General de Cambio Climático.

Artículo 44 Bis 3. Las instituciones de banca de desa-
rrollo deberán utilizar indicadores de reporte que mi-
dan el impacto social y ambiental de sus operaciones y
actividades.

Artículo Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
siguiente día al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

1 Disponible en http://www.unepfi.org/statements/fi/spanish/

2 Disponible enhttp://www.equator-principles.com/

3 IFC (2012) Política de la Corporación Financiera Internacional

sobre Sostenibilidad Ambiental y Social. 1 de enero de 2012. Dis-

ponible en

http://www.ifc.org/wps/wcm/connect/d6f1e00049a79ce5b9c2fba8

c6a8312a/SP_Spanish_2012.pdf?MOD=AJPERES

4 El riesgo ambiental y social es una combinación de la probabili-

dad de que ocurran ciertos sucesos peligrosos y la severidad de los

impactos que estos ocasionarían. Ibídem, p. 1.

5 Los impactos ambientales y sociales son cualquier cambio posi-

ble o real del i) ambiente físico, natural o cultural y ii) los impac-

tos sobre la comunidad circundante y los trabajadores, derivados

de la actividad empresarial que se vaya a apoyar. Ídem.

6 IFC (2012) Normas de Desempeño sobre Sostenibilidad Am-

biental y Social. 1 de enero de 2012. Disponible en http://www.ifc.

org/wps/wcm/connect/55d37e804a5b586a908b9f8969adcc27/PS_

Spanish_2012_Full-Document.pdf?MOD=AJPERES

7 BID (2006) Política de Medio Ambiente y Cumplimiento de Sal-

vaguardas. Washington, D.C. Disponible en http://www.iadb.org/in-

tal/intalcdi/PE/2010/07136.pdf

8 Disponible en http://www.bndes.gov.br/SiteBNDES/bndes/

bndes_es/Hotsites/Informe_Anual_2011/Capitulos/actuacion_ins-

titucional/el_bndes_y_el_protocolo_verde.html

9 Banco Mundial (2008) Sostenibilidad ambiental. Evaluación del

apoyo ofrecido por el grupo del Banco Mundial -Resumen de la

evaluación- Grupo de Evaluación Independiente del Banco Mun-

dial. Disponible en http://siteresources.worldbank.org/EXTENVI-

RONMENT/Resources/EvalSumm_esp.pdf

10 Disponible en http://www.alide.org.pe/index.asp

11 Disponible en http://www.alide.org.pe/download/Financ_Am-

biental/2010_Informe_Comite_Medioambiental.pdf

12 Disponible en http://pnd.gob.mx/

13 Disponible en http://www.encc.gob.mx/

Dado en la sede de la Comisión Permanente del honorable Con-

greso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los 13 días

del mes de agosto de dos mil trece.

Diputado Carol Antonio Altamirano (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Agosto 14

de 2013.)

Gaceta Parlamentaria Martes 27 de agosto de 201348



QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 6O., 41 Y 116
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS EN MATERIA ELECTORAL, RECIBIDA DEL DI-
PUTADO MANUEL RAFAEL HUERTA LADRÓN DE GUEVA-
RA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT, EN LA SESIÓN

DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 14 DE

AGOSTO DE 2013

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, integrante
de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Partido del Trabajo, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como el artículo 55, fracción II del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración del
pleno de esta asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
6, 41 y 116 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En la construcción de un sistema político democrático,
garantizar el derecho a la información en las campañas
electorales y transparentar los ingresos y egresos de
los partidos políticos y los candidatos a los distintos
cargos de elección popular, así como la actuación de
empresas y particulares constituyen bases fundamen-
tales para incentivar la participación de la ciudadanía
en los procesos electorales y soporta la decisión libre
y consciente en la emisión del sufragio. La democra-
cia, como sistema político y de gobierno en México es
un proceso inacabado, el cual después de cada jornada
electoral surgen dudas justificadas de la eficiencia y
eficacia de la ley y de las instituciones electorales, se
cuestiona el uso de práctica y métodos de coacción
que inhiben la libre participación ciudadana a través
de acciones que medran con la pobreza de la mayoría
de la población y que manipulan la información de los
procesos electorales, las propuestas políticas y los per-
files de los candidatos.

La democracia como forma de vida en la sociedad mexi-
cana presenta aún deficiencias institucionales y legales,
en las que la falta de una ética profesional y compromiso
institucional ahondan los reiterados cuestionamientos
que ponen en duda la actuación imparcial de las autori-
dades electorales y da margen a la competencia desleal de
los actores políticos y grupos de interés.

En el proceso de construcción democrática, hace falta
fortalecer el derecho a la información, en su calidad de
derecho humano fundamental, mismo que implica el
acceso a información objetiva y oportuna de los can-
didatos, sus trayectorias, propuestas políticas y rela-
ciones con los distintos grupos sociales. El derecho a
la información en los procesos electorales no se satis-
face con campañas mediáticas que atienden a estrate-
gias de mercado, el objeto de las campañas electorales
no es el de vender la imagen o carisma de los candi-
datos, el objeto de las campañas electorales debe ser el
de brindar mayor información al ciudadano del pro-
grama político y plataforma electoral que postulan
partidos y candidatos con la finalidad de que éste
cuente con elementos básicos que soporten su decisión
al momento de emitir su voto. Por ello los ejes de la
propuesta de reforma que se presenta en materia elec-
toral atienden a la transparencia, publicidad y respon-
sabilidad en la información de las campañas electora-
les, el control de su legalidad y la determinación de
responsabilidades de concesionarios.

La accesibilidad y el ejercicio del derecho de la infor-
mación enriquecen el conocimiento del ciudadano y su
comprensión de los problemas sociales. Factores que
motivan la participación ciudadana libre y democráti-
ca, para una mejor conducción individual en la colec-
tividad y un mayor compromiso social y responsabili-
dad frente a los retos del país, este impone al estado
una obligación de hacer, de garantizar a los ciudada-
nos el acceso a información para de los hechos socia-
les, económicos y políticos que impactan su actuación
en sociedad y en última instancia su decisión en parti-
cipar en las elecciones o abstenerse de ello. En contra-
parte, la opacidad en la accesibilidad a la información
del quehacer político, económico y social produce
apatía hacia las acciones colectivas que definen la po-
lítica nacional.

Garantizar el derecho a la información en procesos
electorales

Ante la necesidad de contar con más y mejor informa-
ción en las campañas electorales se propone reformar
y adicionar los artículos 6, 41 y 116 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos con el obje-
to de establecer en las obligaciones del estado, en ca-
lidad de garante del derecho de la información, el fo-
mento a la diversidad cultural y política en la
prestación de los servicios de radiodifusión y teleco-
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municaciones con la finalidad de romper las visiones
hegemónicas en programas culturales y de informa-
ción que realizan las empresas a las que se otorgan
concesiones en dichos medios de comunicación.

Atendiendo a la necesidad de la viabilidad de políticas
públicas que garanticen el acceso a medios para el
ejercicio del derecho a la información, se propone re-
formar el artículo 6, apartado B, fracción I, para que en
el presupuesto federal de cada ejercicio se contemplen
recursos financieros para la implementación de pro-
gramas anuales y sexenales para el acceso a las tecno-
logías de la información, esto es acceso a la Internet en
forma pública y gratuita.

En abono a la política de acceso a la información, en-
tre los sujetos obligados se incluye a las empresas que
tienen concesiones en los servicios de radiodifusión y
telecomunicaciones, por tratarse de materias de interés
público, cuyas acciones inciden en el acceso a infor-
mación que repercute en las políticas públicas y en el
quehacer social y económico del país.

Con la finalidad de romper el control de medios de co-
municación local en los proceso electorales, con la re-
forma a la fracción IV, apartado B, párrafo cuarto se
prohíbe la transmisión de publicidad o propaganda
presentada como información periodística o noticiosa;
que directa o indirectamente favorezca intereses parti-
distas, de titulares de cualquier órgano de gobierno, o
de sectores económicos que inciden en la libre emisión
del voto. El estado, en su calidad de regulador, esta-
blecerá las condiciones que deben regir los contenidos
y la contratación de los servicios para su transmisión
al público, incluidas aquellas relativas a la responsabi-
lidad de los concesionarios respecto de la información
transmitida por cuenta de terceros, sin afectar la liber-
tad de expresión y de difusión.

Fortalecer la ciudadanización, profesionalismo, im-
parcialidad y autonomía del Instituto Federal Elec-
toral

El procedimiento para designar a los consejeros del
Instituto Federal Electoral, se vicia y corrompe al ser
los propios partidos políticos quienes proponen a tra-
vés de sus grupos parlamentarios en la Cámara de Di-
putados a los ciudadanos que aspiran ser nombrados
para dichos cargos. Los intereses particulares de los
partidos políticos, en la decisión final de designación,

genera inercias que distribuyen las posiciones en fun-
ción de su fuerza política y capacidad de negociación,
viciando con ello la designación de los consejeros.
Muestra de ello es el complicado y retardado proceso
inacabado que vive actualmente la Cámara de Diputa-
dos para designar a un consejero vacante en el Conse-
jo General del Instituto Electoral. Para romper la par-
tidización en la integración del Consejo General del
Instituto Federal Electoral se propone la reforma al ar-
tículo 41, párrafo segundo, Base V, párrafo tercero,
constitucional para que la postulación de ciudadanos
aspirantes a consejeros electorales, se realice a través
de una comisión especial ciudadana designada de en-
tre las propuestas que presenten las instituciones de
educación superior, que sería responsable de la ejecu-
ción de la convocatoria que emita la propia Cámara de
Diputados, dejando intocada la facultad de ésta para la
aprobación de los candidatos propuestos por la Comi-
sión Especial de Ciudadanos, con ello se fortalece la
ciudadanización, independencia, imparcialidad, profe-
sionalismos de los consejeros electorales.

Se adiciona un párrafo tercero al inciso c) del párrafo
segundo, en la fracción II, párrafo segundo, del artícu-
lo 41 constitucional, con el objeto de establecer la atri-
bución de la autoridad electoral para suspender las
campañas electorales cuando se acredite que el candi-
dato se ha excedido el tope de gatos establecido para
la elección que corresponda. Asimismo, será causal de
nulidad de la elección la violación grave de los topes
de campaña, independientemente de que ésta haya si-
do calificada.

Fortalecimiento del sistema de partidos y de las
candidaturas ciudadanas independientes

En el desarrollo del sistema de partidos políticos es ne-
cesario terminar con la simulación que se practica en
la postulación de candidatos, los intereses de grupo y
personales han corrompido los métodos democráticos
de elección de candidatos en los institutos políticos,
incluyendo la subordinación de las direcciones políti-
cas a intereses a ajenos a sus principios, programa po-
lítico y estatutos internos. Con el objeto de fortalecer
el sistema de partidos políticos como medio de acceso
de los ciudadanos a los cargos de elección popular, és-
tos únicamente podrán postular a los miembros o ciu-
dadanos que observen las bases de las convocatorias y
normatividad interna por ellos registradas ante el Ins-
tituto Federal Electoral. Asimismo, los candidatos ciu-
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dadanos independientes podrán postularse únicamente
cuando no hayan participado en procesos internos de
los partidos políticos con registro oficial.

Se mejoran las condiciones para la comunicación
política en campañas electorales

Se fortalece la equidad en la competencia electoral es-
tablecer las bases constitucionales para el monitoreo y
evaluación de contenidos en los medios, estableciendo
la responsabilidad concesionarios y sanciones respec-
to de la información transmitida, sin afectar la libertad
de expresión y de difusión, además se garantiza la ce-
leridad para hacer efectivo el derecho de réplica, el
cual debe ser inmediato y correlativo a los efectos cau-
sados.

Se establece la posibilidad para que los partidos polí-
ticos transmitan mensajes de mayor duración con base
al tiempo de transmisión que les corresponde confor-
me al pautado que apruebe el Instituto Federal Electo-
ral, además de garantizar la transmisión de mensajes
regionales en función de las necesidades de sus estra-
tegias de comunicación.

La exposición de programas políticos, plataformas
electorales y programas de gobierno informa a los
electores de las propuestas y perfiles de los candidatos
a los distintos cargos de elección popular, las campa-
ñas electorales promueven ante el electorado los dis-
tintos proyectos de gobierno. Con el objeto de fortale-
cer la información de las propuestas político
electorales se propone la difusión de programas con
cobertura nacional en la que los candidatos a la presi-
dencia presente sus propuestas de gobierno, así mis-
mo, se establece la organización de programas con co-
bertura estatal o regional de los candidatos al Senado
de la República y a la Cámara de Diputados.

Reconocimiento de la representación plural y re-
presentativa en los congresos de los estados

Para fortalecer la representación de las diversas fuerzas
políticas en los estados y el reconocimiento a su repre-
sentación en la integración de los congresos de los es-
tados, con la reforma al párrafo tercero de la fracción
II, párrafo segundo del artículo 116 constitucional se
establece que las legislaturas de los estados se integra-
rán con diputados elegidos según los principios de ma-
yoría relativa y de representación proporcional, en los

términos que señalen sus leyes, observando en todo
momento las bases del artículo 54 de la Constitución
general, con lo cual se garantiza el reconocimiento pro-
porcional de las fuerzas políticas estatales.

Por lo anteriormente expuesto y motivado, someto a la
consideración de esta soberanía, el siguiente

Decreto por el que se reforman y adicionan los ar-
tículos 6, 41 y 116 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos en materia electoral

Artículo Único. Se reforman los párrafos primero,
tercero; párrafo cuarto apartado A, fracción I, apartado
B, fracciones I, III y IV del artículo 6; párrafo segun-
do, bases I, el inciso g) del apartado A, base III, base
V párrafos primero, tercero y noveno, todas del párra-
fo segundo del artículo 41; párrafo 3 de la fracción II,
incisos b), c), e), y m) fracción IV, del párrafo segun-
do del artículo 116. Se adicionan los párrafos cuarto y
quinto, ajustando el actual párrafo cuarto al párrafo
sexto, un párrafo séptimo, todos en el apartado A de la
base III del segundo párrafo del artículo 41; todos de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos para quedar como sigue:

Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será ob-
jeto de ninguna inquisición judicial o administrativa,
sino en el caso de que ataque a la moral, la vida priva-
da o los derechos de terceros, provoque algún delito,
perturbe el orden público; o violente la equidad y ob-
jetividad en la información en campañas electora-
les, el derecho de réplica será ejercido en los términos
dispuestos por la ley. El derecho a la información será
garantizado por el estado.

…

El estado garantizará el derecho de acceso a las tecno-
logías de la información y comunicación, así como a
los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones,
incluido el de banda ancha e Internet. Para tales efec-
tos, el estado establecerá condiciones de competencia
efectiva y fomento en la diversidad cultural y polí-
tica en la prestación de dichos servicios.

…

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la infor-
mación, la federación, los estados y el Distrito Fede-
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ral, y particulares en el ámbito de sus respectivas
competencias o concesiones, se regirán por los si-
guientes principios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier au-
toridad, entidad, órgano y organismo federal, esta-
tal, municipal y concesionario, es pública y sólo
podrá ser reservada temporalmente por razones de
interés público en los términos que fijen las leyes.
En la interpretación de este derecho deberá prevale-
cer el principio de máxima publicidad.

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. …

VII. …

B. En materia de radiodifusión y telecomunicaciones:

I. El estado garantizará a la población su integra-
ción a la sociedad de la información y el conoci-
miento, mediante una política de acceso digital li-
bre universal y gratuito, con metas anuales y
sexenales aprobadas en el presupuesto de la fe-
deración.

II. …

III. La radiodifusión es un servicio público de inte-
rés general, por lo que el estado garantizará que sea
prestado en condiciones de competencia y calidad y
brinde los beneficios de la cultura a toda la pobla-
ción, preservando la pluralidad y la veracidad de la
información, así como el fomento de los valores de
la identidad nacional y la cultura de la legalidad
contribuyendo a los fines establecidos en el artícu-
lo 3o. de esta Constitución.

IV. Se prohíbe la transmisión de publicidad o pro-
paganda presentada como información periodística
o noticiosa; que directa o indirectamente favo-
rezca intereses partidistas o de titulares de cual-
quier órgano de gobierno, se establecerán las con-

diciones que deben regir los contenidos y la contra-
tación de los servicios para su transmisión al públi-
co, incluidas aquellas relativas a la responsabilidad
de los concesionarios respecto de la información
transmitida por cuenta de terceros, sin afectar la li-
bertad de expresión y de difusión.

Artículo 41. …

…

I. …

Los partidos políticos tienen como fin promover la
participación del pueblo en la vida democrática,
contribuir a la integración de la representación na-
cional y como organizaciones de ciudadanos, hacer
posible el acceso de éstos al ejercicio del poder pú-
blico, de acuerdo con los programas, principios e
ideas que postulan y mediante el sufragio universal,
libre, secreto y directo. Sólo los ciudadanos podrán
formar partidos políticos y afiliarse libre e indivi-
dualmente a ellos; por tanto, quedan prohibidas la
intervención de organizaciones gremiales o con ob-
jeto social diferente en la creación de partidos y
cualquier forma de afiliación corporativa. Los par-
tidos políticos únicamente podrán registrar can-
didatos a cargos de elección popular a los inte-
grantes o ciudadanos que participen en sus
procesos internos, de conformidad con la convo-
catoria que para tal efecto registren ante el insti-
tuto federal. No podrá registrarse como candi-
dato ciudadano independiente a quien participe
en proceso de elección interna de los partidos po-
líticos para cargos de elección popular en el mis-
mo proceso electoral en el que pretende postu-
larse.

…

II. …

…

a)…

b)…

c)…
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…

La autoridad electoral podrá suspender las
campañas electorales cuando se acredite que
el candidato o partido político excede el tope
de gastos de precampaña o campaña estable-
cido para la elección que corresponda. Asi-
mismo, será causal de nulidad de la elección
la violación grave del tope de campaña, inde-
pendientemente de que ésta haya sido califi-
cada.

…

III. …

Apartado A. …

a) …

b) …

c) …

d) …

e) …

f) …

g) Con independencia de lo dispuesto en los
apartados A y B de esta base y fuera de los pe-
riodos de precampañas y campañas electorales
federales, al Instituto Federal Electoral le será
asignado hasta el doce por ciento del tiempo to-
tal de que el estado disponga en radio y televi-
sión, conforme a las leyes y bajo cualquier mo-
dalidad; del total asignado, el instituto distribuirá
entre los partidos políticos nacionales en forma
igualitaria un cincuenta por ciento; el tiempo res-
tante lo utilizará para fines propios o de otras au-
toridades electorales, tanto federales como de las
entidades federativas. Cada partido político na-
cional utilizará el tiempo que por este concepto
le corresponda en un programa mensual de cinco
minutos y el restante en mensajes con duración
mínima de veinte segundos cada uno. Con base
al tiempo que les corresponde, los partidos po-
líticos podrán solicitar al instituto la transmi-
sión de mensajes de mayor duración para ex-

poner sus propuestas electorales, así como so-
licitar segmentar la trasmisión de éstos en re-
giones específicas del territorio nacional con
base a la cobertura de los concesionarios. En
todo caso, las transmisiones a que se refiere este
inciso se harán en el horario que determine el
instituto conforme a lo señalado en el inciso d)
del presente apartado. En situaciones especiales
el instituto podrá disponer de los tiempos corres-
pondientes a mensajes partidistas a favor de un
partido político, cuando así se justifique.

…

…

Se prohíbe la transmisión de publicidad o
propaganda electoral presentada como infor-
mación periodística o noticiosa, que directa o
indirectamente favorezca a partidos o candi-
datos. La ley establecerá los lineamientos pa-
ra el monitoreo y evaluación de contenidos en
los medios, estableciendo la responsabilidad
concesionarios y sanciones respecto de la in-
formación transmitida, sin afectar la libertad
de expresión y de difusión.

La ley electoral garantizará el derecho de ré-
plica en las campañas electorales, el que debe
ser inmediato y correlativo a los efectos cau-
sados.

…

En los tiempos que corresponden al Instituto
Federal Electoral se establecerá una agenda
de programas entre los candidatos a la Presi-
dencia de la República que se transmitirá en
radio y televisión en cadena nacional con el
objeto de exponer sus propuestas electorales,
en los horarios de mayor audiencia. Asimis-
mo, se promoverán y realizarán programas
de cobertura regional para las elecciones de
senadores y diputados por entidad federativa.
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Apartado B. …

Apartado C. …

Apartado D. …

IV. …

V. La organización de las elecciones federales es
una función estatal que se realiza a través de un or-
ganismo público autónomo denominado Instituto
Federal Electoral, dotado de personalidad jurídica y
patrimonio propio, en cuya integración participan el
Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos
nacionales y los ciudadanos, en los términos que or-
dene la ley. En el ejercicio de esta función estatal, la
certeza, legalidad, independencia, imparcialidad,
objetividad, transparencia y máxima publicidad
serán principios rectores.

…

El consejero presidente durará en su cargo seis años
y podrá ser reelecto una sola vez. Los consejeros
electorales durarán en su cargo nueve años, serán
renovados en forma escalonada y no podrán ser re-
electos. Según sea el caso, uno y otros serán elegi-
dos sucesivamente por el voto de las dos terceras
partes de los miembros presentes de la Cámara de
Diputados, a propuesta de una comisión especial
integrada por ciudadanos que garanticen la in-
dependencia, imparcialidad y profesionalismos
de los aspirantes. De darse la falta absoluta del
consejero presidente o de cualquiera de los conseje-
ros electorales, el sustituto será elegido para con-
cluir el periodo de la vacante. La ley establecerá las
reglas y el procedimiento correspondientes.

…

…

…

…

…

El Instituto Federal Electoral tendrá a su cargo en
forma integral y directa, además de las que le deter-

mine la ley, las actividades relativas a la capacita-
ción y educación cívica, geografía electoral, los de-
rechos y prerrogativas de las agrupaciones y de los
partidos políticos, al padrón y lista de electores, im-
presión de materiales electorales, preparación de la
jornada electoral, los cómputos en los términos que
señale la ley, declaración de validez y otorgamiento
de constancias en las elecciones de diputados y se-
nadores, cómputo de la elección de Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos en cada uno de los
distritos electorales uninominales, así como la regu-
lación de la observación electoral, de las encuestas
o sondeos de opinión con fines electorales y el mo-
nitoreo y supervisión de actos de campaña. Las
sesiones de todos los órganos colegiados de direc-
ción serán públicas en los términos que señale la
ley.

…

...

…

VI. …

VII. ...

…

Artículo 116. …

…

II. …

…

Las legislaturas de los estados se integrarán con
diputados elegidos según los principios de ma-
yoría relativa y de representación proporcional,
en los términos que señalen sus leyes, observan-
do las bases del artículo 54 de esta Constitu-
ción.

III. …

IV. Las Constituciones y leyes de los estados en
materia electoral garantizarán que:
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a) …

b) En el ejercicio de la función electoral, a car-
go de las autoridades electorales, sean principios
rectores los de certeza, imparcialidad, indepen-
dencia, legalidad, objetividad, transparencia y
máxima publicidad;

c) Las autoridades que tengan a su cargo la or-
ganización de las elecciones y las jurisdicciona-
les que resuelvan las controversias en la materia,
gocen de autonomía en su funcionamiento e in-
dependencia en sus decisiones; su designación
será a propuesta de instituciones de educa-
ción superior en el estado garantizando su
imparcialidad y profesionalismo:

d) …

e) Los partidos políticos sólo se constituyan por
ciudadanos sin intervención de organizaciones
gremiales, o con objeto social diferente y sin que
haya afiliación corporativa. Sólo podrán postu-
lar a candidatos electos o designados conforme
a la convocatoria registrada ante la autoridad
electoral, con excepción de lo dispuesto en el ar-
tículo 2o., apartado A, fracciones III y VII, de es-
ta Constitución;

f) …

g) …

h) …

i) …

j) …

k) …

l) …

m) Se fijen las causales de nulidad de las eleccio-
nes de gobernador, diputados locales y ayunta-
mientos, así como los plazos convenientes para el
desahogo de todas las instancias impugnativas,
tomando en cuenta el principio de definitividad
de las etapas de los procesos electorales, los ca-
sos en los que se podrán anular las elecciones

por violación a los topes de gastos de campaña
independientemente que estas hayan sido cali-
ficadas;

n) …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión contará con un pla-
zo de ciento ochenta días para la aprobación de las re-
formas a las leyes secundarias.

Tercero. Para el proceso electoral 2014-2015 el Insti-
tuto Electoral Federal implementará un sistema de mo-
nitoreo a los medios de comunicación electrónicos e
impresos a través de sus órganos estatales y distritales
para adoptar las medidas necesarias que garanticen el
acceso a la información de los ciudadanos de las cam-
pañas electorales.

Dado en la sede de la Comisión Permanente 
del Congreso de la Unión, a 14 agosto de 2013.

Diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Agosto 14 de

2013.)
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QUE ADICIONA EL INCISO C AL ARTÍCULO 11 Y UN CAPÍTU-
LO V BIS, DENOMINADO “DEL DERECHO A LA NAVEGACIÓN

SEGURA EN INTERNET”, A LA LEY PARA LA PROTECCIÓN DE

LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, RECI-
BIDA DE LA DIPUTADA MAGDALENA NÚÑEZ MONREAL,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT, EN LA SESIÓN DE LA

COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO

DE 2013

Planteamiento del problema

A pesar de que la difusión del conocimiento y desa-
rrollo vertiginoso de las tecnologías apresuran la evo-
lución de la sociedad, las niñas, niños y adolescentes
en medio de ese progreso científico y tecnológico son
desprotegidos por las leyes y su desarrollo biopsicoso-
cial se ve afectado por este medio.

Además del progreso, las nuevas tecnologías están
siendo una fuente de información para la comisión de
delitos graves como la trata, el secuestro, la extorsión;
que sí es de alto impacto social en los adultos, el asun-
to se sobredimensiona para nuestra infancia.

El Poder Legislativo debe de atender esta problemática
actualizando la norma para hacerla una herramienta
que propicie políticas públicas de prevención del deli-
to y genere condiciones más favorables para un desa-
rrollo sano e integral de las niñas, niños y adolescentes.

Argumentación.

La Asociación Internacional de Criminología, en con-
junto con la empresa Symantec, realizó una encuesta a
5 mil niños de entre ocho y trece años.1 El estudio En-
cuesta de la percepción de riesgos en internet que tie-
nen los niños arrojó los siguientes resultados:

• La mayoría de los niños utilizan frecuentemente
salas de chat, grupos de noticias y otros servicios
interactivos para comunicarse en línea con extraños.

• 47 por ciento de los adultos supervisan ocasional-
mente a los menores que están en Internet.

• 27 por ciento de los niños no son supervisados.

• 34 por ciento de los niños nunca reciben consejos
de los padres sobre lo que deben y no deben hacer
cuando navegan en internet.

La actual situación de internet permite que un niño
pueda acceder a páginas con cualquier tipo de temáti-
ca. Como dato a destacar, 9 de cada 10 niños de eda-
des comprendidas entre los 8 y los 16 años, han visto
pornografía en internet. En la mayoría de los casos, el
acceso a este tipo de contenidos se ha producido a tra-
vés de búsquedas en internet sobre temas que no tu-
vieron relación con la búsqueda principal que se esta-
ba realizando.

Las y los niños mexicanos utilizan medios digitales al
menos durante 14 horas a la semana,2 según una en-
cuesta del portal MeQuedoUno.com. de mayo de
2012. De acuerdo con un sondeo de TNS Research In-
ternational, efectuado para MeQuedoUno.com, los in-
fantes usan la mensajería instantánea durante tres ho-
ras por semana, mientras que el tiempo que dedican a
las redes sociales sería de dos horas, además de una
hora para consultar su correo electrónico.

Los menores acceden a internet para buscar informa-
ción durante dos horas a la semana y otras dos horas
las pasan viendo videos en el portal YouTube, de
acuerdo con los 262 padres de familia que participaron
en el sondeo. 

Asimismo, la encuesta reveló que los menores gastan
dos horas de tiempo aire a la semana en llamadas por
celular y un periodo de tiempo igual entreteniéndose
con alguna consola de videojuegos.

En cuanto al tema de la seguridad en los espacios di-
gitales, seis de cada diez padres de familia afirmó que
sus hijos sólo navegan en internet supervisados por un
adulto, y uno de cada diez dijo que el uso de la red es-
taba restringido a ciertas páginas para sus hijos.

Según el artículo “Riesgos del uso de internet por ni-
ños y adolescentes, Estrategias de seguridad”3 publi-
cado en el Acta Pediátrica de México Volumen 29,
Núm. 5, septiembre-octubre de 2008, en el Reino Uni-
do, el 70 por ciento de los menores acceden a Internet
desde su casa, y de ellos, 52 por ciento destina al me-
nos cinco horas cada semana “a navegar”. Sin embar-
go, 80 por ciento de los padres no sabe qué hacer para
que sus hijos lo utilicen de forma segura. Lo más gra-
ve, es que la mayoría desconoce los riesgos o peligros
que pueden existir en la red. En este estudio, más de la
mitad de los niños y jóvenes han tenido contacto con
pornografía en línea al menos una vez a la semana. 
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En España, 30 por ciento de los niños de cinco años
usa Internet; 60 por ciento de los 8 a 13 años y 75 por
ciento de los adolescentes. Uno de cada tres menores
usa la conexión a Internet para buscar información, el
66 por ciento la utiliza para su entretenimiento, el 36
por ciento se conecta para “chatear”, 17 por ciento pa-
ra jugar y 13 por ciento para buscar música. Única-
mente el 14 por ciento de los padres de familia pone
reglas para su uso. Seis de cada diez usuarios varones
de 10 a 17 años señaló no haber tenido acceso a pági-
nas de pornografía, racismo o violencia, en las muje-
res la cifra fue 86.7 por ciento. 

Los autores de este estudio afirman que 14.5 por cien-
to de los adolescentes ha tenido una cita y 8.38 por
ciento varias. En el 90 por ciento de las citas los jóve-
nes acudieron acompañados, el 10 por ciento fueron
solos.

Otro hecho importante es que 30 por ciento de los me-
nores de edad informan su número de teléfono y el 16
por ciento la dirección de su domicilio. 

En México la Asociación Mexicana de Internet realizó
un estudio con objeto de conocer algunas característi-
cas en el uso de Internet y el perfil de los usuarios. Se
encontró que existen aproximadamente 30.5 millones
de “internautas”, de los cuales 19.9 millones son ma-
yores de 13 años, el 35 por ciento de ellos entre 12 y
19 años.

El 48 por ciento de los usuarios se conecta desde su
hogar; el 35 por ciento en lugares públicos y el resto
en otros sitios como su lugar de trabajo, en la escuela. 

El promedio de tiempo en que usa Internet por día es
de 1 a 2 horas. 

Los aspectos que favorecen el empleo de esta herra-
mienta y sus peligros para los menores, señala artícu-
lo “Riesgos del uso de internet por niños y adolescen-
tes, estrategias de seguridad” son

– La facilidad que tienen niños y jóvenes para su ac-
ceso.

– La escasa vigilancia de los padres en esta activi-
dad, situación que se incrementa cuando los hijos
crecen.

– La comunicación es anónima. La invisibilidad vir-
tual que crea el anonimato en la web elimina la in-
hibición de la conducta lo que puede originar irra-
cionalidad de las acciones y falta de responsabilidad.

De acuerdo con publicaciones especializadas en el te-
ma de seguridad para navegar en internet4, aseguran
que en la página web los riesgos a los que se exponen
niños y adolescentes cuando navegan libremente por
Internet, son el acceso a páginas de contenido para
adultos con material sexual explícito. También pueden
encontrar contenidos de juegos, apuestas, escenas de
violencia, consumo de drogas y alcohol, etc. Los jue-
gos de dinero, les puede crear adicción. 

Otro riesgo, que corren las niñas, niños y adolescentes
es la comunicación con personas desconocidas que
pueden engañar, seducir, abusar e inclusive desarrollar
acciones ilícitas contra ellos, solicitando información
personal como nombre, dirección, teléfono, aficiones,
datos de la familia, aumentando con ello, el riesgo de
ser víctimas de pederastia o de trata.

De manera particular, el estudio indica que en los
Blogs el riesgo es que en él se escriben datos sobre la
vida personal de cada usuario y de esta manera los ni-
ños y los adolescentes pueden construir sus propios
diarios electrónicos gratis. 

En los “chat” o charla, el riesgo para el usuario infan-
til y juvenil se incrementa debido a que al estar con-
versando fácilmente, olvidan que se trata de un lugar
público. No necesariamente se conoce la verdadera
identidad de los participantes y la mayoría de “chats”
no están supervisados, es decir, no hay vigilancia ni
control. 

La mensajería instantánea es el servicio más usado por
niños y adolescentes. Este medio permite activar la cá-
mara web; la cual no es recomendable su uso, ya que
uno de los riesgos más importantes es que cualquier
persona puede tomar el control de la computadora a
través de la cámara conectada a Internet y entrar a los
hogares o ser utilizado por depredadores en línea. 

Mediante el correo electrónico continúa la publica-
ción, pueden recibir mensajes comerciales no desea-
dos o el inconveniente de que algún desconocido in-
tente establecer una relación inadecuada o que el
menor sea amenazado o acosado por esta vía. 
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Ante tal bombardeo de información y entretenimiento,
los adolescentes pueden tener cambios de conducta re-
lacionadas al uso problemático o compulsivo de la In-
ternet, la suspensión del deporte, juegos, salir con ami-
gos o su pareja, actividades en familia; aparecen
entonces problemas de concentración, bajo rendimien-
to escolar o aislamiento. 

Los infantes y adolescentes invierten cada vez más
tiempo navegando en Internet y presenta cambios de
conducta cuando no les es posible su acceso. En algu-
nos casos puede haber ansiedad y depresión.

Los jóvenes más vulnerables son los que tienen
conflictos familiares, baja autoestima, antecedente de
maltrato infantil o violencia familiar, depresión y bús-
queda de atención o afecto en otras personas. En estos
casos los padres deben vigilar estrechamente la forma
en que sus hijos usan la Internet y solicitar ayuda pro-
fesional, señalan en el Acta Pediátrica. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos han impuesto al Estado Mexicano el “interés su-
perior de la niñez” en el artículo cuarto: 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se ve-
lará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento para su desarrollo integral. Este prin-
cipio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obliga-
ción de preservar y exigir el cumplimiento de estos de-
rechos y principios.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la
niñez.

Con ello, el Poder Legislativo al ejercer sus atribucio-
nes debe de anteponer este interés a cualquiera otro, y
dotar a los demás Poderes de la Unión de las atribu-
ciones necesarias para garantizar tal principio consti-
tucional.

La Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes carece de garantías que salva-

guarden la integridad de las niñas, niños y adolescen-
tes ante los riesgos que implican el uso del internet en
las nuevas tecnologías, llámense PC, teléfonos inteli-
gentes u otros nuevos que surjan. 

La Ley en comento, sólo de manera general, prevé el
crecimiento y desarrollo pleno. Tal es el caso de las
disposiciones en los artículos 4 y 19:

Artículo 4. De conformidad con el principio del inte-
rés superior de la infancia, las normas aplicables a ni-
ñas, niños y adolescentes, se entenderán dirigidas a
procurarles, primordialmente, los cuidados y la asis-
tencia que requieren para lograr un crecimiento y un
desarrollo plenos dentro de un ambiente de bienestar
familiar y social.

Artículo 19. Niñas, niños y adolescentes tienen dere-
cho a vivir en condiciones que permitan su crecimien-
to sano y armonioso, tanto físico como mental, mate-
rial, espiritual, moral y social. 

Es urgente que se legisle entorno a la exposición de las
niñas, niños y adolescentes al internet. 

La Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes prevé los siguientes derechos: 

Derecho a la vida

A la no discriminación

A vivir en condiciones de bienestar y a un sano de-
sarrollo psicofísico 

A ser protegido en su integridad, en su libertad, y
contra el maltrato y el abuso sexual 

A la identidad 

A vivir en familia 

A la salud 

A la educación 

Al descanso y al juego 

De pensamiento y del derecho a una cultura propia 
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A participar en la vida pública, entre otros

Pero no cuenta con un apartado relativo al derecho de
los infantes y adolescentes a una navegación segura
que les proteja de riesgos como los que ya se han cita-
do.

El derecho internacional, por conducto de los instru-
mentos internacionales que ha suscrito México, obli-
gan a nuestro país como Estado parte a proteger al ni-
ño contra toda información y material perjudicial para
su bienestar.

De manera específica, la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, adoptada y abierta a la firma y ratifica-
ción por la Asamblea General en su resolución 44/25,
de 20 de noviembre de 1989 en su preámbulo señala: 

Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso
desarrollo de su personalidad, debe crecer en el seno
de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y
comprensión,”

México está obligado, también, como Estado parte del
instrumento internacional a propiciar condiciones que
permitan a las niñas, niños y adolescentes a crecer en
un ambiente sano y libre de violencia. 

Tal interés, la Convención lo refiere en el artículo 17,
inciso e):

Los Estados parte reconocen la importante función
que desempeñan los medios de comunicación y ve-
larán por que el niño tenga acceso a información y
material procedentes de diversas fuentes nacionales
e internacionales, en especial la información y el
material que tengan por finalidad promover su bien-
estar social, espiritual y moral y su salud física y
mental. Con tal objeto, los Estados parte: 

e) Promoverán la elaboración de directrices apropia-
das para proteger al niño contra toda información y
material perjudicial para su bienestar, teniendo en
cuenta las disposiciones de los artículos 13 y 18.

En razón de esta ponderación, podemos afirmar cate-
góricamente, que la protección de niñas, niñas y ado-
lescentes en el uso de los servicios de internet y su in-
formación son un compromiso internacional asumido
por el Estado mexicano.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto, quien suscribe, diputa-
da federal Magdalena del Socorro Núñez Monreal, in-
tegrante de la LXII Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión por el Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, con fundamento y en ejercicio de los artí-
culos 71, fracción II, y 78 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, frac-
ción I; y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos presenta el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adicionan el inciso C al artí-
culo 11 y un capítulo V Bis, “Del derecho a la nave-
gación segura en internet”, a la Ley para la Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Único. Se adicionan el inciso C al artículo 11 y un ca-
pítulo V Bis, “Del derecho a la navegación segura en
internet”, a la Ley para la Protección de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como si-
gue:

Texto normativo propuesto

Artículo 11. Son obligaciones de madres, padres y de
todas las personas que tengan a su cuidado niñas, ni-
ños y adolescentes: 

A y B…

C. Supervisar los contenidos de la información a la
que acceden las niñas, niños y adolescentes a través
del internet; utilizando para ello los mecanismos de
seguridad de este sistema de información en los di-
versos medios electrónicos. 

Asimismo deberán, sin que se considere invasión a su
privacidad, tener conocimiento del uso que le dan a los
diferentes servicios en el internet.

Capítulo V Bis
Del derecho a la navegación segura en internet

Artículo 21 A. Las niñas, niños y adolescentes debe-
rán contar con información adecuada, que sea acorde
con su desarrollo integral y a la salud, para el uso o
compra de juegos computarizados, electrónicos o mul-
timedia, especialmente de Internet.
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Artículo 21 B. Los niños, niñas y adolescentes tienen
derecho a recibir, buscar y utilizar información acorde
con su desarrollo integral por medios de salas de jue-
gos computarizados, electrónicos o multimedia y de
servicios de Internet. 

Artículo 21 C. Las madres, padres y de todas las per-
sonas que tengan a su cuidado niñas, niños y adoles-
centes orientarán a los mismos sobre el uso de la in-
formación y contenidos en internet, especialmente
sobre los que hagan apología o inciten a la violencia, a
la guerra, a la comisión de hechos punibles, al racis-
mo, a la desigualdad entre el hombre y la mujer, a la
xenofobia, a la intolerancia religiosa y cualquier otro
tipo de discriminación, a la esclavitud, a la servidum-
bre, a la explotación de las personas, al uso y consumo
de cigarrillos y derivados del tabaco, de bebidas alco-
hólicas, así como aquellos de carácter pornográfico.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 http://seguridadenamerica.com.mx/2010/04/proteccion-para-

menores-cuando-navegan-en-internet/

2 http://percepcion.com.mx/noticia/19140/utilizan-los-ni-os-me-

dios-digitales-14-horas-a-la-semana

3 García PCA. Riesgos del uso de internet por niños y adolescen-

tes. Estrategias de seguridad.

4 Acta Pediátrica de México. Volumen 29. Número 5, septiembre-

octubre, 2008.

Dado en el recinto de sesiones de la 
Comisión Permanente, a 14 de agosto de 2013.

Diputada Magdalena del Socorro Núñez Monreal
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos de la Niñez. Agosto 14 de

2013.)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 33 Y 1006 DE LA LEY FE-
DERAL DEL TRABAJO, ASÍ COMO EL 244 Y EL 245 DEL CÓ-
DIGO PENAL FEDERAL, EN MATERIA DE RENUNCIAS EN

BLANCO, RECIBIDA DE LOS DIPUTADOS LUISA MARÍA AL-
CALDE LUJÁN, RICARDO MONREAL ÁVILA, ALFONSO

DURAZO MONTAÑO, ARTURO LÓPEZ CANDIDO, MERILYN

GÓMEZ POZOS, NELLY DEL CARMEN VARGAS PÉREZ,
GERARDO VILLANUEVA ALBARRÁN, RODRIGO CHÁVEZ

CONTRERAS, JOSÉ HUMBERTO VEGA VÁZQUEZ, MANUEL

RAFAEL HUERTA LADRÓN DE GUEVARA, MARÍA DEL SO-
CORRO CESEÑAS CHAPA, FERNANDO BELAUNZARÁN

MÉNDEZ, HUGO SANDOVAL MARTÍNEZ Y JOSÉ LUIS MU-
ÑOZ SORIA, DE DIVERSOS GRUPOS PARLAMENTARIOS, EN

LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 14 DE AGOSTO DE 2013

Luisa María Alcalde Luján (Movimiento Ciudadano),
Ricardo Monreal Ávila (Movimiento Ciudadano), Al-
fonso Durazo Montaño (Movimiento Ciudadano), Ar-
turo López Candido (PT), Merilyn Gómez Pozos (Mo-
vimiento Ciudadano), Nelly del Carmen Vargas Pérez
(Movimiento Ciudadano), Gerardo Villanueva Alba-
rrán (Movimiento Ciudadano), Rodrigo Chávez Con-
treras (Movimiento Ciudadano), José Humberto Vega
Vázquez (PT), Manuel Rafael Huerta Ladrón de Gue-
vara (PT), María del Socorro Ceseñas Chapa (PRD),
Fernando Belaunzarán Méndez (PRD), Hugo Sando-
val Martínez (PRD) y José Luis Muñoz Soria (PRD),
integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión y de diversos grupos parlamentarios, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como el 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a consideración del pleno
de la honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 33 y
1006 de la Ley Federal del Trabajo, así como los ar-
tículos 244 y 245 del Código Penal Federal, en ma-
teria de renuncias en blanco, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La precarización del empleo en México, la flexibiliza-
ción de las garantías laborales fundamentales, la inefi-
cacia de las autoridades del trabajo y la legalización de
artimañas y maniobras abusivas que, siendo ilegales,
se ostentan hoy como la panacea del desarrollo, la
competitividad y la inversión, han dado pie a toda cla-
se de prácticas vejatorias que condicionan al trabaja-
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dor el acceso a un empleo a la renuncia de sus dere-
chos más elementales.

Tales condicionamientos patronales pueden manifes-
tarse a través de la renuncia anticipada del trabajador
(renuncia en blanco), la firma de pagarés y otros títu-
los de crédito, de falsos reconocimientos de que el tra-
bajador no ha padecido accidentes de trabajo o enfer-
medades profesionales, o que se desiste de ejercer
cualquier acción legal en contra del patrón en el su-
puesto de que existiera alguna controversia derivada
de su relación laboral.

La problemática no es menor, pues aunque resulte im-
posible determinar qué tan generalizada y sistemática
es esta práctica, los tribunales laborales desahogan ca-
sos idénticos diariamente. Expertos afirman que las re-
nuncias en blanco abarcan más del 40 por ciento de las
contrataciones, dato sumamente preocupante si toma-
mos en cuenta que las empresas que más acuden a es-
ta práctica son precisamente las menos reguladas y
que menores responsabilidades guardan frente a sus
trabajadores, específicamente las que operan bajo el
esquema de subcontratación (outsourcing), hoy flore-
cientes bajo el amparo de la ley. En razón de ello, con-
sideramos urgente prohibir de forma expresa en nues-
tra legislación laboral estas prácticas ultrajantes,
establecer garantías para que los trabajadores puedan
denunciar abusos de este tipo sin poner en riesgo su
contratación, y sancionar a los patrones que, abusando
de la necesidad y la vulnerabilidad de los trabajadores,
incurren en este injurioso delito.

Como su nombre lo indica, la firma en blanco es aque-
lla puesta de antemano por el trabajador sobre una ho-
ja de papel en blanco o un documento sin fecha deter-
minada, con el fin de que sea llenado posteriormente
por el patrón con declaraciones o renuncias de dere-
chos. Varias legislaciones penales en el mundo con-
templan específicamente el delito de abuso de firma en
blanco, o lo equiparan con el delito de falsificación de
documentos, entendiéndose tal acto como la inserción
fraudulenta, sobre la firma, de una obligación, de un
descargo o de cualquier otro acto perjudicial al fir-
mante.

El Código Penal Federal, en el Capítulo IV del Título
Decimotercero (relativo a la falsificación de documen-
tos), señala sanciones corporales de seis meses a cinco
años de prisión, y de 180 a 370 días de multa, a quien

aproveche indebidamente una firma o rúbrica en blan-
co ajena para extender una obligación, liberación o
cualquier otro documento que pueda comprometer los
bienes, la honra, la persona o la reputación de otro, o
causar un perjuicio a la sociedad, al Estado o a un ter-
cero (artículo 244).

A su vez, el artículo 245 establece los requisitos que
deben cumplirse para la configuración del delito de
falsificación de documentos, a saber: a) que el falsario
se proponga sacar algún provecho para sí o para otro,
o causar perjuicio a la sociedad, al Estado o a un ter-
cero; b) que resulte o pueda resultar perjuicio a la so-
ciedad, al Estado o a un particular, ya sea en los bien-
es de éste o ya en su persona, en su honra o en su
reputación, y; c) que el falsario haga la falsificación
sin consentimiento de la persona a quien resulte o pue-
da resultar perjuicio o sin el de aquella en cuyo nom-
bre se hizo el documento.

A la luz de nuestro ordenamiento penal, queda claro
que la renuncia en blanco puede reputarse como falsi-
ficación de documentos privados, toda vez que una li-
quidación no ratificada es una documental privada que
está sujeta de comprobarse con la ratificación de la
Junta de Conciliación y Arbitraje, de conformidad con
el artículo 33 de la Ley Federal del Trabajo, LFT.

El artículo 33 de la LFT contiene el principio de irre-
nunciabilidad de derechos en los convenios o liquida-
ciones en materia laboral, señalando que será “nula la
renuncia que los trabajadores hagan de los salarios de-
vengados, de las indemnizaciones y demás prestacio-
nes que deriven de los servicios prestados, cualquiera
que sea la forma o denominación que se le dé”. Asi-
mismo establece la regla de que “todo convenio o li-
quidación, para ser válido, debe hacerse por escrito y
contener una relación circunstanciada de los hechos
que lo motiven y de los derechos comprendidos en él”.
Dicho convenio “deberá ser ratificado ante la Junta de
Conciliación y Arbitraje, la que lo aprobará siempre
que no contenga renuncia de los derechos de los tra-
bajadores”. De una interpretación conforme y de bue-
na fe es posible concluir que una renuncia en blanco
implica necesariamente la renuncia de derechos, entre
ellos el derecho a no ser despedido injustificadamente,
contenido en la fracción XXII del Apartado A del artí-
culo 123 constitucional, así como otras obligaciones
atribuibles al patrón, como el pago del finiquito y la
indemnización correspondiente. 
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Lamentablemente, la LFT es omisa en cuanto a las re-
nuncias en blanco debido a que presupone su ilegali-
dad por tratarse de un acto de simulación. Esta omi-
sión ha sido sumamente perjudicial para los
trabajadores que, careciendo de todo medio probatorio
para acreditar la simulación de una renuncia que con-
tiene firmas auténticas, desisten de hacer valer sus de-
rechos fundamentales por vía jurisdiccional en vista de
las dificultades técnicas y legales que ello implicaría.

Ante el silencio de la ley, es preciso acudir a otras
fuentes interpretativas. Sin embargo, nuestras autori-
dades jurisdiccionales se han enfrascado en razona-
mientos sumamente formalistas al momento de abor-
dar el problema de la renuncia al empleo por medio de
coacción, engaño o fraude, inclinando totalmente la
carga de la prueba al trabajador, argumento por demás
absurdo si se considera que la propia ley no ofrece me-
dios probatorios efectivos para que el trabajador acre-
dite la simulación y el fraude que, incluso consciente-
mente, fue obligado a asumir por patrones deshonestos
y oportunistas que lucran con la necesidad ajena.

La jurisprudencia apunta a que un trabajador tiene la
carga de la prueba cuando “manifiesta que firmó la re-
nuncia al trabajo o un convenio finiquito mediante co-
acción o engaño”, y señala que “si el trabajador aduce
que el patrón, al inicio de la relación de trabajo, lo
obligó a estampar su firma en una hoja en blanco… y
dicho patrón, haciendo uso indebido de ese documen-
to, le confeccionó la renuncia voluntaria a su empleo,
razón por la que reclamó la nulidad de cualquier ele-
mento que implicara la pérdida o disminución de sus
derechos, ese extremo le corresponde demostrarlo, por
lo que si no lo hace es indudable que aquella renuncia
tiene plena eficacia probatoria”.

Por otro lado, existen elementos dentro de la propia ju-
risprudencia que obligan a las Juntas de Conciliación
y Arbitraje a impedir estas prácticas ilegales. El tercer
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, en tesis ais-
lada, a cargo del magistrado Héctor Arturo Mercado
López, señaló que “cuando el trabajador demanda la
nulidad de la renuncia… y la reinstalación en su pues-
to bajo la premisa de que su voluntad no es válida por
haber sido dada por error, arrancada por violencia o
sorprendida por dolo o mala fe, la Junta debe privile-
giar el estudio de la nulidad de la renuncia… Esto sig-
nifica que si el trabajador acredita algún vicio en su
voluntad, pondrá en evidencia que ésta no se produjo

libre y consciente para dar por concluida la relación
del trabajo, sino que se trató de una imposición del pa-
trón, lo que se traduce en un despido injustificado”.

Asimismo, en relación con el reclamo inverosímil de
tiempo extra, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia apuntó que las Juntas “pueden válidamente
apartarse del resultado formal y resolver con base en la
apreciación en conciencia de esos hechos, además de
que en la valoración de las pruebas deberán actuar con
apego a la verdad material deducida de la razón… sin
que sea necesario que el patrón oponga una defensa es-
pecífica en el sentido de que no procede el reclamo co-
rrespondiente por inverosímil”. Este criterio resulta en
extremo valioso en el caso concreto de las renuncias en
blanco, pues también es inverosímil que un trabajador
renuncie voluntariamente y luego demande su reinsta-
lación, o que firme un pagaré excesivo cuando su sala-
rio jamás sería suficiente para cubrir tal obligación.

Consideramos necesario adecuar nuestra legislación
laboral y penal a fin de hacer efectivo el derecho de los
trabajadores a no ser despedidos injustificadamente,
así como garantizar medios probatorios adecuados en
caso de que sean víctimas de un despido simulado a
modo de renuncia voluntaria. Asimismo, creemos ne-
cesario incluir responsabilidades y sanciones para los
patrones que incurran en tales prácticas, y adecuar la
legislación penal en materia de falsificación de docu-
mentos a fin de clarificar y explicitar estos supuestos.

Por lo expuesto, sometemos a la consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Primero. Se adiciona un párrafo segundo yse recorre
el contenido del actual párrafo segundo del artículo
33; seadiciona un párrafo segundo al artículo 1006,
ambos de la Ley Federal del Trabajo, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 33. Es nula la renuncia que los trabajadores
hagan de los salarios devengados, de las indemniza-
ciones y demás prestaciones que deriven de los servi-
cios prestados, cualquiera que sea la forma o denomi-
nación que se le dé.

Queda prohibido obligar a los trabajadores a firmar
documentos en blanco, o sin fecha determinada, o que
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mediante cualquier otra circunstancia implique renun-
cia de derechos o imponga obligaciones al trabajador.
En caso de que el trabajador sea obligado a la firma de
documento en blanco o sin fecha determinada, podrá
acudir ante la Procuraduría de la Defensa del Trabajo
o ante las oficinas de la Inspección del Trabajo local o
federal a denunciar el hecho. La Procuraduría de la
Defensa del Trabajo o la Inspección del Trabajo local
o federal conservará en secreto dicha denuncia para el
caso de que fuere necesario aportarla como elemento
probatorio preconstituido.

Todo convenio o liquidación, para ser válido, deberá
hacerse por escrito y contener una relación circunstan-
ciada de los hechos que lo motiven y de los derechos
comprendidos en él. Será ratificado ante la Junta de
Conciliación y Arbitraje, la que lo aprobará siempre
que no contenga renuncia de los derechos de los tra-
bajadores, o de que exista una denuncia en el sentido
del párrafo anterior. En este último caso, la Junta de
Conciliación y Arbitraje realizará las pruebas grafo-
técnicas idóneas para determinar la validez del docu-
mento previo a su ratificación.

Artículo 1006. A todo el que presente documentos o
testigos falsos se le impondrá una pena de seis meses
a cuatro años y multa de 125 a 1900 veces el salario
mínimo general vigente en el Distrito Federal. Tratán-
dose de trabajadores, la multa será el salario que reci-
ba el trabajador en una semana.

Se considerarán documentos falsos aquellos que, a pe-
tición del patrón, hayan sido firmados en blanco o sin
fecha determinada por el trabajador. Las sanciones
previstas en el párrafo anterior se aplicarán sin perjui-
cio de la responsabilidad penal que pueda derivar de
estos hechos.

Segundo. Se reforman los artículos 244 y 245 del Có-
digo Penal Federal para quedar como sigue:

Artículo 244. El delito de falsificación de documentos
se comete por alguno de los medios siguientes:

I. Poniendo una firma o rúbrica falsa, aunque sea
imaginaria, o alterando una verdadera;

II. Aprovechando indebidamente una firma o rúbri-
ca en blanco ajena, extendiendo una obligación, li-
beración o cualquier otro documento que pueda

comprometer los bienes, el empleo, la honra, la per-
sona o la reputación de otro, o causar un perjuicio a
la sociedad, al Estado o a un tercero;

…

Artículo 245. Para que el delito de falsificación de do-
cumentos sea sancionable como tal, se necesita que
concurran los requisitos siguientes:

I. Que el falsario se proponga sacar algún provecho
para sí o para otro, o causar perjuicio a la sociedad,
al Estado o a un tercero;

II. Que resulte o pueda resultar perjuicio a la socie-
dad, al Estado o a un particular, ya sea en los bien-
es de éste o ya en su persona, en su empleo, en su
honra o en su reputación, y

III. Que el falsario haga la falsificación sin consen-
timiento de la persona a quien resulte o pueda re-
sultar perjuicio o sin el de aquella en cuyo nombre
se hizo el documento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Jurisprudencia. Renuncia o convenio finiquito firmado bajo co-

acción o engaño. Corresponde al trabajador acreditar los hechos en

que lo sustenta: 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro

XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3; página 1786

2 Tesis aislada. Renuncia. Tiene eficacia probatoria plena si el tra-

bajador afirma que estampó su firma en una hoja de papel en blan-

co al inicio de la relación laboral, y no lo prueba. 9a. Época; T.C.C.;

S.J.F. y su Gaceta; Tomo XIV, Diciembre de 2001; página 1800

3 Tesis aislada. Nulidad de renuncia al empleo y reinstalación en

el puesto. aquélla constituye la acción principal cuando se deman-

da su invalidez por vicios en la voluntad del trabajador. 10a. Épo-

ca; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 3;

página 2101

4 Jurisprudencia. Horas extras. Es legal que tanto la junta como el

tribunal de amparo procedan al estudio de la razonabilidad del
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tiempo extraordinario de trabajo cuando se advierta que la dura-

ción de la jornada es inverosímil. 9a. Época; 2a. Sala; SJF, y su Ga-

ceta; Tomo XXIII, febrero de 2006; página 708.

Diputados: Luisa María Alcalde Luján, Merilyn Gómez Pozos,

Arturo López Candido, Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara,

José Humberto Vega Vázquez, María del Socorro Ceseñas Chapa,

Hugo Sandoval Martínez, José Luis Muñoz Soria, Gerardo Villa-

nueva Albarrán, Rodrigo Chávez Contreras, Fernando Belaunza-

rán Méndez, Alfonso Durazo Montaño, Nelly del Carmen Vargas

Pérezy Ricardo Monreal Ávila (rúbricas).

(Turnada a Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de

Justicia; para dictamen. Agosto 14 de 2013.)

QUE REFORMA Y ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO A LA

FRACCIÓN VII DEL ARTÍCULO 12; Y REFORMA LA FRAC-
CIÓN IV DEL ARTÍCULO 66, EL INCISO H) Y EL PENÚLTIMO

PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 70 Y EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL

ARTÍCULO 71 DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, RECI-
BIDA DE LA DIPUTADA MARÍA GUADALUPE MONDRAGÓN

GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN

LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 14 DE AGOSTO DE 2013

La que suscribe, María Guadalupe Mondragón Gonzá-
lez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional en la LXII Legislatura del Congreso
de la Unión, en ejercicio de la facultad que confiere el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y de conformidad con
lo dispuesto en los artículos 6o., fracción I del nume-
ral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona un segundo párrafo a la fracción VII del ar-

tículo 12; y reforma la fracción IV del artículo 66, el
inciso h) y el penúltimo párrafo del artículo 70 y el se-
gundo párrafo del artículo 71 de la Ley General de
Educación.

Exposición de Motivos

Masacres en las escuelas: un riesgo que se actualiza

Con frecuencia lamentable somos testigos en las noti-
cias de homicidios colectivos al interior de escuelas en
países desarrollados principalmente en los Estados
Unidos de América. La última tragedia tuvo lugar en
el poblado de Newtown, Connecticut. Un joven de 20
años que sufría trastornos mentales mató a 20 niños y
6 maestros. Este tipo de homicidios se caracterizan por
ser perpetrados en la mayoría de las ocasiones por
alumnos del mismo plantel, muchas veces a su vez
víctimas de acoso o abuso escolar mejor conocido co-
mo bullying y por el empleo de armas de alto poder. El
común denominador de los sujetos activos es que pa-
decen algún trastorno o enfermedad mental.

En México creemos que somos ajenos a las masacres
en las escuelas y consideramos que dichos eventos
acontecen únicamente en países del llamado primer
mundo como si fuera propio o exclusivo de naciones
industrializadas. Sin embargo, olvidamos las circuns-
tancias particulares en materia de seguridad pública
por las que atraviesa nuestro país. La violencia extre-
ma que se ha desatado en numerosas regiones del te-
rritorio nacional donde tienen fuerte presencia grupos
diversos de la delincuencia ha cambiado el panorama.
Un estudio realizado por la organización Todos por
Juárez no deja dudas sobre la conformación en Méxi-
co del principal factor para la consumación de una ma-
sacre: el surgimiento de adolescentes y jóvenes con al-
gún tipo de trastorno mental. En nombre de dicha
organización de la sociedad civil, la activista social
Lourdes Almada presentó el informe y destacó como
una de sus principales conclusiones, la siguiente:

En las terapias de duelo que hemos aplicado en escue-
las, descubrimos que los niños viven con una sed de
venganza y, en unos meses, algunos de ellos puedan
ser quienes ejerzan la violencia.

El otro factor que es la disponibilidad de armas, tam-
bién ha madurado en nuestro país. Los indicadores de
armas de fuego aseguradas por los cuerpos de seguri-
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dad así lo confirman y nos dan una idea de la magni-
tud del volumen de armas de todo tipo desde pistolas
hasta granadas y explosivos que se pueden conseguir
en el mercado negro con mayor facilidad que antes de
que detonara la oleada de enfrentamientos entre los
grupos criminales. En los últimos seis años el gobier-
no federal aseguró más de 142 mil armas, de las cua-
les 70 por ciento son rifles de asalto AR-15 y AK-47:
80 por ciento proveniente de manera ilegal de los Es-
tados Unidos de América, según declaraciones del en-
tonces presidente Felipe Calderón Hinojosa del 12 de
abril del 2012 durante la Cumbre de Líderes de Amé-
rica del Norte. Es bien sabido entre los expertos que
cuando se observa un incremento en el volumen de ar-
mas en una sociedad, la violencia reflejará un incre-
mento similar durante varios años. De ahí que debe-
mos tomar medidas para estar preparados y en
condiciones de prevenir la comisión de un delito con-
tra la vida o la integridad corporal en una escuela.

El análisis de la situación de vulnerabilidad de las es-
cuelas arroja la conclusión de que ni el Estado ni los
padres de familia, los dos sujetos obligados del bien-
estar de niñas y niños en el ámbito de la educación, es-
tán preparados para evitar un ataque y prevenir una
masacre escolar. En gran medida, la falta de una res-
puesta institucional para este tipo de ilícitos de vícti-
mas múltiples se debe a que los preceptos relativos a
la seguridad y prevención de delitos contenidos en la
Ley General de Educación entraron en vigor muchos
años antes de que surgiera esta amenaza que, en con-
secuencia, no previeron. La laguna jurídica de que
adolece la Ley General de Educación se traduce en
una auténtica omisión legislativa que amerita ser col-
mada lo antes posible en vista de la fuerza normativa
de los compromisos internacionales contraídos por el
Estado mexicano y a la luz de la Reforma Constitu-
cional de Derechos Humanos publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, como
veremos a continuación.

El deber de protección integral de niños y de adoles-
centes

La niñez ha de disfrutar del más elevado nivel de se-
guridad. Las fuentes de dicho derecho las encontramos
en la ley fundamental, los tratados internacionales y la
ley secundaria. La reforma antes mencionada estable-
ció nuevas obligaciones para todas las autoridades y
consisten en respetar, proteger, garantizar y promover

los derechos humanos bajo los principios de universa-
lidad, indivisibilidad, interdependencia y progresivi-
dad de conformidad con el artículo 1o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Los
legisladores también debemos observar estas obliga-
ciones aprobadas por las respectivas cámaras a las que
pertenecemos. El cumplimiento de dichas obligacio-
nes en el ámbito parlamentario se logra con la aproba-
ción de medidas legislativas que permitan garantizar el
derecho a la vida, a la integridad corporal, a la liber-
tad, entre otros, de las y los estudiantes mientras estén
en las escuelas.

En tratándose de infantes y adolescentes, el grado de
cumplimiento es aún mayor ya que se encuentran en
vigor principios adicionales y específicos en función
de la condición de minoridad de los titulares de los de-
rechos, esto es, las niñas, niños y adolescentes. En
efecto, el principio del interés superior del niño no só-
lo redobla el deber de protección de la niñez sino que
obliga a tener el cuidado más responsable al examinar
si la ley responde a todas las situaciones que pudieran
afectar el desarrollo pleno de la personalidad. Convie-
ne tener presente la Convención sobre los Derechos
del Niño que establece el deber de legislar para garan-
tizar la seguridad de las y los infantes, como se des-
prende de las disposiciones internacionales siguientes:

Convención sobre los Derechos del Niño

Artículo 3

1. En todas las medidas concernientes a los niños
que tomen las instituciones públicas o privadas de
bienestar social, los tribunales, las autoridades ad-
ministrativas o los órganos legislativos, una consi-
deración primordial a que se atenderá será el inte-
rés superior del niño.

2. Los Estados parte se comprometen a asegurar al
niño la protección y el cuidado que sean necesarios
para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y
deberes de sus padres, tutores u otras personas res-
ponsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán
todas las medidas legislativas y administrativas
adecuadas.

3. Los Estados parte se asegurarán de que las insti-
tuciones, servicios y establecimientos encargados
del cuidado o la protección de los niños cumplan las
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normas establecidas por las autoridades competen-
tes, especialmente en materia de seguridad, sani-
dad, número y competencia de su personal, así co-
mo en relación con la existencia de una supervisión
adecuada.

Artículo 4

Los Estados parte adoptarán todas las medidas ad-
ministrativas, legislativas y de otra índole para dar
efectividad a los derechos reconocidos en la pre-
sente convención. En lo que respecta a los derechos
económicos, sociales y culturales, los Estados parte
adoptarán esas medidas hasta el máximo de los re-
cursos de que dispongan y, cuando sea necesario,
dentro del marco de la cooperación internacional.

Pero también contamos con el artículo 4o. constitu-
cional, cuyo párrafo octavo dispone que “en todas
las decisiones y actuaciones del Estado se velará y
cumplirá con el principio del interés superior de la
niñez garantizando de manera plena sus derechos”.

La obligatoriedad reiterada a favor de niñas y niños
proveniente de la preceptiva de los derechos humanos
en general y de los derechos del niño en particular, ha-
ce evidente que las autoridades y en este caso ante la-
gunas jurídicas en la Ley General de Educación, los le-
gisladores deben adoptar la máxima diligencia en el
cumplimiento de sus obligaciones. Mutatis mutandis,
el Poder Legislativo debe adoptar las medidas legisla-
tivas necesarias y suficientes para prevenir masacres
en las escuelas como lo haría un buen padre de fami-
lia en el derecho romano.

Ante la amenaza de masacres en las escuelas, los le-
gisladores, en observancia de sus nuevas obligaciones
en materia de derechos humanos, deben practicar un
examen normativo minucioso en torno a las reglas en
vigor a efecto de confirmar si resultan idóneas por su
objeto, alcances y sujetos obligados para garantizar
desde una perspectiva jurídica la seguridad de niños y
de adolescentes.

De la necesidad de actualizar las normas sobre pre-
vención de delitos

Como veremos en este apartado, las normas conteni-
das en la Ley General de Educación y en la de Salud
resultan insuficientes para garantizar la seguridad de

las y los alumnos. A fin de que dicha omisión legisla-
tiva no se traduzca en una violación a derechos huma-
nos de registrarse un ataque en una escuela, se proce-
de a armonizar el ordenamiento rector de la educación
en México con la preceptiva constitucional de dere-
chos humanos consagrada básicamente en el artículo
1o. constitucional.

En Estados Unidos de América, donde han sufrido con
mayor intensidad los ataques que dejan numerosas vi-
das cegadas en las escuelas, determinaron que la for-
ma más eficaz de prevenirlas consiste en detectar
oportunamente a los probables agresores. A raíz de la
matanza en una escuela de Columbine, Colorado, que
aconteció el 20 de abril de 1999 en la que perdieron la
vida 15 personas, los directivos de escuelas en coordi-
nación con los encargados de la seguridad pública en
numerosos condados y estados adoptaron diversas me-
didas adicionales de seguridad como instalar detecto-
res de metales, reforzar las puertas de acceso a las es-
cuelas y mantenerlas cerradas, colocar cámaras de
video, contratar vigilantes, etc. Sin embargo, según
Bill Bond y Kenneth Trump, integrantes de la National
School Safety and Security Services (Asociación Na-
cional de Servicios de Seguridad Escolares) la princi-
pal forma de prevenir los ataques ha sido que los pro-
pios estudiantes y sus maestros den aviso cuando
detectan a alguien, también miembro de la comunidad
escolar, que utilice armas o manifieste planes de cau-
sar daño y así se ha logrado frustrar docenas de bala-
ceras compartiendo información.

No hay mejor opción para detectar a jóvenes con tras-
tornos que recurriendo a instrumentos ad hoc. Los
exámenes psicológicos permiten de manera inmediata
y directa identificar a personas que presenten el míni-
mo síntoma de enfermedad o alteración mental ya sea
transitoria o permanente. No resultan discriminatorios
pues sus protocolos de aplicación contemplan este as-
pecto para el cual en todo caso se pueden adoptar las
medidas conducentes. En pos de la solución ante el
riesgo de ataques masivos en escuelas, se requiere po-
ner en contraste el sistema de los exámenes psicológi-
cos que surge de la naturaleza de los hechos con las
disposiciones en vigor para prevenir la comisión de
delitos en las escuelas.

La Ley General de Educación contiene el siguiente
precepto relacionado con la seguridad escolar:
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Artículo 7. La educación que impartan el Estado,
sus organismos descentralizados y los particulares
con autorización o con reconocimiento de validez
oficial de estudios tendrá, además de los fines esta-
blecidos en el segundo párrafo del artículo 3o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, los siguientes:

XVI. Realizar acciones educativas y preventivas a
fin de evitar que se cometan ilícitos en contra de
menores de dieciocho años de edad o de personas
que no tenga la capacidad de comprender el signifi-
cado del hecho o para resistirlo.

Como se aprecia, la disposición anterior no hace re-
ferencia a exámenes psicológicos que son el único
medio o el que más se aproxima a la condición de de-
tectar oportunamente a potenciales agresores entre la
comunidad escolar, por tanto, no es de considerarse
que las normas en vigor ya contemplen la solución
requerida pues su vaguedad no garantiza la preven-
ción de masacres. Es importante mencionar que el
cumplimiento de las nuevas obligaciones de derechos
humanos exige precisar los enunciados normativos
para garantizar los derechos frente a problemáticas
cada vez más específicas, lo que supone ir evolucio-
nando en la técnica legislativa pasando de la prácti-
ca, inspirada en la tradición liberal, de tener por con-
templados todos los casos a la de precisar con
claridad y exactitud los supuestos relevantes para la
problemática a resolver. Además, la redacción de la
fracción XVI del artículo 7o. citado permite única-
mente acciones de prevención situacional o social de
carácter genérico, es decir, no habilita para someter a
niños a acciones individuales aunque sean en su be-
neficio con miras a la satisfacción el derecho a la pro-
tección a la salud.

De ahí que para estar en aptitud de garantizar plena-
mente la seguridad y los derechos fundamentales a la
vida y a la integridad personal, entre otros, de las y los
estudiantes así como de los docentes y personal de
apoyo, ha de clarificarse este precepto en un ejercicio
de convencionalidad legislativa. Lo anterior lo perfec-
cionamos mediante la reforma de la fracción VII del
artículo 12 de la ley de la materia precisando que la
evaluación a los docentes para certificar que se en-
cuentran aptos para relacionarse con los educandos,
incluyen a las psicológicas.

Finalmente, en razón de que la aplicación de las eva-
luaciones psicológicas se proyecta a los deberes de los
padres de familia así como a su participación en los
planteles y el entorno escolar, la iniciativa trae consi-
go sendos ajustes a los artículos 66, 70 y 71 de la ley,
referentes precisamente a dichos temas.

Cabe señalar que en México gozamos del derecho a la
protección a la salud. La Ley General de Salud estable-
ce que la extensión de actitudes solidarias y responsa-
bles de la población en la preservación, conservación,
mejoramiento y restauración de la salud es una de las fi-
nalidades de dicho derecho (artículo 2o., fracción IV)
La salud mental resulta materia de salubridad general en
términos del artículo 3o., fracción VI. Entre los objeti-
vos del Sistema Nacional de Salud se cuenta el dar im-
pulso al desarrollo de la familia y de la comunidad, así
como a la integración social y al crecimiento físico y
mental de la niñez, de conformidad con el artículo 6o.,
fracción IV. Para los efectos del derecho a la protección
de la salud, se considera como servicio básico de salud,
entre otros el referente a la salud mental conforme al ar-
tículo 27, fracción VI. Las actividades de atención mé-
dica son, entre otras, las preventivas, que incluyen las
de promoción general y las de protección específica (ar-
tículo 33, fracción I) Finalmente, es de importancia el
contenido de los preceptos siguientes:

Artículo 65. Las autoridades sanitarias, educativas
y laborales, en sus respectivos ámbitos de compe-
tencia, apoyarán y fomentarán

I. Los programas para padres destinados a promo-
ver la atención materno-infantil;

II. Las actividades recreativas, de esparcimiento y
culturales destinadas a fortalecer el núcleo familiar
y promover la salud física y mental de sus integran-
tes;

III. La vigilancia de actividades ocupacionales que
puedan poner en peligro la salud física y mental de
los menores y de las mujeres embarazadas; y

IV. Acciones relacionadas con educación básica, al-
fabetización de adultos, accesos al agua potable y
medios sanitarios de eliminación de excreta.

Artículo 66. En materia de higiene escolar, corres-
ponde a las autoridades sanitarias establecer las
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normas técnicas para proteger la salud del educan-
do y de la comunidad escolar. Las autoridades edu-
cativas y sanitarias se coordinarán para la aplica-
ción de las mismas.

La prestación de servicios de salud a los escolares
se efectuará de conformidad con las bases de coor-
dinación que se establezcan entre las autoridades
sanitarias y educativas competentes.

Las disposiciones anteriores se condensan en la pre-
ceptiva siguiente:

Artículo 77. Los padres, tutores o quienes ejerzan
la patria potestad de menores, los responsables de
su guarda o custodia, las autoridades educativas y
cualquier persona que esté en contacto con los mis-
mos, procurarán la atención inmediata de los meno-
res que presenten alteraciones de conducta que per-
mitan suponer la existencia de un trastorno mental
y del comportamiento.

A tal efecto, podrán obtener orientación y asesora-
miento en las instituciones públicas dedicadas a la
atención de personas con trastornos mentales y del
comportamiento.

En caso de que el diagnóstico confirme la existencia
de un trastorno mental y del comportamiento, y que se
requiera el internamiento del menor, deberá respetarse
lo dispuesto en el artículo 75 de esta ley y dicho inter-
namiento deberá efectuarse en un establecimiento o
área específicamente destinada a la atención de meno-
res. De igual manera, se deberán tomar las medidas
necesarias a fin de proteger los derechos que consigna
la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes.

Es importante tener presente que los ordenamientos
sobre la salud y la educación producen el efecto, en ra-
zón del carácter sistemático del orden jurídico mexi-
cano, de una integración jurídica bajo el prisma de la
solidaridad y la dignidad humanas. La Ley General de
Educación dispone en el artículo 7o., fracción X, que
entre los fines de la educación se encuentra desarrollar
actitudes solidarias en los individuos y crear concien-
cia sobre la preservación de la salud. En otras pala-
bras, el derecho a la protección de la salud mental de
los alumnos no sólo es un deber compartido en la es-
fera de su competencia por las autoridades sanitarias y

educativas sino que incide en el proceso permanente
de la educación con el propósito de crear una cultura
de responsabilidad social donde no cabe dejar a su
suerte a las niñas, niños y adolescentes que padezcan
algún trastorno mental.

La insuficiencia de las normas actuales de la Ley Ge-
neral de Educación quedó de manifiesto en junio de
2007 cuando un padre de familia disparó y privó de la
vida a la maestra Carla María Jiménez Baños, subdi-
rectora de preescolar de un colegio en el Distrito Fe-
deral. De haberse contado con una norma que prescri-
biera la evaluación psicológica preventiva para los
miembros de la comunidad escolar es probable que es-
te homicidio hubiera podido evitarse.

Así, con la finalidad de garantizar la seguridad de ni-
ñas, niños y adolescentes en las escuelas cumpliendo
con deberes de orden internacional asumidos por el
Estado mexicano al suscribir la Convención sobre los
Derechos del Niño, así como observando en calidad de
legisladores las nuevas obligaciones de respetar, pro-
teger, promover y en particular garantizar los derechos
a la vida, a la integridad personal y a la libertad, entre
otros de la niñez y juventud, en prevención de masa-
cres en las escuelas, presento a consideración de esa
H. Asamblea esta iniciativa con el siguiente proyecto
de

Decreto que reforma y adiciona un segundo párra-
fo a la fracción VII del artículo 12; y reforma la
fracción IV del artículo 66, el inciso h) y el penúlti-
mo párrafo del artículo 70 y el segundo párrafo del
artículo 71 de la Ley General de Educación

Artículo Único. Se reforma y adiciona un segundo pá-
rrafo a la fracción VII del artículo 12; y se reforman la
fracción IV del artículo 66, el inciso h) y el penúltimo
párrafo del artículo 70 y el segundo párrafo del artícu-
lo 71 de la Ley General de Educación, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 12. Corresponden de manera exclusiva a la
autoridad educativa federal las atribuciones siguientes:

I. a VI. …

VII. Realizar en forma periódica y sistemática, exá-
menes de evaluación, incluyendo la psicológica,
para certificar que las y los educadores y autorida-
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des educativas son personas aptas para relacionarse
con las y los educandos y que su trato corresponda
al respeto de los derechos consagrados en la Cons-
titución, los tratados internacionales ratificados por
el Estado mexicano y demás legislación aplicable
de las niñas, niños y adolescentes.

Los exámenes de evaluación psicológica tendrán
el objetivo de reforzar las acciones educativas y
preventivas a que se refiere la fracción XVI, del
artículo 7o. de esta ley.

VIII. a XIV. …

Artículo 66. Son obligaciones de quienes ejercen la
patria potestad o la tutela

I. a III. …

IV. Informar a las autoridades educativas los cam-
bios que se presenten en la conducta y actitud de los
educandos, para que las citadas autoridades apli-
quen los estudios correspondientes, con el fin de de-
terminar las posibles causas que hayan dado origen
a tales cambios. En estos casos, previo consenti-
miento de quienes ejerzan la patria potestad, las
autoridades educativas podrán solicitar el apoyo
de la Secretaría de Salud a fin de que se practi-
quen a los educandos las pruebas de diagnóstico
en psicología, así como las acciones de referencia
a los servicios de salud a que haya lugar; y

V. …

Artículo 70. …

…

a) a g) …

h) Coadyuvará a nivel municipal en actividades de
protección civil, emergencia escolar, difusión e
instrumentación de programas preventivos de
delitos que se puedan cometer en contra de ni-
ñas, niños y adolescentes o de quienes no tienen
capacidad para comprender el significado del
hecho o para resistirlo y en general contra la co-
munidad educativa

i) a m) …

Será responsabilidad del presidente municipal que
en el consejo se alcance una efectiva participación
social que contribuya a elevar la calidad y la cober-
tura de la educación, así como la difusión e instru-
mentación de programas preventivos de delitos que
se puedan cometer en contra de niñas, niños y ado-
lescentes o de quienes no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o para resistir-
lo y en general contra la comunidad educativa.

…

Artículo 71. …

Este consejo promoverá y apoyará entidades extraesco-
lares de carácter cultural, cívico, deportivo y de bien-
estar social; coadyuvará a nivel estatal en actividades
de protección civil, emergencia escolar, difusión e ins-
trumentación de programas preventivos de delitos
que se puedan cometer en contra de niñas, niños y
adolescentes o de quienes no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o para resistir-
lo y en general contra la comunidad educativa; sis-
tematizará los elementos y aportaciones relativos a las
particularidades de la entidad federativa que contribu-
yan a la formulación de contenidos estatales en los pla-
nes y programas de estudio; podrá opinar en asuntos
pedagógicos; conocerá las demandas y necesidades
que emanen de la participación social en la educación
a través de los consejos escolares y municipales, con-
formando los requerimientos a nivel estatal para ges-
tionar ante las instancias competentes su resolución y
apoyo; conocerá los resultados de las evaluaciones que
efectúen las autoridades educativas y colaborará con
ellas en actividades que influyan en el mejoramiento de
la calidad y la cobertura de la educación.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

México, Distrito Federal, a 14 de agosto de 2013.

Diputada María Guadalupe Mondragón González
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educa-

tivos. Agosto 14 de 2013.)
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QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 79 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RECIBI-
DA DE LOS DIPUTADOS RICARDO MONREAL ÁVILA, RI-
CARDO MEJÍA BERDEJA Y ALFONSO DURAZO MONTAÑO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADA-
NO, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO DE 2013

Iniciativa con proyecto de decreto sobre la temporali-
dad de la fiscalización de la Auditoría Superior de la
Federación, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en el artículo 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, someten
a consideración del pleno de esta honorable asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 79 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Imaginemos que nos encontramos en un país en el que,
una vez que se fiscalizan el manejo, la custodia y la
aplicación de los ingresos y egresos correspondientes
a la nación, descubriéramos que los errores son abis-
malmente mayores a los aciertos en la administración
de los recursos públicos. 

Ante esta situación, ¿nos gustaría saber de manera in-
mediata cuáles fueron los vicios cometidos o preferirí-
amos esperar un año para observar el desempeño? La-
mentablemente, no hace falta utilizar la imaginación
para situarnos en el escenario planteado, el país es Mé-
xico y la información sobre la fiscalización de los
bienes se realiza de manera anual.

El informe de la Cuenta Pública de 2011, último re-
porte con el que se cuenta debido a los lineamientos fi-
jados en la legislación actual, expone deficiencias es-
tructurales en nuestro sistema que deben ser atendidas
de manera urgente.

La economía del país creció 1.6 por ciento durante el
período 2007-2011, haciendo que la actividad econó-
mica se ubicara en un nivel insuficiente para responder
a la demanda laboral que los ciudadanos exigen, la
cual alcanzará su máximo histórico en la próxima dé-
cada. 

Aún cuando en el 2011 se lograron las previsiones de
balance presupuestario, se siguen observando distor-
siones que no permiten a la nación crecer, como la de-
pendencia de los ingresos petroleros, los cuales repre-
sentan una tercera parte de la recaudación total. 

El número de programas presupuestarios disminuyó
de 1,341 en 2010 a 1,123 para el 2011, de los cuales
1,067 se aprobaron en ambos ejercicios. De dichos
proyectos, 606, es decir, el 56.8 por ciento, carecen de
indicadores de desempeño; de los 461, 43.2 por cien-
to, que cuentan con este indicador, sólo 54 cumplieron
con el total de metas establecidas en 2010 y para 196
con incumplimiento de metas, se asignaron recursos
5.0 por ciento mayores a los ejercidos un año anterior. 

428 programas presupuestarios, en su mayoría de los
ramos generales, acumulan el 49.4 por ciento del total
de dinero repartido, con un monto de 1,700 millones
de pesos; sin embargo, ninguno de ellos ha sido in-
cluido en los proyectos sujetos a evaluación. 

A pesar de estas cifras desalentadoras, cabe mencionar
que existen programas que sí han sido calificados con
desempeño medio y medio alto. Pertenecen a este gru-
po 127 programas presupuestarios; no obstante, 34, en
promedio cerca del 30 por ciento, presentan reduccio-
nes mayores al 5 por ciento, en relación a lo otorgado
en 2010. 

En contraste con esta información, 394 de 668 progra-
mas de este tipo con desempeño bajo y medio bajo,
más de la mitad, registraron incrementos superiores al
5 por ciento, comparado con lo recibido un año antes. 

La matriz de indicadores de resultados es una obliga-
ción para 606 programas presupuestarios. El 14 por
ciento de éstos omitió la indicación, perteneciendo a
Gobernación; Relaciones Exteriores; Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; Eco-
nomía; Educación Pública; Salud; Medio Ambiente y
Recursos Naturales; aportaciones a Seguridad Social,
provisiones salariales y económicas; Seguridad Públi-
ca y Petróleos Mexicanos.

Ante los argumentos presentados, vale la pena pregun-
tarnos ¿existe una aplicación fiscal integral en la que
sean los proyectos exitosos aquellos que se continúan
realizando? O por el contrario, seguimos viviendo en
un país donde sin importar el desempeño, el dinero se
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asigna a intereses particulares. La respuesta resulta ob-
via.

¿De qué sirve observar estas deficiencias dos años
después de que ocurrieron, cuando los responsables se
encuentran fuera de los cargos? ¿Acaso a los entonces
Secretarios de Gobernación, Relaciones Exteriores,
Economía, Educación Pública, Salud, etc., les afecta
que ahora salgan a la luz los vicios de una gestión ca-
racterizada por la corrupción y la impunidad? ¿Existen
los controles necesarios para inhibir dicha conducta?

Como ejemplo de las consecuencias que la falta de
castigos creíbles y el retraso en la información sobre el
desempeño de los servidores públicos pueden causar
en nuestro país, podemos observar el despilfarro de re-
cursos que significó el Monumento Bicentenario Este-
la de Luz. 

El 18 de diciembre del 2009, se formalizó un contrato
entre el Banco Nacional de Ejército, Fuerza Aérea y
Armada, Banjercito, y la empresa I.I.I. Servicios, SA
de CV, filial de Pemex, para realizar la construcción
del espacio conmemorativo y monumento de la Estela
de Luz.

El monto original del proyecto se fijó en 393.5 millo-
nes de pesos, argumentando que se necesitaban 256 dí-
as naturales para su construcción, abarcando del día de
firma del convenio al 31 de agosto del 2010.

Después de una serie de modificaciones plasmadas en
cuatro convenios, la fecha de conclusión se amplió al
30 de diciembre de 2011, mientras que la cantidad se
elevó a 1,146.4 millones de pesos, es decir aumentó
300 por ciento de su precio original.

La Auditoría Superior de la Federación, ASF, presentó
dos denuncias de hechos. La primera por el pago en
exceso de 248.9 millones de pesos al acero estructural,
insumo principal de la obra, y la segunda por diversas
acciones y omisiones de servidores públicos y terceros
que implican presuntas responsabilidades penales. 

En total se observaron pagos improcedentes por 392.2
millones de pesos, ya que sumados al monto del ace-
ro, se encuentran 150.3 millones de pesos que se de-
ben a la incorrecta integración de precios extraordina-
rios y diferencias de volúmenes.

Para un país como México, donde las necesidades de
la sociedad se encuentran en todos los rubros, donde la
brecha de desigualdad se amplía día con día y donde
existen 13 millones de personas en pobreza extrema,
despilfarrar de esa manera casi 400 millones de pesos,
es una acción que no puede permanecer impune; sin
embargo, persiste sin consecuencias, lo cual en gran
medida se debe a la falta de celeridad con la que se pu-
blicó la información sobre el tema.

Otra situación que ejemplifica el tema se encuentra en
la devolución de recursos a contribuyentes, en la cual
se observa la escandalosa cantidad de 63 mil millones
de pesos, de 284 mil 854.2millones de pesos registra-
dos, devueltos a 20 grandes consorcios por los con-
ceptos de IVA, ISR, IETU, IDE y DTA (derecho de
trámite aduanero).

Entre los rubros beneficiados con el retorno de contri-
buciones se encuentran: las actividades de fabricación
de camiones, el comercio en supermercados, los ali-
mentos, la telefonía y la electrónica. ¿Qué acciones se
han emprendido para eliminar dicha distorsión?

Lo anterior demuestra que en México no existe un ge-
nuino sistema de impuestos progresivos que refleje
impositivamente, la brecha de desigualdad social exis-
tente. Por el contrario, se continúa con el régimen de
consolidación fiscal, sin corregirse las exenciones a la
clase alta. 

Este régimen funciona como un sistema opcional que
permite a las empresas, a través de requisitos impues-
tos en la Ley del Impuesto sobre la Renta, la aplica-
ción de manera inmediata de las pérdidas fiscales que
se generen en un ejercicio y el diferimiento del pago
de ISR sobre dividendos pagados.

Por medio de reformas a la ley en comento, desde el
2005 se permitió de nuevo la consolidación de pérdi-
das y utilidades al 100 por ciento de la participación
accionaria de las empresas controladoras de otras so-
ciedades.

A través de este tipo de “maniobras”, las empresas han
podido obtener ganancias millonarias, se estima que
este tipo de elusión fiscal cuesta entre 12,000 y 16,000
millones de pesos al año al país, pagando cantidades
ridículas de impuestos. Así el régimen de consolida-
ción fiscal es sinónimo de privilegios a multimillona-
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rios, perpetuando la desigualdad en la que vive la so-
ciedad. 

Aunada a las problemáticas impunes previamente
enunciadas, no podemos dejar de mencionar la deuda
subnacional. En los últimos años, México ha registra-
do un crecimiento sostenido de los empréstitos estata-
les de 1.6 a 2.9 por ciento, respecto al Producto Inter-
no Bruto, y un aumento de 64.5 a 86.1 por ciento, en
relación con las participaciones federales.

De 2008 a 2012 el saldo total de los pasivos de las En-
tidades Federativas y los Ayuntamientos pasó de 203
mil 070.2 millones de pesos a 434 mil 761 millones de
pesos, es decir, se suscitó un incremento en el saldo to-
tal de las obligaciones financieras de Estados y Muni-
cipios de más de 200,000 millones de pesos en tan só-
lo 4 años.

Aún cuando el dictamen por el que se reforman diver-
sas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de disciplina fi-
nanciera de los estados y los municipios, busca
establecer candados que permitan aminorar la situa-
ción expuesta, cabe argumentar que no impone los li-
neamientos necesarios para evitar que los titulares del
Ejecutivo estatal y municipal se endeuden al final de
su mandato con total opacidad e impunidad, al no exis-
tir mecanismos que los obliguen a asumir la responsa-
bilidad, ya que ésta corresponde al nuevo gobierno. 

Lo preliminar ha permitido que en México existan
casos como el de Juan Sabines, ex gobernador de
Chiapas, el cual pidió al Congreso local la aproba-
ción de 5 mil millones de pesos, cuando le faltaban
tres meses para terminar su gestión; o el de Andrés
Granier Melo, ex titular de Tabasco, quien solicitó al
Congreso del estado, a 40 días de concluir su admi-
nistración, contratar deuda pública por 4 mil 130 mi-
llones de pesos.

En los ayuntamientos la situación no es de menor im-
portancia; debido a los vicios originados por el endeu-
damiento corrupto, existen numerosos municipios en
buró de crédito, como Acapulco, o declarados en quie-
bra, como Cuernavaca y más de la mitad de los de
Chiapas, llegando a situaciones en las que no se pue-
den absorber siquiera gastos de nómina y de servicios
públicos básicos. 

Como se observa, en todos los temas expuestos per-
mea la corrupción y la satisfacción de intereses parti-
culares a expensas de necesidades comunes. Es por es-
to que la implementación de un sistema de
fiscalización dinámico y ágil, resulta no sólo deseable
sino urgente.

¿De qué ha servido contar con la fiscalización de la
Auditoría Superior de la Federación, si los problemas
que han sido evidenciados prefieren ser perpetuados,
en lugar de emprender acciones que los mitiguen?
¿Cómo se podrán realizar dichas acciones, cuando los
responsables abandonan los cargos con total impuni-
dad, sabiendo que la información será divulgada una
vez que ellos no tengan que hacer frente a las conse-
cuencias?

Si deseamos terminar con el destino de recursos que
obedecen a factores políticos para poder favorecer a
los programas que presentan resultados óptimos, es
necesario realizar cambios a los lineamientos que ac-
tualmente rigen a la entidad de fiscalización superior
de la federación. 

Mientras esto no suceda, México no crecerá, por el
contrario, seguirá incrementándose la desigualdad, el
rezago, la pobreza y la marginación en la que viven
millones de mexicanos. Sin los cambios planteados,
permanecerá en el país una cúpula de poder corrupta,
impune y opaca, beneficiada por la falta de celeridad
que el marco vigente le ofrece.

Derivado de lo anterior, someto a la consideración del
pleno el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 79 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Único. Se reforma el artículo 79 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 79. La entidad de fiscalización superior de la
federación de la Cámara de Diputados tendrá autono-
mía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribu-
ciones y para decidir sobre su organización interna,
funcionamiento y resoluciones, en los términos que
disponga la ley.
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La función de fiscalización será ejercida conforme a
los principios de posterioridad, mensualidad, legali-
dad, definitividad, imparcialidad y confiabilidad.

Esta entidad de fiscalización superior de la federación
tendrá a su cargo:

I. Fiscalizar en forma posterior los ingresos y egre-
sos; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos
y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes
públicos federales, así como realizar auditorías so-
bre el desempeño en el cumplimiento de los objeti-
vos contenidos en los programas federales, a través
de los informes que se rendirán en los términos que
disponga la ley.

También fiscalizará directamente los recursos fede-
rales que administren o ejerzan los estados, los mu-
nicipios, el Distrito Federal y los órganos político-
administrativos de sus demarcaciones territoriales,
con excepción de las participaciones federales; asi-
mismo, fiscalizará los recursos federales que se des-
tinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona fí-
sica o moral, pública o privada, y los transferidos a
fideicomisos, mandatos, fondos o cualquier otra fi-
gura jurídica, de conformidad con los procedimien-
tos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la
competencia de otras autoridades y de los derechos
de los usuarios del sistema financiero.

Las entidades fiscalizadas a que se refiere el párra-
fo anterior deberán llevar el control y registro con-
table, patrimonial y presupuestario de los recursos
de la federación que les sean transferidos y asigna-
dos, de acuerdo con los criterios que establezca la
ley.

Sin perjuicio del principio de mensualidad, la enti-
dad de fiscalización superior de la federación podrá
solicitar y revisar, de manera casuística y concreta,
información de ejercicios anteriores al de la Cuenta
Pública en revisión, sin que por este motivo se en-
tienda, para todos los efectos legales, abierta nue-
vamente la Cuenta Pública del ejercicio al que per-
tenece la información solicitada, exclusivamente
cuando el programa, proyecto o la erogación, con-
tenidos en el presupuesto en revisión abarque para
su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se
trate de revisiones sobre el cumplimiento de los ob-
jetivos de los programas federales. Las observacio-

nes y recomendaciones que, respectivamente, la en-
tidad de fiscalización superior de la federación emi-
ta, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos
públicos de la Cuenta Pública en revisión.

Asimismo, sin perjuicio del principio de posteriori-
dad, en las situaciones excepcionales que determine
la ley, derivado de denuncias, podrá requerir a las
entidades fiscalizadas que procedan a la revisión,
durante el ejercicio fiscal en curso, de los conceptos
denunciados y le rindan un informe. Si estos reque-
rimientos no fueren atendidos en los plazos y for-
mas señalados por la Ley, se impondrán las sancio-
nes previstas en la misma. La entidad de
fiscalización superior de la Federación rendirá un
informe específico a la Cámara de Diputados y, en
su caso, fincará las responsabilidades correspon-
dientes o promoverá otras responsabilidades ante
las autoridades competentes;

II. Entregar trimestralmente el avance del informe
del resultado de la revisión de la Cuenta Pública a
la Cámara de Diputados, teniendo como fecha lí-
mite de entrega del informe final el 20 de febrero
del año siguiente al de su presentación, el cual se
someterá a la consideración del pleno de dicha Cá-
mara y tendrá carácter público. Dentro de los avan-
ces y del informe final del resultado se incluirán
las auditorías practicadas, los dictámenes de su re-
visión, los apartados correspondientes a la fiscaliza-
ción del manejo de los recursos federales por parte
de las entidades fiscalizadas a que se refiere la frac-
ción anterior y a la verificación del desempeño en el
cumplimiento de los objetivos de los programas fe-
derales, así como también un apartado específico
con las observaciones de la entidad de fiscalización
superior de la Federación que incluya las justifica-
ciones y aclaraciones que, en su caso, las entidades
fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas.

Para tal efecto, de manera previa a la presentación
de los avances y del informe final del resultado se
darán a conocer a las entidades fiscalizadas la parte
que les corresponda de los resultados de su revisión,
a efecto de que éstas presenten las justificaciones y
aclaraciones que correspondan, las cuales deberán
ser valoradas por la entidad de fiscalización supe-
rior de la Federación para la elaboración del infor-
me del resultado de la revisión de la Cuenta Públi-
ca.
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El titular de la entidad de fiscalización superior de
la federación enviará a las entidades fiscalizadas, a
más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que se-
an entregados a la Cámara de Diputados los avan-
ces y el informe del resultado, las recomendaciones
y acciones promovidas que correspondan para que,
en un plazo de hasta 30 días hábiles, presenten la in-
formación y realicen las consideraciones que esti-
men pertinentes, en caso de no hacerlo se harán
acreedores a las sanciones establecidas en Ley. Lo
anterior, no aplicará a los pliegos de observaciones
y a las promociones de responsabilidades, las cua-
les se sujetarán a los procedimientos y términos que
establezca la Ley.

…

Texto vigente

Artículo 79. La entidad de fiscalización superior de la
Federación, de la Cámara de Diputados, tendrá auto-
nomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atri-
buciones y para decidir sobre su organización interna,
funcionamiento y resoluciones, en los términos que
disponga la ley.

La función de fiscalización será ejercida conforme a
los principios de posterioridad, anualidad, legalidad,
definitividad, imparcialidad y confiabilidad.

Esta entidad de fiscalización superior de la Federación
tendrá a su cargo:

I. Fiscalizar en forma posterior los ingresos y egre-
sos; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos
y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes
públicos federales, así como realizar auditorías so-
bre el desempeño en el cumplimiento de los objeti-
vos contenidos en los programas federales, a través
de los informes que se rendirán en los términos que
disponga la Ley.

También fiscalizará directamente los recursos fede-
rales que administren o ejerzan los estados, los mu-
nicipios, el Distrito Federal y los órganos político-
administrativos de sus demarcaciones territoriales,
con excepción de las participaciones federales; asi-
mismo, fiscalizará los recursos federales que se des-
tinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona fí-
sica o moral, pública o privada, y los transferidos a

fideicomisos, mandatos, fondos o cualquier otra fi-
gura jurídica, de conformidad con los procedimien-
tos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la
competencia de otras autoridades y de los derechos
de los usuarios del sistema financiero.

Las entidades fiscalizadas a que se refiere el párra-
fo anterior deberán llevar el control y registro con-
table, patrimonial y presupuestario de los recursos
de la federación que les sean transferidos y asigna-
dos, de acuerdo con los criterios que establezca la
ley.

Sin perjuicio del principio de anualidad, la entidad
de fiscalización superior de la federación podrá so-
licitar y revisar, de manera casuística y concreta, in-
formación de ejercicios anteriores al de la Cuenta
Pública en revisión, sin que por este motivo se en-
tienda, para todos los efectos legales, abierta nue-
vamente la Cuenta Pública del ejercicio al que per-
tenece la información solicitada, exclusivamente
cuando el programa, proyecto o la erogación, con-
tenidos en el presupuesto en revisión abarque para
su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se
trate de revisiones sobre el cumplimiento de los ob-
jetivos de los programas federales. Las observacio-
nes y recomendaciones que, respectivamente, la en-
tidad de fiscalización superior de la Federación
emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los re-
cursos públicos de la Cuenta Pública en revisión.

Asimismo, sin perjuicio del principio de posteriori-
dad, en las situaciones excepcionales que determine
la ley, derivado de denuncias, podrá requerir a las
entidades fiscalizadas que procedan a la revisión,
durante el ejercicio fiscal en curso, de los conceptos
denunciados y le rindan un informe. Si estos reque-
rimientos no fueren atendidos en los plazos y for-
mas señalados por la ley, se impondrán las sancio-
nes previstas en la misma. La entidad de
fiscalización superior de la federación rendirá un
informe específico a la Cámara de Diputados y, en
su caso, fincará las responsabilidades correspon-
dientes o promoverá otras responsabilidades ante
las autoridades competentes;

II. Entregar el informe del resultado de la revisión
de la Cuenta Pública a la Cámara de Diputados a
más tardar el 20 de febrero del año siguiente al de
su presentación, el cual se someterá a la considera-
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ción del pleno de dicha Cámara y tendrá carácter
público. Dentro de dicho informe se incluirán las
auditorías practicadas, los dictámenes de su revi-
sión, los apartados correspondientes a la fiscaliza-
ción del manejo de los recursos federales por parte
de las entidades fiscalizadas a que se refiere la frac-
ción anterior y a la verificación del desempeño en el
cumplimiento de los objetivos de los programas fe-
derales, así como también un apartado específico
con las observaciones de la entidad de fiscalización
superior de la federación que incluya las justifica-
ciones y aclaraciones que, en su caso, las entidades
fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas.

Para tal efecto, de manera previa a la presentación
del informe del resultado se darán a conocer a las
entidades fiscalizadas la parte que les corresponda
de los resultados de su revisión, a efecto de que és-
tas presenten las justificaciones y aclaraciones que
correspondan, las cuales deberán ser valoradas por
la entidad de fiscalización superior de la federación
para la elaboración del informe del resultado de la
revisión de la Cuenta Pública.

El titular de la entidad de fiscalización superior de
la Federación enviará a las entidades fiscalizadas,
a más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que
sea entregado a la Cámara de Diputados el infor-
me del resultado, las recomendaciones y acciones
promovidas que correspondan para que, en un pla-
zo de hasta 30 días hábiles, presenten la informa-
ción y realicen las consideraciones que estimen
pertinentes, en caso de no hacerlo se harán acree-
dores a las sanciones establecidas en Ley. Lo ante-
rior, no aplicará a los pliegos de observaciones y a
las promociones de responsabilidades, las cuales
se sujetarán a los procedimientos y términos que
establezca la Ley.

…

Reforma propuesta

Artículo 79. La entidad de fiscalización superior de la
Federación, de la Cámara de Diputados, tendrá auto-
nomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atri-
buciones y para decidir sobre su organización interna,
funcionamiento y resoluciones, en los términos que
disponga la ley.

La función de fiscalización será ejercida conforme a
los principios de posterioridad, mensualidad, legali-
dad, definitividad, imparcialidad y confiabilidad.

Esta entidad de fiscalización superior de la Federación
tendrá a su cargo:

I. Fiscalizar en forma posterior los ingresos y egre-
sos; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos
y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes
públicos federales, así como realizar auditorías so-
bre el desempeño en el cumplimiento de los objeti-
vos contenidos en los programas federales, a través
de los informes que se rendirán en los términos que
disponga la Ley.

También fiscalizará directamente los recursos fede-
rales que administren o ejerzan los estados, los mu-
nicipios, el Distrito Federal y los órganos político-
administrativos de sus demarcaciones territoriales,
con excepción de las participaciones federales; asi-
mismo, fiscalizará los recursos federales que se des-
tinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona fí-
sica o moral, pública o privada, y los transferidos a
fideicomisos, mandatos, fondos o cualquier otra fi-
gura jurídica, de conformidad con los procedimien-
tos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la
competencia de otras autoridades y de los derechos
de los usuarios del sistema financiero.

Las entidades fiscalizadas a que se refiere el párra-
fo anterior deberán llevar el control y registro con-
table, patrimonial y presupuestario de los recursos
de la Federación que les sean transferidos y asigna-
dos, de acuerdo con los criterios que establezca la
Ley.

Sin perjuicio del principio de mensualidad, la enti-
dad de fiscalización superior de la Federación podrá
solicitar y revisar, de manera casuística y concreta,
información de ejercicios anteriores al de la Cuenta
Pública en revisión, sin que por este motivo se en-
tienda, para todos los efectos legales, abierta nue-
vamente la Cuenta Pública del ejercicio al que per-
tenece la información solicitada, exclusivamente
cuando el programa, proyecto o la erogación, con-
tenidos en el presupuesto en revisión abarque para
su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se
trate de revisiones sobre el cumplimiento de los ob-
jetivos de los programas federales. Las observacio-
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nes y recomendaciones que, respectivamente, la en-
tidad de fiscalización superior de la Federación
emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los re-
cursos públicos de la Cuenta Pública en revisión.

Asimismo, sin perjuicio del principio de posteriori-
dad, en las situaciones excepcionales que determine
la Ley, derivado de denuncias, podrá requerir a las
entidades fiscalizadas que procedan a la revisión,
durante el ejercicio fiscal en curso, de los conceptos
denunciados y le rindan un informe. Si estos reque-
rimientos no fueren atendidos en los plazos y for-
mas señalados por la Ley, se impondrán las sancio-
nes previstas en la misma. La entidad de
fiscalización superior de la Federación rendirá un
informe específico a la Cámara de Diputados y, en
su caso, fincará las responsabilidades correspon-
dientes o promoverá otras responsabilidades ante
las autoridades competentes;

II. Entregar trimestralmente el avance del informe
del resultado de la revisión de la Cuenta Pública a
la Cámara de Diputados, teniendo como fecha lími-
te de entrega del informe final el 20 de febrero del
año siguiente al de su presentación, el cual se so-
meterá a la consideración del pleno de dicha Cáma-
ra y tendrá carácter público. Dentro de los avances
y del informe final del resultado se incluirán las au-
ditorías practicadas, los dictámenes de su revisión,
los apartados correspondientes a la fiscalización del
manejo de los recursos federales por parte de las en-
tidades fiscalizadas a que se refiere la fracción an-
terior y a la verificación del desempeño en el cum-
plimiento de los objetivos de los programas
federales, así como también un apartado específico
con las observaciones de la entidad de fiscalización
superior de la federación que incluya las justifica-
ciones y aclaraciones que, en su caso, las entidades
fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas.

Para tal efecto, de manera previa a la presentación
de los avances y del informe final del resultado se
darán a conocer a las entidades fiscalizadas la parte
que les corresponda de los resultados de su revisión,
a efecto de que éstas presenten las justificaciones y
aclaraciones que correspondan, las cuales deberán
ser valoradas por la entidad de fiscalización supe-
rior de la federación para la elaboración del informe
del resultado de la revisión de la Cuenta Pública.

El titular de la entidad de fiscalización superior de
la Federación enviará a las entidades fiscalizadas, a
más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que se-
an entregados a la Cámara de Diputados los avan-
ces y el informe del resultado, las recomendaciones
y acciones promovidas que correspondan para que,
en un plazo de hasta 30 días hábiles, presenten la in-
formación y realicen las consideraciones que esti-
men pertinentes, en caso de no hacerlo se harán
acreedores a las sanciones establecidas en Ley. Lo
anterior, no aplicará a los pliegos de observaciones
y a las promociones de responsabilidades, las cua-
les se sujetarán a los procedimientos y términos que
establezca la Ley.

…

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 20 de
febrero de 2014. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá reformar
las leyes secundarias que correspondan en un plazo
máximo de tres meses contados a partir del día si-
guiente a la entrada en vigor del presente decreto.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 14 de agosto de 2013.

(Rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Agosto 14 de

2013.)
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QUE SE EXPIDE LA LEY ORGÁNICA DEL BANCO SOCIAL

DE MÉXICO, RECIBIDA DE LOS DIPUTADOS ALLIET MA-
RIANA BAUTISTA BRAVO, SILVANO AUREOLES CONEJO,
MIGUEL AGUSTÍN ALONSO RAYA, FERNANDO CUÉLLAR

REYES Y CAROL ANTONIO ALTAMIRANO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRD, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO DE

2013

Quienes suscriben, Legisladoras y legisladores del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo que disponen el artículo 71, frac-
ción II, y 78, fracción III, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el artí-
culo 55 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración del pleno de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto de Ley Orgánica del
Banco Social de México, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La necesidad de crear un banco de desarrollo para el
fomento de las actividades de las sociedades coopera-
tivas se desprende del Plan Nacional de Desarrollo
(PND) que propone “una política de fomento econó-
mico con el fin de crear un mayor número de empleos,
desarrollar los sectores estratégicos del país y generar
más competencia y dinamismo en la economía”. Con
ese propósito “Se buscará incrementar la productivi-
dad de los sectores dinámicos de la economía mexica-
na de manera regional y sectorialmente equilibrada”.

Para ello, señala, “se fortalecerá el mercado interno, se
impulsará a los emprendedores, se fortalecerán las mi-
cro, pequeñas y medianas empresas, y se fomentará la
economía social a través de un mejor acceso al finan-
ciamiento”.

En consecuencia, como parte de la Estrategia 4.8.5, el
PND establece la necesidad de “Fomentar la economía
social” y señala como líneas de acción, realizar la pro-
moción, visibilización, desarrollo y cooperación regio-
nal e intersectorial de las empresas de la economía so-
cial, para mitigar las diferentes formas de exclusión
económica y productiva”. En el mismo sentido, pro-
pone como objetivo “fortalecer las capacidades técni-
cas, administrativas, financieras y gerenciales de las
empresas de la economía social”.

Ese compromiso del gobierno del Presidente Enrique
Peña Nieto cobra especial importancia una vez que el
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social (Coneval) informó que la población en
condiciones de pobreza creció de 49.45 millones de
personas en 2008, a 52.7 en 2010 y creció a 53.22 mi-
llones en 2012.1

Como consecuencia de lo anterior, el secretario de Ha-
cienda y Crédito Público, Luis Videgaray, declaró que
si algo se puede aprender de las cifras del Coneval, es
que el enfoque exclusivamente asistencialista de la po-
lítica social no es suficiente, por lo que para dar mayor
efectividad a los programas sociales se habrán de redi-
señar sus principios y sus reglas, para vincularlos con
la productividad y hacer de ellos un elemento que in-
duzca productividad y el crecimiento económico, y no
sólo ser un paliativo.2

Ese es el objetivo de presentar esta iniciativa que con
una importante participación de la Confederación de
Cooperativas de Ahorro y Préstamo de México SC de
RL de CV y de la Alianza Cooperativa Nacional AC,
se pone a su consideración para crear una nueva insti-
tución de banca de desarrollo para el fomento coope-
rativo, el cual deviene del cumplimiento del mandato
constitucional contenido en el Artículo 25 de nuestra
Ley Suprema, que a la letra dice:

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del
desarrollo nacional para garantizar que éste sea in-
tegral y sustentable, que fortalezca la Soberanía de
la Nación y su régimen democrático y que, me-
diante la competitividad, el fomento del creci-
miento económico y el empleo y una más justa
distribución del ingreso y la riqueza, permita el
pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los
individuos, grupos y clases sociales, cuya seguri-
dad protege esta Constitución. La competitividad
se entenderá como el conjunto de condiciones ne-
cesarias para generar un mayor crecimiento eco-
nómico, promoviendo la inversión y la generación
de empleo.

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará
la actividad económica nacional, y llevará al cabo la
regulación y fomento de las actividades que demande
el interés general en el marco de libertades que otorga
esta Constitución.
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Al desarrollo económico nacional concurrirán, con
responsabilidad social, el sector público, el sector so-
cial y el sector privado, sin menoscabo de otras formas
de actividad económica que contribuyan al desarrollo
de la Nación.

El sector público tendrá a su cargo, de manera exclu-
siva, las áreas estratégicas que se señalan en el Artícu-
lo 28, párrafo cuarto de la Constitución, manteniendo
siempre el Gobierno Federal la propiedad y el control
sobre los organismos que en su caso se establezcan.

Asimismo podrá participar por sí o con los sectores so-
cial y privado, de acuerdo con la ley, para impulsar y
organizar las áreas prioritarias del desarrollo.

Bajo criterios de equidad social y productividad se
apoyará e impulsará a las empresas de los sectores so-
cial y privado de la economía, sujetándolos a las mo-
dalidades que dicte el interés público y al uso, en be-
neficio general, de los recursos productivos, cuidando
su conservación y el medio ambiente.

La ley establecerá los mecanismos que faciliten la or-
ganización y la expansión de la actividad económica
del sector social: de los ejidos, organizaciones de tra-
bajadores, cooperativas, comunidades, empresas que
pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los traba-
jadores y, en general, de todas las formas de organiza-
ción social para la producción, distribución y consumo
de bienes y servicios socialmente necesarios.

La ley alentará y protegerá la actividad económica que
realicen los particulares y proveerá las condiciones pa-
ra que el desenvolvimiento del sector privado contri-
buya al desarrollo económico nacional, promoviendo
la competitividad e implementando una política nacio-
nal para el desarrollo industrial que incluya vertientes
sectoriales y regionales, en los términos que establece
esta Constitución.

El precepto constitucional antes referido, determina
los deberes jurídicos a cargo del Estado, para poder
desempeñar la rectoría del desarrollo nacional que por
ministerio de Ley le compete, a efecto de garantizar
que éste sea integral y sustentable, propiciando el for-
talecimiento de la Soberanía de la Nación y su régi-
men democrático, a través de la competitividad, el fo-
mento del crecimiento económico, y la generación de
mayores fuentes de el empleo, que permitan una más

justa distribución del ingreso y la riqueza, así como el
pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los indi-
viduos, grupos y clases sociales, cuya seguridad prote-
ge nuestra Constitución General.

Es importante señalar que el vigésimo quinto precepto
constitucional de nuestra Ley Fundamental, determina
que el Estado deberá apoyar e impulsar el sano y equi-
librado desarrollo de las empresas de los sectores so-
cial y privado de la economía, supeditando los linea-
mientos que rijan su constitución, organización y
extinción a las modalidades que dicte el interés públi-
co, así como al debido y prudente empleo de los re-
cursos productivos con que cuente el país, cuidando en
todo momento la conservación del medio ambiente en
beneficio de la sociedad, procurando así el desarrollo
sustentable de las diversas formas asociativas enuncia-
das en el párrafo séptimo de la disposición constitu-
cional en comento. Asimismo, en dicho texto se prevé
que el Estado instrumentará los mecanismos que faci-
liten la organización y la expansión de las actividades
realizadas por las organizaciones, sociedades y empre-
sas que integran el denominado Tercer Sector de la
Economía, tales como son los ejidos; las organizacio-
nes conformadas por los trabajadores para el estudio,
mejoramiento y defensa de sus respectivos intereses;
las sociedades cooperativas, sea cual fuere el objeto de
su constitución; las comunidades agrícolas; las empre-
sas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a
los trabajadores; y, en general, cualquier forma de or-
ganización e integración social que tenga como finali-
dad la producción, distribución y el consumo de bien-
es y servicios socialmente necesarios. 

Los argumentos expuestos con antelación, se relacio-
nan con lo previsto en el artículo 4o. de la Ley de Ins-
tituciones de Crédito, ordenamiento jurídico especial
de naturaleza mercantil, que a la letra dispone:

Artículo 4o.- El Estado ejercerá la rectoría del Sis-
tema Bancario Mexicano, a fin de que éste oriente
fundamentalmente sus actividades a apoyar y pro-
mover el desarrollo de las fuerzas productivas del
país y el crecimiento de la economía nacional, ba-
sado en una política económica soberana, fomen-
tando el ahorro en todos los sectores y regiones de
la República y su adecuada canalización a una am-
plia cobertura regional que propicie la descentrali-
zación del propio Sistema, con apego a sanas prác-
ticas y usos bancarios.
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Las instituciones de banca de desarrollo atenderán las
actividades productivas que el Congreso de la Unión
determine como especialidad de cada una de éstas, en
las respectivas leyes orgánicas. 

Así, puede concluirse que existe un deber jurídico por
parte del Estado, para promover la creación de una ins-
titución de banca de gobierno, que proteja y atienda las
necesidades de los organismos componentes del Ter-
cer Sector de la Economía, contribuyendo así con el
correcto funcionamiento del sistema financiero mexi-
cano, y con el sano y equilibrado desarrollo de las en-
tidades que lo integran.

Toda vez que en cualquiera actividad económica de la
vida nacional, concurren los sectores público, privado
y social, es necesario precisar que en dicha interacción
socioeconómica existe un claro predominio del sector
privado, lo que ha sido determinante en el diseño e im-
plementación de políticas públicas tendientes a pro-
mover y fortalecer dicho ramo de la actividad econó-
mica mexicana.

Empero, una vez suscitada la crisis del 2008, y dado el
fracaso de las políticas públicas impulsadas desde el
sector privado, ha comenzado a ponerse más interés en
el conocimiento y el análisis de las fortalezas y cuali-
dades del sector social. A partir de esto, en todo el
mundo se ha concluido que es de gran importancia for-
talecer a este sector, como alternativa viable para dar
sustentabilidad y sostenibilidad al desarrollo de la so-
ciedad en su conjunto. 

Esa tendencia se basa en las múltiples experiencias de
organización social en cooperativas para la produc-
ción, distribución de bienes y en actividades de finan-
ciamiento que son muy importantes en el plano local y
que con un trato que reconozca la necesidad de forta-
lecer a los débiles, potenciarían sus aportaciones en lo
que se refiere a la construcción de capacidad de desa-
rrollo; integración y beneficio de un creciente número
de socios y, en la generación de riqueza y bienestar en
las comunidades. Como ejemplo de ellos, hay que de-
cir que son incontables los casos de éxito de las coo-
perativas de producción, de consumo y de ahorro y
préstamo en Italia, España, Inglaterra, Canadá y otros
países.

Por otra parte, no se puede ignorar que el cumplimien-
to del pacto constitucional establecido en el artículo 25

de nuestra Constitución obliga, entre otros compromi-
sos, a reposicionar en el plano económico a los pro-
ductores rurales del sector ejidal y comunitario; a hacer
efectiva la vinculación entre esos productores y las co-
operativas de consumidores y trabajadores urbanos de
las grandes ciudades; a promover de manera genuina el
conocimiento y la cultura cooperativista en el sector
educativo; a promover y consolidar empresas coopera-
tivas y de trabajadores en actividades de transforma-
ción e incluso de investigación científica y tecnológica
y, por supuesto, a fortalecer los desarrollos de socieda-
des cooperativas de ahorro y préstamo constituidas ya,
por millones de socios en extensas regiones del país.

Anímicamente, pero también como una condición de
madurez y asimilación tecnológica, este propósito de
reposicionar al sector social en el plano económico,
obliga a revisar las experiencias comunitarias de la his-
toria del país, así como las desarrolladas en las últimas
décadas en Europa y América, y en particular las nue-
vas respuestas diseñadas a partir de la crisis de 2008.

Reconocer el entorno para encontrar soluciones

Se viven tiempos cambiantes, complejos. Está cam-
biando nuestra forma de vivir, nuestros valores, las es-
tructuras sociales, el entorno ambiental, la economía y
las tecnologías que usamos, entre otros muchos cam-
bios que se registran día a día. Al mismo tiempo, vivi-
mos una compleja crisis económica, social, ambiental,
política y ética. Nuevamente, el sistema económico
mundial, sacudido por la crisis energética, financiera y
del mundo del trabajo, destruye el medio ambiente,
aumenta el desempleo y lleva a millones de personas a
la pobreza y el hambre. 

Los seres humanos que afrontan una situación de ham-
bre y desnutrición han alcanzado la cifra arriba de
1,000 millones de personas,3 una séptima parte de la
población mundial. El modelo económico concentra la
riqueza y extiende la pobreza. México tiene una de las
estructuras de propiedad más concentradas del mundo;
aunado a ello, la violencia ha desplazado miles de per-
sonas, mexicanos que se ven obligados a vivir en la
pobreza absoluta.

a. Necesario impulsar alternativas de empleo

Se están presentando profundos cambios en el mundo
del trabajo. Está cambiando nuestra concepción del

Martes 27 de agosto de 2013 Gaceta Parlamentaria79



trabajo, las formas de trabajar, las formas de organi-
zarnos para hacerlo, el perfil de la fuerza del trabajo,
las modalidades de vinculación laboral y los ingresos
que se deriven de ello. Con la globalización, los cam-
bios tecnológicos y las nuevas formas de contratación
se han reducido los empleos formales, incrementándo-
se el desempleo y el empleo informal. Las políticas
que se han trazado para estimular o crear nuevos em-
pleos y reformar los sistemas de pensiones y seguridad
social no han logrado resolver el problema.

La reducción del empleo formal ha dado paso a la ne-
cesidad de generar ingresos a través de iniciativas pro-
pias.4 En el mundo, la mayoría de las personas traba-
jan hoy en micro empresas o de manera individual.

El desafío que enfrenta la sociedad y el Estado moder-
no exige no sólo destinar importantes recursos para la
formación y creación de empleos o para subsidiar a los
desempleados, sino también dar con nuevos mecanis-
mos que distribuyan los ingresos, fomenten la crea-
ción de empresas y asociaciones capaces de asumir
con autonomía y libertad la gestión productiva y em-
presarial de las personas. 

La distancia entre la gravedad del problema y las posi-
bilidades de solución se reflejan en las metas del Pro-
grama para la Formalización del Empleo 2013, puesto
en marcha el 22 de julio de 2013, que se propone in-
corporar a 200 mil trabajadores a la formalidad.5

b. Protección del medio ambiente y energías reno-
vables

Nuestras formas de producir, distribuir y consumir han
conducido a la grave crisis ambiental colocando en

riesgo la estabilidad de nuestro mundo. El cambio cli-
mático originado por la actividad industrial basada en
los combustibles fósiles es un hecho.6 Durante 200
años hemos quemado carbón, petróleo y gas natural, lo
que ha dado como resultado la liberación de enormes
cantidades de dióxido de carbono en la atmósfera, que
amenazan con provocar una variación de la tempera-
tura y la química en la tierra y aire de la superficie del
planeta. 

Aunado a ello, el modelo de agricultura sustentado en
el uso intensivo de agrotóxicos está empobreciendo y
destruyendo la biodiversidad. La reducción de la di-
versidad genética causa el empobrecimiento de la die-
ta alimenticia, amenaza la producción alimentaria y el
orden de los ecosistemas. Diversas especies están en
riesgo de desaparecer por las formas de producir y
consumir que hemos adoptado.

c. Consumismo indiscriminado

El actual sistema económico promueve un consumo in-
discriminado, basado en la creación de necesidades y
propuestas de satisfacción de las mismas. Al mismo
tiempo, la comercialización de los productos está afec-
tada por una amplia cadena de intermediación y espe-
culación, imponiendo precios injustos al productor y al
consumidor, situación que afecta especialmente la po-
blación más pobre. Ello coloca al orden del día la rea-
lización de iniciativas sociales solidarias tales como:
comercio justo; el cara a cara productor-consumidor; la
red global de trueque. Entre otros, al igual que la di-
vulgación de una conciencia del consumidor para que
consuma consciente, responsable y solidariamente.

Los tres factores señalados imponen elevados retos,
cuya superación demanda contar con una sociedad
equilibrada, basada en la existencia de:

– Un Estado fuerte, transparente es su compromiso
subsidiario. 

– Un sector privado pujante, rentable y creador de
empleos con clara responsabilidad en el cumpli-
miento de sus obligaciones legales, en el uso de las
tecnologías y el respeto a las opciones de la socie-
dad. 

– Y un tercer sector, el social, con valores y princi-
pios como base para la resolución de problemas co-
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munes, con bases democráticas, aportes colectivos
y el reconocimiento del trabajo como sustento.

El denominador común de estos tres sectores debe ser
el emprendimiento, individual o colectivo generador
de organizaciones estables, con impactos socioeconó-
micos en las tres áreas.

En esta idea, se debe desarrollar una política de Esta-
do de impulso al sector social y un marco jurídico fa-
vorable para sus organizaciones, compatible con su
naturaleza y función, y respetuoso de la autonomía e
independencia que reclama.

En ese sentido, uno de los aspectos centrales del desa-
rrollo del sector social es el que corresponde al forta-
lecimiento de las finanzas éticas solidarias, entendien-
do esto como el cúmulo de experiencias de las
cooperativas de ahorro y préstamo o cajas populares,
como sistemas solidarios que facilitan el acceso al
ahorro y el préstamo, rechazando la especulación y la
usura del sistema financiero tradicional. 

Este sistema financiero del sector social puede contri-
buir a dar un importante dinamismo de la economía
nacional, basada en un crecimiento sin precedentes de
un mercado interno que genere los empleos en canti-
dad y calidad que los mexicanos demandan. 

Un mercado interno sustentado en un sector social
que promueva, contribuya y se base en el desarrollo
y fortalecimiento de la asociatividad de las personas
en organizaciones y empresas de carácter solidario,
sin ánimo de especulación, las cuales reinvierten so-
cialmente sus excedentes y riqueza generada, apos-
tando por el trabajo digno y decente de sus asocia-
dos. 

Un mercado interno sostenido en una red de organiza-
ciones sociales que esté en posibilidades de dar una
respuesta real y sustentable, a los retos que nos pre-
senta actualmente el proceso de desarrollo social.

Para contribuir a la consolidación de este pilar, el sec-
tor social de la economía, se requiere que el sector so-
cial cuente con su propia banca de desarrollo de se-
gundo piso. Una banca para el desarrollo social, que
opere con una especialización y una lógica distinta en
este modelo de negocios. 

Las cooperativas de ahorro y préstamo, como el brazo
financiero del sector social, requieren contar con una
banca de desarrollo de segundo piso, para impulsar al
sector social, atendiendo a una deuda ancestral con el
sector, como quedó establecido, en la fecha de 1994,
en el artículo 94 de la Ley General de Sociedades Co-
operativas.

Cabe aclarar que a diferencia de otro modelo de nego-
cios, las cooperativas de ahorro y préstamo procuran
antes que nada la inclusión social, que es un propósito
muy diferente a los objetivos del sistema financiero
tradicional, que busca la bancarizacion, la tarjetizacion
o en el mejor de los casos la inclusión financiera. 

El sector social no es sólo el que atiende a la margi-
nalidad

Uno de los aspectos que hay que aclarar es que la eco-
nomía social no es, como se ha querido convencer a la
sociedad, el conjunto de instituciones, formas asocia-
tivas y organizaciones que dan atención a los sectores
marginados o a los proyectos de menor tamaño e in-
cluso a las necesidades de financiar sólo el consumo
de los estratos de menores ingresos. 

Es fundamental aclarar que el sector social de la eco-
nomía, como lo define el Artículo 25 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, está
constituido por la organización ejidal y comunitaria,
los sindicatos y organizaciones de trabajadores y “en
general, de todas las formas de organización social pa-
ra la producción, distribución y consumo de bienes y
servicios socialmente necesarios”. Esto corresponde a
figuras asociativas diferentes a las del sector privado
que fundamentalmente persiguen el lucro individual y
más bien define a aquéllas que se basan en los princi-
pios de: libertad de asociación y retiro voluntario de
los socios; administración democrática; distribución
de los rendimientos en proporción a la participación de
los socios; fomento de la educación cooperativa y de
la educación en la economía solidaria; participación en
la integración cooperativa; respeto al derecho indivi-
dual de los socios de pertenecer a cualquier partido po-
lítico o asociación religiosa, y promoción de la cultura
ecológica. 

Como se observa, la diferencia con otras organizacio-
nes, las que pertenecen al sector social no están deter-
minadas por su tamaño y tampoco por el sector de la
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sociedad al cual atiende, sino por las cualidades y ca-
racterísticas de su organización, mismas que le llevan
a privilegiar ciertas actividades y objetivos, pero no de
una manera excluyente, sino como un reconocimiento
de que hay rezagos que se deben atender prioritaria-
mente, más no exclusivamente. 

Una empresa que con criterios del sector privado
atiende los sectores marginales del país no por ello
pierde su cualidad de empresa privada. Su condición
no deriva del público al que se dirige, sino de los prin-
cipios, de su forma de organización. La empresa pri-
vada busca obtener una utilidad para sus propietarios,
incluso atendiendo a esos sectores marginales.

Por otra parte, es un hecho que las empresas del sector
social no cuentan con los recursos suficientes para
desarrollar a las empresas de la economía social que
permitan crear y establecer los vínculos con el merca-
do cooperativo, que es un factor consustancial de la
sobrevivencia, el desarrollo y expansión de las formas
cooperativas. 

De hecho, en los últimos años, las políticas públicas
contribuyeron a desplazar del mercado a miles de pe-
queñas y medianas empresas organizadas con criterios
del sector privado, ante la imposibilidad de competir
con productos que fueron importados en condiciones
de competencia desleal. Desafortunadamente ese en-
torno también afectó a muchos proyectos cooperati-
vistas que no alcanzaron a madurar.

De acuerdo con el más reciente Censo Económico del
Inegi, al cierre de 2008 las Cooperativas del país su-
maban 9 mil 767 unidades económicas, las cuales die-
ron empleo a sólo 182 mil 928 personas. En ese año,
este universo de empresas cooperativas reportó un va-
lor agregado bruto de 16 mil 280 millones de pesos y
una producción bruta total de 30 mil 600 millones de
pesos, cifras que representaron, respectivamente,
0.13% y 0.25% del PIB de ese año. Como se puede
ver, según el Inegi, las cooperativas, uno de los secto-
res más identificados de la economía social, tienen una
participación mínima en el PIB. 

No obstante, es innegable que el sector cooperativista
existe y es parte nuclear de la economía social y pue-
de y debe desempeñar el papel que le corresponde en
el pacto constitucional. 

Necesario recuperar instrumentos legales

Una de las consecuencias del predominio del sector
privado en la vida económica del país por encima de
las disposiciones constitucionales, se refleja en la
apropiación de conceptos genéricos que, inmersos en
las leyes, llevan a los juristas a asumir que sólo defi-
nen a una forma de organización económica, a uno de
los tres sectores de la economía.

Es el caso de palabras como mercantil, comercio, uti-
lidad y otras que se utilizan ampliamente en el derecho
que se dedica a regular lo relacionado con la empresa
privada.

Sin duda, muchos de esos términos también pueden
aplicar en términos generales en el derecho cooperati-
vo, el derecho de la economía social. De hecho, cada
vez es más clara la necesidad de contar con un derecho
cooperativo, en el que los términos genéricos que se
mencionan también se consideren con criterios de la
economía social, en el contexto de un conjunto de nor-
mas jurídicas específicas del sector social. 

Al respecto, es necesario tener presente que la Socie-
dad Cooperativa, en cualquiera de sus tres especies re-
conocidas por ministerio de Ley, es decir, de consumo,
de producción y de ahorro y préstamo, acorde con lo
dispuesto por el artículo 21 de la Ley General de So-
ciedades Cooperativas vigente, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 3 de agosto de 1994, de-
viene de un acuerdo de dos o más voluntades de per-
sonas físicas, con la finalidad de realizar un objeto lí-
cito, física y jurídicamente posible, que constituye la
pretensión de dar cabal satisfacción a un cúmulo de
necesidades individuales y colectivas, mediante la
producción, distribución y consumo, de bienes y ser-
vicios socialmente necesarios.

Para que un Estado pueda reconocer la existencia de
las Sociedades Cooperativas como entes titulares de
derechos y sujetos de obligaciones, es menester que
los individuos que pretendan participar en el acto jurí-
dico de su constitución, satisfagan plenamente la for-
ma exigida por la ley para que su manifestación de vo-
luntad produzca los efectos deseados; que gocen de la
capacidad requerida por la Ley para ser titulares de de-
rechos y sujetos de obligaciones; que el consentimien-
to de las personas partícipes en el acto jurídico de
constitución se haya configurado de manera libre de
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error, dolo, mala fe o violencia, física o moral; y que
el objeto, fin o condición del acto de constitución no
sea contrario a lo prescrito por las disposiciones lega-
les aplicables, con el propósito de conservar su vali-
dez, eficacia y existencia.

En lo que respecta a la naturaleza jurídica de las So-
ciedades Cooperativas, ha sido motivo constante de
debate su consideración como sujetos de Derecho
Mercantil, toda vez que según se desprende de la refe-
rencia expresa contenida en el artículo 25, párrafo sép-
timo, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, constituyen una de las tantas formas de or-
ganización del Sector Social de la Economía, cuya fi-
nalidad u objeto social es sin ánimo de lucro, y en con-
secuencia, ajeno a cualquier pretensión de obtener una
ganancia ilimitada y particular.

El lucro es un aspecto que depende en gran medida del
aprovechamiento que se hace de las variaciones en los
precios de compra y venta de los bienes, servicios o
valores que en su caso producen, prestan, emiten o re-
ciben mediante cualquier manera, determinadas perso-
nas físicas o morales, habitual y profesionalmente; es
decir, que la utilidad que se obtiene deriva fundamen-
talmente de las fluctuaciones que presentan los princi-
pales indicadores del mercado general, con la finali-
dad de acrecentar el nivel y calidad de vida de la
persona, física o moral, a través de la realización de
una serie de actos jurídicos simultáneos y vinculados
entre sí.

Debido a que el lucro es la obtención de una ganancia
con base en la obtención de una ventaja en la relación
entre factores, en un intercambio inequitativo, que se
ve con claridad en las variaciones en los precios de
compra y venta, éste implica que el acto jurídico por
medio del cual se obtiene la ganancia no tiene como fi-
nalidad el uso o consumo personal, pues sólo a través
de intercambios sucesivos se puede obtener provecho
del alza o baja en los precios. En otras palabras, el lu-
cro implica la obtención de una ganancia por la ga-
nancia misma y no para satisfacer una necesidad. De
ahí que este elemento sea utilizado para distinguir a
los actos de comercio de los actos civiles.

Ese tipo de relaciones de cambio implica que lo que se
intercambia no es para uso o consumo personal pues el
beneficio que se busca en las transacciones comercia-
les sólo es posible a través del intercambio sucesivo

para aprovechar las variaciones en el precio. Como
consecuencia, la intermediación en el cambio implica
la interposición de un tercero entre el productor de un
bien o servicio y el consumidor final para facilitar el
intercambio entre estos dos. Lo anterior no es caracte-
rístico de las actividades que realizan las Sociedades
Cooperativas.

Cualquier persona, física o moral, que produzca, con-
serve, almacene, distribuya, oferte e intercambie bien-
es y servicios con la intención de “obtener una utilidad
de la utilidad”, mediante la intermediación de cambio;
que realice diversos actos jurídicos cuyo objeto, fin
condición sea de naturaleza mercantil; o cuyas obliga-
ciones se encuentren reguladas de manera exclusiva
por las leyes y ordenamientos mercantiles vigentes y
aplicables al supuesto, serán considerados como suje-
tos de regulación de dicha rama del Derecho Objetivo,
cuya estructura basilar tiene su origen en diferentes
disposiciones y máximas contenidas en los ordena-
mientos jurídicos de naturaleza civil.

Las características propias de cualquier Sociedad Co-
operativa, hacen posible concebir a dicha figura jurídi-
ca como una forma de organización social integrada
por personas físicas, con base en intereses comunes y
en estricto apego a los principios de solidaridad, es-
fuerzo propio y ayuda mutua, con la finalidad de satis-
facer necesidades individuales y colectivas, mediante
la realización de actividades económicas de produc-
ción, distribución y consumo de bienes y servicios so-
cialmente necesarios.

Antecedentes de la banca de desarrollo cooperativo

El antecedente directo de la banca de desarrollo en
México está constituido por las instituciones naciona-
les de crédito. La primera ley sobre la materia fue emi-
tida en 1932, es la Ley General de Instituciones de
Crédito, que separaba a las instituciones nacionales de
crédito de las que componían la banca privada. 

Antes de esa experiencia, en 1925, después de la revo-
lución, inició la regulación del sistema bancario, cuan-
do se estableció la Ley General de Instituciones de Cré-
dito y Establecimientos Bancarios. El principio que
sirve de base a esta ley es el de la especialización es-
tricta de las instituciones bancarias, criterio que segui-
rá vigente hasta décadas después, proceso que culmi-
nará con el surgimiento de la banca múltiple en 1976.
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Es indicativo que iniciada la etapa postrevolucionaria
y en franca reconstrucción del país, una de las prime-
ras acciones tomadas por los gobiernos fue la de esta-
blecer las bancas de apoyo especializadas que permi-
tieran regenerar el tejido económico de la nación,
atendiendo a las características particulares de los dis-
tintos sectores. 

Es así que en 1930 se crea el Banco del Trabajo bajo
el mandato del presidente provisional de los Estados
Unidos Mexicanos, Emilio Portes Gil. Este banco,
constituido de forma autónoma tenía el mandato de
operar con las siguientes bases.

• Financiar centros de producción creados con el
propósito principal de resolver el problema de los
“Sin Trabajo”.

• Fomentar la industria nacional por medio de ac-
ción social a base de cooperativas de trabajadores y
el crédito popular.

• Fomentar el ahorro principalmente entre las clases
trabajadoras.

• Fomentar el seguro social preferentemente entre la
clase trabajadora.

• Practicar operaciones de depósito, préstamo, des-
cuento, giro, cambio, refacción y también cuentas
de ahorro.

A este banco le quedó encomendada la práctica de
operaciones de refacción para el fomento de la indus-
tria, sólo con las sociedades cooperativas y organiza-
ciones de trabajadores autorizadas por la Secretaría de
Industria, Comercio y Trabajo.

Posteriormente, en 1937, durante el gobierno del pre-
sidente Lázaro Cárdenas se creó el Banco Nacional
Obrero de Fomento Industrial. Sus esfuerzos estarían
orientados a establecer un sistema de crédito para fo-
mentar la actividad productiva de los sectores econó-
micamente débiles y contribuir al desenvolvimiento
industrial del país. 

Con ello el gobierno se proponía intervenir directa-
mente en la aceleración del ritmo del desarrollo de la
industria nacional, mediante la concesión de crédito a
los trabajadores asociados en cooperativas y en gene-

ral a los productores independientes en pequeña esca-
la. Esta institución realizaría sus operaciones funda-
mentalmente con las sociedades cooperativas dejando
muy claro el énfasis en fomentar el desarrollo de las
cooperativas de producción dándoles los recursos ne-
cesarios, al invertirse los fondos del Estado en este gé-
nero de actividades. 

Es de destacar la intervención en el consejo de repre-
sentantes de las sociedades cooperativas y agrupacio-
nes de trabajadores, con el fin de que estos organismos
pudieran hacer valer sus puntos de vista y de las exi-
gencias de su situación, participando activamente en la
planeación y en la ejecución de lo que fue esta institu-
ción de desarrollo económico.

Como consecuencia de las limitaciones que tenía el
Banco Nacional Obrero de Fomento Industrial, porque
su margen de acción era muy estrecho y no tenía ca-
pacidad financiera para auxiliar con el crédito a los or-
ganismos con los que debía operar (cooperativas y
grupos de trabajadores), en junio de 1941, durante la
administración del presidente C. Manuel Ávila Cama-
cho, se crea el Banco Nacional de Fomento Coopera-
tivo.

Con el objeto de que la institución que se creaba pu-
diera disfrutar de todas las ventajas de las instituciones
nacionales de crédito, al referirse el proyecto al objeto
de la sociedad, se consignaban aquellas que eran in-
dispensables no solamente para que pudiera operar
con facilidad, sino también para ampliar en el futuro
su capacidad financiera y por lo tanto sus alcances en
beneficio de las sociedades cooperativas y de las unio-
nes de crédito popular.

Es de señalarse que el propósito de que este nuevo
banco, además de realizar las operaciones activas y pa-
sivas que por la índole de su objeto le correspondían,
también se le encargaba de organizar y administrar un
departamento de ahorro obrero, que permitiría invertir
de forma económica muchos de los fondos de ahorros
constituidos por organizaciones sindicales, o bien por
trabajadores aislados y que a la fecha no encontraban
una adecuada aplicación y aprovechamiento.

Para la concepción de esta propuesta de banca, había
una conciencia plena de que el movimiento cooperati-
vo carecería de una base sólida en tanto no contara con
una institución bancaria dedicada a fomentarlo. Basta
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con revisar el objeto social de la ley que daba origen a
este banco para dimensionar el decidido apoyo que se
estaba dando al movimiento cooperativo:

• Efectuar operaciones de crédito con las sociedades
cooperativas constituidas conforme a ley. 

• Recibir depósitos a la vista y plazo fijo, que po-
drían estar amparados con bonos de caja, de las co-
operativas y uniones de crédito, así como de ls sin-
dicatos de trabajadores.

• Realizar con las uniones y cooperativas, las ope-
raciones propias de los bancos hipotecarios, garan-
tizar y emitir en consecuencia las cédulas y bonos
correspondientes.

• Descontar o prestar su aval a los títulos de crédito
que emitieran las sociedades cooperativas y las
uniones de crédito con motivo de sus negocios.

• Actuar como fiduciaria respecto de bienes y dere-
chos que pertenezcan al Gobierno Federal, a los es-
tados y territorios, a las sociedades cooperativas, las
uniones de crédito y a los particulares.

• Actuar como agente de las sociedades cooperati-
vas y uniones de crédito para la compra de los ele-
mentos que necesiten los socios para su explotación
industrial y para su hogar y para a venta de sus pro-
ductos, cuando así lo acuerden previamente las so-
ciedades cooperativas y uniones con el banco.

• Organizar y administrar el departamento de ahorro
obrero.

Sin embargo esta inercia de ir generando un ambiente
favorable para el movimiento cooperativo fue men-
guando ya para finales de los sesentas y principios de
los setentas del siglo pasado, ante la posición apolítica
adoptada por la mayoría de las cooperativas, entre ellas
las de ahorro y préstamo, en ese entonces cajas popula-
res. Esta posición apolítica provocó el alejamiento de
estas organizaciones, de las instancias de gobierno y por
ende de su distanciamiento de las políticas públicas. 

La excepción fueron las cooperativas pesqueras, que
supieron capitalizar con creces su permanencia en es-
ta arena, aprovechando la estrategia alimentaria de la
administración de ese entonces, que se propuso subir

el pescado a la dieta de los mexicanos a precios acce-
sibles, a partir de un apoyo decidido a la industria pes-
quera representada ampliamente por un sector coope-
rativo pesquero. Por ello, en 1986 se crea el Banco
Nacional Pesquero y Portuario, en sustitución del Ban-
co Nacional de Fomento Cooperativo. El nuevo banco,
se especializó en apoyo exclusivo de las. Cooperativas
pesqueras, en tanto el resto del movimiento cooperati-
vo recibía la propuesta del legislativo en cuanto que
ordenaba a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co para que se estableciera el fondo especial de des-
cuento y garantía para el financiamiento cooperativo y
con ello permitiera contar con el apoyo de las otras
instituciones nacionales de crédito y, a virtud de la ga-
rantía, tener acceso a la banca privada sin verse cons-
treñidas a operar en una sola institución.

Como se puede comprobar, prácticamente desde las
postrimerías de la revolución mexicana, en el país se
ha seguido un largo proceso, a favor de la construcción
de un movimiento cooperativo, que en algunos mo-
mentos se vino abajo, perdiéndose una parte de esa im-
portante experiencia de una banca de desarrollo, que
se había perfeccionando en varias decenas de años 

Ante estas evidencia históricas, se hace necesario reto-
mar los trabajos hacia la construcción de una Banca de
Desarrollo que opere con un sector social que deman-
da ser reconocido como un actor económico importan-
te, como un el tercer sector, junto con los sectores pú-
blico y privado.

Contexto Internacional

Una referencia acerca de la importancia que pueden
alcanzar las Cooperativas de Ahorro y Préstamo la en-
contramos en Europa. 

Por ejemplo, en Alemania, donde la actividad indus-
trial contribuye en gran medida al desarrollo y creci-
miento de la economía nacional, el sector bancario se
compone básicamente de tres grandes grupos de insti-
tuciones de crédito: 

• Los bancos privados, que en su mayoría han adop-
tado la figura asociativa de la sociedad anónima 

• Las cajas de ahorro propiedad de los municipios y,
por lo tanto, consideradas como entidades financie-
ras de carácter público y
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• Los bancos cooperativos, constituidos por perso-
nas morales del sector social. Se dividen en bancos
centrales que a su vez cuentan con redes de bancos
regionales. Los bancos cooperativos centrales tiene
la forma jurídica de “Sociedad Anónima”, pero su
capital está en manos de cooperativas. 

En ese país, todos los bancos tienen acceso al refinan-
ciamiento por parte del Bundesbank y participan ple-
namente en los sistemas de pagos.7

Para medir la importancia de los bancos cooperativos
alemanes, se pueden observar en estadísticas recientes,
una clara tendencia8 a una creciente participación en el
número de socios de cooperativas, como porcentaje de
la población total, que hasta 2005 alcanzaba el 18.9%.
Es decir, uno de cada cinco habitantes de Alemania era
socio de un banco cooperativo, un porcentaje que se-
guramente sería más alto si se considerara sólo la po-
blación adulta. 

Cabe mencionar las definiciones de cooperativas utili-
zadas por los autores Miguel Delfiner, Cristina Pailhé
y Silvana Perón:

“…Las cooperativas se basan en los valores de ayu-
da mutua, responsabilidad, democracia, igualdad,
equidad y solidaridad. Siguiendo la tradición de sus
fundadores, los miembros de las cooperativas creen
en los valores éticos de honestidad, transparencia,
responsabilidad social y preocupación por los de-
más…”9

En particular definen a las Cooperativas de Crédito co-
mo:

“Asociaciones sin fines de lucro que depositan sus
ahorros en una caja común, con el objeto de crear
un fondo para autoabastecer a sus socios crediticia-
mente. Su propósito no es la obtención de exceden-

tes, sino la prestación de servicios a las mejores ta-
sas, compatibles con la autosustentabilidad de la or-
ganización”.

En el caso de España, la transformación de la actividad
bancaria ha pasado de un negocio de corte tradicional
y rígido a una actividad innovadora, se está pasando
hacia productos especializados, dirigidos a un grupo
específico de clientes. El negocio tradicional bancario
y la banca cooperativa tienen su fortaleza en la red de
sucursales, la calidad de los productos financieros y el
volumen de transacciones. 

En Italia los bancos cooperativos se inspiraron en el
modelo de Friedrich Wilhelm Raiffeisen, que proponía
la constitución de instituciones de responsabilidad ili-
mitada y solidaria de los socios; un voto por socio. En
ese país, los bancos de crédito cooperativo se integran
en un sistema nacional, el “Crédito Cooperativo”, que
se articula en dos vertientes, una asociativa y otra em-
presarial. El modelo organizativo se compone de tres
niveles: local (bancos de crédito cooperativo), regio-
nal (federaciones locales, básicamente regionales) y
nacional. 

El desarrollo y la importancia de los bancos coopera-
tivistas de Alemania se observa en la distribución de
activos del mercado cambiario, en el que de 6.54 bi-
llones de euros, los bancos del sector social captan
12%; los comerciales 28%; los públicos 36% y otras
instituciones 24%. Algo semejante se observa en Ita-
lia, donde los bancos cooperativos captan cerca de
15% de los activos.

Uno de los reportes más recientes de la importancia de
las cooperativas en Europa nos la proporcionan Mi-
guel Delfiner, Cristina Pailhé y Silvana Perón.

En sus cifras se observa que las Cooperativas de
Ahorro y Préstamo de Europa tienen en promedio
una participación de 17% en el mercado de depósitos
y de 15% en el de créditos. Eso demuestra la impor-
tancia del sector social en las finanzas de los países
europeos. 
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Estadísticas de la actividad cooperativa en Europa*

El sector de Cooperativas de Ahorro y Préstamo en
México

En México, aunque las Sociedades Cooperativas de
Ahorro y Préstamo han logrado avances importantes,
se requiere una estrategia que impulse su desarrollo
con más firmeza. 

Acerca de la información de la que se dispone para el
sector social, el Fondo de Protección establecido en la
Ley para Regular las Actividades de las Sociedades
Cooperativas de Ahorro y Préstamo informa que ac-
tualmente se tienen identificadas 622 Cooperativas de
Ahorro y Préstamo, con activos por 90,199 millones
de pesos y 6.06 millones de socios. 

De ese total, sólo 82 están autorizadas y aportan casi
71.3% del total de los activos y 64% de los socios.10 Por
otra parte, cabe aclarar que las 300 cooperativas que se
encuentran en el nivel básico, de acuerdo con la Ley pa-
ra Regular las Actividades de las Sociedades Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo, no requieren autorización pa-
ra operar y son las instituciones que han alcanzado una
gran capacidad como entidades dispersoras de crédito. 

De hecho, la importancia de las Cooperativas de Aho-
rro y Préstamo se refleja en la presencia que tienen en
los municipios a los que no llega la banca comercial.

Cabe recordar que, de acuerdo con la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores (CNBV), todas las insti-
tuciones reguladas sólo cubren 43% del total de los

municipios del país. Del 57% de los municipios que no
cuentan con una sucursal, la mayor parte de la pobla-
ción excluida se encuentra en municipios con pobla-
ción inferior a 50,000 habitantes, aquéllos precisa-
mente en los que las Cooperativas de Ahorro y
Préstamo tienen una alta presencia y son determinan-
tes en el proceso de inclusión financiera.11

Si bien las sociedades cooperativas de ahorro y présta-
mo han alcanzado un alto nivel de desarrollo, que le
permitió al cierre del primer trimestre contar con acti-
vos por 90 mil 199 millones de pesos, éstos aún repre-
sentan una parte muy pequeña del sistema financiero,
en donde la banca comercial suma activos por 6.09 bi-
llones de pesos, casi 40% del PIB nacional.

Tomando en consideración la necesidad de dotar al pa-
ís de instituciones financieras del sector social adecua-
das a los urgentes requerimientos del desarrollo nacio-
nal, es evidente que hace falta una legislación
dedicada a regular a la banca social, como uno de los
pilares del sector financiero nacional, con las caracte-
rísticas señaladas anteriormente.

No obstante, como parte del proceso de desarrollo del
sector financiero de la economía nacional, considera-
mos aún más urgente legislar, con estos mismos crite-
rios, para constituir un banco de desarrollo, un banco
del Estado, que se dedique fundamentalmente a aten-
der las necesidades de desarrollo de las sociedades co-
operativas de ahorro y préstamo, únicas entidades del
sistema financiero del sector social que cumplen con
las cualidades de las empresas del sector social. Es por
eso que se propone la creación de Banco Social de
Méxicoþ Sociedad Nacional de Crédito (SNC).

De acuerdo con el Sistema de Administración Tributa-
ria (SAT), en 2012 las cooperativas del sector finan-
ciero contribuyeron con 1,429 millones de pesos, en
impuestos totales.

La reforma financiera

El 8 de mayo se presentó la propuesta de Reforma Fi-
nanciera promovida por el gobierno federal. En su pre-
sentación, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
(SHCP) destacó dos grandes objetivos: a.) que las ins-
tituciones del sector privado, la banca de desarrollo y
las del sector social otorguen más créditos y b.) en me-
jores condiciones.
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Para entender el momento y el sentido de la iniciati-
va de reforma financiera, es necesario remitirse a la
presentación del Pacto por México, en el que se in-
cluyeron dos compromisos relativos al crédito: en el
número 62 se adelantó el interés por fortalecer la
banca de desarrollo, para ampliar el crédito hacia las
áreas prioritarias para la economía nacional, tales
como la infraestructura, las pequeñas y medianas
empresas, así como la innovación y la creación de
patentes.

En el segundo compromiso, en el 63, el nuevo gobier-
no ofreció cambiar el marco legal para que la banca
comercial y las instituciones de crédito “presten más y
más barato, incluyendo una revisión de la ejecución de
garantías, respetando íntegramente los derechos de to-
dos los acreditados actuales, así como reducir el costo
de los servicios financieros.” 

A partir de esos compromisos se presentó la iniciativa
de reformas al sector financiero. 

Con la reforma se asume que se ha superado deficien-
cia tradicional, debido a la cual México enfrentaba
problemas económicos por no contar con estrategias
claras para generar ahorro interno, retenerlo y utilizar-
lo en la realización de inversiones que permitan el de-
sarrollo del país. 

En respuesta a esa necesidad, en la segunda mitad de
los noventa se creó el sistema de fondos para el retiro,
con el objetivo, entre otros, de que el ahorro cautivo de
los trabajadores permitiera contar con recursos para
atender a las necesidades de inversión en el país. Hoy
el Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR) cuenta con
recursos por dos billones 75 mil millones, cifra que re-
presenta 13% del PIB.12

No obstante, de acuerdo con las cifras de los Agrega-
dos Monetarios del Banco de México (Banxico), con-
siderando los recursos del ahorro voluntario y los de
las Administradoras de Fondos para el Retiro (Afore)
estaríamos contando con un ahorro de alrededor de 8.3
billones de pesos, equivalente a cerca de 50% del PIB. 

Si a eso se suman los recursos aportados por los no re-
sidentes que, por cierto, significan un riesgo e influyen
de manera determinante en muchas de las disposicio-
nes de política monetaria que repercuten en el desem-
peño de la economía, se tiene que el ahorro financiero
total suma 10.9 billones de pesos, apenas 67.2% del
PIB.

Como consecuencia, se puede decir que México no só-
lo requiere una reforma financiera para prestar más,
sino también para aumentar la captación y retención
del ahorro y su utilización en proyectos que permitan
el fortalecimiento de la economía y resuelvan las ne-
cesidades de las comunidades. 

El exceso de ahorro externo inhibe el ahorro interno

Desafortunadamente, en los últimos años no se ha si-
do capaz de aprovechar las circunstancias que permi-
tieron a México disponer de montos extraordinarios de
divisas propias, además de una importante captación
de ahorro externo, como se puede comprobar con un
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sencillo ejercicio con los flujos a precios corrientes de
la balanza de pagos, con información del Banco de
México (Banxico). 

Entre los años 2006 y 2012, esa captación de ahorro
externo alcanzó la suma de 372 mil 377.5 millones de
dólares, 133.8% arriba de la registrada entre los años
2000 y 2006. 

Esa captación de ahorro se reflejó en el crecimiento de
los pasivos de la cuenta de capital: la banca comercial
colocó deuda en el exterior por 32 mil 914 millones de
dólares; el sector público no bancario, contrató deuda
por 27 mil 626 millones; y el sector privado no banca-
rio, por 27 mil 742 millones. A eso hay que agregar un
flujo para Pidiregas por 26 mil 078 millones. En total,
un endeudamiento acumulado en seis años de 118 mil
391 millones.

El segundo factor es la inversión extranjera, tanto di-
recta como indirecta. Entre 2006 y 2012 la inversión
extranjera directa sumó 131 mil 329 millones de dóla-
res, en tanto que la inversión extranjera de cartera su-
mó flujos por 122 mil 656 millones de dólares. Esos
recursos llegan al país impulsados por la enorme li-
quidez y las bajas tasas de interés que cobran en sus
países de origen y se dirigieron a adquirir deuda pú-
blica en el mercado nacional, donde obtuvieron una ta-
sa más alta y segura. 

Esos dos factores, deuda e inversión extranjera directa
y de cartera, sumaron 372 mil 377 millones de dólares
en seis años. Si a eso de añaden los ingresos por ex-
portaciones de petróleo menos las importaciones de
gasolinas, que en ese mismo período ascendieron a 98
mil 844.4 millones de dólares. También las remesas,
sumaron 140 mil millones de dólares. Sólo como refe-
rencia, los ingresos de capitales externos más los re-
cursos propios dan una suma superior a 600 mil millo-
nes de dólares en seis años.

Sin embargo, se podría decir que sólo una parte de
esos recursos se destinó a ahorro interno. Según los
flujos a precios corrientes de la balanza de pagos, en-
tre 2006 y 2012 salieron del país 50 mil millones de
dólares para depositarse en bancos del exterior; 70 mil
658 millones se destinaron a inversión directa de me-
xicanos en el exterior; 39 mil 777 millones de dólares
salieron del país en el renglón de “otros”; 58 mil 330
millones se destinaron a financiar el déficit en cuenta

corriente (bienes y servicios); y 58 mil 628 millones
de dólares están en el renglón de errores y omisiones. 

Como resultado de lo anterior, en ese período sólo se
conservaron 95 mil 835 en las reservas internaciona-
les.

Como ha ocurrido en otros países, la enorme disponi-
bilidad de divisas propició el fortalecimiento del peso
y restó competitividad a la planta productiva del país,
provocando un fuerte crecimiento de la informalidad
en México, con la consiguiente destrucción del tejido
productivo y social y el aumento de la inseguridad.
Así, a pesar de la disponibilidad de recursos, la econo-
mía nacional se mantuvo con un crecimiento muy ba-
jo, con poca inversión, altas tasas de desempleo e in-
formalidad. 

Sobra decir que como consecuencia de esa estrategia,
el sector financiero comercial se orienta más a propor-
cionar crédito a proyectos de corto plazo, más renta-
bles, que a satisfacer las grandes necesidades del país.

El sector financiero

En el caso de la banca comercial, sólo siete bancos
concentran más de 80% de los activos del sistema y
además cinco de ellos son de capital extranjero. Su ac-
tividad se caracteriza por captar barato y prestar caro,
cada vez con más ventajas para la recuperación de los
créditos. La banca instalada en México tiene muy ba-
ja disposición al riesgo, por lo que el saldo del crédito
otorgado por la banca comercial es de 21.8% del PIB,
cuando en otros países del mismo grado de desarrollo
llega a 50% o más. 

Pero, además, a partir de la crisis de 1994 y en función
del entorno de economía, la composición de la cartera
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de crédito sufrió una recomposición sustancial. La
participación del financiamiento a la inversión se re-
dujo sustancialmente y en cambio creció la participa-
ción del saldo del crédito al consumo. Este cambio es-
tructural no propicia la generación de riqueza, sino la
disminución del ahorro disponible en el país que se va,
vía el gasto, en adquirir mercancías en un alto porcen-
taje de origen importado.

Por lo que respecta a la banca de desarrollo, básica-
mente presta a las grandes empresas privadas, vía ope-
raciones de factoraje de corto plazo. Aunque se podría
argumentar que eso lo hacen con el propósito de faci-
litar la recuperación de las inversiones de los micro y
pequeños empresarios, lo cierto es que es un esquema
que obliga a estas empresas a financiar los extensos
plazos de pago de los grandes corporativos que me-
diante una mezcla de importaciones y de compras a
productores nacionales, les imponen condiciones de
bajos márgenes de utilidad.

Además, el obligar a la banca de desarrollo a operar
como banca de segundo piso, es un esquema que tien-
de a favorecer a la banca comercial, que de esa mane-
ra corre riesgos con recursos ajenos. No obstante, co-
mo se desprende del diagnóstico del Ejecutivo, la
banca de desarrollo también está muy lejos de las ne-
cesidades del país, porque en su administración predo-
minan los objetivos prudenciales, más que impulsar
objetivos estratégicos. El saldo del financiamiento de

la banca de desarrollo al sector privado sólo represen-
ta 3.25% del PIB. 

Cabe señalar que una de las instituciones de banca pú-
blica que en teoría debería atender a las necesidades de
las empresas financieras de menor tamaño, como es el
caso de Banco del Ahorro Nacional y Servicios Finan-
cieros SNC Bansefi, no cumple en realidad con sus ob-
jetivos. Un alto porcentaje de los activos de los que
dispone, supuestamente para lograr sus fines, están in-
vertidos en valores, en tanto que el saldo de su cartera
de crédito en marzo de este año apenas representó
0.9% de sus activos totales. 

En contrapartida, sus pasivos están constituidos en
36% por depósitos de exigibilidad inmediata; 13.2%
por depósitos a plazos y 43.4% por acreedores diver-
sos y otras cuentas por pagar. 

A reserva de conocer la empatía en los plazos de los
pasivos y los activos, está claro que la disposición de
mantener la mayor parte de sus activos básicamente en
inversiones en valores y en disponibilidades, es una
demostración de la prudencia que impide a la banca de
desarrollo y en particular al Banco del Ahorro Nacio-
nal y Servicios Financieros SNC (Bansefi), cumplir
con sus funciones en la proporción de los recursos de
los que supuestamente dispone. Y, sobre todo, está
muy lejos de proporcionar los recursos de fomento y
de garantía que demanda el desarrollo de la economía
nacional.

Es por todo esto que proponemos la creación del Ban-
co Social de Méxicoþ, que permita fortalecer la prác-
tica del ahorro en la población del país, incluyendo las
comunidades más alejadas, donde los índices de mar-
ginación se han vuelto una constante y donde se re-
quiere el impulso de las entidades cercanas a la pobla-
ción, como son las Sociedades Cooperativas de
Ahorro y Préstamo, las que han demostrado que con
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los principios del cooperativismo, se puede lograr una
mejor utilización del ahorro en actividades producti-
vas, que se consolidan y crecen.

Contenido de la iniciativa

Esta iniciativa propone la creación de una institución
de banca de desarrollo, cuya especialidad regional y
sectorial será el sector Social de la Economía y actua-
rá de manera concordante con la necesidad de captar
recursos de aquellas clases y grupos sociales que por
sus condiciones económicas, no puedan acceder y dis-
frutar de los bienes y servicios financieros que ofrece
la banca comercial, simplificando las formalidades de
los procedimientos para facilitar el otorgamiento de
los créditos que requieran las organizaciones, socieda-
des, empresas y demás Organismos de integración y
representación del Tercer Sector de la Economía, en
aras de fomentar su sano desarrollo y fortalecer sus
sistemas de administración y control de riesgos. Para
tal efecto, será indispensable que el Banco Social de
Méxicoþ aproveche plenamente la infraestructura de
las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo,
autorizadas conforme a las disposiciones aplicables, y
cura regulación se encuentra contenida en la Ley para
Regular las Actividades de las Sociedades Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo; y fomentar el desarrollo,
fortalecimiento y visibilidad de la actividad económi-
ca de dicho Sector.

Habiendo manifestado lo anterior, es menester proce-
der a la explicación de cada uno de los capítulos que
componen la Iniciativa de Ley Orgánica del Banco So-
cial de Méxicoþ.

El Capítulo Primero comprende los preceptos legales
en que se regulan la naturaleza jurídica de la Institu-
ción; su duración; su domicilio social; y los ordena-
mientos jurídicos que constituyen las fuentes prima-
rias y supletorias que resultan aplicables a las
actividades que componen el objeto social de la Insti-
tución. En dicho Capítulo, también se prevé la regla-
mentación del objeto social de la Institución, con la fi-
nalidad de fomentar el desarrollo integral y promover
la eficiencia, competitividad y visibilidad de las orga-
nizaciones, sociedades, empresas y Organismos de in-
tegración y representación del Tercer Sector de la Eco-
nomía, así como determinar la rentabilidad social de
los proyectos productivos y demás requerimientos que
dichas entidades formulen a la Institución para la aten-

ción de sus necesidades, propiciando así la expansión
de su actividad económica.

Es importante destacar que en ejercicio del cúmulo de
actividades que constituyen su objeto social, la Institu-
ción podrá administrar, negociar y financiar diversos
proyectos y programas, así como constituir fideicomi-
sos y fondos de fomento económico, garantía e inver-
sión, que atiendan y satisfagan plenamente las necesi-
dades de servicios financieros, tecnológicos, de
capacitación, de asesoría técnica o legal y de adminis-
tración de riesgos financieros del Tercer Sector de la
Economía, a nivel local, regional y nacional, procu-
rando en todo momento el sano y sustentable desarro-
llo de las diversas formas asociativas que lo forman.

El Capítulo Segundo se refiere al elenco de facultades
que posee la Institución para el debido y oportuno
cumplimiento de cada una de las actividades que inte-
gran su objeto social; a la facultad de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público para determinar las carac-
terísticas de los servicios y de las operaciones activas
y pasivas de la Institución que no impliquen captación
de recursos del Público; a la facultad del Banco de
México para establecer, mediante disposiciones de ca-
rácter general, las características de las operaciones
pasivas de la Institución que impliquen captación de
recursos del público, así como de los fideicomisos,
mandatos, comisiones, y demás operaciones de crédi-
to que en cumplimiento de su objeto social celebre la
Institución; y a la responsabilidad solidaria del Go-
bierno Federal, en los casos en que la Institución rea-
lice actos jurídicos de fomento, apoyo y fortalecimien-
to de las entidades integrantes del Sector Social de la
Economía, y cuando celebre cualquier tipo de opera-
ciones con instituciones extranjeras de carácter guber-
namental o no gubernamental. 

El Capítulo Tercero alude a la forma de integración,
división y representación del capital social de la Insti-
tución; a la regulación de los actos jurídicos que recai-
gan sobre los títulos de crédito que confieran la cali-
dad de socio de la Institución, y a la expresión de la
características que deberán tener dichas cosas mercan-
tiles, teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos
30 a 45 de la Ley de Instituciones de Crédito y aque-
llas disposiciones que resulten aplicables de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito; y a las
facultades de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico para emitir disposiciones de carácter general que
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tengan por objeto regular la emisión, suscripción, te-
nencia, endoso, aval o aceptación de los certificados
de aportación patrimonial –CAP´s- de la serie “B”.

El Capítulo Cuarto regla la administración de la Insti-
tución, la cual estará encomendada a un Director Ge-
neral y un Consejo Directivo compuesto por 13 perso-
nas físicas, de los cuales 7 representarán a los CAP´s
de la serie “A”, quienes deberán contar con un suplen-
te; 4 serán elegidos por los tenedores de los CAP´s de
la serie “B”, mediante la celebración de la asamblea
general correspondiente, quienes no tendrán suplente
alguno; y dos consejeros independientes, quienes se-
rán designados previo acuerdo de los consejeros pro-
pietarios de las series “A” y “B”, y que debido a sus
conocimientos, honorabilidad, prestigio profesional y
experiencia, sean ampliamente reconocidos en el siste-
ma financiero mexicano o en el Sector, con la indica-
ción que dichos consejeros independientes tampoco
contarán con algún interino. 

En dicho Capítulo Cuarto también se reglamentan,
entre otros aspectos, los siguientes: las facultades
que les corresponden al Consejo Directivo y al Di-
rector General en el ejercicio de sus respectivas fun-
ciones; los impedimentos generales para ser miem-
bro del Consejo Directivo, y los especiales para
resultar electo como consejero independiente; las
causales de remoción de los consejeros de la serie
“B” y de los consejeros independientes; los elemen-
tos esenciales para que tengan validez las sesiones
que celebre el Consejo Directivo, y la periodicidad
de las mismas.

Asimismo, en dicho Capítulo se regula la creación de
un Comité de Recursos Humanos y Desarrollo Institu-
cional, el cual estará conformado por los Subsecretario
de Egresos, el Subsecretario de Hacienda y Crédito
Público, el Subsecretario de Desarrollo y Simplifica-
ción Administrativa, un miembro del Consejo Directi-
vo con carácter de independiente, un representante de
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, el Direc-
tor General de la Institución y por una persona con
amplia experiencia profesional en el área de recursos
humanos. Dicho órgano de la Institución tendrá por
objeto proponer y opinar, con estricto apego a las dis-
posiciones legales aplicables y a las condiciones gene-
rales de trabajo, los criterios generales para la deter-
minación de las prestaciones económicas y de
seguridad social que correspondan a las personas que

laboren en la Institución, en función del empleo, cargo
o comisión que desempeñen y otros indicadores que al
efecto se fijen.

Ahora bien, en el Capítulo Quinto, que comprende
únicamente el artículo 37 de la Ley, se norma lo refe-
rente a la Vigilancia que deberá ejercerse sobre las ac-
tividades y operaciones necesarias que la Institución
realice con la finalidad de cumplir cabal y oportuna-
mente con su objeto social, la cual recaerá sobre dos
comisarios nombrados uno por la Secretaría de la Fun-
ción Pública, y el otro por los tenedores de los certifi-
cados de aportación patrimonial representativos de la
serie “B”, los cuales contarán con su respectivo su-
plente.

En el Capítulo Sexto se prevén las disposiciones ge-
nerales de carácter imperativo u ordenativo, en cuyo
contenido se establecen diversos deberes jurídicos
que se relacionan con las facultades y actividades que
poseen dicha Sociedad Nacional de Crédito y los ór-
ganos que la componen, a efecto de promover y for-
talecer a los Organismos del Sector, impulsando y
contribuyendo el ahorro, financiamiento y la inver-
sión entre dichas entidades, facilitando así que la Ins-
titución en el desarrollo de sus funciones preserve y
mantenga su capital, garantizando la sustentabilidad
de las operaciones propias de su objeto social, a tra-
vés de la eficiente, transparente y prudente canaliza-
ción de recursos. 

Por último, en el Capítulo VII se establece el marco le-
gal aplicable a las relaciones de trabajo entre la Insti-
tución y sus trabajadores, los cuales por el simple he-
cho de prestar sus servicios de manera personal y
subordinada a una dependencia de la Administración
Pública Federal, tendrán el carácter de servidores pú-
blicos.

Por lo antes expuesto y motivado, y con fundamento
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la con-
sideración del Honorable Congreso de la Unión, por
conducto de esta Cámara de Diputados, la siguiente
Iniciativa de

Ley Orgánica del Banco Social de México

Artículo Único. Se expide la:
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Ley Orgánica del Banco Social de México

Capítulo I
De la naturaleza, Constitución, Objeto y Domicilio

Social de la Institución

Articulo 1. La presente Ley rige al Banco Social de
México, Sociedad Nacional de Crédito, Institución de
Banca de Desarrollo, con personalidad jurídica y pa-
trimonio propios.

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá
por:

I. Ley: A la Ley Orgánica del Banco Social de Mé-
xico; 

II. Secretaría: A la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público;

III. Institución: Al Banco Social de México, Socie-
dad Nacional de Crédito, Institución de Banca de
Desarrollo;

IV. Ejecutivo federal: Al Presidente Constitucional
de los Estados Unidos Mexicanos;

V. Ley de la Economía Social y Solidaria: A la Ley
de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria
del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos;

VI. Reglamento Interno: Al reglamento interno del
Banco Social de la Economía Nacional, S.N.C.;

VII. Sector o Sector Social de la Economía: Al que se
refiere el Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
conformado por los ejidos, organizaciones de traba-
jadores, sociedades cooperativas, comunidades, y a
las personas morales empresas que pertenezcan ma-
yoritaria o exclusivamente a los trabajadores, y en
general, todas las formas de organización social para
la producción, distribución y consumo, de bienes y
servicios social y nacionalmente necesarios; 

VIII. Organismos del Sector: A las organizaciones,
empresas, sociedades, y demás figuras asociativas
sin fines de lucro y con reconocimiento legal del
Sector Social de la Economía; y 

IX. Organismos de integración y representación: A
la asociación voluntaria y de duración indetermina-
da, de dos o más Organismos del Sector, para la re-
alización de un fin común lícito, física y jurídica-
mente posible, de carácter preponderantemente
económico, pero que no constituya una especula-
ción comercial, y por la que se crea una persona ju-
rídica distinta a la de sus asociados.

Artículo 3. La Institución tendrá como objeto:

I. Coadyuvar a cumplir el mandato del Estado, de
apoyar e impulsar a las empresas del Sector y esta-
blecer mecanismos que faciliten la organización y
la expansión de la actividad económica del sector
social con la finalidad de mejorar el nivel de vida de
la población. 

Para el cumplimiento de dicho objeto, otorgará cré-
dito de manera sustentable y prestará otros servicios
financieros a los integrantes del sector social, pro-
curando su organización y mejora continua;

II. Ejecutar los programas que en materia de finan-
ciamiento se determinen en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación;

III. Promover ante instituciones nacionales e inter-
nacionales orientadas a la inversión y al financia-
miento, proyectos productivos que impulsen el de-
sarrollo del sector social;

IV. Operar en coordinación con el gobierno Federal,
las entidades federativas, los municipios y las de-
marcaciones territoriales del Distrito Federal los
programas que se celebren con las instituciones
mencionadas;

V. Apoyar actividades de capacitación y asesoría a
los integrantes del sector social para la mejor utili-
zación de sus recursos crediticios;

VI. Coadyuvar al mejoramiento del sector financie-
ro del país;

VII. Preservar los recursos de su patrimonio desti-
nados al otorgamiento de créditos; y 

VIII. Manejar sus recursos de manera sustentable,
eficiente y transparente.
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Artículo 4. La operación y funcionamiento de la Ins-
titución se realizará con apego al marco legal previsto
en esta Ley; de los criterios generales que permitan
evaluar la rentabilidad social de los proyectos produc-
tivos y requerimientos de cualquier naturaleza que ela-
boren las organizaciones, sociedades, empresas y Or-
ganismos de integración y representación del Sector
para la atención de sus necesidades; con el propósito
de alcanzar, en colaboración con los Organismos del
Sector, los objetivos de carácter general contenidos en
el artículo 4o. de la Ley de Instituciones de Crédito. 

Artículo 5. El domicilio de la Institución será la ciu-
dad de México, Distrito Federal. Podrá establecer,
clausurar o reubicar sucursales o agencias o cualquier
otra clase de oficinas y nombrar corresponsales en el
país o en el extranjero, informando a la Secretaría.
Tratándose del establecimiento de sucursales, agencias
y oficinas en el extranjero, deberá contar con autoriza-
ción de la misma.

Artículo 6. La duración de la Institución será indefini-
da. 

Artículo 7. Las operaciones, servicios e inversiones
de la Institución, se regirán por lo dispuesto en la pre-
sente Ley. En lo que no se oponga a la naturaleza, or-
ganización y funcionamiento de la Institución, resulta-
rán aplicables las siguientes leyes:

I. La Ley de Instituciones de Crédito; 

II. La Ley del Banco de México; 

III. La Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores;

IV. La Ley de Protección y Defensa al Usuario de
Servicios Financieros; y

V. Las disposiciones de carácter general que en
ejercicio de las facultades que les confieren sus res-
pectivas leyes y reglamentos, emitan la Secretaria
de Hacienda y Crédito Público, el Banco de Méxi-
co, la Comisión Bancaria y de Valores y la Comi-
sión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros.

Artículo 8. En lo no previsto por esta y las demás le-
yes referidas con antelación, resultarán aplicables de

manera supletoria los siguientes ordenamientos jurídi-
cos:

I. La Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexica-
nos;

II. La Ley General de Títulos y Operaciones de Cré-
dito;

III. La Ley de Inversión Extranjera;

IV. El Código de Comercio;

V. El Código Civil Federal; 

VI. La Ley Federal de Procedimiento Administrati-
vo, respecto de la tramitación de los recursos a que
se refiere la Ley de Instituciones de Crédito;

VII. El Código Fiscal de la Federación, en lo que se
refiere a la actualización de multas;

VIII. Los usos y prácticas bancarias y mercantiles; y

IX. Las demás disposiciones de carácter general y
prudencial que dimanen de dichos ordenamientos
jurídicos.

Artículo 9. El Ejecutivo Federal, por conducto de la
Secretaría, interpretará a efectos administrativos la
presente Ley. 

Artículo 10. La Institución, con el fin de fomentar el
desarrollo integral de los Organismos del Sector, y
promover su eficiencia, competitividad y determinar
la rentabilidad social de los proyectos productivos y
requerimientos de los mismos, deberá determinar y
desempeñar como actividades de su objeto social, las
siguientes: 

I. Promover, gestionar y financiar proyectos que
atiendan las necesidades de las organizaciones, so-
ciedades, empresas y Organismos de integración y
representación del Sector Social de la Economía,
así como de las personas morales y grupos de per-
sonas físicas a que se refieren las Ley de la Econo-
mía Social y Solidaria, y que le permitan cumplir
con su objeto, en las distintas zonas económicas del
país, con la finalidad de aprovechar debida y opor-
tunamente los recursos de cada región. 
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Para efectos de esta fracción, la Institución deberá
utilizar como dispersores naturales de los recursos y
apoyos financieros que otorgue a las organizacio-
nes, sociedades, empresas y Organismos de integra-
ción y representación del Sector, a las Sociedades
Cooperativas de Ahorro y Préstamo con autoriza-
ción por parte de la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores para operar como tales, a las que se re-
fieren las Leyes Generales de Sociedades Coopera-
tivas y para Regular las Actividades de las Socieda-
des Cooperativas de Ahorro y Préstamo.

II. Otorgar garantías a las Sociedades Cooperativas
de Ahorro y Préstamo, para el otorgamiento de cré-
ditos y la formulación y ejecución de proyectos de
inversión, que incluyan los costos de los servicios
de asesoría y asistencia técnica y legal.

III. Determinar los criterios generales que permitan
evaluar la rentabilidad social de los requerimientos
de las organizaciones, sociedades, empresas y Or-
ganismos de integración y representación del Sec-
tor, para la atención de proyectos productivos, apo-
yos financieros para mejorar la infraestructura de y
fomentar el sano y equilibrado desarrollo del Sec-
tor, y en general, de cualquier solicitud que se rela-
cione con alguna de las actividades y facultades
previstas por esta Ley para la consecución del obje-
to social de la Institución; 

IV. Promover, encauzar y coordinar la inversión de
capitales en el Sector; 

V. Promover el desarrollo tecnológico, la capacita-
ción, la asistencia técnica y legal y el incremento de
la productividad de las organizaciones, sociedades,
empresas y Organismos de integración y represen-
tación del Sector, así como de las personas morales
y grupos de personas a que se refiere la Ley de la
Economía Social y Solidaria;

VI. Ser agente financiero del Gobierno Federal en
lo relativo a la negociación, contratación y manejo
de créditos del exterior, cuyo objetivo sea fomentar
el desarrollo del Sector, que se otorguen por institu-
ciones extranjeras privadas, gubernamentales o in-
tergubernamentales, así como por cualquier otro or-
ganismo de cooperación financiera internacional.
No son considerados por esta disposición, los crédi-
tos para fines monetarios; 

VII. Gestionar y, en su caso, obtener concesiones,
permisos, autorizaciones o cualquier otro acto jurí-
dico de naturaleza análoga, para la prestación de
servicios vinculados con la consecución de su obje-
to; 

VIII. Realizar estudios económicos, sociales y fi-
nancieros necesarios para el desarrollo del Sector,
así como para determinar los criterios generales que
permitan evaluar la rentabilidad social de los pro-
yectos de inversión y los requerimientos que reali-
cen las organizaciones, sociedades, empresas y Or-
ganismos de integración y representación del
Sector;

IX. Propiciar acciones conjuntas de financiamiento
y asistencia técnica en coordinación con los Orga-
nismos del Sector, a efecto de aprovechar de la me-
jor manera los fondos de fomento, garantía e inver-
sión que se constituyan para el impulso y
fortalecimiento del Sector, así como los fideicomi-
sos que con dicho propósito constituya el Gobierno
Federal, por conducto de la Secretaria, en coordina-
ción con los sectores que establece la Ley de la Eco-
nomía Social y Solidaria;

X. Fungir como institución fiduciaria de los fidei-
comisos, mandatos y comisiones que se constituyan
para el adecuado desempeño de las actividades ne-
cesarias para la consecución de su objeto;

XI. Promover, gestionar y financiar toda clase de
proyectos, operaciones y actividades que atiendan
las necesidades de servicios financieros, tecnológi-
cos, de capacitación, de asesoría, de administración
de riesgos financieros, entre otros, de las organiza-
ciones, empresas, sociedades, y los Organismos de
integración y representación del Sector, teniendo en
cuenta al efecto los criterios generales para evaluar
la rentabilidad social de los mismos;

XII. Participar en las actividades inherentes a la
promoción y conformación del Sector; y

XIII. Diseñar y ejecutar programas que promuevan
el ahorro y la inversión dentro de las comunidades
indígenas y en aquellas áreas o regiones de la Na-
ción que, previa declaratoria por parte de la Cáma-
ra de Diputados, se consideren como zonas de aten-
ción prioritaria, en relación con los artículos 29 y 30
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de la Ley General de Desarrollo Social, respectiva-
mente.

Artículo 11. La Institución deberá contar con la in-
fraestructura necesaria para la adecuada prestación de
los servicios y ejecución de las operaciones previstas
en esta Ley y demás relativas y aplicables a los su-
puestos jurídicos contenidos en la misma.

Artículo 12. La Institución atenderá, apoyará y forta-
lecerá los proyectos de inversión, mediante el otorga-
miento de créditos y la constitución de los fideicomi-
sos y fondos de fomento económico, de garantía e
inversión, de aquellas organizaciones, sociedades, em-
presas y Organismos de integración y representación
del Sector, que en su organización, administración, así
como en el desarrollo de las actividades propias de su
objeto social, observen y apliquen los siguientes prin-
cipios, valores y prácticas a las que se refiere la Ley de
la Economía Social y Solidaria:

I. Libertad de asociación y retiro voluntario de los
socios;

II. Régimen interno democrático;

III. Limitación de intereses a algunas aportaciones
de los socios;

IV. Distribución de los rendimientos en proporción
a la participación económica, física e intelectual de
los socios;

V. Fomento a la educación y capacitación perma-
nente de los socios, mediante la instrumentación de
mecanismos que consoliden una cultura solidaria,
creativa y emprendedora;

VI. Autonomía e independencia del ámbito político
y religioso; 

VII. Promoción de la cultura ecológica y desarrollo
sustentable de las comunidades en donde tengan su
domicilio social y de aquellas donde realicen su ac-
tividad;

VIII. Régimen laboral solidario;

IX. Ayuda mutua, solidaridad y transparencia; 

X. Probidad;

XI. Fomento y difusión de los derechos y obliga-
ciones de sus socios; 

XII. Establecimiento de lineamientos que propicien
condiciones paritarias para las mujeres;

XIII. Justicia;

XIV. Preeminencia del trabajo realizado por los so-
cios sobre el capital;

XV. Propiedad y explotación comunal de los me-
dios de producción;

Capítulo II
De las facultades de la Institución

Artículo 13. La Institución, para el debido y oportuno
cumplimiento de las actividades que componen su ob-
jeto social, estará facultada para: 

I. Realizar las operaciones y prestar los servicios a
que se refiere el artículo 46 de la Ley de Institucio-
nes de Crédito;

Las operaciones señaladas en el citado artículo 46,
fracciones I y II, las realizará en los términos del ar-
tículo 47 de dicho ordenamiento jurídico; 

II. Establecer planes de ahorro; 

III. Emitir o garantizar valores, así como garantizar
obligaciones de terceros, ya sea a través de opera-
ciones particulares o de programas masivos de ga-
rantías, sin que sean aplicables las limitantes pre-
vistas en el artículo 46, fracción VIII, de la Ley de
Instituciones de Crédito; 

IV. Contratar créditos para la constitución de los
fondos de fomento, protección e inversión que con-
tribuyan al impulso y fortalecimiento de los Orga-
nismos del Sector, conforme a las disposiciones le-
gales aplicables; 

V. Adquirir tecnología, promover su desarrollo y
transferirla, conforme a lo dispuesto por las leyes
relativas al sistema financiero. Asimismo, la Insti-
tución podrá prestar servicios financieros, tecnoló-
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gicos, de capacitación, de asesoría y de administra-
ción de riesgos financieros a los Organismos del
Sector. 

VI. Emitir certificados de participación con base en
fideicomisos constituidos al efecto de promover y
fortalecer el sano y sustentable desarrollo de los Or-
ganismos del Sector; 

VII. Otorgar financiamiento a fondos y fideicomi-
sos públicos de fomento económico, garantía e in-
versión, con el propósito de ser operados por los
Organismos del Sector; 

VIII. Realizar sorteos conforme a las reglas genera-
les de operación que autorice la Secretaría;

IX. Participar en el capital social de administrado-
ras de fondos para el retiro y en el de sociedades de
inversión especializadas de fondos para el retiro, así
como prestarles servicios a las mismas, a efecto de
eficientar su operación y reducir sus costos, con la
finalidad de promover la inversión de estas figuras
asociativas en los proyectos productivos y en las
empresas de los Organismos del Sector;

X. Actuar como cámara de compensación y liqui-
dador de las operaciones que realicen los Orga-
nismos del Sector, y fungir como representante de
dichos Organismos en cualquier otra cámara de
compensación, o entidad financiera que lleve a
cabo las funciones de compensación o liquidación
referidas, sujetándose en la realización de ambas
operaciones a las disposiciones de carácter gene-
ral que para dichos supuestos, emita el Banco de
México;

XI. Realizar las demás operaciones y servicios de
naturaleza análoga o conexa que autorice y regule la
Secretaría.

XII. Asimismo, la institución podrá ser depositaria
de los títulos, valores o sumas en efectivo que ten-
gan que hacerse por o ante las autoridades adminis-
trativas o judiciales de la Federación y el Distrito
Federal, así como de las sumas en efectivo, títulos o
valores, que secuestren las autoridades judiciales o
administrativas de la Federación y el Distrito Fede-
ral. 

Las autoridades mencionadas estarán obligadas a
entregar a la institución dichos bienes en su indica-
do carácter de depositaria. 

XIII. También podrán realizarse en la Institución,
los depósitos para el otorgamiento de la suspensión
del acto reclamado en el proceso de amparo y, en
general, los depósitos de garantía que deban consti-
tuirse conforme a las disposiciones de las leyes fe-
derales, y en su caso, del Distrito Federal, así como
los depósitos por órdenes o contratos de autoridades
de la Federación, y en su caso, del Distrito Federal. 

Artículo 14. La Secretaría, como excepción a lo dis-
puesto por los artículos 48 de la Ley de Instituciones
de Crédito y 26 de la Ley del Banco de México, deter-
minará mediante disposiciones de carácter general, las
características de las operaciones activas y pasivas que
no impliquen captación de recursos del público y de
servicios, excepto lo referente a los fideicomisos,
mandatos y comisiones, que constituya y realice la
Institución para cumplir debida y oportunamente con
su objeto social y las facultades que se le han enco-
mendado en su carácter de Sociedad Nacional de Cré-
dito por esta Ley. 

Corresponde al Banco de México, en los términos de
su Ley, regular mediante disposiciones de carácter ge-
neral, las características de las operaciones pasivas de
la Institución, que impliquen captación de recursos del
público, los fideicomisos, mandatos y comisiones, las
operaciones en el mercado de dinero, así como las
operaciones financieras conocidas como derivadas que
celebre la Institución, mismas que deberán ser con-
gruentes con el objeto de la Ley. 

Artículo 15. El Gobierno Federal responderá en todo
tiempo: 

I. De las operaciones que celebre la Institución con
las organizaciones, sociedades y empresas que per-
tenezcan al Sector;

II. De las operaciones concertadas por la Institución
con instituciones del extranjero privadas, guberna-
mentales o intergubernamentales; y

III. De la constitución de los fondos y fideicomisos
de fomento económico, garantía e inversión, que re-
alice la Institución, con la finalidad de fortalecer y
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procurar el sano y equilibrado desarrollo de las or-
ganizaciones, sociedades, empresas y los Organis-
mos de integración y representación del Sector.

Artículo 16. La Institución en los contratos de fidei-
comiso que celebre, inclusive aquellos que constituya
para cumplir con obligaciones laborales a su cargo,
podrá actuar en el mismo acto jurídico como institu-
ción fiduciaria y como fideicomisaria, así como cele-
brar las operaciones a que se refiere el artículo 383 de
la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito,
en oposición a lo previsto por el artículo 106, fracción
XIX, inciso a), de la Ley de Instituciones de Crédito,
para el debido y oportuno cumplimiento de los fidei-
comisos en los que participe.

Capítulo III
Del capital social

Artículo 17. El capital social de la Institución estará
representado por títulos de crédito, cuya emisión,
transmisión, aceptación, aval, y demás actos jurídicos
que recaigan sobre los mismos, se regularán por las
disposiciones de la Ley General de Títulos y Opera-
ciones de Crédito, en lo que no se oponga a su natura-
leza y no se encuentre previsto por esta Ley. 

Estos títulos de crédito se denominarán certificados de
aportación patrimonial. Deberán ser nominativos y ser
suscritos exclusivamente por el Gobierno Federal. Se
emitirán en título único, serán intransmisibles, y bajo
ninguna circunstancia se podrá modificar su naturale-
za o los derechos que dichos títulos de crédito confie-
ren al Gobierno Federal como titular de los mismos. 

El capital social de la Institución estará representado
por títulos de crédito, cuya emisión, transmisión, acep-
tación, aval, y demás actos jurídicos que recaigan so-
bre los mismos, se regularán por las disposiciones le-
gales de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito, en lo que no se oponga a su naturaleza y no se
encuentre previsto por esta Ley. Estos títulos de crédi-
to se denominarán certificados de aportación patrimo-
nial; deberán ser nominativos, y deberán estar dividi-
dos en dos series: la serie “A”, que representa el 66%
del capital social de la Institución, y la serie “B”, que
representa el 34% restante.

Los certificados de aportación patrimonial de la serie
“A”, tendrán las características de ser suscritos exclu-

sivamente por el gobierno federal; se emitirán en títu-
lo único, serán intransmisibles, y bajo ninguna cir-
cunstancia se podrá modificar su naturaleza o los de-
rechos que dichos títulos de crédito confieren al
Gobierno Federal como titular de los mismos. En cam-
bio, los títulos de crédito representativos de la serie
“B”, podrán emitirse en uno o varios títulos, y podrán
ser adquiridos por las organizaciones, empresas, so-
ciedades y demás formas de organización social que
tengan como finalidad la producción, distribución y
consumo de bienes y servicios social y nacionalmente
necesarios.

Artículo 18. El capital neto a que se refiere el artículo
50 de la Ley de Instituciones de Crédito, será el que fi-
je la Secretaría, previa opinión del Banco de México y
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y de
los Organismos de integración y representación del
Sector que participen en el capital social de la Institu-
ción.

Artículo 19. En ningún momento podrán participar en
forma alguna en el capital de las instituciones de ban-
ca de desarrollo, personas físicas o morales extranje-
ras, ni sociedades mexicanas en cuyos estatutos no fi-
gure cláusula de exclusión directa e indirecta de
extranjeros, de conformidad con lo dispuesto por el ar-
tículo 33, párrafo tercero, de la Ley de Instituciones de
Crédito.

Artículo 20. En lo referente a la forma, proporciones
y demás condiciones aplicables a la suscripción, te-
nencia y circulación de los certificados de aportación
patrimonial de la serie “B”, se aplicarán los artículos
32 a 36 de la Ley de Instituciones de Crédito.

Capítulo IV
De la administración

Artículo 21. La administración de la Institución, esta-
rá encomendada a un Consejo Directivo y a un Direc-
tor General, en sus respectivas esferas de competencia. 

Artículo 22. El Consejo Directivo estará integrado por
quince consejeros propietarios, y dos consejeros inde-
pendientes, conforme a lo siguiente: 

I. Diez consejeros propietarios representarán a la
serie “A” de certificados de aportación patrimonial
que serán: 
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a) Los titulares de las secretarías de Hacienda y
Crédito Público, quien presidirá el Consejo Directi-
vo; de Trabajo y Previsión Social; de Desarrollo
Agrario, Territorial y Urbano; de Desarrollo Social;
del Medio Ambiente y Recursos Naturales; y de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación, así como el Subsecretario de Hacien-
da y Crédito Público;

b) Un representante designado por el Goberna-
dor del Banco de México dentro de los 3 niveles
jerárquicos superiores del instituto central; y

c) Los titulares del Instituto Nacional de la Eco-
nomía Social y de la Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas.

Por cada consejero propietario representante de la
serie “A”, se deberá nombrar un suplente, siendo
preferente aquel servidor público de nivel jerárqui-
co inferior inmediato siguiente al de los propieta-
rios. 

En ausencia del Secretario de Hacienda y Crédito
Público, el Subsecretario de Hacienda y Crédito Pú-
blico tendrá el carácter de presidente del Consejo
Directivo; y en caso de ausencia de este último, ten-
drá el carácter de presidente del Consejo Directivo,
el consejero que sea designado por el Secretario de
Hacienda y Crédito Público, para fungir con tal ca-
rácter en dicha sesión;

II. Cinco consejeros propietarios, con sus respecti-
vos suplentes, de la serie “B”, serán designados en
asamblea por las organizaciones, sociedades empre-
sas y Organismos de integración y representación
del Sector, tenedoras de los certificados de aporta-
ción patrimonial de esta serie y por el Ejecutivo Fe-
deral, a través de la Secretaría, para el caso de que
el Gobierno Federal suscriba certificados de esta se-
rie; y

III. Dos consejeros independientes designados de
común acuerdo por los consejeros propietarios de
las series “A” y “B”. 

Artículo 23. El Consejo Directivo se reunirá bimes-
tralmente, sin perjuicio de que lo pueda hacer en for-
ma extraordinaria en cualquier tiempo, siempre y
cuando la convocatoria se haga por su presidente, o

por la mitad más uno de cada uno de los consejeros re-
presentativos de las series “A” y “B”. 

Las sesiones del Consejo Directivo se celebrarán con
la asistencia por la mitad más uno de cada uno de los
consejeros representativos de las series “A” y “B”.

Las resoluciones del Consejo Directivo se tomarán por
mayoría de votos de los consejeros presentes, teniendo
el presidente voto de calidad en caso de empate. 

El Consejo Directivo podrá invitar a sus sesiones,
cuando así lo considere conveniente, a representantes
de otras instituciones y organizaciones del Sector So-
cial de la Economía, y en general, a cualquier Orga-
nismo del Sector que, de conformidad con la opinión
del Consejo Directivo, desarrolle actividades relevan-
tes para el cumplimiento de los objetivos de la Institu-
ción, quienes concurrirán con voz pero sin voto. 

Los consejeros tendrán la obligación de comunicar al
presidente del consejo, sobre cualquier situación de la
que se pueda derivar un conflicto de interés y abste-
nerse de participar en la deliberación correspondiente.
Asimismo, deberán mantener absoluta confidenciali-
dad sobre todos aquellos actos, hechos o aconteci-
mientos que pudieran afectar la operación de la Insti-
tución, mientras tal información no se haya hecho del
conocimiento público, así como de las deliberaciones
que se adopten en el Consejo Directivo. 

En el orden del día de las sesiones del Consejo Direc-
tivo, se deberán listar los asuntos a tratar, no pudiendo
incluirse en dicho orden el rubro de asuntos generales. 

La documentación e información relacionada con los
temas a tratar en las correspondientes sesiones del
Consejo Directivo, deberá hacerse llegar a los conse-
jeros por lo menos con 5 días hábiles de anticipación a
la celebración de tales sesiones. 

Artículo 24. En ningún caso podrán ser consejeros: 

I. Las personas que se encuentren en los supuestos
señalados en el penúltimo párrafo del artículo 41 de
la Ley de Instituciones de Crédito; 

II. Las personas que ocupen un puesto de elección
popular o de dirigencia partidista, mientras se en-
cuentren en el ejercicio del mismo, y 
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III. Las personas que tengan parentesco por consan-
guinidad o afinidad hasta el segundo grado o civil,
con alguno de los consejeros. 

Artículo 25. Además de las prohibiciones referidas en
el artículo anterior, no podrá ser electos o seguir des-
empeñando el cargo de consejeros:

I. Las personas que tengan nexo patrimonial o vín-
culo laboral con la Institución, conforme a lo esta-
blecido en el Reglamento Interior; 

II. Las personas que tengan un nexo patrimonial o
vínculo laboral con una persona física o moral que
sea acreedor, deudor, cliente o proveedor importan-
te de la Institución, conforme a lo establecido en el
Reglamento Interior; y

III. Las personas que tengan conflicto de intereses
con la Institución por ser clientes, proveedores,
deudores, acreedores importantes o de cualquier
otra naturaleza, conforme a lo establecido en el Re-
glamento Interior.

Artículo 26. Serán causas de remoción de los conseje-
ros de la serie “b” y de los consejeros independientes,
las siguientes: 

I. Falta de capacidad de las personas para ser suje-
tos de obligaciones; 

II. No cumplir los acuerdos del Consejo Directivo o
actuar deliberadamente en exceso o defecto de sus
atribuciones; 

III. Utilizar, en beneficio propio o de terceros, la in-
formación confidencial de que disponga en razón
de su cargo, así como divulgar la mencionada in-
formación sin la autorización del Consejo Directi-
vo, y 

IV. Someter intencionalmente a la consideración del
Consejo Directivo, información falsa. 

Además de las causas de remoción señaladas en este
precepto, a los consejeros de la serie “A” y al Director
General, se les removerá de su cargo cuando se deter-
mine su responsabilidad mediante resolución definiti-
va dictada por autoridad competente, por ubicarse en
alguno de los supuestos contenidos en la Ley Federal

de Responsabilidades Administrativas de los Servido-
res Públicos. 

Artículo 27. El Consejo Directivo dirigirá a la Insti-
tución en los términos de lo previsto por el artículo
42 y demás relativos de la Ley de Instituciones de
Crédito. 

Además, podrá acordar la realización de las operacio-
nes inherentes al objeto de la Institución. Los acuerdos
que en su caso dicte respecto a las operaciones previs-
tas en el artículo 46, fracciones VI y IX, de la Ley de
Instituciones de Crédito, deberán considerar la pro-
puesta del Director General. 

Artículo 28. También serán facultades del Consejo
Directivo, en los términos de la Ley de Instituciones
de Crédito, las siguientes: 

I. Aprobar, en su caso, el informe anual de activida-
des que le presente el Director General;

II. Aprobar las reglas generales de operación de los
planes de ahorro y demás instrumentos de captación
que ofrezca la Institución, y las modificaciones a las
mismas; 

III. Autorizar la adquisición y uso de tecnología a
que se refiere el artículo 13, fracción V, de la pre-
sente Ley; 

IV. Aprobar los demás programas específicos y re-
glamentos de funcionamiento de la Institución que
le presente el Director General; 

V. Nombrar y remover, a propuesta del Director Ge-
neral, a los servidores públicos de la Institución que
ocupen cargos con las dos jerarquías administrati-
vas inferiores a la de aquél, a los delegados fiducia-
rios y a los demás que señale el Reglamento Inte-
rior, así como concederles licencias;

VI. Nombrar y remover al secretario y al prosecre-
tario del Consejo;

VII. Expedir las normas y criterios a los cuales de-
berá sujetarse la elaboración y ejercicio del presu-
puesto de gasto corriente y de inversión física de la
Institución, así como aprobar dicho presupuesto y
las modificaciones que corresponda efectuar duran-
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te el ejercicio, una vez autorizados los montos glo-
bales de estos conceptos por parte de la Secretaría;

VIII. Aprobar, a propuesta del Director General, la
estructura orgánica;

IX. Las bases para la elaboración de tabuladores de
sueldos, política salarial y para el otorgamiento de
incentivos; programas de estímulos, ascensos, pro-
mociones y jubilaciones; lineamientos de selección,
reclutamiento y capacitación; criterios de separa-
ción; indicadores de evaluación de desempeño para
la determinación de compensaciones y demás pres-
taciones económicas y de seguridad social estable-
cidas en beneficio de los servidores públicos que la-
boren en la Institución, deberán de ser acordadas
con la representación de los trabajadores de la Ins-
titución;

X. Acordar la creación de comités de crédito, de ad-
ministración integral de riesgos, así como aquellos
que considere necesarios para el cumplimiento de
su objeto;

XI. Determinar las facultades de los distintos órga-
nos y de los servidores públicos de la Institución,
para el otorgamiento de créditos;

XII. Aprobar, en su caso, previo dictamen de los co-
misarios, el balance general anual de la Institución;

XIII. Aprobar, en su caso, la constitución de reser-
vas;

XIV. Aprobar, en su caso, la aplicación de utilida-
des, así como la forma y términos en que deberá re-
alizarse;

XV. Aprobar los estados financieros que le presente
el Director General, así como autorizar, conforme a
las disposiciones aplicables, la publicación de los
mismos;

XV. Aprobar los presupuestos generales de gasto e
inversión, de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 42, fracción VIII Bis, de la Ley de Institucio-
nes de Crédito;

XVI. Aprobar las propuestas de los límites de en-
deudamiento neto externo e interno, financiamiento

neto, así como los límites de intermediación finan-
ciera;

XVII. Aprobar las estimaciones de ingresos anua-
les, su programa financiero, y sus programas opera-
tivos;

XVIII. Aprobar los programas anuales de adquisi-
ción, arrendamiento y enajenación de bienes mue-
bles e inmuebles, de realización de obras y presta-
ción de servicios, que la Institución requiera, así
como las políticas y bases generales que regulen los
convenios, contratos, pedidos o acuerdos que deba
celebrar la Institución con terceros, en estas mate-
rias, de conformidad con las normas aplicables;

XIX. Proponer a la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público las modificaciones al Reglamento Inte-
rior y aprobar la cesión de activos y pasivos;

XX. Aprobar la emisión de certificados de aporta-
ción patrimonial, provisionales o definitivos;

XXI. Proponer a la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, el aumento o reducción del capital so-
cial;

XXII. Acordar los aumentos de capital pagado de la
Institución, así como fijar las primas, que en su ca-
so deban pagar los suscriptores de certificados de
aportación patrimonial;

XXIII. Acordar la emisión de obligaciones subordi-
nadas;

XXIV. Aprobar las inversiones en el capital de las
sociedades a que se refieren los artículos 88 y 89 de
la Ley de Instituciones de Crédito, en términos del
artículo 8, fracciones IX, X y XII de esta Ley;

XXV. Aprobar los programas anuales de publicidad
y propaganda de la Institución, sin que se requiera
autorización de la Secretaría de Gobernación;

XXVI. Acordar las Condiciones Generales de Tra-
bajo de la Institución con la representación de los
trabajadores; y

XXVII. Conocer y en su caso, aprobar los informes
que le presente el comité de administración integral
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de riesgos, así como los límites prudenciales de
riesgos que al efecto le proponga éste. En los su-
puestos establecidos en las fracciones XII, XVI,
XXIII y XXIV se requerirá de la autorización ex-
presa de la Secretaría.

Artículo 29. El Director General será designado por el
Ejecutivo Federal a través del Secretario de Hacienda
y Crédito Público, debiendo recaer ese nombramiento
en persona que reúna los requisitos que establece el ar-
tículo 24 de la Ley de Instituciones de Crédito. 

Artículo 30. La administración y representación legal
del Banco Social de México, Sociedad Nacional de
Crédito, Institución de Banca de Desarrollo, corres-
ponderá al Director General de dicha Institución,
quién podrá realizar toda clase de actos jurídicos y
otorgar los documentos necesarios e inherentes al ob-
jeto de la Institución, gozando de las más amplias fa-
cultades para realizar actos de dominio, administra-
ción, pleitos y cobranzas, y aún de aquellas que
requieran autorización especial por ministerio de Ley. 

Artículo 31. Sin perjuicio de las atribuciones que co-
rrespondan al Consejo Directivo, y a efecto de contri-
buir a la consecución del objeto social de la Institu-
ción, el Director General estará facultado para:

I. Emitir, expedir, endosar, avalar, aceptar y realizar
demás actos jurídicos sobre títulos de crédito;

II. Presentar las denuncias y querellas, que como re-
quisitos de procedibilidad, son necesarias para el
inicio de toda Averiguación Previa por parte del Mi-
nisterio Público, a efecto de que dicha autoridad
practique las diligencias legalmente necesarias para
poder determinar el ejercicio o no ejercicio de la ac-
ción penal; ofrecer las pruebas documentales, pú-
blicas y privadas, periciales, testimoniales, de ins-
pección judicial, presuncionales y las
instrumentales de actuaciones que considere nece-
sarias generar ánimo de convicción en la autoridad
judicial, así como para conceder el indulto al preso,
acusado, sentenciado o ejecutoriado, según sea la
etapa en que se encuentre el procedimiento penal
respectivo; y en general, intervenir en la realización
de cualquier acto jurídico dentro de un procedi-
miento de naturaleza penal, así como interponer los
recursos que estime necesarios.

III. En los procedimientos judiciales del orden civil,
mercantil, administrativos o laborales, Presentar las
demandas y contestaciones respectivas, así como
formular demandas reconvencionales, y ofrecer to-
do tipo de pruebas documentales, públicas o priva-
das, de inspección judicial, confesionales, testimo-
niales, presuncionales, legal y humana, e
instrumentales de actuaciones y cualquier otra que
estime conveniente para acreditar y obtener el reco-
nocimiento de su derecho por la autoridad judicial;
ejercitará las acciones, excepciones y defensas que
correspondan y formulará alegatos; podrá presentar
desistimientos; y en general, realizar todos los actos
procesales que correspondan a la Institución o a sus
órganos, incluyendo los relativos a los procesos de
amparo.

II. Ejecutar las resoluciones del Consejo Directivo; 

III. Llevar la firma de la Institución; 

IV. Actuar como Delegado Fiduciario General;

V. Decidir la designación y contratación de los ser-
vidores públicos de la Institución, distintos de los
señalados en la fracción I del artículo 42 de la Ley
de Instituciones de Crédito, administrar al personal
en su conjunto y establecer y organizar las oficinas
de la institución; 

VI. Autorizar la publicación de los balances men-
suales de la Institución, conforme a las bases acor-
dadas por el Consejo Directivo; 

VII. Participar en las sesiones del Consejo Directi-
vo con voz, pero sin voto;

VIII. Administrar los bienes y negocios de la Insti-
tución, celebrando los convenios y realizando los
actos jurídicos necesarios para tal efecto;

IX. Acordar la creación de comités internos de cré-
dito, técnicos y administrativos;

X. Proponer al Consejo Directivo, el establecimien-
to, reubicación y clausura de sucursales, agencias y
oficinas en el país y en el extranjero;

XI. Presentar al Consejo Directivo las propuestas
para modificar el Reglamento Interior;
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XII. Determinar los criterios para dispensar, respec-
to de los títulos a que se refiere la fracción anterior,
el llevar a cabo el procedimiento de cancelación y
reposición de títulos de crédito que establece la ley
respectiva;

XIII. Proponer al Consejo Directivo, las normas y
bases para la cancelación de adeudos a cargo de ter-
ceros y a favor de la Institución, para su posterior
informe a la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores y a la Secretaría;

XIV. Previa opinión del Consejo Directivo, y apego
a lo dispuesto por el Artículo 123, Apartado B, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como por la Ley Federal de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado, efectuar la negocia-
ción de las Condiciones Generales de Trabajo que
rijan las relaciones laborales entre la Institución y
sus trabajadores;

XV. Representar a la Institución ante los Organis-
mos de integración y representación de carácter na-
cional e internacional de fomento al Sector, o de
cualquier otra índole relacionados con el objeto so-
cial de la Institución;

XVI. Aquellas facultades que le delegue el Consejo
Directivo, o que resulten necesarias desarrollar pa-
ra el cumplimiento de lo dispuesto en las fracciones
anteriores; o aquellas que le confieran otras leyes,
reglamentos, decretos, acuerdos y disposiciones ad-
ministrativas aplicables;

XVII. Asimismo, el Director General de la Institu-
ción, podrá someter a la consideración del Consejo
Directivo para su aprobación:

a) La designación de Delegados Fiduciarios y de
los servidores públicos de la Institución, que
ocupen cargos con las dos jerarquías inmediatas
inferiores a las de su rango, así como presentarle
las solicitudes de licencia y renuncia de los mis-
mos;

b) La creación de comités regionales consultivos
y de crédito, así como los de su seno, y proveer
lo necesario para su adecuada integración y fun-
cionamiento;

c) El balance general anual de la Institución, jun-
to con el informe y dictamen del auditor externo
y de los comisarios;

d) Los estados financieros de la Institución;

e) Los programas operativos y financieros, pre-
supuestos generales de gastos e inversiones, y las
estimaciones de ingresos anuales de la Institu-
ción, así como sus modificaciones;

f) La cesión de partes del activo o pasivo de la
Institución;

g) Las propuestas de programas anuales de ad-
quisición, arrendamiento y enajenación de bienes
muebles e inmuebles, de realización de obras y
prestación de servicios, que la Institución requie-
ra, así como de las bases, procedimientos, reglas,
requisitos, políticas, lineamientos y las normas
conforme a las cuales la Institución deba contra-
tar las adquisiciones, realizar las enajenaciones de
bienes, arrendamientos, obra inmobiliaria y pres-
taciones de servicios de cualquier naturaleza, de
conformidad con las normas aplicables;

h) La propuesta de inversión en títulos represen-
tativos del capital social de las sociedades a que
se refiere el artículo 8, fracciones IX, X y XII de
la presente Ley;

i) Las propuestas de aplicación de utilidades, así
como la forma y términos en que postule deban
realizarse;

j) La constitución de reservas y fondos necesa-
rios, así como la forma y términos en que consi-
dere se deban realizar;

k) Un informe anual de actividades;

l) La emisión de obligaciones subordinadas;

m) Los programas anuales de publicidad y pro-
paganda de la Institución;

n) La estructura orgánica básica y los reglamen-
tos internos de la Institución, así como las modi-
ficaciones que procedan a los mismos, y los de-
más programas específicos;
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XVIII. Las demás facultades que le confiera el Re-
glamento Interior.

Artículo 32. Los Consejeros, el Director General y los
Delegados Fiduciarios de la Institución, sólo estarán
obligados a absolver posiciones o rendir testimonio en
juicio en representación de la misma, cuando las posi-
ciones y las preguntas se formulen por medio de ofi-
cio, el que contestarán por escrito dentro del término
que señalen las autoridades respectivas. 

Capítulo V
De la vigilancia

Artículo 33. El órgano de vigilancia de la Institución,
estará encomendado a dos comisarios designados por
la Secretaría de la Función Pública y por acuerdo de
los tenedores de la serie “B”, debiendo designar a los
respectivos suplentes.

Los comisarios tendrán en los términos de la Ley de
Instituciones de Crédito, y del Reglamento Interior de
la Institución, las facultades y obligaciones que re-
quieran para el adecuado cumplimiento de sus funcio-
nes, las que podrán ejercer conjunta o separadamente. 

Capítulo VI
Disposiciones Generales

Artículo 34. La institución formulará anualmente:

I. Los programas de recursos financieros, presu-
puestos generales de gastos e inversiones; y

II. Los programas operativos.

Los deberes jurídicos referidos de la Institución referi-
dos con antelación, deberá realizarlos con apego a los
lineamientos, medidas y mecanismos que al efecto es-
tablezca la Secretaría. 

Artículo 35. A la Secretaría corresponde la coordinación,
evaluación y vigilancia de la actuación de la Institución,
así como autorizar las modalidades en la asignación de
recursos, en los términos de los artículos 31, fracción VII,
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
y 31 de la Ley de Instituciones de Crédito. 

La Institución, en el marco de la autonomía de gestión
requerida para su eficaz funcionamiento, y de confor-

midad con las disposiciones legales aplicables, procu-
rará el mejor aprovechamiento y canalización de sus
recursos. 

Artículo 36. Las operaciones realizadas por la Institu-
ción, en la prestación del servicio de banca y crédito
en las que se constituyan garantías reales, deberán re-
alizarse con estricto apego a lo dispuesto por el artícu-
lo 66 de la Ley de Instituciones de Crédito.

Artículo 37. Previa autorización de la Secretaría, la
Institución deberá constituir las reservas y fondos ne-
cesarios para el adecuado cumplimiento del objeto so-
cial que esta Ley reglamenta. Las cantidades que se
hayan llevado a dichas reservas y fondos no se consi-
derarán remanentes de operación. 

Fijado el monto del remanente, y separada la cantidad
que corresponda pagar por el impuesto respectivo, así
como por la participación de los trabajadores en las
utilidades de la Institución, el saldo se aplicará en los
términos previstos por el Reglamento Interior. 

Artículo 38. La Institución otorgará sus financiamien-
tos únicamente a los Organismos del Sector, que asu-
man parcial o totalmente el riesgo de recuperación de
estos apoyos, en cumplimiento de su objeto social. 

Sin perjuicio de lo expresado en el párrafo anterior, la
Institución podrá realizar las siguientes operaciones de
financiamiento: 

I. La inversión accionaria y las inversiones en el
mercado de dinero; 

II. Los financiamientos otorgados por la Institución
por un monto total igual al porcentaje que determi-
ne el Consejo Directivo con autorización de la Se-
cretaría; 

III. Las operaciones que correspondan a prestacio-
nes de carácter laboral otorgadas de manera gene-
ral; 

IV. Las operaciones realizadas con el gobierno fe-
deral, las entidades paraestatales, las entidades fe-
derativas y los municipios; 

V. Los financiamientos a proyectos de infraestruc-
tura, capacitación, tecnología, o cualquier otro ser-
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vicio requerido por las organizaciones, sociedades y
empresas y demás Organismos de integración y re-
presentación del Sector, regulados por la Ley de la
Economía Social y Solidaria, atendiendo a los crite-
rios generales por los cuales se evalúe la rentabili-
dad social que determine la Institución, así como
por las leyes que regulan su naturaleza jurídica es-
pecífica, y el estatuto social o contrato asociativo
respectivo; 

VI. Los financiamientos conjuntos a que se refiere
el artículo 10, fracción IX, de esta Ley; y 

VII. Los financiamientos a los Organismos del Sec-
tor, destinados a proveerlas de liquidez. 

Artículo 39. La Institución enviará al Ejecutivo Fede-
ral por conducto de la Secretaría, y ésta a su vez al
Congreso de la Unión, junto con los Informes sobre la
Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deu-
da Pública y en los recesos de éste, a la Comisión Per-
manente, lo siguiente: 

I. En el informe de enero a marzo de cada año,
una exposición sobre los programas de créditos y
garantías a seguir por la Institución durante el
ejercicio respectivo, indicando las políticas y cri-
terios conforme a los cuales realizará sus opera-
ciones, a efecto de coadyuvar al cumplimiento del
Plan Nacional de Desarrollo, así como un informe
sobre el presupuesto de gasto corriente y de in-
versión de la Institución, correspondiente a dicho
ejercicio; 

II. En el informe de abril a junio de cada año, un in-
forme sobre el cumplimiento del programa anual de
la Institución durante el segundo semestre del ejer-
cicio inmediato anterior y en general, sobre el ejer-
cicio del gasto corriente y de inversión, así como de
las actividades de la Institución en el conjunto de
dicho ejercicio, y 

III. En el informe de julio a septiembre de cada año,
un informe sobre el cumplimiento del programa
anual de la Institución durante el primer semestre
del ejercicio de que se trate. 

Asimismo, la Institución deberá publicar trimestral-
mente en dos periódicos de amplia circulación en el
país, el estado que guarda el patrimonio, así como los

indicadores más representativos de la situación finan-
ciera y de la administración de la Institución. 

Capítulo VII
Del Régimen Laboral

Artículo 40. Las relaciones laborales entre la Institu-
ción y sus trabajadores se regirán por el artículo 123,
apartado “B”, fracción XIII Bis, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como por
la Ley Reglamentaria de dicho precepto y por las con-
diciones generales de trabajo que al efecto se determi-
nen. 

Transitorios

Artículo Primero. Esta Ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Artículo Segundo. Por la sola entrada en vigor de es-
ta Ley, quedará abrogada la Ley Orgánica del Banco
del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el 1o. de junio
de 2001 y deroga aquellas disposiciones legales y ad-
ministrativas que se opongan a lo regulado en esta
Ley.

Artículo Tercero. La Secretaría dispondrá del término
de 180 días naturales a partir de la vigencia de esta
Ley, para que en el orden administrativo establezca lo
necesario para que los recursos humanos, materiales y
financieros del Banco del Ahorro Nacional y Servicios
Financieros puedan ser aprovechas para la operación
de la Institución.

Artículo Cuarto. El Ejecutivo Federal, en un plazo
que no exceda de 180 días naturales contados a partir
de la vigencia de esta Ley, expedirá el decreto me-
diante el cual se transforme el Banco del Ahorro Na-
cional y Servicios Financieros, Sociedad Nacional de
Crédito, Institución de Banca de Desarrollo, en el Ban-
co Social de México, Sociedad Nacional de Crédito,
Institución de Banca de Desarrollo, de acuerdo con las
bases siguientes:

I. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público se-
ñalará la forma y términos en que deberá llevarse a
cabo la transformación, cuidando en todo tiempo la
adecuada protección de los intereses del público;
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II. La transformación surtirá efectos en la fecha que
se indique en el decreto respectivo;

III. Los acreedores del Banco del Ahorro Nacional
y Servicios Financieros no podrán oponerse a la
transformación;

IV. El decreto a que se refiere este artículo, se ins-
cribirá en el Registro Público de Comercio;

V. Mientras se lleva a cabo la citada transformación,
los aspectos operativos y administrativos seguirán
rigiéndose por la Ley Orgánica del Banco del Aho-
rro Nacional y Servicios Financieros y demás dis-
posiciones vigentes con anterioridad a la entrada en
vigor de esta Ley, debiendo el Ejecutivo Federal,
por conducto de la Secretaría, proveer lo necesario
a efecto de que el Banco del Ahorro Nacional y Ser-
vicios Financieros continúe prestando de manera
adecuada y eficiente sus servicios.

VI. Una vez transformada y en tanto se aprueba el
Reglamento Interior de la Institución, seguirá apli-
cándose el Reglamento Interior del Banco del Aho-
rro Nacional y Servicios Financieros;

VII. La conformación de su capital social;

VII. El Director General, así como los consejeros y
comisarios continuarán en el desempeño de sus fun-
ciones mientras no se realicen las nuevas designa-
ciones y mientras los designados no tomen posesión
de sus cargos;

IX. Las Condiciones Generales de Trabajo acorda-
das con anterioridad a la entrada en vigor de esta
Ley, no sufrirán modificación alguna respecto a la
regulación de las relaciones laborales entre los tra-
bajadores y la Institución.

Los procedimientos de conciliación laboral que se
hayan iniciado con anterioridad a la entrada en vi-
gor de esta Ley, se continuarán tramitando hasta su
total terminación conforme a lo establecido en las
Condiciones Generales de Trabajo aplicables al
Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros.

X. Se entienden referidas a la Institución, las ins-
cripciones y anotaciones marginales de cualquier
naturaleza efectuadas en los Registros Públicos de

la Propiedad y del Comercio, así como en cualquier
otro registro del país, relativas al Banco del Ahorro
Nacional y Servicios Financieros, respecto de in-
muebles, muebles, marcas, todo tipo de contratos,
convenios, comisiones de carácter mercantil y cua-
lesquiera otras;

XII. Corresponden a la Institución el ejercicio de las
acciones, excepciones, defensas y recursos de cual-
quier naturaleza deducidos en los juicios o procedi-
mientos administrativos en los que el Banco del
Ahorro Nacional y Servicios Financieros sea parte,
con anterioridad a la fecha en que surta efectos su
transformación. Los poderes y mandatos otorgados,
así como las facultades concedidas por la Sociedad
que se transforma, subsistirán en sus términos en
tanto no sean modificados o revocados expresa-
mente.

Las autorizaciones, poderes, mandatos y demás ac-
tos jurídicos y medidas administrativas, otorgados,
dictados o celebrados con fundamento en la Ley
que se abroga, continuarán en vigor hasta en tanto
no sean revocados o modificados por los órganos o
autoridades competentes;

XIII. Llevada a cabo la transformación, cuando las
leyes, reglamentos y disposiciones administrativas
hagan referencia a la Ley Orgánica del Banco del
Ahorro Nacional y Servicios Financieros o a dicha
Sociedad Nacional de Crédito, dichas referencias se
entenderán hechas a esta Ley o a la Institución, en
lo que no resulte oponible a su naturaleza jurídica,
organización y funcionamiento;

XIV. Previo al inicio de operaciones, la Institución
someterá a la aprobación de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, sus sistemas operativos, de
procesamiento de información y de control interno,
así como sus manuales de organización y opera-
ción.

Artículo Quinto. La Secretaria contará con un plazo
no mayor de 60 días naturales, contados a partir del día
siguiente al de la publicación de esta Ley en el Diario
Oficial de la Federación para designar al Director Ge-
neral de la Institución

Artículo Sexto. La Secretaría deberá expedir el Re-
glamento Interior de la Institución en un plazo no ma-
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yor de 90 días hábiles, contados a partir del día si-
guiente de la entrada en vigor de esta Ley, y deberá pu-
blicarse en el Diario Oficial de la Federación e inscri-
birse en el Registro Público de Comercio, de
conformidad con el artículo 30 de la Ley de Institu-
ciones de Crédito. 

Las modificaciones que se realicen al Reglamento In-
terno de la Institución, también deberán publicarse en
el Diario Oficial de la Federación e inscribirse en el
Registro Público de Comercio. 

Artículo Séptimo. Las operaciones que actualmente
realiza el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Fi-
nancieros, seguirán regulándose por las disposiciones y
autorizaciones aplicables a dicha Sociedad Nacional de
Crédito, en tanto no se expida y apruebe el Reglamen-
to Interior y las Reglas de Operación de la Institución.

Artículo Octavo. La Secretaría contará con un plazo
que no exceda de 180 días naturales, contados a partir
del día siguiente al de la publicación de esta Ley en el
Diario Oficial de la Federación, para constituir la Ins-
titución.

Artículo Noveno. En los ejercicios subsiguientes, la
Secretaria incluirá en el Proyecto Anual de Presupues-
to de Egresos de la Federación, los recursos suficien-
tes para la constitución de los fideicomisos y fondos
de fomento económico, de garantía e inversión a que
se refiere esta Ley.

Artículo Décimo. Para los efectos de lo dispuesto por
los artículos 22 y 24 de esta Ley, en tanto no se sus-
criban los certificados de aportación patrimonial re-
presentativos de la serie “B”, el Consejo Directivo es-
tará integrado por cinco consejeros de la serie “A” y
por dos consejeros independientes. 

Artículo Décimo Primero. Para los efectos del artí-
culo 33 de esta Ley, en tanto no se suscriban los certi-
ficados de aportación patrimonial de la serie “B”, la
vigilancia de la Institución estará encomendada exclu-
sivamente al comisario designado por la Secretaría de
la Función Pública. 

Artículo Décimo Segundo. Para el inicio de opera-
ciones de la Institución, y por única ocasión, la sesión
del Consejo la podrá convocar los consejeros propie-
tarios de la serie “A”. 

Respecto de los consejeros de la serie “B”, la Secreta-
ría emitirá la convocatoria correspondiente con el ob-
jeto de llevar a cabo la asamblea en la que se designen
los mismos, conforme al plazo establecido en el párra-
fo anterior.

Artículo Décimo Tercero. Con el objeto de constituir
el órgano de vigilancia de la Institución, la Secretaría
de la Función Pública deberá notificar de la designa-
ción del funcionario público correspondiente a la Ins-
titución, durante su primera sesión.

Notas

1 Estimación de pobreza sin considerar el indicador de combusti-

ble para cocinar. Medición de la pobreza, Estados Unidos Mexica-

nos, 2012. Consejo Nacional de Evaluación de la Política de De-

sarrollo Social (Coneval).

2 Comunicado de Prensa 046/2013, Secretaría de Hacienda y Cré-

dito Público, 29/VII/2013.

3 Informe sobre Desarrollo Humano 2013 del Programa de las Na-

ciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).

4 Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo. Informalidad Labo-

ral. Inegi.

5 Nota de Reporte Índigo. “El presidente anunció un programa fe-

deral para la formalización del empleo. Pretenden incorporar a 200

mil trabajadores”. Reportera Paulina Villegas - Martes 23 de julio

de 2013 

6 “Hacia el futuro que queremos. Erradicación del hambre y tran-

sición a sistemas agrícolas y alimentarios sostenibles”. Organiza-

ción de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultu-

ra. Roma, 2012

7 Banca Cooperativa y Economía Social en Europa, Ministerio de

Trabajo y Asuntos Sociales, Dirección General de Fomento de la

Economía Social y del Fondo Social Europeo. Bruselas, Octubre

de 2003

8 Cooperativas de crédito: revisión de experiencias internacionales;

Miguel Delfiner, Cristina Pailhé y Silvana Perón, Septiembre 2006.

9 ACI América www.aciamericas.coop. Citado por los autores en

la página 3 de “Cooperativas de crédito: revisión de experiencias

internacionales”; Miguel Delfiner, Cristina Pailhé y Silvana Perón,

Septiembre 2006
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10 Fideicomiso del Fondo de Supervisión Auxiliar de Sociedades

Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Protección a sus Ahorra-

dores, León, Guanajuato. 31 de marzo de 2013.

11 Inclusión Financiera, Comisión Nacional Bancaria y de Valo-

res, Dirección General de Supervisión de Sociedades Cooperativas

de Ahorro y Préstamo. 

12 Informe a abril, Consar, vicepresidencia financiera.

Dado en la sede de la honorable 
Comisión Permanente a 14 de agosto de 2013.

Diputados: Alliet Mariana Bautista Bravo (rúbrica), Silvano Au-

reoles Conejo (rúbrica), Miguel Agustín Alonso Raya, (rúbrica),

Fernando Cuéllar Reyes (rúbrica), Carol Antonio Altamirano,

Martha Lucía Micher Camarena (rúbrica), Valentín González Bau-

tista (rúbrica), Carlos Reyes Gamiz (rúbrica), Silvano Blanco de

Aquino (rúbrica), Amalia Dolores García Medina (rúbrica), María

del Socorro Ceseña Chapa (rúbrica), Gloria Bautista Cuevas (rú-

brica), Lorenia Ibeth Valles Sampedro (rúbrica).

Senadores: Luis Miguel Barbosa Huerta (rúbrica), Benjamín Ro-

bles Montoya (rúbrica), Isidro Pedraza Chávez (rúbrica).

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Agosto 14

de 2013.)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL PÁRRAFO XXIX-R AL AR-
TÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE PARTICIPACIÓN

CIUDADANA, RECIBIDA DE LA DIPUTADA LIZBETH EUGE-
NIA ROSAS MONTERO DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRD, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO DE 2013

Quien suscribe, Lizbeth Eugenia Rosas Montero, di-
putada integrante de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, por el Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, con fundamen-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como
en los artículos 55, fracción II, y 56 del Reglamento
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presento ante esta asamblea, iniciativa con
proyecto de decreto mediante el cual se reforma y adi-
ciona un párrafo XXIX-R al artículo 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de participación ciudadana. 

Planteamiento del problema

Día con día la problemática social se hace más y más
compleja; los problemas se multiplican y se diversifi-
can; ya es común que en casos extremos, la población
toma en sus propias manos las soluciones que por sí el
estado debería brindar; esto es sin particularizar ni un
sector, ni tampoco algún orden de gobierno, es decir,
las problemáticas de diversas materias han rebasado,
en ocasiones, con mucho, las estructuras gubernamen-
tales de la federación de los estados y de los mismos
municipios.

Las propuestas de solución siempre vienen del mismo
lado, de detrás del escritorio; algún ejecutivo estatal o
el mismo federal, algún secretario de estado, el jefe de
gobierno, en el caso del Distrito Federal, legisladores,
locales o federales, siempre proponen algún proyecto
de solución en mayor o en menor medida viable, con-
sensuado, o tal vez, en el peor de los casos, de ocu-
rrencia. Y de ello no se salva ningún gobierno, del co-
lor que sea su extracción partidista.

No es ajeno, para la promovente, que la República me-
xicana vive una democracia representativa en donde la
ciudadanía elige, libremente, a sus gobernantes; más,
los últimos desencuentros electorales en todos los ni-
veles, en todo el país y particularmente en las eleccio-
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nes federales, han redundado en una importante des-
confianza ciudadana.

Lo anterior, aunado a la falta de transparencia, en mu-
chos de los gobiernos municipales, delegacionales en
el caso del DF, estatales y el mismo gobierno federal.
Hacen necesario que actualicemos, vigoricemos e im-
pulsemos otro tipo de democracia, además de la repre-
sentativa, es necesario impulsar modelos de participa-
ción ciudadana directa.

Argumentación

Hoy, no sólo es importante conocer al representante, al
gobernante, al delegado o al presidente municipal, hoy
también es importante y necesario vigilar el cumpli-
miento de su plan de gobierno, involucrarse antes de
que se concluya esa planificación, más aún, integrarse
al gobierno, ya sea al nivel comunitario, municipal, es-
tatal e incluso nacional.

Para ello se requiere de un andamiaje mínimo federal,
que permita al Congreso de la Unión dotar de un mar-
co, de una base legal, y sobre todo de una legislación
fundamental a todos los estados y municipios, que in-
cluya por supuesto al Distrito Federal a incentivar for-
mas de participación ciudadana directas; todo lo que
ocurre en la federación o en alguna entidad, forzosa-
mente ocurre en una colonia, ranchería, unidad habita-
cional, barrio o unidad mínima territorial, es decir, la
participación ciudadana no se agota en los temas loca-
les, tiene uno de sus mayores incentivos, sí, pero tam-
bién le incentivan los temas estatales y nacionales, y
hoy, con la globalización y la acelerada evolución de
las tecnologías de la comunicación, los temas naciona-
les e incluso internacionales dan la vuelta al país y al
mundo en minutos.

La participación ciudadana es una materia que merece
estar en nuestra Carta Magna más allá de regular ins-
trumentos de participación directa, sí, pero individua-
les, como el derecho a votar y ser votado, el derecho a
participar en consultas ciudadanas o a emitir votos en
referéndums o plebiscitos, la participación ciudadana
exige un marco jurídico federal que garantice formas
de organizaciones sociales, no gubernamentales, veci-
nales e incluso productivo-empresariales, más allá de
las mismas propuestas gubernamentales cerradas de
siempre.

En el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática creemos que la democracia repre-
sentativa se debe complementar cada vez más con fór-
mulas de democracia directa y cada vez más
participativa. O, como mejor lo explica, Álvaro Ara-
gón Rivera, en Derechos fundamentales y democracia:

“La democracia entendida como forma de gobierno
supone que el poder fluye desde los ciudadanos ha-
cia arriba. Bobbio la caracterizó como “un conjun-
to de reglas (primarias o fundamentales) que esta-
blecen quién está autorizado para tomar las
decisiones colectivas y bajo qué procedimientos”
(1996: 24). La ventaja de la definición de Bobbio es
que es muy clara. Si se parte del hecho de que en to-
da sociedad se tienen que tomar decisiones obliga-
torias y válidas para todos los miembros de la co-
lectividad, entonces la definición nos dice quién
está autorizado a tomar esas decisiones y cómo se
toman esas decisiones, dejando a los miembros de
cada grupo la elección de cuáles son las decisiones
que más convienen a la colectividad. Si se parte del
hecho de que las sociedades actuales están caracte-
rizadas por su tendencia a la aceptación de la plura-
lidad y la diversidad, por lo tanto, cada colectividad
tiene intereses, problemas y necesidades distintas, y
quizá lo más recomendable es que cada colectivi-
dad decida cuáles son las decisiones que más les
convienen en función de sus características.”

La presente iniciativa también se inscribe en el marco
de la declaratoria del Parlamento Latinoamericano so-
bre Bases Mínimas para la Gobernanza Local, cuyos
resolutivos en un fragmento dicen así:

“Exhortar a los estados miembros del Parlatino a reco-
nocer la existencia y diversidad dentro de nuestras co-
munidades latinoamericanas y sus gobiernos, de la
amplia gama de problemas y de necesidades que ata-
ñen a los ciudadanos en su espacio natural de convi-
vencia.

Que la participación decidida de las ciudades, munici-
pios y autoridades locales de los países latinoamerica-
nos, constituye un factor determinante en la posibili-
dad de enfrentar con éxito y superar los rezagos
sociales, económicos, ambientales e institucionales
que padecen nuestras naciones, ante la falta de su par-
ticipación en el diseño, ejecución y evaluación de las
políticas y programas de estado para tales efectos.
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Que la capacidad local, para tomar decisiones es una
condición indispensable para el desarrollo, y debe ser
apoyada y fortalecida con políticas, programas y me-
canismos institucionales, cuya implementación y pro-
moción constituye una obligación preponderante
del estado, que debe ser salvaguardado y garantizado
en su respectivo marco jurídico constitucional.

Que la participación ciudadana es un proceso funda-
mental para la gobernabilidad democrática, que debe
promover el estado en el ámbito municipal, ya que a
través de ésta los distintos sujetos sociales, en función
de sus respectivas necesidades e intereses, intervienen
en la marcha de los asuntos colectivos con el fin de
mantener, reformar o transformar el orden social y po-
lítico, más allá de los procesos electorales, recono-
ciendo con ello el derecho de los ciudadanos para in-
cidir en las decisiones públicas que afectan su calidad
de vida.”1

Finalmente he de argumentar que con esta reforma,
que dota de competencia específica al Congreso de la
Unión para expedir leyes en materia de participación
ciudadana, no se persigue que el Congreso pueda “en-
trometerse en las competencias que en esta materia,
tienen los estados y municipios, así como el Distrito
Federal, menos aún se busca restringir facultades a las
legislaturas de las entidades federativas o de sus auto-
ridades administrativas”. (Sánchez: 1995).

Lo que sí busco, al presentar esta iniciativa, es forma-
lizar una coordinación urgente y necesaria entre fede-
ración, estados, Distrito Federal y municipios, en ma-
teria de participación ciudadana, para en seguida,
proponer un marco legal general, en el que se puedan
desarrollar instrumentos y formas de participación co-
lectiva y directa, en donde las decisiones ciudadanas,
deliberadas y consensuadas, tengan un impacto real en
la política pública local, estatal y federal, en el corto,
mediano y largo plazo.

En razón de lo expuesto y fundado, someto a conside-
ración de esta asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma y adiciona un párrafo
XXIX-R al artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. …

I. a XXIX-Q. …

XXIX-R. Para expedir leyes en materia de parti-
cipación ciudadana, que establezcan la concu-
rrencia de la federación, los estados, el Distrito
Federal y los municipios, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1. XXVII Asamblea Ordinaria del Parlamento Latinoamericano,

Panamá, 2 de diciembre de 2011, declaración: AO/2011/06. De-

claración en apoyo y promoción de Bases Mínimas para la Gober-

nanza Local en nuestra región. En http://www.parlatino.org/es/or-

ganos-principales/la-asamblea/declaraciones-y-resoluciones-de-la

-asamblea/declaraciones-aprobadas-xxvii/declaraciones-aproba-

das-xxvii/1835.html

Senado de la República, a 14 de agosto de 2013.

Diputada Lizbeth E. Rosas Montero (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Agosto 14 de

2013.)
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QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL

DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA, RECIBIDA DE LA DIPUTA-
DA LIZBETH EUGENIA ROSAS MONTERO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRD, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO DE

2013

Planteamiento del problema

La participación ciudadana es una actividad transver-
sal, que en corresponsabilidad con el ejercicio de go-
bierno, debe brindar certeza, puntualidad y oportuni-
dad en la implementación y evaluación de programas
y políticas públicas, tanto a nivel municipal, estatal co-
mo federal.

Por ello es necesario dotar de un marco jurídico gene-
ral a esta materia, para que en el corto mediano y lar-
go plazo se puedan generar propuestas de solución a
las demandas de la población sin el lastre del paterna-
lismo gubernamental y sí, incluyendo el dinamismo
social que sólo el involucramiento de quienes padecen
la problemática puede brindar.

Argumentación

I. La creciente diversificación de problemáticas en la re-
pública, no en pocas ocasiones ha rebasado la capacidad
gubernamental de los tres niveles y órdenes de gobier-
no, es una realidad innegable y cada vez más frecuente
que la ciudadanía demuestre insatisfacción en lo des-
arrollado por su gobierno municipal, estatal y federal.
Sobre todo en el tema de la inseguridad pública y la es-
casa oferta gubernamental en materia de prevención del
delito; como ejemplo encuéntrense los llamados grupos
organizados de autodefensa, que aunque ejemplo extre-
mo, sirve para demostrar este creciente fenómeno.

La tarea de todo gobierno, en todos los niveles es pro-
poner las medidas y soluciones, que a su criterio, en
ocasiones suficientemente informado y en otras, no
tanto, creen son mejores para las comunidades.

Lo anterior no demerita que en efecto, vivimos en una
democracia representativa en donde la ciudadanía
ejerce una participación directa, sí pero individualiza-
da, al elegir a sus gobernantes y representantes popu-
lares; sin embargo los recientes desencuentros nacio-
nales en materia electoral, aunado a la poca
transparencia con que se conducen muchas autorida-

des de los tres niveles de gobierno, han redundado en
una importante desconfianza ciudadana.

Ahora no sólo es importante conocer al representante,
también es importante y necesario vigilar el cumpli-
miento de lo que se encuentre en su plan de gobierno
y más aún integrarse (sin corporativizarse) a las deci-
siones y deliberaciones, ya sea al nivel comunitario,
municipal, estatal e incluso nacional.

II. Según la investigadora Julieta Camacho Granados,
desde la LVIII legislatura se han presentado cerca de 50
iniciativas que versan sobre participación ciudadana.

En mayor o en menor medida han girado en torno a los
instrumentos clásicos de la participación ciudadana, es
decir, en torno al plebiscito, al referéndum, a la inicia-
tiva popular, de hecho en la legislatura pasada, a penas
en abril de 2012, en el senado, se presentó por parte
del legislador Eugenio Govea Arcos, del partido Mo-
vimiento Ciudadano, una iniciativa en materia de par-
ticipación ciudadana, la cual en la presente se retoma
en gran medida, solo en el apartado de instrumentos de
participación directa; sin embargo y sin restar ni de-
meritar importancia alguna a cualquiera de esas 50 ini-
ciativas es indispensable presentar un proyecto que in-
nove con la fuerza de la aplicación y de la experiencia
a cuestas, es decir es importante proponer fórmulas
que han sido exitosas en mayor o en menor medida y
que en los hechos han demostrado viabilidad, fórmu-
las o propuestas que no buscan, ni mucho menos lo-
gran la perfección pero que sin embargo pueden hacer
la diferencia en una colonia, unidad habitacional o nú-
cleo poblacional mínimo de cualquier municipio del
país.

III. En esta iniciativa ciertamente se retoman los ins-
trumentos de participación directa tradicionales arriba
mencionados; más, se incorporan nuevos esquemas
como el presupuesto participativo y los órganos de re-
presentación ciudadana, que en ningún momento bus-
can rivalizar con expresiones representativas tradicio-
nales o que se fundamentan en los usos y costumbres,
de por ejemplo, pueblos originarios, muy por el con-
trario ésta iniciativa busca fortalecer estas formas de
representación, dotarlas de una formalidad y un reco-
nocimiento, que llegue al ámbito federal e incluso po-
tenciarlas, claro, en donde existan y en aquéllos núcle-
os mínimos poblacionales, en donde no exista este
órgano de representación ciudadana, generarlo.
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IV. Para ello se requiere de un andamiaje mínimo fe-
deral, así como de un fondo de aportaciones federales
que llegue directo a los municipios de los Estados y a
las delegaciones del Distrito Federal, para que sin di-
lación y de inmediato se ponga a disposición de la ciu-
dadanía, bajo unas mínimas y simples reglas de opera-
ción.

V. También se realiza esta propuesta con base en el su-
puesto de la colaboración federal no sólo de órganos
del ejecutivo sino sobre todo en muchos casos de los
Organismos Constitucionales Autónomos, como los
son el Instituto Federal Electoral y los Institutos Elec-
torales Estatales, en donde estén constituidos o sus si-
milares en donde la normatividad local así lo dispon-
ga.

VI. En el Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, creemos que la democracia repre-
sentativa se debe complementar cada vez más con fór-
mulas de democracia directa y cada vez más
participativa, por ello no solo se propone en la presen-
te iniciativa el control y regulación de los instrumen-
tos clásicos de la participación ciudadana como son el
referéndum, el plebiscito y la iniciativa popular.

VII. En la presente iniciativa además de una propues-
ta de órganos de representación ciudadana también se
propone el ejercicio de una parte del presupuesto para
que los ciudadanos de las diversas entidades a través
de sus comunidades decidan qué es lo que más les
conviene, a través de un presupuesto participativo. O,
como mejor lo explica, Álvaro Aragón Rivera, en “De-
rechos Fundamentales y Democracia”:

“La democracia entendida como forma de gobierno
supone que el poder fluye desde los ciudadanos hacia
arriba. Bobbio la caracterizó como “un conjunto de re-
glas (primarias o fundamentales) que establecen quién
está autorizado para tomar las decisiones colectivas y
bajo qué procedimientos” (1996: 24). La ventaja de la
definición de Bobbio es que es muy clara. Si se parte
del hecho de que en toda sociedad se tienen que tomar
decisiones obligatorias y válidas para todos los miem-
bros de la colectividad, entonces la definición nos di-
ce quién está autorizado a tomar esas decisiones y có-
mo se toman esas decisiones, dejando a los miembros
de cada grupo la elección de cuáles son las decisiones
que más convienen a la colectividad. Si se parte del
hecho de que las sociedades actuales están caracteri-

zadas por su tendencia a la aceptación de la pluralidad
y la diversidad, por lo tanto, cada colectividad tiene in-
tereses, problemas y necesidades distintas, y quizá lo
más recomendable es que cada colectividad decida
cuáles son las decisiones que más les convienen en
función de sus características.”

VIII. Ahora bien para poder impulsar tanto los órganos
de representación ciudadana como los proyectos del
presupuesto participativo es menester generar un Fon-
do de Aportaciones Federales, ubicado presupuestal-
mente dentro del ramo 33, en función del número de
habitantes, la participación de la sociedad y la exten-
sión territorial, dicho fondo se distribuirá entre los
Municipios de los Estados y las delegaciones del Dis-
trito Federal, para fomentar la Participación ciudadana
(Fomupaci).

IX. Este esfuerzo que representa la presente iniciativa
también se inscribe en el marco de la declaratoria del
Parlamento Latinoamericano sobre Bases Mínimas pa-
ra la Gobernanza Local, cuyos resolutivos en un frag-
mento dicen así:

“Exhortar a los Estados miembros del Parlatino a
reconocer la existencia y diversidad dentro de nues-
tras comunidades latinoamericanas y sus gobiernos,
de la amplia gama de problemas y de necesidades
que atañen a los ciudadanos en su espacio natural de
convivencia.

Que La participación decidida de las ciudades, mu-
nicipios y autoridades locales de los países latinoa-
mericanos, constituye un factor determinante en la
posibilidad de enfrentar con éxito y superar los re-
zagos sociales, económicos, ambientales e institu-
cionales que padecen nuestras naciones, ante la fal-
ta de su participación en el diseño, ejecución y
evaluación de las políticas y programas de estado
para tales efectos.

Que la capacidad local, para tomar decisiones es
una condición indispensable para el desarrollo, y
debe ser apoyada y fortalecida con políticas, pro-
gramas y mecanismos institucionales, cuya imple-
mentación y promoción constituye una obligación
preponderante del Estado, que debe ser salvaguar-
dado y garantizado en su respectivo marco jurídico
constitucional.
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Que la participación ciudadana es un proceso fun-
damental para la gobernabilidad democrática, que
debe promover el Estado en el ámbito municipal, ya
que a través de ésta los distintos sujetos sociales, en
función de sus respectivas necesidades e intereses,
intervienen en la marcha de los asuntos colectivos
con el fin de mantener, reformar o transformar el or-
den social y político, más allá de los procesos elec-
torales, reconociendo con ello el derecho de los ciu-
dadanos para incidir en las decisiones públicas que
afectan su calidad de vida.”1

X. Es claro que aunque en la presente iniciativa se pre-
sentan las UMT (Unidades Mínimas Territoriales), es
el municipio la unidad en donde se buscará detonar el
mayor desarrollo, ya que es ahí en donde los proble-
mas subsisten, por ello esta iniciativa pretende abonar
en el esclarecimiento de la ambigüedad que existe en,
sobre la manera en que los tres niveles de gobierno
pueden coordinar un desarrollo municipal y en el caso
del D.F. a través de las delegaciones, a fin de que por
un lado sea acorde con las prioridades de las comuni-
dades municipales y por el otro cumpla con las normas
y fines estatales y federales.

Fundamento legal

Quien suscribe, Lizbeth Eugenia Rosas Montero, Di-
putada Federal, integrante de la LXII Legislatura del
Congreso de la Unión por el Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, con fundamen-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55 y 56 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, presento ante esta asamblea iniciativa con pro-
yecto de decreto mediante el cual se expide la Ley
General del Sistema Nacional de Participación Ciuda-
dana.

Con base en lo que antecede, someto a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto

Artículo Único. Se expide la Ley General del Sistema
Nacional de Participación Ciudadana, para quedar co-
mo sigue:

Título Primero

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley tiene dos objetivos pri-
mordiales.

El primero. Instaurar las bases de coordinación entre la
Federación, los Estados, el Distrito Federal, los Muni-
cipios y las delegaciones del Distrito Federal para la
constitución, integración y funcionamiento del Siste-
ma Nacional de Participación Ciudadana.

El Segundo. Establecer las normas y principios ele-
mentales acorde a los cuales se realizará la participa-
ción ciudadana de democracia directa en materias del
orden federal.

Sus disposiciones son de orden público e interés social
y de observancia general en todo el Territorio Nacio-
nal.

Artículo 2. El Sistema Nacional de Participación Ciu-
dadana se integra con las instancias, instrumentos, po-
líticas y acciones previstos en la presente ley, tendien-
tes a cumplir la promoción y difusión de la
participación ciudadana como elemento transversal
para opinar y participar en diversos temas de interés
nacional.

Artículo 3. Para efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Legislativo Federal: Cámaras del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos

II. Legislativo local: Congresos Estatales y Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal.

III. Constitución: Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

IV. Ejecutivo Federal: Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos.

V. Ejecutivos locales: Gobernadores y Jefe de Go-
bierno.

VI. Entidades: Los 31 estados de la República y el
Distrito Federal.
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VII. Fomupaci: Fondo Municipal de Participación
Ciudadana

VIII. Ley: Ley General del Sistema Nacional de
Participación Ciudadana.

IX. Presupuesto Participativo: Presupuesto asigna-
do por municipio y/o delegación del Distrito Fede-
ral, que se ejecutará conforme cada Unidad Mínima
Territorial, lo establezca.

X. Sistema (SNPC): Sistema Nacional de Participa-
ción Ciudadana.

XI. Tribunal Federal: Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación.

XII. Tribunales Locales: Tribunales Electorales de
las 32 Entidades federativas

XIII. Instituto: Instituto Federal Electoral

XIV. Órganos Electorales: Organismos electorales
locales de las 32 entidades federativas.

XV. Órganos de Representación: Comités Ciudada-
nos electos en las UMT, consejos Ciudadanos Mu-
nicipales, consejos Ciudadanos Delegacionales,
consejos Ciudadanos Estatales, consejo Ciudadano
del distrito Federal y consejo ciudadano Nacional

XVI. Unidad Mínima Territorial (UMT): Colonias,
unidades Habitacionales, Barrios, Pueblos Origina-
rios, y demás divisiones de los espacios geográficos,
determinados por las autoridades competentes, para
efectos de participación y representación ciudadana,
que se hacen con base en la identidad cultural, so-
cial, étnica, política, económica y demográfica.

Artículo 4. El ámbito de aplicación de esta ley corres-
ponde a las 32 entidades federativas, en donde sus res-
pectivas autoridades locales cumplan con las disposi-
ciones contenidas en este ordenamiento. También el
ámbito de aplicación de esta ley corresponde a los ac-
tos legislativos, administrativos, reglamentarios o nor-
mativos del Congreso, del Ejecutivo Federal y de los
órganos autónomos constitucionales.

La participación ciudadana se regirá por los principios
de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad,

corresponsabilidad, pluralidad, solidaridad, tolerancia
y objetividad.

Artículo 5. Cuando las disposiciones de esta ley com-
prendan materias y acciones que incidan en diversos
ámbitos de competencia de la Federación, los Estados,
el Distrito Federal, de los municipios o de las delega-
ciones del Distrito Federal, se aplicarán y ejecutarán
mediante convenios generales y específicos entre las
partes componentes del sistema Nacional de Participa-
ción ciudadana.

La coordinación y aplicación de esta ley se hará con
absoluto respeto de las atribuciones constitucionales
que tengan autoridades, instituciones y órganos autó-
nomos constitucionales y demás autoridades que inter-
vengan en el SNPC.

Artículo 6. Los derechos observados en esta ley no
excluyen otros derivados de cualquier fuente legal y
legítima.

Artículo 7. Para ejercer el derecho de participar en los
mecanismos de participación ciudadana, los ciudada-
nos deberán acreditar ante la autoridad correspondien-
te que se encuentran en pleno goce de sus derechos, y
que se encuentran inscritos en el padrón y en la lista no-
minal de electores, además de contar con credencial pa-
ra votar vigente, y no encontrarse dentro de los supues-
tos establecidos en el artículo 38 de la Constitución.

Capítulo II
De los Mecanismos de Participación Ciudadana

Artículo 8. Son mecanismos de participación ciudada-
na, los siguientes:

I. Plebiscito

II. Referéndum

III. Iniciativa Popular

IV. Presupuesto Participativo

Artículo 9. No se someterá a plebiscito, referéndum ni
iniciativa popular, los actos legislativos, administrati-
vos, reglamentarios o normativos del Poder Legislati-
vo Federal, del Poder Ejecutivo Federal y de los órga-
nos autónomos constitucionales, relativos a:
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I. Materias de carácter tributario, fiscal o de egresos
de la Federación

II. Régimen interno de la administración pública fe-
deral

III. Los actos realizados por el Ejecutivo Federal
por causa de utilidad pública

IV. Regulación interna del Congreso de la Unión o
de alguna de sus Cámaras

V. Los reglamentos internos del Poder Judicial de la
Federación

VI. Actos cuya realización tengan carácter obligato-
rio en términos de la Constitución y de de las leyes
aplicables.

Artículo 10. La participación en los mecanismos se-
ñalados en esta Ley, es un derecho y una obligación
del ciudadano, desempeñando los cargos que le sean
encomendados por las autoridades competentes, con
motivo de la aplicación de la presente Ley.

Artículo 11. Podrán participar en los procesos de los
mecanismos de participación ciudadana todos los ciu-
dadanos mexicanos residentes en el territorio nacional
y en el extranjero, siempre y cuando cumplan con las
disposiciones constitucionales y legales correspon-
dientes.

Artículo 12. Para efectos de esta ley, se entenderá co-
mo trascendental para el orden público y el interés so-
cial, aquellos actos o decisiones, y aquellas disposi-
ciones constitucionales o legales, que afecten de forma
directa y comprobable, por lo menos a la mitad más
uno de los Estados o el Distrito Federal, o bien a las
dos terceras partes de la población del país, de acuer-
do con los datos más recientes del Censo Población de
Vivienda o del Conteo de Población, según sea el ca-
so.

Artículo 13. En los procesos de plebiscito y de refe-
réndum sólo podrán participar los ciudadanos mexica-
nos que cuenten con Credencial para Votar vigente,
expedida por lo menos sesenta días antes del día de la
consulta.

Artículo 14. Corresponde al Instituto:

I. Calificar la procedencia de los procesos de ple-
biscito y de referéndum.

II. Iniciar cada proceso de plebiscito y de referén-
dum con la publicación de una convocatoria en el
Diario Oficial de la Federación, así como su difu-
sión en por lo menos tres de los principales diarios
de circulación nacional y en los medios de comuni-
cación electrónicos.

III. Organizar, realizar y efectuar el cómputo de los
procesos de plebiscito y referéndum

IV. Ordenar, en su caso, los actos necesarios en los
términos de esta ley.

V. Declarar los efectos del plebiscito y referéndum,
y publicar los resultados en el Diario Oficial de la
Federación y en por lo menos tres de los principales
diarios de circulación nacional y ordenará su difu-
sión en los medios de comunicación electrónicos.

Artículo 15. En el año en que se celebren elecciones
federales para cargos de representación popular no se
realizará procedimiento de ningún mecanismo de par-
ticipación ciudadana, ni durante los sesenta días pre-
vios y posteriores al inicio y conclusión del proceso
electoral.

Título Segundo
Del Sistema Nacional de Participación Ciudadana

Capítulo I
Generalidades del SNPC.

Artículo 16. Las autoridades competentes de la Fede-
ración, los Estados, el Distrito Federal y los munici-
pios se coordinarán para:

I. Propiciar la Normatividad local pertinente y ne-
cesaria para integrarse al sistema.

II. Adecuar la Normatividad existente para hacerla
compatible con el sistema.

III. Establecer las condiciones suficientes y necesa-
rias para realizar a la brevedad posible la elección
de los Órganos de Representación Ciudadana en las
UMT.
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IV. Facilitar la correcta aplicación del Presupuesto
Participativo en las UMT a través del Fomupaci

V. Otorgar todas las facilidades para el desarrollo y
funcionamiento de los órganos de Representación
Ciudadana.

Artículo 17. El sistema se encargará de operar el Fo-
mupaci a efecto de que el ejecutivo federal a través de
la secretaría y dependencias correspondientes entre-
guen directamente a los municipios y delegaciones del
Distrito Federal los recursos federales para la opera-
ción de los órganos de representación ciudadana y pa-
ra la ejecución del presupuesto participativo en cada
UMT.

Artículo 18. Cada congreso local y la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal, cuando así lo estimen
conveniente realizarán las adecuaciones necesarias a
sus marcos legales a fin de establecer en una Ley de
Participación ciudadana, las formas y los plazos en
que su órgano electoral local, habrá de llevar a cabo la
elección de los órganos de representación ciudadana.

Artículo 19. El Sistema Nacional de Participación
Ciudadana se conformará por los comités ciudadanos
electos de manera libre, secreta y transparente en cada
UMT de los municipios y delegaciones del Distrito
Federal; de la representación de cada comité se forma-
rá el consejo ciudadanos municipal y consejo ciudada-
no delegacional para el caso de las 16 delegaciones del
Distrito Federal, de representantes los Consejos ciuda-
danos municipales y delegacionales se formará el con-
sejo ciudadano estatal y del Distrito Federal y final-
mente de los representantes de los consejos
ciudadanos estatales y del Distrito Federal Emergerá
el Consejo Ciudadano Nacional.

Capítulo II
Del Fondo Municipal de Participación Ciudadana

Fomupaci

Artículo 20. El Fomupaci solo podrá operar en aqué-
llas entidades en donde se cumpla con las estipulacio-
nes marcadas en la presente Ley y de conformidad con
la misma.

Artículo 21. El ejecutivo Federal determinará el mon-
to del El Fomupaci, que es un Fondo de Aportaciones
Federales, ubicado presupuestalmente dentro del ramo

33, en función del número de habitantes, la participa-
ción de la sociedad y la extensión territorial de los mu-
nicipios y delegaciones del Distrito Federal, dicho
fondo se distribuirá entre los Municipios de los Esta-
dos y las delegaciones del Distrito Federal, para fo-
mentar la Participación ciudadana. (Fomupaci), a tra-
vés del Presupuesto Participativo y de los órganos de
Representación ciudadana. Así mismo, el ejecutivo fe-
deral, emitirá las reglas de operación pertinentes para
el óptimo desempeño de este fondo.

Capítulo III
De los Órganos de Representación Ciudadana

Artículo 22. Los Comités Ciudadanos, los consejos
ciudadanos municipales y delegacionales y los conse-
jos ciudadanos estatales y del Distrito Federal, estarán
a lo que disponga la Ley local de la Materia, en cuan-
to a organización funciones y apoyos estatales, del
Distrito Federal, municipales y delegacionales según
corresponda.

Artículo 23. Los comités Ciudadanos serán electos en
la UMT, en elecciones organizadas por el órgano elec-
toral estatal, conforme se prevea en la Ley local co-
rrespondiente, en donde al menos se contemplarán las
siguientes atribuciones:

i) Estar conformado por no menos de 5 ciudadanos,
ni más de 15.

ii) Representar los intereses colectivos de los habi-
tantes de la colonia o UMT, así como, conocer, in-
tegrar, analizar y promover las soluciones a las de-
mandas o propuestas de los vecinos de su UMT.

iii) Recibir las propuestas de vecinos sobre el pre-
supuesto participativo por UMT

iv) En cada UMT se reunirá una Asamblea Ciudada-
na, integrada por los ciudadanos y habitantes con-
forme lo establezca la Ley local correspondiente, di-
cha Asamblea es el órgano máximo de decisión en
Participación Ciudadana. El comité ciudadano Ins-
trumentará las decisiones y dará seguimiento a los
acuerdos de la Asamblea ciudadana.

v) Promover la organización democrática de los ha-
bitantes y ciudadanos para la resolución de los pro-
blemas colectivos.
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vi) Prever dentro de su organización una Coordina-
ción de Prevención Social del Delito.

Artículo 24. El Consejo Ciudadano Nacional, es la re-
presentación ciudadana de las 32 entidades federati-
vas, conformado por las representaciones electos entre
los mismos integrantes de los comités ciudadanos de
todo el país, de manera proporcional según la pobla-
ción que cada entidad represente y de acuerdo a lo es-
tablezca el reglamento de la presente Ley.

Sus funciones principales son:

I. Ser un órgano de representación ciudadana nacio-
nal, ante autoridades federales.

II. Fomentar la participación ciudadana atendiendo
y en su caso gestionando las necesidades colectivas
y demandas por entidad.

III. De entre los miembros del Consejo se elegirá a
un presidente que durará en el encargo un año.

IV. El consejo ciudadano nacional se renovará pe-
riódicamente conforme lo establezca el reglamento
de la presente ley.

V. Al pleno del Consejo Ciudadano Nacional po-
drán acudir los secretarios de estado a rendir infor-
mes de las actividades realizadas conforme al re-
glamento de la presente Ley.

VI. Recibir información por parte de las autoridades de
la Administración Pública Federal en términos de las
leyes aplicables, Y difundir dicha información entre la
representación ciudadana de su entidad federativa.

Título Tercero
De la Instrumentación de los Mecanismos de 

Participación Ciudadana en el Ámbito Federal

Capítulo I
Del Plebiscito

Artículo 25. El plebiscito es el mecanismo de partici-
pación ciudadana que tiene por objeto someter a con-
sideración de los ciudadanos la aprobación o rechazo
de los actos o decisiones del Ejecutivo Federal o de los
órganos autónomos constitucionales, que sean trasce-
dentes para el orden público y el interés social.

Artículo 26. El plebiscito lo podrán promover:

I. El Titular del Poder Ejecutivo Federal

II. La Cámara de Diputados

III. La Cámara de Senadores

IV. La Comisión Permanente del Congreso

V. Los Congresos de los Estados

VI. Los ciudadanos mexicanos

Artículo 27. El Ejecutivo Federal podrá solicitar a la
autoridad competente que se someta a plebiscito la
aprobación o rechazo de actos o decisiones de su go-
bierno o de los órganos autónomos constitucionales.

Artículo 28. La Cámara de Diputados, la Cámara de
Senadores y la Comisión Permanente del Congreso
podrán solicitar a la autoridad competente, con la
aprobación de cuando menos las dos terceras partes de
sus integrantes, que se someta a plebiscito la aproba-
ción o rechazo de actos o decisiones del Ejecutivo Fe-
deral o de los órganos autónomos constitucionales.

Artículo 29. La petición que realicen los Congresos de
los Estados de que se someta a plebiscito la aprobación
o rechazo de actos o decisiones del Ejecutivo Federal o
de los órganos autónomos constitucionales, deberá
contar con el apoyo de, por lo menos, la mitad más uno
de los Congresos, previa aprobación de las dos terceras
partes de los integrantes de cada Congreso.

Artículo 30. Los ciudadanos podrán solicitar que se
someta a plebiscito la aprobación o rechazo de actos o
decisiones del gobierno federal que consideren como
trascendentes para el orden público y el interés social,
siempre y cuando se acredite el apoyo de, cuando me-
nos, el 3% de los electores registrados en la Lista No-
minal de Electores.

Artículo 31. Toda solicitud de plebiscito deberá con-
tener, por lo menos:

I. El acto que se pretende someter a plebiscito

II. Una exposición de motivos en la que se señalen
de manera puntual las razones políticas, económi-
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cas y sociales por las que el acto que se pretende so-
meter a plebiscito se considera trascendente para el
orden público y el interés social de la nación

III. Propuesta de pregunta a consultar

IV. La documentación que acredite legalmente ha-
ber cumplido con los requisitos para solicitar ante la
autoridad competente la realización de plebiscito

Artículo 32. La solicitud de plebiscito deberá ser pre-
sentada al Instituto dentro de los treinta días siguientes
a la fecha o antes de realizado el acto que lo motive,
que tendrá un plazo de diez días para calificar su pro-
cedencia o improcedencia.

Artículo 33. Cuando la solicitud de plebiscito sea mo-
tivada por un acto o decisión del Instituto, el procedi-
miento corresponderá al Ejecutivo Federal, salvo la
organización y realización.

Artículo 34. En los procesos de plebiscito sólo podrán
participar los ciudadanos mexicanos que cuente con
Credencial para Votar vigente, expedida por lo menos
sesenta días antes del día de la consulta.

Artículo 35. El Instituto hará la declaratoria de los
efectos del plebiscito y publicará los resultados en el
Diario Oficial de la Federación y en por lo menos tres
de los principales diarios de circulación nacional y or-
denará su difusión en los medios de comunicación
electrónicos.

Artículo 36. Los resultados del plebiscito tendrán ca-
rácter vinculatorio para los actos del Poder Ejecutivo y
de los órganos autónomos constitucionales, sólo cuan-
do haya votado al menos el cincuenta por ciento de los
ciudadanos registrados en la Lista Nominal de Electo-
res, al momento de hecha la solicitud, y de los votos
emitidos más del cincuenta por ciento haya sido en un
mismo sentido.

Artículo 37. Si el resultado del plebiscito es en senti-
do de desaprobar el acto cuestionado, el Ejecutivo Fe-
deral emitirá, en un plazo no mayor a diez días, el de-
creto revocatorio procedente. Para el caso de los
órganos autónomos constitucionales, el Titular emiti-
rá, en el mismo plazo, el acuerdo correspondiente. En
ambos casos, decreto o acuerdo, serán publicados en el
Diario Oficial de la Federación.

En ningún caso se podrá expedir decreto o emitir
acuerdo en el mismo sentido de lo que se haya des-
aprobado mediante plebiscito, dentro de los dos años
siguientes, contados a partir de su publicación en el
Diario oficial de la Federación.

Capítulo II
Del Referéndum

Artículo 38. El referéndum es el mecanismo de parti-
cipación ciudadana por medio del cual los ciudadanos
mexicanos manifiestan su aprobación o rechazo sobre
la creación, modificación, derogación o abrogación de
disposiciones de la Constitución y de leyes emitidas
por el Congreso de la Unión.

Artículo 39. El referéndum lo podrán promover:

I. El Titular del Poder Ejecutivo Federal

II. La Cámara de Diputados

III. La Cámara de Senadores

IV. La Comisión Permanente del Congreso

V. El titular del Poder Ejecutivo de cualquier enti-
dad federativa

VI. Los Congresos de los Estados

VII. Los ciudadanos mexicanos

Artículo 40. El referéndum podrá ser solicitado cuan-
do la creación, modificación, derogación o abroga-
ción de disposiciones de la Constitución y de leyes
emitidas por el Congreso de la Unión, sean de tras-
cendencia para el orden público y el interés social de
la nación.

Artículo 41. Las materias de las leyes o decretos emi-
tidos por el Congreso que se pretendan someter a Re-
feréndum deberán referirse a las descritas en el artícu-
lo 73 de la Constitución, salvo aquellas que versen
sobre los temas señalados en el artículo 9 de esta ley.

Artículo 42. La Cámara de Diputados, la Cámara de
Senadores y, en su caso, la Comisión Permanente, po-
drán cada una por sí mismas, decidir con el voto de las
dos terceras partes de sus integrantes, si se somete o no
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a referéndum la creación, modificación, derogación o
abrogación de disposiciones constitucionales o lega-
les.

Artículo 43. Un titular del Poder Ejecutivo de cual-
quier entidad federativa puede solicitar, con el respal-
do de las dos terceras partes de los integrantes del
Congreso local, que se someta a referéndum la crea-
ción, modificación, derogación o abrogación de dispo-
siciones constitucionales o legales.

Artículo 44. El referéndum podrá ser solicitado por
las entidades federativas cuando la petición la formu-
len, al menos, diecisiete Congresos locales que debe-
rán contar, cada uno, con la aprobación de las dos ter-
ceras partes de sus integrantes.

Artículo 45. Los ciudadanos podrán solicitar que se
someta a referéndum la creación, modificación, dero-
gación o abrogación de disposiciones constitucionales
o legales que consideren como trascendentes para el
orden público y el interés social, siempre y cuando se
acredite el apoyo de, cuando menos, del 1% de los
electores registrados en la Lista Nominal de Electores.

Artículo 46. Toda solicitud de referéndum deberá ser
presentada al Instituto dentro de los treinta días si-
guientes a la fecha de publicarse la disposición consti-
tucional o legal de que se trate en el Diario Oficial de
la Federación.

Artículo 47. La solicitud de referéndum deberá conte-
ner, por lo menos:

I. La mención precisa del ordenamiento, motivo de
la solicitud, así como el o los artículos correspon-
dientes que se proponen someter a referéndum

II. Una exposición de motivos en la que se señalen
de manera puntual las razones políticas, económi-
cas y sociales por las que se considera trascendente
para el orden público y el interés social de la nación
realizar el referéndum

III. La documentación que acredite legalmente ha-
ber cumplido con los requisitos para solicitar ante la
autoridad competente la realización de referéndum.

El Instituto contará con diez días para resolver la pro-
cedencia o no de la solicitud de referéndum.

Artículo 48. Ninguna solicitud de referéndum será vá-
lida cuando se presente después de treinta días de ha-
berse publicado en el Diario Oficial de la Federación
la disposición constitucional o legal de que se trate.

Artículo 49. Los resultados del referéndum tendrán
carácter vinculatorio sólo cuando haya votado, al me-
nos el cincuenta por ciento de los ciudadanos regis-
trados en la Lista Nominal de Electores, al momento
de hecha la solicitud; y que de los votos emitidos,
más del cincuenta por ciento haya sido en el mismo
sentido.

Artículo 50. Si el resultado del referéndum es en sen-
tido de desaprobar la disposición constitucional o le-
gal, el Ejecutivo Federal, en un plazo no mayor a cin-
co días después de que el Instituto haya dado a
conocer los resultados, expedirá y publicará en el Dia-
rio Oficial de la Federación el decreto que contenga la
abrogación de la disposición motivo del referéndum.

En ningún caso se podrá expedir decreto o emitir
acuerdo en el mismo sentido de lo que se haya des-
aprobado mediante referéndum, dentro de los dos años
siguientes, contados a partir de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Capítulo III
De la Iniciativa Popular

Artículo 51. La iniciativa popular es el mecanismo
mediante el cual los ciudadanos mexicanos presentan
ante cualquiera de las Cámaras que integran el Con-
greso o, en su caso, ante la Comisión Permanente, pro-
yectos de creación, modificación, reforma, derogación
o abrogación de leyes y decretos.

Artículo 52. La iniciativa popular la podrán promover,
por lo menos, el 0.05% de los electores registrados en
la Lista Nominal de Electores, mediante escrito dirigi-
do a la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados o de la Cámara de Senadores, según la
materia de que se trate, de acuerdo a lo establecido en
la Constitución. Durante los recesos de las Cámaras
del Congreso el escrito se podrá presentar a la Presi-
dencia de la Comisión Permanente.

Artículo 53. Todo proyecto de iniciativa popular de-
berá contener, por lo menos:
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I. Encabezado o título, en el que se indique si se tra-
ta de una nueva ley o, en su caso, el o los artículos
legales motivo de la iniciativa

II. Fundamento legal

III. Exposición de motivos que contenga las razones
de carácter político, económico y social en que se
sustenta el proyecto

IV. Texto normativo que se propone de nuevos or-
denamientos o reformas a los ya existentes

V. Régimen transitorio y, en su caso, señalar la le-
gislación a derogar o abrogar

VI. Lugar y fecha de formulación

VII. Listado con los nombres, firmas y datos de la
Credencial para Votar de cada uno de los ciudada-
nos que suscriben el proyecto de iniciativa popular.

VIII. Nombre y domicilio de un representante co-
mún para recibir notificaciones La iniciativa se pre-
sentará en medio impreso y en archivo electrónico,
así como los documentos anexos que se consideren
puedan facilitar la comprensión y el análisis del
proyecto.

Artículo 54. La Mesa Directiva de la Cámara en que
se presente o, en su caso, de la Comisión Permanente,
determinará, de manera fundada y motivada, si se
cumplen o no los requisitos señalados en el artículo
anterior, y su resolución se notificará al representante
acreditado por los promoventes y, además, se publica-
rá en la Gaceta Parlamentaria.

Artículo 55. Cuando la iniciativa popular sea admiti-
da, será presentada al Pleno legislativo por parte de un
integrante de la Mesa Directiva, y se someterá al pro-
ceso legislativo previsto en la Constitución, la Ley Or-
gánica del Congreso y en los Reglamentos de las Cá-
maras de Diputados y de Senadores.

Artículo 56. En caso de que el proyecto de iniciativa
popular sea desechado, no podrá promoverse nueva-
mente antes de transcurridos ciento ochenta días, con-
tados a partir de haberse publicado tal resolución en la
Gaceta Parlamentaria.

Capítulo IV
Del Financiamiento

Artículo 57. El Ejecutivo Federal contemplará en la
conformación del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración, incluso en la excepción contemplada en el artí-
culo 15 de esta ley, una partida especial dentro del pre-
supuesto del Instituto destinada para cuestiones
relativas a los mecanismos de participación ciudadana.

Artículo 58. El presupuesto asignado al Instituto que
no se ejerza, en cumplimiento de lo que señala el artí-
culo 15 de esta ley, no será considerado como subejer-
cicio presupuestal y, por tanto, no podrá ser reasigna-
do a ningún otro programa, ni del Instituto ni de
ninguna otra dependencia.

Artículo 59. En el caso que se indica en el artículo an-
terior, los recursos no aplicados se destinarán a pro-
gramas de capacitación y difusión de los mecanismos
de participación ciudadana en todo el país.

Artículo 60. El Instituto contemplará dentro de su
Programa Operativo Anual los recursos suficientes pa-
ra que los ciudadanos mexicanos en el extranjero ejer-
zan plenamente sus derechos a participar en los meca-
nismos de participación ciudadana.

Artículo 61. En ningún caso el Estado mexicano, y
particularmente el Instituto, podrán argumentar la in-
suficiencia o falta de recursos como motivo para no re-
alizar cualquier procedimiento de los mecanismos de
participación ciudadana. Bajo ninguna circunstancia,
los ciudadanos, individual o colectivamente, aportarán
recursos propios para llevar a cabo cualquiera de las
etapas del plebiscito, referéndum o iniciativa popular.

Capítulo V
De los Recursos de Impugnación

Artículo 62. Las resoluciones del Instituto, así como
los resultados consignados en las actas de cómputo, en
relación a los procesos de cualquiera de los mecanis-
mos de participación ciudadana, podrán ser impugna-
das por los promoventes ante el Tribunal.

Artículo 63. Los recursos se sustanciarán y resolverán
por parte del Tribunal, aplicando en lo conducente lo
establecido en el Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales y en la Ley General del
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Sistema de Medios de Impugnación en Materia Elec-
toral.

Artículo 64. El incumplimiento de las disposiciones
contenidas en esta ley, por parte de autoridades y ciu-
dadanos, será sancionado administrativa y penalmen-
te, según el caso, de conformidad con lo que dispon-
gan las leyes correspondientes.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los Congresos Estatales y la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal, contarán con un año con-
tado a partir de la publicación de la presente para ade-
cuar sus marcos legales locales, en caso de que
decidan participar del fondo federal para la participa-
ción ciudadana (Fomupaci).

Tercero. En un plazo no mayor a ciento ochenta días,
contados a partir de la entrada en vigor del presente
Decreto, el Ejecutivo Federal y el IFE, se coordinarán
a fin de emitir un reglamento que contenga tanto las
disposiciones para reglamentar la ley en general como
los preceptos y normas que se requieran para el ade-
cuado desarrollo de los mecanismos de participación
ciudadana.

Cuarto. Las Entidades de la Federación que deseen
adherirse al Sistema Nacional de Participación Ciuda-
dana para recibir las participaciones que establezca es-
ta Ley y su reglamento, lo harán mediante convenio,
que deberá ser aprobado por su legislatura, que cele-
bren con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
También, con aprobación de la legislatura local, las
entidades, podrán dar por terminado el convenio.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el go-
bierno de la entidad de que se trate, ordenarán la pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación y en el
Periódico Oficial de la entidad, u órgano similar, res-
pectivamente, del convenio celebrado, por el cual la
entidad se adhiera; del acto por el que se separe del sis-
tema; y de los decretos de la Legislatura de la Entidad
por los cuales se aprueben dichos actos, que surtirán
efectos a partir del día siguiente a la publicación que
se efectúe en último lugar.

Nota

1 XXVII Asamblea ordinaria del Parlamento Latinoamericano, Pa-

namá, 2 de diciembre de 2011, declaración: AO/2011/06Declara-

ción en apoyo y promoción de Bases Mínimas para la Gobernanza

Local en nuestra región. En http://www.parlatino.org/es/organos-

principales/la-asamblea/declaraciones-y-resoluciones-de-la-asam-

blea/declaraciones-aprobadas-xxvii/declaraciones-aprobadas-

xxvii/1835.html

Senado de la República, sede de la Comisión Perma-
nente del H. Congreso de la Unión, a los 14 días del
mes de agosto de 2013.

Diputada Lizbeth Eugenia Rosas Montero (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Gobernación. Agosto 14 de 2013.)

QUE ADICIONAN EL NUMERAL 7 AL ARTÍCULO 26 Y UN PÁ-
RRAFO SEGUNDO AL NUMERAL 1 DEL ARTÍCULO 29 DE LA

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS, Y REFORMA Y ADICIONA LOS

ARTÍCULOS 19 Y 22 DEL REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE

DIPUTADOS, RECIBIDA DEL DIPUTADO FERNANDO ZÁRATE

SALGADO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES

14 DE AGOSTO DE 2013

El que suscribe, diputado federal a la LXI Legislatura
del Congreso de la Unión e integrante del Grupo Par-
lamentario de la Revolución Democrática, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, 73, fracción
XIV, 78, fracción III, y 135 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 122, numeral 1, de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
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Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
del Congreso de la Unión, Iniciativa con proyecto de
decreto, por el que se adicionan el numeral 7 al artícu-
lo 26 y un párrafo segundo al numeral 1 del artículo 29
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y se reforman y adicionan los
artículos 19 y 22 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La transparencia y la rendición de cuentas en el ejerci-
cio de los recursos públicos es un principio constitu-
cional y de gobierno que favorece la construcción de
una ciudadanía participativa, garantiza la correcta
aplicación de los recursos públicos y evita la malver-
sación de fondos.

No resulta ocioso, en consecuencia, insistir en que los
tres Poderes de la Unión y en todos los ámbitos de go-
bierno, el acceso a la información y la transparencia en
la rendición de cuentas debe ser una práctica cotidiana
de la cual la Cámara de Diputados debe constituirse
como un baluarte incólume.

No obstante lo anterior, el ejercicio de los recursos en
la Cámara de Diputados no ha sido todo lo transparen-
te que se requiere en los tiempos en que vive nuestro
país. Debemos recordar que los actos de corrupción,
que se evitan con las mejores prácticas de transparen-
cia, es una puerta abierta para la delincuencia organi-
zada. Es deber del Poder Legislativo poner el ejemplo
a toda la administración pública en México, en el ejer-
cicio correcto del gasto, garantizar el derecho al acce-
so a la información de la ciudadanía mexicana y esta-
blecer altos parámetros en materia de rendición de
cuentas.

Ha sido una posición histórica de nuestro grupo parla-
mentario proponer a la Cámara de Diputados eliminar
de nuestra Ley Orgánica y del Reglamento que nos ri-
ge, todas las disposiciones que favorecen la opacidad
y la discrecionalidad en el uso de los recursos, cuyos
únicos beneficiarios son sólo una parte de la élite de
legisladores que creen poder transformar a este Poder
en una mina de la cual se pueden extraer todos los fon-
dos financieros que les hacen falta para controlar, de
manera extralegal, procesos electorales y proyectos

personales, en detrimento de la función legislativa que
les ha sido encomendada.

Es por ello que, en esta ocasión, proponemos a esta
honorable asamblea la modificación de los artículos
relativos a las ministraciones financieras que se hacen
a los grupos parlamentarios, para que sea la Junta de
Coordinación Política quien recabe los informes de es-
tos grupos, se establezca la limitación para la aplica-
ción de los mismos únicamente en los conceptos para
el que fueron autorizados y, por último, se establece
que ningún acuerdo de alguno de los órganos de go-
bierno de esta Cámara puede evitar la publicidad de
estos informes. Las mismas disposiciones quedan pro-
puestas para la modificación de los artículos 19 y 22
del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito
someter a consideración de esta honorable asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto

Primero. Se adicionan el numeral 7 al artículo 26 y un
párrafo segundo al numeral 1 del artículo 29 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 26

1. a 6. ...

7. Respecto de los recursos asignados en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el desem-
peño de las actividades legislativas, los Grupos Par-
lamentarios llevarán cuenta exacta de los que les
correspondan e informarán trimestralmente de su
ejercicio a la Junta de Coordinación Política, quien
a su vez lo publicará íntegramente en la gaceta par-
lamentaria.

Estos recursos sólo podrán aplicarse a los concep-
tos para los que fueron asignados, con excepción de
lo previsto en el propio Presupuesto de Egresos de
la Federación. En ningún caso y por ningún moti-
vo, los órganos de gobierno de la Cámara podrán
impedir la publicidad del destino de todos los re-
cursos de los grupos parlamentarios, privilegiando,
en todo momento, el principio de máxima publici-
dad.
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Artículo 29 ...

...

En el caso de las subvenciones ordinarias o ex-
traordinarias a que hace referencia al presente nu-
meral, cada grupo parlamentario llevará control
estricto de su ejercicio y presentará informe tri-
mestral pormenorizado de los gastos efectuados
acompañado de los comprobantes fiscales que so-
porten dichos gastos. Los informes serán publica-
dos íntegramente en la gaceta parlamentaria.

Segundo. Se reforman y adicionan los artículos 19 y
22 del Reglamento de la Cámara de Diputados, para
quedar como sigue:

Artículo 19.

1. Los grupos utilizarán los recursos financieros, hu-
manos y materiales que les proporcione la Cámara, só-
lo para el cumplimiento de sus funciones e informa-
rán trimestralmente de su ejercicio a la Junta de
Coordinación Política, quien a su vez lo publicará
íntegramente en la gaceta parlamentaria.

Estos recursos sólo podrán aplicarse a los concep-
tos para los que fueron asignados, con excepción de
lo previsto en el propio Presupuesto de Egresos de
la Federación. En ningún caso y por ningún moti-
vo, los órganos de gobierno de la Cámara podrán
impedir la publicidad del destino de todos los re-
cursos de los grupos parlamentarios, privilegiando,
en todo momento, el principio de máxima publici-
dad.

Artículo 22.

1. Los grupos cumplirán con las disposiciones legales,
reglamentarias, de transparencia y administrativas vi-
gentes de aplicación en la Cámara, para la verificación
de los recursos públicos, en términos de lo previsto
en el numeral 1 del artículo 19 de este Reglamento.

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales y
administrativas que se opongan al presente decreto.
Los órganos de gobierno de la Cámara de Diputados
contarán con el plazo improrrogable de 45 días conta-
dos a partir de la publicación de este Decreto para pu-
blicar, en la Gaceta Parlamentaria, las nuevas disposi-
ciones administrativas que regirán a los Grupos
Parlamentarios.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del 
Congreso de la Unión, a 14 de agosto de 2013.

Diputado Fernando Zárate Salgado (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-

lamentarias. Agosto 14 de 2013.)

QUE EXPIDE LA LEY DE PROTECCIÓN, INFORMACIÓN,
ASESORÍA Y DEFENSA AL CONSUMIDOR DE SERVICIOS FI-
NANCIEROS, RECIBIDA DEL DIPUTADO JOSÉ ÁNGEL GON-
ZÁLEZ SERNA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN,
EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉR-
COLES 14 DE AGOSTO DE 2013

El que suscribe, diputado José Ángel González Serna,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
de la LXII Legislatura, ante la Cámara de Diputados,
ejerciendo la facultad consagrada en el artículo 71,
fracción II, en relación con el 72, inciso h) y 73, frac-
ción X, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y con fundamento en los artículos 6o.,
numeral 1, 77 y 78 y demás relativos y aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de este pleno la presente iniciativa, al
tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

En el marco de la reforma financiera presentada por el
presidente de los Estados Unidos Mexicanos, se pre-
senta la oportunidad histórica de dar a la sociedad me-
xicana una legislación más equitativa en torno a los
derechos de los consumidores de servicios financieros.

El 12 de diciembre de 1998 se aprobó la Ley de Pro-
tección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros,
misma que fue publicada el 18 de enero de 1999, en el
Diario Oficial de la Federación, con el objeto de pro-
teger y defender los derechos e intereses de los usua-
rios de servicios financieros y de uniformar la legisla-
ción y los procedimientos que hasta entonces existían
en esta materia.

Si bien dicha ley constituyó un esfuerzo importante
del Congreso de la Unión para implantar procedimien-
tos que resolvieran las controversias con las institucio-
nes financieras, hoy, las exigencias del mercado global
y operativo que nos rodea demandan un entorno legal
que resuelva adecuadamente los aspectos de seguri-
dad, privacidad y certeza que proporcionen validez ju-
rídica en la prestación de los servicios financieros.

Quince años de experiencia de la Comisión Nacional
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servi-
cios Financieros han develado que la legislación pre-
senta algunos aspectos que implican obstáculos o de-
bilidades para el adecuado cumplimiento de su
objetivo fundamental y prioritario, que consiste en
procurar la equidad en las relaciones entre los usuarios
y las instituciones financieras, obstáculos que emanan
de distintos apartados de la citada Ley, razón por la
cual se estimó conveniente realizar una revisión y mo-
dificación integral de este ordenamiento, iniciando
con el nombre de la ley y pasando por sus procedi-
mientos, facultades y otras disposiciones contenidas
en la misma, a fin de determinar los problemas técni-
cos y jurídicos que limitan la actuación de la comisión
para proporcionar un servicio acorde con las exigen-
cias que la sociedad demanda, ya que tales deficien-
cias pudieren traducirse en un momento dado en una
pérdida de la confianza en las instituciones.

El objetivo al diseñar esta iniciativa es reforzar los
procedimientos y las facultades de la comisión nacio-
nal, con el único objetivo de propiciar una actuación
expedita de la autoridad que fomente la competitivi-

dad de las instituciones financieras, la confianza de los
consumidores y el crecimiento económico de la na-
ción.

Por ello, en primer lugar se propone reorientar las ac-
ciones de la comisión nacional hacia una verdadera
protección, información, asesoría y defensa a los con-
sumidores de servicios financieros, para lo cual se es-
tablece la gratuidad de los servicios de asesoría jurídi-
ca y defensa legal.

Con la finalidad de lograr la equidad que debe existir
en las relaciones entre los consumidores y las institu-
ciones y a fin de no contribuir a malas interpretacio-
nes, se estimó necesario establecer el término “consu-
midor” para definir a quien contrata, utiliza o por
cualquier otra causa tiene algún derecho o interés fren-
te a una institución financiera derivado de los produc-
tos y servicios ofrecidos por ésta, cualquiera que sea
su modalidad, ya que el término “usuario”, por su al-
cance limitado en el contexto actual, resulta inadecua-
do para describir las relaciones ahora tan cercanas que
existen entre las instituciones financieras y sus clien-
tes.

Por lo que respecta al concepto de instituciones finan-
cieras, se considera conveniente que su definición no
mencione a alguna en particular, sino que se enfoque a
las actividades que realizan, de tal manera que la re-
gulación vendrá por las actividades y no porque la de-
nominación o razón social se encuentre incluida en la
definición.

Se establece que la protección, información, asesoría y
defensa que esta ley otorga a la comisión nacional, tie-
ne como objetivo prioritario garantizar la equidad en
las relaciones entre los consumidores y las institucio-
nes financieras, otorgando a los primeros elementos
para fortalecer la seguridad jurídica en las operaciones
que realicen y en las relaciones que establezcan con
las segundas.

Como una medida adicional que contribuye a la for-
mación en materia financiera de los consumidores, se
establece el catálogo de los derechos de los consumi-
dores, que dispone entre otros, el derecho a recibir una
adecuada educación respecto de las diferentes formas
de instrumentar los productos y servicios ofrecidos,
así como los costos que se generan sobre los mismos,
los mercados, el tipo de actividad que desarrollan las

Gaceta Parlamentaria Martes 27 de agosto de 2013124



entidades financieras y los mecanismos de protección
establecidos para la defensa de sus derechos.

Asimismo, se construye un conjunto de registros a car-
go de la comisión nacional integrado por: I) El Regis-
tro de Prestadores de Servicios Financieros, II) El Re-
gistro de Productos Financieros, Servicios y
Comisiones Vigentes, III) El Buró de Instituciones Fi-
nancieras, y IV) El Registro de consumidores que no
desean que su información sea utilizada para fines
mercadológicos o publicitarios, con lo cual se benefi-
ciará a los consumidores que contarán con más y me-
jor información que podrán comparar para que las de-
cisiones que tomen sean favorables a sus intereses.

En este tenor, y con la finalidad de dar respuesta a una
de las necesidades más sentidas de los consumidores de
servicios financieros, se entenderá que una operación
es contraria a los intereses del consumidor si provoca
daños en su patrimonio como consecuencia del incum-
plimiento que realicen las instituciones financieras de
las disposiciones que estuvieran obligados a observar.

En el ámbito procesal, el tiempo que tarda la comisión
en dar solución a las controversias entre los consumi-
dores y las instituciones financieras es vital. Por ello,
se establecen los procedimientos de conciliación y ar-
bitraje con plazos más congruentes con los tiempos
que emplean las propias autoridades judiciales para re-
solver.

Con la finalidad de procurar la sana relación consumi-
dor-institución financiera, se disponen una serie de
medidas para fomentar el consenso y el cumplimiento
espontáneo de contratos y de los acuerdos derivados
de los procedimientos de reclamación, como lo es el
derecho que tendrán los consumidores, de recibir in in-
terés por incumplimiento, en caso de que la institución
financiera no de cumplimiento al laudo en el plazo se-
ñalado por la ley, lo que sin duda favorecerá la equi-
dad entre las partes.

Cabe señalar que un punto importante para el fortale-
cimiento de la comisión nacional, es la de dotarlo de
un mayor número de facultades que, de aprobarse, se
traducirían en mayores beneficios para la atención a
los consumidores. Ejemplo de ello es lo que propone-
mos en cuanto a dar a la comisión nacional la posibi-
lidad de emitir dictámenes en aquellos casos en que la
Institución Financiera no comparezca a las audiencias

de conciliación, teniendo el consumidor la posibilidad
de hacer valer el dictamen como prueba ante los tribu-
nales competentes.

Finalmente, a nivel general se ha percibido la necesi-
dad de evitar actos de corrupción en la aplicación de la
ley en los tres niveles de gobierno. En este apartado, se
establecen una serie de candados para evitar la dila-
ción injustificada del procedimiento así como que la
condonación total de las multas, incentive el incumpli-
miento de las obligaciones de las instituciones finan-
cieras en perjuicio de los consumidores de sus servi-
cios y productos.

Con la aprobación de esta nueva ley que se está pro-
poniendo, esta Soberanía, no sólo fortalece a una au-
toridad, sino también a la estructura que cimienta el
sistema financiero mexicano, ya que en la medida en
que tanto los consumidores de los servicios, como las
instituciones financieras cuenten con mecanismos cla-
ros, ordenados, e instancias imparciales y especializa-
das ante las cuales puedan dirimir sus controversias, se
refuerza la confianza en el Estado como rector del de-
sarrollo nacional, pues con el funcionamiento apropia-
do del sistema financiero se favorece el crecimiento
económico del país.

De lo expuesto, y en uso de las atribuciones citadas en
el proemio de este documento, someto a la considera-
ción del pleno la siguiente iniciativa de ley con pro-
yecto de

Decreto por el que se expide la Ley de Protección,
Información, Asesoría y Defensa del Consumidor
de Servicios Financieros

Artículo Único. Se expide la Ley de Protección, In-
formación, Asesoría y Defensa del Consumidor de
Servicios Financieros, para quedar como sigue:

Ley de Protección, Información, Asesoría y Defen-
sa al Consumidor de Servicios Financieros

Título Primero

Capítulo único
Disposiciones generales

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto la protec-
ción, información, asesoría y defensa los derechos e
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intereses de los consumidores de los servicios finan-
cieros que prestan las instituciones financieras a que se
refiere esta ley, así como regular la organización, pro-
cedimientos y funcionamiento de la entidad pública
encargada de dichas funciones.

Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entiende
por:

I. Consumidor, en singular o plural, la persona que
contrata, utiliza o por cualquier otra causa tiene al-
gún derecho o interés frente a una Institución Fi-
nanciera derivado de los productos y/o servicios
ofrecidos por la misma, cualquiera que sea su mo-
dalidad.

II. Comisión nacional, a la Comisión Nacional para
la Protección, Información, Asesoría y Defensa de
los consumidores de Servicios Financieros.

III. Comisiones nacionales, a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, a la Comisión Nacional de
Seguros y Fianzas, y a la Comisión Nacional del
Sistema de Ahorro para el Retiro;

IV. Institución financiera, en singular o plural, las
instituciones, sociedades o empresas públicas, pri-
vadas y del sector social, que independientemente
de su denominación o razón social, tienen entre su
objeto la prestación de servicios de intermediación
relacionados al ámbito de la generación de valor a
través del dinero y que realizan una o más de las si-
guientes actividades, de manera enunciativa, no li-
mitativa:

a) Banca y crédito: Sociedades nacionales, loca-
les y sucursales o representaciones de bancos
extranjeros, conforme a la Ley de Instituciones
de Crédito.

b) Oferta y contratación de seguros: Empresas
de seguros generales, de vida,y corredores;

c) Administradoras de fondos: Generales, de
pensiones, mutuos, para la vivienda, de inver-
sión;

d) Mercado de valores: Bolsas de comercio y de
valores, corredores, y/o

e) Otros servicios auxiliares y conexos: Factora-
je, arrendamiento financiero y casas de cambio.

V. Junta, a la Junta de Gobierno de la comisión na-
cional;

VI. Presidente, al titular de la comisión nacional;

VII. Estatuto Orgánico, al Estatuto orgánico de la
comisión nacional;

VIII. Secretaría, a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, y

IX. Defensor, en singular o plural a la persona em-
pleada por la comisión nacional para brindar la
orientación jurídica y defensa legal, en su caso, a
los consumidores.

Artículo 3. Esta ley es de orden público, interés social
y de observancia en toda la República, de conformidad
con los términos y condiciones que la misma estable-
ce. Los derechos que otorga la presente ley son irre-
nunciables, y deberán ser interpretados en todo tiempo
otorgando a los consumidores la protección más am-
plia.

Artículo 4. La protección, información, asesoría y de-
fensa de los derechos e intereses de los consumidores,
estará a cargo de un organismo público descentraliza-
do con personalidad jurídica y patrimonio propios, de-
nominado Comisión Nacional para la Protección, In-
formación, Asesoría y Defensa de los consumidores de
Servicios Financieros, con domicilio en el Distrito Fe-
deral.

La comisión nacional contará con Delegaciones Re-
gionales o, en su caso, Estatales o Locales, las cuales,
como unidades administrativas desconcentradas del
mismo, estarán jerárquicamente subordinadas a la ad-
ministración central y tendrán las facultades específi-
cas y la competencia territorial para resolver sobre la
materia, de conformidad con lo que se determine en el
Estatuto Orgánico.

Artículo 5. La protección, información, asesoría y de-
fensa que esta Ley encomienda a la comisión nacional,
tiene como objetivo prioritario garantizar la equidad
en las relaciones entre los consumidores y las Institu-
ciones Financieras, otorgando a los primeros elemen-
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tos para fortalecer la seguridad jurídica en las opera-
ciones que realicen y en las relaciones que establezcan
con las segundas. Para ello deberá arbitrar sus diferen-
cias de manera imparcial, supervisará y regulará de
conformidad con lo previsto en las leyes relativas al
sistema financiero, a las Instituciones Financieras.

Artículo 6. Son derechos irrenunciables de los consu-
midores:

I. Recibir por parte de las Instituciones Financieras,
productos y servicios con estándares de seguridad y
calidad, de acuerdo con las condiciones ofrecidas y
las obligaciones asumidas por éstas;

II. Tener a su disposición publicidad e información
transparente, clara, veraz, oportuna y verificable,
sobre las características propias de los productos o
servicios ofrecidos. La información debe ser com-
parable con los productos y servicios que hay en el
mercado;

III. Exigir la debida diligencia en la prestación del
servicio por parte de las Instituciones Financieras,
conforme a las condiciones contratadas;

IV. Recibir una adecuada educación respecto de las
diferentes formas de instrumentar los productos y
servicios ofrecidos, así como los costos que se ge-
neran sobre los mismos, los mercados, el tipo de ac-
tividad que desarrollan las entidades financieras y
los mecanismos de protección establecidos para la
defensa de sus derechos.

V. Presentar de manera respetuosa consultas, peti-
ciones, solicitudes, quejas o reclamaciones y recur-
sos ante la unidad especializada de la institución fi-
nanciera, su defensor, y la comisión nacional.

Artículo 7. Los consumidores tienen el deber de in-
formar a la comisión nacional si tienen el conocimien-
to de instituciones financieras que ofrezcan productos
y servicios financieros sin estar legalmente autoriza-
dos para ello, quien a su vez lo hará del conocimiento
de las autoridades competentes.

Artículo 8. Para los efectos de esta ley, se entenderá
que una operación es contraria a los intereses de los
consumidores si provoca daños en su patrimonio como
consecuencia del incumplimiento que realicen las ins-

tituciones financieras de las disposiciones de la pre-
sente ley, disposiciones de carácter general, órdenes,
recomendaciones o criterios emitidos por la comisión
nacional, en el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 9. La comisión nacional procurará el estable-
cimiento de programas educativos, y de otra índole en
materia de cultura financiera, con el objetivo de que la
toma de decisiones de los consumidores, sea favorable
a sus intereses. Para ello, los elaborará y propondrá a
las autoridades competentes, para que en el ámbito de
sus atribuciones, sean implementados en la población
objetivo.

Artículo 10. El Ejecutivo federal, a través de la secre-
taría, podrá interpretar para efectos administrativos los
preceptos de esta ley.

Artículo 11. En lo no previsto por esta Ley, se aplica-
rá supletoriamente, para efectos de las notificaciones,
la Ley Federal del Procedimiento Administrativo.

Esta disposición no será aplicable a las notificaciones
y resoluciones dictadas dentro de procesos de conci-
liación y arbitraje seguidos conforme a lo previsto en
esta Ley.

Artículo 12. La comisión nacional, con la información
que le proporcionen las autoridades competentes y las
Instituciones Financieras, establecerá y mantendrá los
siguientes registros:

I. Registro de Prestadores de Servicios Financieros,
en los términos y condiciones que señala esta ley.
Lo anterior, sin perjuicio de los demás registros que
corresponda llevar a otras autoridades;

II. Registro de Productos Financieros, Servicios y
Comisiones vigentes que efectivamente cobren, y
cuyos datos se publicarán en los medios de difusión
que la comisión nacional considere pertinentes;

III. Buró de Instituciones Financieras integrado con
información sobre las prácticas de cada una de las
instituciones financieras, sus sanciones administra-
tivas, sus reclamaciones, y otra información que re-
sulte relevante para informar a los consumidores
del desempeño en la prestación de sus servicios y
contribuir a que la toma de decisiones de los consu-
midores sea favorable a sus intereses; y
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IV. Registro de consumidores que no deseen que su
información sea utilizada para fines mercadotécni-
cos o publicitarios.

Queda prohibido a las instituciones financieras utilizar
información relativa a sus clientes con fines mercado-
técnicos o publicitarios, ya sea a nombre propio o de
terceros, así como enviar publicidad a los clientes que
expresamente les hubieren manifestado su voluntad de
no recibirla o que estén inscritos en el registro a que se
refiere el párrafo anterior. Las instituciones financieras
que publiciten sus productos y servicios son corres-
ponsables del manejo de la información de sus clien-
tes y consumidores cuando dicha publicidad la envíen
a través de terceros. Igual responsabilidad tendrán los
terceros que reciban información de los consumidores
para fines de comercialización, independientemente
de su giro.

Los consumidores se podrán inscribir gratuitamente en
el Registro Público de Clientes, a través de los medios
que establezca la comisión nacional, la cual será dada
a conocer a las Instituciones Financieras.

Las instituciones financieras que incumplan lo dis-
puesto por el presente artículo, se harán acreedoras a
las sanciones que establece esta Ley.

Artículo 13. La organización y el registro del Buró de
instituciones financieras a que se refiere el artículo an-
terior se sujetará a las disposiciones que al efecto ex-
pida la propia comisión nacional, tomando en conside-
ración experiencia internacional en materia de
calificación de instituciones financieras respecto de las
prácticas que sean contrarias a los intereses de los con-
sumidores.

La información del Buró de Instituciones Financieras
será pública, y la comisión nacional deberá difundirla
en su portal de Internet y en aquellos otros medios que
considere pertinentes. Asimismo, las instituciones fi-
nancieras deberán publicaren sus sucursales la infor-
mación que sobre ellas conste en el Buró de Institu-
ciones Financieras, en los términos que establezca la
comisión nacional mediante disposiciones de carácter
general.

Artículo 14. Las relaciones de trabajo entre la comi-
sión nacional y sus trabajadores se regularán por la
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Esta-

do, Reglamentaria del Apartado B) del artículo
123Constitucional, y las condiciones generales de tra-
bajo que al efecto se determinen. Los trabajadores de
la comisión nacional quedan incorporados al régimen
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado.

Título Segundo
De las Facultades, Dirección y

Administración de la Comisión Nacional

Capítulo I
De las facultades de la comisión nacional

Artículo 15. La comisión nacional cuenta con plena
autonomía técnica para dictar sus resoluciones y lau-
dos, y facultades de autoridad para imponer las san-
ciones previstas en esta Ley.

Artículo 16.-La comisión nacional está facultada para:

I. Atender y resolver las consultas que le presenten
los consumidores, sobre asuntos de su competencia;

II. Atender y, en su caso, resolver las reclamaciones
que formulen los consumidores en los términos de
la presente Ley.

III. Llevar a cabo el procedimiento conciliatorio en-
tre el consumidor y la institución financiera en los
términos previstos en esta ley, así como entre una
institución financiera y varios consumidores, exclu-
sivamente en los casos en que éstos hayan contrata-
do un mismo producto o servicio, mediante la cele-
bración de un solo convenio.

IV. Actuar como árbitro en amigable composición o
en juicio arbitral de estricto derecho, de conformi-
dad con esta ley y con los convenios arbitrales cele-
brados entre las partes en conflicto;

V. De conformidad con lo señalado por el Título
Sexto de esta Ley, orientar, representar y defender
individualmente los derechos e intereses de los con-
sumidores, en las controversias entre éstos y las ins-
tituciones financieras mediante el ejercicio de las
acciones, recursos, trámites o gestiones que proce-
dan ante autoridades administrativas y jurisdiccio-
nales;
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VI. Emitir dictámenes de conformidad con esta
Ley;

VII. Proteger, informar, asesorar y defender los de-
rechos e intereses del consumidor, así como aplicar
las medidas necesarias para propiciar la seguridad
jurídica y equidad en las relaciones entre institucio-
nes financieras y los consumidores;

VIII. Ejercitar la acción colectiva de conformidad
con lo dispuesto en el Libro Quinto del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, cuando se realicen
actos, hechos u omisiones que vulneren los dere-
chos e intereses de una colectividad de consumido-
res.

IX. Promover, informar, asesorar y proteger los de-
rechos del consumidor, así como aplicar las medi-
das necesarias para propiciar la seguridad jurídica
en las relaciones entre instituciones financieras y
consumidores;

X. Expedir, cuando así proceda, a solicitud de parte
interesada y previo el pago de los gastos correspon-
dientes, copia certificada de los documentos que
obren en poder de ésta, siempre y cuando se com-
pruebe fehacientemente el interés jurídico.

XI. Coadyuvar con otras autoridades en materia fi-
nanciera para lograr una relación equitativa entre
las instituciones financieras y los consumidores, así
como un sano desarrollo del sistema financiero me-
xicano;

XII. Emitir recomendaciones a las autoridades fe-
derales y locales para coadyuvar al cumplimiento
del objeto de esta ley y al de la comisión nacional;

XIII. Emitir recomendaciones a las instituciones fi-
nancieras para alcanzar el cumplimiento del objeto
de esta Ley, así como para promover el sano desa-
rrollo del sistema financiero mexicano;

XIV. Formular recomendaciones al Ejecutivo fede-
ral a través de la Secretaría, para la elaboración de
iniciativas de leyes, reglamentos, decretos y acuer-
dos en las materias de su competencia, a fin de dar
cumplimiento al objeto de esta ley y al de la comi-
sión nacional, así como para el sano desarrollo del
sistema financiero mexicano;

XV. Concertar y celebrar convenios con las institu-
ciones financieras, así como con las autoridades fe-
derales y locales con objeto de dar cumplimiento a
esta ley. Los convenios con las autoridades federa-
les podrán incluir, entre otros aspectos, el intercam-
bio de información sobre los contratos de adhesión,
publicidad, modelos de estados de cuenta, unidades
especializadas de atención a consumidores, produc-
tos y servicios financieros;

XVI. Elaborar estudios de derecho comparado rela-
cionados con las materias de su competencia, y pu-
blicarlos para apoyar a los consumidores y a las Ins-
tituciones Financieras;

XVII. Celebrar convenios con organismos y partici-
par en foros nacionales e internacionales, cuyas
funciones sean acordes con las de la comisión na-
cional;

XVIII. Proporcionar información comparativa y
oportuna a los consumidores relacionada con los
servicios y productos que ofrecen las Instituciones
Financieras, y elaborar programas de difusión con
los diversos beneficios que se otorguen a los consu-
midores con sus correspondientes costos en su caso,
con la finalidad de que éstos puedan tomar decisio-
nes informadas.

XIX. Analizar y, en su caso, ordenar la suspensión
de la información dirigida a los consumidores sobre
los servicios, productos financieros, comisiones y
tasas que ofrezcan las Instituciones Financieras,
cuidando en todo momento que la publicidad que
éstas utilicen sea dirigida en forma clara, para evi-
tar que la misma pueda dar origen a una situación
que sea contraria a los derechos e intereses de los
consumidores conforme a lo dispuesto por el artí-
culo 4° de la Ley, así como aquella que no cumpla
con las disposiciones de carácter general que la co-
misión nacional emita para tal efecto.

XX. Informar al público sobre la situación de los
servicios que prestan las instituciones financieras y
sus niveles de atención, así como de aquellas insti-
tuciones financieras que presentan los niveles más
altos de reclamaciones por parte de los consumido-
res. Esta información podrá incluir la clasificación
de instituciones financieras en aspectos cualitativos
y cuantitativos de sus productos y servicios;
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XXI. Comunicar a las instituciones financieras las
necesidades de los consumidores, así como orientar-
las y asesorarlas sobre los derechos de los mismos;

XXII. Revisar y ordenar modificaciones a los con-
tratos de adhesión utilizados por instituciones fi-
nancieras para la celebración de sus operaciones o
la prestación de sus servicios, en caso de que in-
cumplan con las disposiciones de carácter general
que establezca la comisión nacional;

XXIII. Revisar y ordenar a las instituciones finan-
cieras, modificaciones a los documentos que se uti-
licen para informar a los consumidores sobre el es-
tado que guardan las operaciones o servicios
contratados, en caso de que incumplan con las dis-
posiciones de carácter general que establezca la co-
misión nacional;

XXIV. Solicitar la información y los reportes de
crédito y del Buró de Instituciones Financieras, ne-
cesarios para la substanciación de los procedimien-
tos de conciliación y de arbitraje a que se refiere es-
ta ley. Para todos los efectos legales, la sola
presentación de la reclamación por parte del Con-
sumidor, faculta a la comisión nacional para exigir
la información relativa.

XXV. Imponer las sanciones establecidas en esta
Ley;

XXVI. Aplicar las medidas de apremio a que se re-
fiere esta Ley;

XXVII. Conocer y resolver sobre el recurso de re-
visión que se interponga en contra de las resolucio-
nes dictadas por la comisión nacional;

XXVIII. Determinar el monto, la forma y las con-
diciones de las garantías a las que se refiere esta ley,
así como el monto que deberá registrarse como pa-
sivo contingente por parte de las instituciones fi-
nancieras en términos del artículo 80 fracción IX de
esta ley;

XXIX. Condonar las multas impuestas por el in-
cumplimiento de esta Ley;

XXX. Denunciar ante el Ministerio Público cuan-
do se tenga conocimiento de hechos que puedanser

constitutivos de delitos en general y ante la Secre-
taría cuando se trate de delitos tipificados en leyes
que establezcan que el delito se persiga a petición
de dicha secretaría. Asimismo, denunciar ante las
autoridades competentes, los actos que constitu-
yan violaciones administrativas y asistir al Consu-
midor que pretenda coadyuvar con el Ministerio
Público, cuando ajuicio de la comisión nacional
sea víctima u ofendido por algún delito derivado
de la contratación de productos o servicios finan-
cieros, cometido por las instituciones financieras,
sus consejeros, directivos, funcionarios, emplea-
dos o representantes.

XXXI. Publicar en la página electrónica de la co-
misión nacional la información relativa a las comi-
siones que cobra cada Instituciones Financieras,
mismas que éstas previamente presentaron ante la
Comisión y vigilar la evolución de las comisiones o
cargos máximos y mínimos causados por las opera-
ciones y servicios que presten las instituciones fi-
nancieras para darlos a conocer al público en gene-
ral. La comisión nacional Publicará las comisiones
más representativas o de relevancia a través de cua-
dros comparativos de carácter trimestral en medios
masivos de comunicación;

XXXII. Vigilar y verificar el cumplimiento de las
disposiciones contenidas en esta Ley y en las leyes
relativas al sistema financiero, en el ámbito de su
competencia, así como, en su caso, determinar los
criterios para la verificación de su cumplimiento;

XXXIII. Actuar como consultor en materia de pro-
ductos y servicios financieros y elaborar estudios
relacionados con dichas materias. Asimismo, emitir
las opiniones técnicas financieras para resolver las
consultas de los consumidores;

XXXIV. Requerir a las instituciones financieras que
tomen medidas adecuadas para combatir, detener,
modificar o evitar todo género de prácticas que se-
an contrarias a los derechos e intereses de los con-
sumidores, así como publicar dichos requerimien-
tos, en cumplimiento del objeto de esta Ley y al de
la comisión nacional;

XXXV. Promoverla implementación de nuevos o
mejores sistemas y procedimientos que faciliten a
los consumidores el acceso a los productos o servi-
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cios que presten las instituciones financieras en me-
jores condiciones de mercado¸ así como regularlos
mediante disposiciones de carácter general;

XXXVI. Informar a los consumidores sobre las ac-
ciones u omisiones de las instituciones financieras
que sean contrarias a sus derechos e intereses, así
como la forma en que las instituciones financieras
retribuirán o compensarán a los consumidores;

XXXVII. Supervisar a las instituciones financieras
en relación a el respeto por parte de éstas a los de-
rechos e intereses de los consumidores de servicios
financieros cuando tal atribución le esté conferida
en las leyes relativas al sistema financiero;

XXXVIII. Emitir en el ámbito de su competencia la
regulación a que se sujetarán las instituciones fi-
nancieras, cuando tal atribución le esté conferida en
las leyes del sistema financiero;

XXXIX. Expedir disposiciones de carácter general
en las que se establezca la información que deberán
proporcionarle periódicamente las instituciones fi-
nancieras en el ámbito de sus atribuciones, cuando
así lo prevean las leyes relativas al sistema finan-
ciero;

XL. Fungir como órgano de consulta del gobierno
federal en materia de protección, información, ase-
soría y defensa de los derechos e intereses de los
consumidores, en el ámbito de su competencia;

XLI. Procurar a través de los procedimientos esta-
blecidos en las leyes que regulan el sistema finan-
ciero, que las instituciones financieras cumplan de-
bida y eficazmente las operaciones y servicios, en
los términos y condiciones ofrecidos y concertados
con los consumidores;

XLII. Imponer sanciones administrativas en el ám-
bito de su competencia por infracciones a las leyes
que regulan las actividades e instituciones financie-
ras, sujetas a su supervisión, así como a las disposi-
ciones que emanen de ellas;

XLIII. Conocer y resolver sobre el recurso de revi-
sión que se interponga en contra de las sanciones
aplicadas, así como condonar las multas impuestas;

XLIV. Elaborar y publicar estadísticas relativas a
las instituciones financieras y mercados financie-
ros, en el ámbito de su competencia;

XLV. Regular y supervisar en el ámbito de su com-
petencia el cumplimiento de la Ley para la Trans-
parencia y Ordenamiento de los Servicios Financie-
ros, en los términos señalados en el referido texto
legal,

XLVI. Emitir disposiciones de carácter general en
las que se definan las prácticas que sean contrarias a
los intereses de los consumidores de servicios finan-
cieros por parte de las instituciones financieras, y

XLVII. Las demás que le sean conferidas por esta
ley o cualquier otro ordenamiento.

Artículo 17. Para el debido cumplimiento de las fa-
cultades que esta ley atribuye a la comisión nacional,
las instituciones financieras, las unidades administrati-
vas de la secretaría, las comisiones nacionales, así co-
mo las demás dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal y órganos constitucionales
autónomos que tengan competencia en materia finan-
ciera, deberán proporcionarle la información y docu-
mentación que se les solicite, en el ámbito de su com-
petencia, en términos de los convenios de intercambio
de información en los que se determinen los términos
y condiciones a los que deberán sujetarse para llevar a
cabo el citado intercambio de información.

Artículo 18. La comisión nacional deberá guardar es-
tricta reserva sobre la información y documentos que
conozca con motivo de su objeto, relacionada con los
depósitos, servicios o cualquier tipo de operaciones
llevadas a cabo por las Instituciones Financieras. Sola-
mente en el caso de que dicha información o docu-
mentos sean solicitados por la autoridad judicial, en
virtud de providencia dictada enjuicio en el que el ti-
tular sea parte, la comisión nacional estará legalmente
facultada para proporcionarlos.

Artículo 19. Los servidores públicos de la comisión
nacional serán responsables, en los términos de las dis-
posiciones aplicables, por violación de la reserva o se-
creto a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 20. La comisión nacional y sus servidores
públicos, según sea el caso, estarán obligados a repa-
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rar los daños y perjuicios que se causen en caso de re-
velación del secreto bancario, fiduciario o bursátil, en
términos de la legislación aplicable.

Capítulo II
De la dirección y administración 

de la comisión nacional

Artículo 21. La comisión nacional contará con una
Junta de Gobierno, así como con un presidente, a quie-
nes corresponderá su dirección y administración, en el
ámbito de las facultades que la presente ley les confie-
re.

Artículo 22. La Junta estará integrada por un repre-
sentante de la Secretaría, un representante del Banco
de México, un representante de cada una de las Comi-
siones Nacionales, tres representantes del Consejo
Consultivo Nacional y el Presidente quien asistirá con
voz pero sin voto. Cada uno de los integrantes de la
Junta contará con su respectivo suplente, quien deberá
tener el nivel inmediato inferior. Será presidida por el
representante de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público.

Artículo 23. La Junta designará a un secretario y un
prosecretario, los cuales deberán ser servidores públi-
cos de la comisión nacional y no podrán desempeñar
funciones diferentes a las de su encargo.

Artículo 24. La junta sesionará seis veces al año, pu-
diendo reunirse de manera extraordinaria cuando así
se considere necesario, previa convocatoria que haga
el secretario de la Junta a solicitud de cualquiera de
sus miembros. Dichas sesiones se efectuarán con la
asistencia de por lo menos cinco de los miembros de la
Junta.

Artículo 25. Las resoluciones en las sesiones de la
Junta requerirán del voto aprobatorio de la mayoría de
los presentes, teniendo voto de calidad en caso de em-
pate el presidente de la Junta, o en su caso, quien pre-
sida la sesión.

Artículo 26. El secretario de la junta deberá enviar a
los miembros de la misma, con una antelación no me-
nor de siete días hábiles a la celebración de las sesio-
nes, el orden del día acompañado de la información y
documentación correspondientes, que les permita el
conocimiento de los asuntos que se vayan a tratar.

Artículo 27. En caso de urgencia, a propuesta del pre-
sidente, el secretario de la junta podrá convocar a los
miembros de ésta con una antelación de veinticuatro
horas.

Artículo 28. Corresponde a la junta:

I. Determinar y aprobar las bases y criterios confor-
me a los cuales, la comisión nacional brindará de-
fensoría legal gratuita a los consumidores;

II. Publicar, en caso de que lo determine necesario,
las bases y criterios a que se refiere la fracción an-
terior;

III. Aprobar los programas y presupuestos de la co-
misión nacional, propuestos por el presidente, así
como sus modificaciones, en los términos de la le-
gislación aplicable;

IV. Publicar, cuando lo estime necesario, las reco-
mendaciones hechas a las instituciones financieras
cuando ello contribuya a la creación de una cultura
financiera y a la protección, información, asesoría y
defensa de los derechos e intereses de los consumi-
dores;

V. Establecer las políticas y lineamientos que pro-
vean a la más adecuada difusión de los servicios
que ofrezca la comisión nacional;

VI. Aprobar su Estatuto Orgánico, así como expedir
las normas internas necesarias para el funciona-
miento de la misma;

VII. Resolver respecto de la instalación de Conse-
jos Consultivos regionales, estatales y locales;

VIII. Examinar y, en su caso, aprobar los informes
generales y especiales que debe someter a su consi-
deración el presidente, sobre las labores de la comi-
sión nacional;

IX. Establecer las bases, lineamientos y políticas
para el adecuado funcionamiento de la comisión na-
cional;

X. Aprobar de conformidad con las leyes aplica-
bles, las políticas, bases y programas generalesque
regulen los convenios, contratos, pedidos o acuer-
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dos que la comisión nacional debacelebrar con ter-
ceros en obras públicas, adquisiciones, arrenda-
mientos y prestaciones deservicios relacionados
con bienes muebles. El Presidente y, en su caso, los
servidores públicosque deban intervenir de confor-
midad con el Estatuto Orgánico de la comisión na-
cional, realizarán tales actos bajo su responsabili-
dad, sujetándose a las directrices que fije la Junta;

XI. Aprobar anualmente, previo dictamen de los au-
ditores externos, los estados financieros de la comi-
sión nacional y autorizar su publicación;

XII. Aprobar las disposiciones relativas a la organi-
zación de la comisión nacional, con las atribuciones
que correspondan a sus respectivas unidades admi-
nistrativas;

XIII. Aprobar las condiciones generales de trabajo
que deban observarse entre la comisión nacional y
sus trabajadores;

XIV. Aprobar el nombramiento y remoción de los
funcionarios del nivel inmediato inferior al del pre-
sidente, a propuesta de éste;

XV. Establecer, con sujeción a las disposiciones le-
gales relativas, y sin intervención de cualquiera otra
dependencia, las normas y bases para la adquisi-
ción, arrendamiento y enajenación de inmuebles
que la comisión nacional requiera para la prestación
de sus servicios, con excepción de aquellos inmue-
bles de organismos descentralizados que la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales considere como del do-
minio público de la federación;

XVI. Aprobar los lineamientos para la evaluación
de los programas y campañas publicitarias que las
instituciones financieras pretendan realizar para
efecto de dar a conocer sus operaciones o servicios;

XVII. Evaluar periódicamente las actividades de la
comisión nacional;

XVIII. Resolver respecto de la condonación de
multas;

XIX. Establecer los parámetros para determinar el
monto, la forma y las condiciones de las garantías a
que se refiere esta ley;

XX. Requerir al Presidente la información necesa-
ria para llevar a cabo sus actividades de evaluación;

XXI. Constituir comités con fines específicos cuan-
do se consideren necesarios;

XXII. Nombrar y remover al secretario y al prose-
cretario;

XXIII. Resolver sobre otros asuntos que el Presi-
dente someta a su consideración;

XXIV. Las demás facultades que le confieran otros
ordenamientos; e

XXV. Imponer sanciones administrativas por in-
fracciones a las leyes que regulan las actividades,
instituciones financieras y personas sujetas a la su-
pervisión de la comisión nacional, así como a las
disposiciones que emanen de ellas. Dicha facultad
podrá delegarse en el Presidente, así como en otros
servidores públicos de la comisión nacional, consi-
derando la naturaleza de la infracción o el monto de
las multas.

Artículo 29. La comisión nacional prestará los servi-
cios de asistencia y defensa legal a los integrantes de
su Junta de Gobierno y a los servidores públicos que
laboren en la propia comisión, con respecto a los actos
que las personas antes referidas lleven a cabo en el
ejercicio de las funciones que por ley les estén enco-
mendadas.

La asistencia y defensa legal se proporcionará con car-
go a los recursos con los que para estos fines cuente la
comisión nacional de acuerdo con las disposiciones le-
gales aplicables y con los lineamentos de carácter ge-
neral que apruebe la Junta, en los cuales deberá pre-
verse el supuesto de que si la autoridad competente le
dicta al sujeto de la asistencia legal resolución defini-
tiva que cause ejecutoria en su contra, dicho sujeto de-
berá rembolsar a la comisión nacional los gastos y
cualquier otra erogación en que se hubiere incurrido
con motivo de la asistencia y defensa legal.

Para tales efectos, la secretaría oyendo la opinión de la
comisión nacional, establecerá los mecanismos nece-
sarios para cubrir los gastos que deriven de la presta-
ción de asistencia y defensa legal previstos en este ar-
tículo.
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Lo dispuesto en este artículo se aplicará sin perjuicio
de la obligación que tienen los sujetos de asistencia y
defensa legal, de rendir los informes que les sean re-
queridos en términos de las disposiciones legales apli-
cables como parte del desempeño de sus funciones.

Artículo 30. El presidente será designado por el Se-
cretario de Hacienda y Crédito Público, y recaerá en la
persona que reúna los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano y estar en pleno goce de
sus derechos civiles y políticos;

II. Haber ocupado, por lo menos durante cinco
años, cargos de alto nivel en el sistema financiero
mexicano o en las dependencias, organismos o ins-
tituciones que ejerzan funciones de autoridad en
materia financiera;

III. No desempeñar cargos de elección popular, ni
ser accionista, consejero, funcionario, comisario,
apoderado o agente de las entidades.

IV. No tener litigio pendiente con la comisión, y

V. No haber sido condenado por sentencia irrevoca-
ble por delito intencional que le imponga más de un
año de prisión, y si se tratare de delito patrimonial,
cometido intencionalmente, cualquiera que haya sido
la pena, ni inhabilitado para ejercer el comercio o pa-
ra desempeñar un empleo, cargo o comisión en el
servicio público o en el sistema financiero mexicano.

Artículo 31. A los vicepresidentes, contralor interno y
directores generales les será aplicable lo establecido
en las fracciones I, III, IV y V del artículo anterior.

Artículo 32. Corresponde al presidente de la comisión
nacional:

I. La representación legal de la comisión nacional y
el ejercicio de sus facultades, sin perjuicio de las
que esta ley u otras leyes confiere a la junta;

II. Ejecutar los acuerdos de la Junta;

III. Imponer las sanciones que correspondan de
conformidad con lo establecido en esta ley, así co-
mo conocer y resolver sobre el recurso de revisión,
y proponer a la junta la condonación de las multas;

IV. Celebrar y otorgar toda clase de actos y docu-
mentos inherentes al objeto de la comisión nacional;

V. Suscribir y negociar títulos de crédito, así como
realizar operaciones de crédito;

VI. Formular denuncias y querellas, así como otor-
gar el perdón correspondiente;

VII. Otorgar, sustituir y revocar poderes generales y
especiales con las facultades que les competan, en-
tre ellas las que requieran autorización o cláusula
especial. Para el otorgamiento y validez de estos
poderes, bastará la comunicación oficial que se ex-
pida al mandatario por el propio presidente;

VIII. Solicitar la aprobación de la Junta para todas
las disposiciones de carácter general que crea perti-
nentes;

IX. Informar a la Secretaría respecto de los casos
concretos que ésta le solicite;

X. Presentar anualmente los presupuestos de la co-
misión nacional, los cuales una vez aprobados por
la junta, serán sometidos a la autorización de la se-
cretaría;

XI. Proveer lo necesario para el cumplimiento de
los programas y el correcto ejercicio del presupues-
to aprobado por la Junta;

XII. Informar a la Junta sobre el ejercicio del pre-
supuesto de la comisión nacional;

XIII. Informar a la Junta, anualmente o cuando ésta
se lo solicite, sobre el ejercicio de las facultades que
le sean conferidas;

XIV. Proponer a la Junta el nombramiento y remo-
ción de los funcionarios del nivel inmediato inferior
al del presidente;

XV. Nombrar y remover al personal de la comisión
nacional;

XVI. Presentar a la junta los proyectos de disposi-
ciones relacionadas con la organización de la comi-
sión nacional y con las atribuciones de sus unidades
administrativas;
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XVII. Presentar o proponer los documentos o pro-
yectos que respectivamente correspondan, para la
aprobación o determinación de la Junta a que se re-
fieren las diversas fracciones del artículo 28 de esta
ley;

XVIII. Ejercer las más amplias facultades de domi-
nio, administración y pleitos y cobranzas, aun de
aquellas que requieran de autorización especial se-
gún otras disposiciones legales o reglamentarias;

XIX. Informar a la Secretaría respecto de los casos
concretos que ésta le solicite; y

XX. Las demás que le atribuya la junta, esta ley u
otros ordenamientos.

El presidente ejercerá sus funciones directamente o
mediante acuerdo delegatorio, a través de los vicepre-
sidentes, directores generales y demás servidores pú-
blicos de la comisión nacional, salvo aquéllas a las que
se refiere el artículo siguiente. Los acuerdos por los
que se deleguen facultades serán publicados en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

Artículo 33. Son facultades indelegables del presiden-
te las señaladas en las fracciones VII, VIII, X, XI, XII,
XIII, XIV y XVI del artículo anterior. Sin perjuicio de
lo anterior, el presidente podrá delegar en otros servi-
dores públicos de la comisión nacional, el encargo de
notificar los acuerdos de la junta.

Título Tercero
De la Organización y 

Patrimonio de la Comisión Nacional

Capítulo I
De la organización de la comisión nacional

Artículo 34.-El Presidente, para el cumplimiento de
las facultades que esta ley y demás disposiciones le
atribuyen, será auxiliado por los funcionarios que de-
termine el Estatuto Orgánico.

Artículo 35. En ausencias temporales del presidente,
será suplido por los vicepresidentes en el orden que el
Estatuto Orgánico señale.

Artículo 36. Para los efectos de la fracción I del artí-
culo 32, el presidente estará investido de las más am-

plias facultades que para ese caso exigen las leyes,
comprendiendo las que requieran cláusula especial
conforme a las mismas.

Artículo 37. En los procedimientos judiciales, admi-
nistrativos o laborales en los que la comisión nacional
sea parteo pueda resultar afectada, el Presidente direc-
tamente o por medio de los servidores públicos de la
propia comisión nacional que al efecto designe en los
acuerdos delegatorios, ejercitará las acciones, excep-
ciones y defensas, producirá alegatos, ofrecerá prue-
bas, interpondrá los recursos que procedan, podrá pre-
sentar desistimientos, y en general realizará todos los
actos procesales que correspondan a la comisión na-
cional o a sus órganos, incluyendo en los juicios de
amparo la presentación de los informes de ley.

Artículo 38. El presidente, los Vicepresidentes y los
directores generales, sólo estarán obligados a absolver
posiciones o rendir declaración en juicio, en represen-
tación de la comisión nacional o en virtud de sus fun-
ciones, cuando las posiciones y preguntas se formulen
por medio de oficio expedido por autoridad competen-
te, mismo que contestarán por escrito dentro del tér-
mino establecido por dicha autoridad.

Artículo 39. Como auxiliar de la comisión nacional,
funcionará un Consejo Consultivo nacional para la
protección de los intereses de los consumidores, así
como los demás Consejos Consultivos regionales, es-
tatales o locales que, en su caso, considere necesario la
junta.

Capítulo II
De los consejos consultivos de la comisión nacional

Artículo 40. El Consejo Consultivo nacional estará in-
tegrado por el presidente quien lo presidirá, así como
por dos representantes de la Secretaría, un represen-
tante por cada una de las comisiones Nacionales, tres
representantes de las instituciones financieras y tres
más de los consumidores.

Artículo 41. Los Consejos Consultivos regionales es-
tarán integrados por los delegados regionales o, en su
caso, estatales de la comisión nacional, así como por
los demás miembros que acuerde el Consejo Consulti-
vo nacional y por los representantes de los consumi-
dores y de las instituciones financieras que sean nece-
sarios para el desempeño de las funciones específicas.
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Artículo 42. El Consejo Consultivo nacional sesiona-
rá por lo menos dos veces al año; los Consejos Con-
sultivos regionales, estatales o locales que en su caso
instale la Junta, sesionarán por lo menos una vez al
año. El presidente o el delegado, según corresponda,
podrá invitar a las sesiones de trabajo de los Consejos
Consultivos, a las asociaciones de instituciones finan-
cieras y a las organizaciones de consumidores, direc-
tamente vinculadas con el tema de la sesión.

Artículo 43. Los Consejos Consultivos tendrán las si-
guientes atribuciones:

I. Opinar ante la comisión nacional sobre el desa-
rrollo de los programas y actividades que realice;

II. Elaborar propuestas que contribuyan al mejora-
miento de los servicios que proporciona la comisión
nacional;

III. Opinar sobre el establecimiento de criterios pa-
ra orientar la protección, información, asesoría y
defensa de los derechos de los consumidores;

IV. Opinar ante la comisión nacional en cuestiones
relacionadas con las políticas de protección, infor-
mación, asesoría y defensa a los consumidores, así
como sobre las campañas publicitarias que la comi-
sión nacional emprenda, con el fin de fomentar una
cultura financiera entre la población;

V. Proponer medidas para fortalecer la desconcen-
tración de la comisión nacional con base en los li-
neamientos que expidan, en sus respectivos ámbitos
de competencia, la Junta y el presidente;

VI. Resolver o, en su caso, emitir opinión respecto
de los asuntos que sean sometidos a su considera-
ción, y

VII. Las demás que como órgano auxiliar le confie-
ran otros ordenamientos.

Artículo 44. Los Consejos Consultivos sesionarán por
materia, debiendo convocarse a sus sesiones exclusi-
vamente a las personas vinculadas con el tema a tratar
en ellas.

Artículo 45. El Consejo Consultivo nacional podrá
conocer de los asuntos que traten los Consejos Con-

sultivos estatales, regionales o locales, cuando a su jui-
cio, la importancia de dichos asuntos así lo amerite.

Artículo 46. Las demás disposiciones relativas a la or-
ganización y funcionamiento de los consejos consulti-
vos, se establecerán en el Estatuto Orgánico.

Capítulo III
De la vigilancia y control de la comisión nacional

Artículo 47. Para la vigilancia y control de la comisión
nacional, la Secretaría de la Función Pública designará
un Comisario Público Propietario y uno Suplente, quie-
nes actuarán ante la Junta, independientemente del ór-
gano de control interno a que se refiere este capítulo.

Artículo 48. Los comisarios públicos a que se refiere
el artículo anterior, evaluarán el desempeño general y
por funciones de la comisión nacional y están faculta-
dos para solicitarle la información necesaria para el
debido cumplimiento de sus atribuciones.

Artículo 49. La comisión nacional contará con un ór-
gano de control interno que será parte integrante de su
estructura orgánica. Las acciones que lleve a cabo di-
cho órgano de control, tendrán por objeto apoyar la
función directiva y promover el mejoramiento de ges-
tión de la comisión nacional.

Artículo 50. El órgano de control interno de la comi-
sión nacional tendrá las facultades que señalen las dis-
posiciones legales aplicables, el Estatuto Orgánico y
demás ordenamientos. Desarrollará sus atribuciones
conforme a los lineamientos que emita la Secretaría de
la Función Pública, de la cual dependerá su Titular, así
como sus áreas de auditoría, quejas y responsabilida-
des.

Artículo 51. De conformidad con el cuarto párrafo del
artículo 93 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, las Cámaras del Congreso de la
Unión podrán solicitar a la comisión que le envíe la in-
formación que requiera acerca del desarrollo de sus
actividades. El presidente, previa aprobación de la
Junta de Gobierno, enviará la información requerida
en un término no mayor a 15 días naturales a partir de
su recepción.
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Capítulo IV
Del patrimonio de la comisión nacional

Artículo 52. El patrimonio de la comisión nacional es-
tá constituido por:

I. Sus propiedades, posesiones, derechos y obliga-
ciones;

II. Los recursos que directamente le asigne el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación;

III. El producto de las sanciones pecuniarias deriva-
das de la aplicación de esta ley;

IV. Los bienes muebles e inmuebles que la Federa-
ción transfiera a la comisión nacional para el cum-
plimiento de su objeto, así como aquéllos que ad-
quiera la propia comisión nacional y que puedan ser
destinados a los mismos fines;

V. Los intereses, rentas, plusvalías y demás utilida-
des que se obtengan de las inversiones que haga la
comisión nacional, en los términos de las disposi-
ciones legales, y

VI. Cualquier otro ingreso respecto del cual la co-
misión nacional resulte beneficiario.

Artículo 53. La comisión nacional se considera de
acreditada solvencia y, por lo tanto, no estará obligado
a constituir depósitos o fianza legal de ninguna clase,
o cualquiera otra garantía, ni aun tratándose del juicio
de amparo.

Título Cuarto
Del Registro de Prestadores 

de Servicios Financieros y de la 
Información a los Consumidores

Capítulo I
Del registro de prestadores de servicios financieros

Artículo 54. La comisión nacional tendrá a su cargo el
Registro de Prestadores de Servicios Financieros, cuya
organización y funcionamiento se sujetará a las disposi-
ciones que al efecto expida la propia comisión nacional.

Artículo 55. Las autoridades financieras que tengan a
su cargo otorgar las autorizaciones para el funciona-

miento y operación de las instituciones financieras,
deberán dar aviso a la comisión nacional del otorga-
miento de tales autorizaciones para el registro de éstas,
dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha
de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. También deberán informar a la comisión nacio-
nal de la revocación de dichas autorizaciones, así co-
mo de la fusión, escisión, transformación o liquidación
de las instituciones financieras, para lo cual contarán
con un plazo igual al anteriormente señalado.

Artículo 56. Independientemente de lo anterior, las
autoridades competentes, la Secretaría, las comisiones
nacionales y las instituciones financieras, deberán pro-
porcionar a la comisión nacional, la información adi-
cional que ésta les solicite y que sea necesaria para es-
tablecer y mantener actualizado el Registro de
Prestadores de Servicios Financieros.

Artículo 57. La omisión en los informes a que se re-
fiere el artículo anterior, dará lugar a las responsabili-
dades previstas, en los términos de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos.

Artículo 58. Las instituciones financieras deberán en-
tregar a esta comisión nacional, en el plazo de diez dí-
as hábiles siguientes a su constitución o a la obtención
de la autorización respectiva, según se trate, los si-
guientes documentos:

I. Copia de la escritura constitutiva de la Institución
Financiera y sus reformas o modificaciones;

II. Copia del documento que acredite a los adminis-
tradores o a los representantes legales de la institu-
ción financiera, y

III. Copia de la autorización expedida por la autori-
dad competente, para operar como institución fi-
nanciera, de los documentos en los que conste el
cambio de denominación o de domicilio social, su
fusión, escisión o transformación o la revocación o
liquidación de la misma, así como de cualquier ac-
to que, a juicio de la comisión nacional, pudiera
afectar de manera sustancial la operación o funcio-
namiento de la institución financiera.

Artículo 59. La cancelación del registro como Institu-
ción Financiera procederá con la revocación de la au-
torización para operar que haya emitido la autoridad
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competente, o en su caso, con el documento en el que
conste su extinción, y en los demás casos que esta-
blezcan las leyes.

Artículo 60. Cada institución financiera deberá contar
con una unidad especializada que tendrá por objeto
atender consultas y reclamaciones de los consumido-
res. Dicha unidad se sujetará a lo siguiente:

I. El titular de la unidad deberá tener facultades pa-
ra representar y obligar a la institución financiera al
cumplimiento de los acuerdos derivados de la aten-
ción que se dé a la reclamación;

II. Contará con representantes estatales en cada en-
tidad federativa en que la institución financiera ten-
ga sucursales u oficinas de atención al público;

III. Los gastos derivados de su funcionamiento,
operación y organización correrán a cargo de las
instituciones financieras;

IV. Deberá recibir el escrito de consulta, reclama-
ción o aclaración del Consumidor y responder por
escrito dentro de un plazo que no exceda de treinta
días hábiles, contado a partir de la fecha de su re-
cepción, y

V. El titular de la unidad especializada deberá pre-
sentar dentro de los diez días hábiles siguientes al
cierre de cada trimestre, un informe a la comisión
nacional de todas las consultas, reclamaciones y
aclaraciones recibidas y atendidas por la Institución
Financiera en los términos que la comisión nacional
establezca a través de disposiciones de carácter ge-
neral que para tal efecto emita.

La presentación de reclamaciones ante la Unidad Es-
pecializada suspenderá la prescripción de las acciones
a que pudieren dar lugar.

Las instituciones financieras deberán informar me-
diante avisos colocados en lugares visibles en todas
sus sucursales la ubicación, horario de atención y res-
ponsable o responsables de la unidad especializada.
Los consumidores podrán a su elección presentar su
consulta o reclamación ante la unidad especializada de
la institución financiera de que se trate o ante la comi-
sión nacional.

Las unidades especializadas serán supervisadas por la
comisión nacional.

Capítulo II
De la información a los consumidores

Artículo 61. Con objeto de proporcionar a los consu-
midores una adecuada educación respecto de las dife-
rentes formas de instrumentar los productos y servi-
cios ofrecidos, así como los costos que se generan
sobre los mismos, los mercados, el tipo de actividad
que desarrollan las instituciones financieras y los me-
canismos de protección establecidos para la defensa de
sus derechos, la comisión nacional desarrollará pro-
gramas de educación y campañas de difusión enfoca-
dos a los distintos sectores de la sociedad.

Artículo 62. A efecto de cumplir con el objetivo seña-
lado en el artículo anterior, la comisión nacional podrá
solicitar a las Instituciones Financieras, la información
referente a las características generales de los distintos
productos, tasas de interés y, en general, sobre los ser-
vicios que se ofrecen a los consumidores.

Cualquier persona que presuma que es beneficiaria de
algún seguro de vida, podrá acudir a la comisión na-
cional a solicitar información que le permita saber si
es beneficiaria de uno o varios seguros de vida, ya se-
an individuales o colectivos, incluyendo aquellos que
se obtienen por la contratación de productos y servi-
cios financieros.

La comisión nacional, mediante reglas de carácter ge-
neral, determinará la forma y términos en que se hará
del conocimiento de los consumidores los resultados
de las solicitudes que sean formuladas con motivo de
lo establecido por este artículo.

Artículo 63. Las instituciones financieras deberán
proporcionar la información que les solicite la comi-
sión nacional, para el cumplimiento de su objeto en los
términos y plazos que ésta señale, en caso contrario, se
harán acreedoras a las sanciones que establece esta ley.

Artículo 64. La comisión nacional informará al públi-
co, sobre los índices de reclamaciones que se presen-
ten ante ella, en contra de cada una de las instituciones
financieras. La información será global, sin identificar
a los consumidores involucrados.
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Artículo 65. De igual forma, la comisión nacional po-
drá proporcionar información a las instituciones finan-
cieras relacionada con las reclamaciones por parte de
los consumidores, acerca de los servicios que aquéllos
les ofrecen, así como de las necesidades de nuevos
productos que pudieran solicitar dichos consumidores.

Artículo 66. Como una medida de protección al con-
sumidor, la comisión nacional revisará y, en su caso,
ordenará a las Instituciones Financieras, modificacio-
nes a los modelos de contratos de adhesión utilizados
en sus diversas operaciones, en términos de lo dis-
puesto en la fracción XXII, del artículo 16 de esta ley.

Se entenderá por contrato de adhesión, para efectos de
esta ley, aquél elaborado unilateralmente por una ins-
titución financiera, cuyas estipulaciones sobre los tér-
minos y condiciones aplicables a la contratación de
operaciones, productos o servicios son uniformes y no
negociables para los consumidores.

Artículo 67. Los contratos de adhesión que utilicen las
instituciones financieras para la celebración de opera-
ciones con los consumidores, en adición a los requisi-
tos a los que están sujetos conforme a ésta y, en su ca-
so, otras leyes, no deberán contener cláusulas
abusivas.

La comisión nacional, mediante disposiciones de ca-
rácter general que emita con el acuerdo de su Junta de
Gobierno establecerá los casos y supuestos bajo los
cuales se considere la existencia de una cláusula abu-
siva.

Las disposiciones referidas en el párrafo anterior po-
drán referirse a cualesquiera términos y condiciones
de los contratos de adhesión, excepto tasas de interés,
comisiones, o cualquier otro concepto que implique la
contraprestación recibida por una Institución Financie-
ra por la operación de que se trate.

La comisión nacional en todo momento podrá ordenar
la supresión de cláusulas abusivas en los contratos de
adhesión a que se refiere este artículo y dará publici-
dad a dichas resoluciones utilizando los medios que
estime convenientes.

Artículo 68. La revisión que, en su caso, se haga de
los contratos de adhesión, tendrá por objeto determi-
nar que se ajusten a los ordenamientos correspondien-

tes y a las disposiciones emitidas conforme a ellos, así
como verificar que dichos documentos no contengan
estipulaciones confusas o que no permitan a los con-
sumidores conocer claramente el alcance de las obli-
gaciones de los contratantes.

Artículo 69. De igual forma, la comisión nacional po-
drá ordenar a las instituciones financieras que le infor-
men sobre las características de las operaciones rela-
cionadas con productos o servicios que formalicen con
contratos de adhesión, a efecto de que éste pueda in-
formar, y en su caso asesorar, a los consumidores so-
bre dichas características.

Artículo 70. Asimismo, la comisión nacional revisará
y, en su caso, ordenará modificaciones a los documen-
tos que se utilicen para informar a los consumidores
sobre el estado que guardan las operaciones relaciona-
das con el servicio que éste haya contratado con las
instituciones financieras, en términos de lo dispuesto
en la fracción XXIII del artículo 16 de esta ley.

Artículo 71. Independientemente de las atribuciones
que le confieren los artículos 66, 67, 68, 69 y 70, de es-
ta ley a la comisión nacional, en caso de que de la re-
visión que efectúe de contratos de adhesión, los docu-
mentos que se utilicen para informar a los
consumidores sobre el estado que guarda la operación
o servicio que éste haya contratado con las institucio-
nes financieras, así como la publicidad que emitan és-
tas, se desprenda que éstos no se ajustan a los ordena-
mientos correspondientes y las disposiciones emitidas
conforme a ellos, la comisión nacional deberá de hacer
del conocimiento de las comisiones nacionales com-
petentes, dicha situación y adjuntar los elementos de
que disponga.

Cuando derivado de las reclamaciones presentadas por
los consumidores de servicios financieros, la comisión
nacional detecte deficiencia de alguna operación o ser-
vicio financiero, lo hará del conocimiento de la comi-
sión nacional supervisora correspondiente.

Artículo 72. La comisión nacional deberá realizar to-
das las acciones necesarias para resolver las contro-
versias que se le plantean, antes de iniciar con los Pro-
cedimientos previstos en el Título Quinto de esta ley,
para lo cual gestionará ante las instituciones financie-
ras los asuntos de los consumidores, como su legítimo
representante, usando para ello cualquier medio de co-
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municación y proponiendo soluciones concretas a fin
de lograr un arreglo pronto entre las partes.

De lograrse un arreglo entre el consumidor y la Insti-
tución Financiera, la comisión nacional deberá asentar
en un acuerdo los compromisos adquiridos, y dejando
constancia en el mismo, que la institución financiera
acreditó el cumplimiento a lo acordado.

En caso contrario, el consumidor podrá presentar su
reclamación, en términos de lo previsto por el artícu-
lo76 de esta ley.

Título Quinto
De los Procedimientos de Conciliación y Arbitraje

Capítulo I
Del procedimiento de conciliación

Artículo 73. La comisión nacional está facultada para
actuar como conciliador entre las instituciones finan-
cieras y los consumidores, con el objeto de proteger y
defender los intereses de estos últimos.

Tratándose de diferencias que surjan respecto al cum-
plimiento de fideicomisos, la comisión nacional sólo
conocerá de las reclamaciones que presenten los fidei-
comitentes o fideicomisarios en contra de los fiducia-
rios.

Artículo 74. La comisión nacional no conocerá de las
reclamaciones por variaciones de las tasas de interés
pactadas entre el consumidor y la Institución Finan-
ciera, cuando tales variaciones sean consecuencia di-
recta de condiciones generales observadas en los mer-
cados.

Artículo 75. La comisión nacional podrá rechazar de
oficio las reclamaciones que sean notoriamente impro-
cedentes.

Artículo 76. La comisión nacional recibirá las recla-
maciones de los consumidores con base en las dispo-
siciones de esta ley. Dichas reclamaciones podrán pre-
sentarse ya sea por comparecencia del afectado, en
forma escrita, o por cualquier otro medio idóneo,
cumpliendo los siguientes requisitos:

I. Nombre y domicilio del reclamante;

II. Nombre y domicilio del representante o persona
que promueve en su nombre, así como el documen-
to en que conste dicha atribución;

III. Descripción del servicio que se reclama, y rela-
ción sucinta de los hechos que motivan la reclama-
ción;

IV. Nombre de la institución financiera contra la
que se formula la reclamación. la comisión nacional
podrá solicitar a la secretaría y a las comisiones na-
cionales los datos necesarios para proceder a la
identificación de la Institución Financiera, cuando
la información proporcionada por el consumidor
sea insuficiente, y

V. Documentación que ampare la contratación del
servicio que origina la reclamación.

La comisión nacional estará facultada para suplir la
deficiencia de las reclamaciones en beneficio del con-
sumidor.

Las reclamaciones podrán ser presentadas de manera
conjunta por los consumidores que presenten proble-
mas comunes con una o varias Instituciones Financie-
ras, debiendo elegir al efecto uno o varios represen-
tantes formales comunes.

Si se tratare del reclamante, el nombramiento de re-
presentante será hecho en la reclamación, sin lo cual,
no se le dará curso.

Si fuere la Institución Financiera contra la que se for-
mula la reclamación, el nombramiento se hará a más
tardar en la fecha de presentación del informe a que se
refiere la fracción II del artículo 80de la ley.

Cuando la multiplicidad de personas surja en cualquier
otro momento del procedimiento de conciliación, el
nombramiento del representante común deberá hacer-
se en el plazo de cinco días, a partir del primer acto
procesal en que se tenga conocimiento de esa multi-
plicidad.

Si el nombramiento no fuere hecho por los interesa-
dos, dentro del término correspondiente, lo hará, de
oficio, la comisión nacional de entre los interesados
mismos.
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El representante está obligado a hacer valer todas las
acciones o excepciones comunes a todos los interesa-
dos y a las personales de cada uno de ellos, pero, si és-
tos no cuidan de hacerlas conocer oportunamente al
representante, queda éste libre de toda responsabilidad
frente a los omisos.

El representante común tendrá todas las facultades y
obligaciones de un mandatario judicial.

Artículo 77. Las autoridades a que se refiere la frac-
ción IV del artículo anterior, deberán contestar la soli-
citud que les formule la comisión nacional en un pla-
zo no mayor de diez días hábiles contados a partir de
la fecha en que reciban la solicitud.

Las reclamaciones deberán presentarse dentro del tér-
mino de dos años contados a partir de que se presente
el hecho que les dio origen, a partir de la negativa de
la Institución Financiera a satisfacer las pretensiones
del Consumidor o bien, a partir de que tuvo conoci-
miento del derecho constituido a su favor.

La reclamación podrá presentarse por escrito o por
cualquier otro medio, a elección del Consumidor, en el
domicilio de la comisión nacional o en cualquiera de
las delegaciones o en la unidad especializada a que se
refiere el artículo 60 de esta ley, de la institución fi-
nanciera que corresponda.

Artículo 78. La reclamación que reúna los requisitos
señalados, por su sola presentación, interrumpirá la
prescripción de las acciones legales correspondientes,
hasta que concluya el procedimiento.

Artículo 79. La comisión nacional correrá traslado a
la Institución Financiera acerca de la reclamación pre-
sentada en su contra, dentro de los cinco días hábiles
siguientes a la fecha de recepción de la misma, ane-
xando todos los elementos que el consumidor hubiera
aportado, y señalando en el mismo acto la fecha para
la celebración de la audiencia de conciliación, con
apercibimiento de sanción pecuniaria en caso de no
asistir.

La comisión nacional podrá en todo momento solicitar
a la institución financiera información, documentación
y todos los elementos de convicción que considere
pertinentes, siempre y cuando estén directamente rela-
cionados con la reclamación.

Tratándose de instituciones de fianzas, deberá citarse
al fiado en el domicilio que la Institución tuviere de
éste o de su representante legal.

Artículo 80. La comisión nacional, deberá agotar el
procedimiento de conciliación, conforme a las si-
guientes reglas:

I. El procedimiento de conciliación sólo se llevará a
cabo en reclamaciones por cuantías total es inferio-
res a tres millones de unidades de inversión, salvo
tratándose de reclamaciones en contra de institucio-
nes de seguros en cuyo caso la cuantía deberá de ser
inferior a seis millones de unidades de inversión.

II. La comisión nacional citará a las partes a una au-
diencia de conciliación que se realizará dentro de
los diez días hábiles siguientes contados a partir de
la fecha en que se reciba la reclamación.

La conciliación podrá celebrarse vía telefónica o
por otro medio idóneo, en cuyo caso la comisión
nacional o las partes podrán solicitar que se confir-
men por escrito los compromisos adquiridos.

III. La Institución Financiera deberá, por conducto
de un representante, rendir un informe por escrito
que se presentará con anterioridad o hasta el mo-
mento de la celebración de la audiencia de concilia-
ción a que se refiere la fracción anterior. Dicho in-
forme deberá responder de manera razonada a todos
y cada uno de los hechos a que se refiere la recla-
mación, en caso contrario dicho informe se tendrá
por no presentado para todos los efectos legales a
que haya lugar. La institución financiera deberá
acompañar al informe la documentación, informa-
ción y todos los elementos que considere pertinen-
tes para sustentarlo, no obstante, la comisión nacio-
nal podrá en todo momento, requerir a la institución
financiera la entrega de cualquier información, do-
cumentación o medios electromagnéticos que re-
quiera con motivo de la reclamación y del informe;

IV. La comisión nacional podrá suspender por cau-
sa de fuerza mayor o caso fortuito, debidamente
fundada y motivada, por una sola ocasión, la au-
diencia de conciliación. En este caso, la comisión
nacional señalará día y hora para su reanudación, la
cual deberá llevarse a cabo en un plazo que no ex-
cederá de cinco días hábiles siguientes.
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V. La falta de presentación del informe no podrá ser
causa para suspender la audiencia referida, y dará
lugar a que la comisión nacional valore la proce-
dencia de las pretensiones del consumidor con base
en los elementos con que cuente o se allegue con-
forme a la fracción V, y para los efectos de la emi-
sión del dictamen.

Las cuestiones incidentales que se susciten durante
la audiencia no suspenderán la tramitación de la
misma;

VI. La comisión nacional cuando así lo considere o a
petición del consumidor y durante la celebración de
la audiencia de conciliación, podrá requerir informa-
ción adicional a la institución financiera, y en su ca-
so, bajo su más estricta responsabilidad, podrá dife-
rir la audiencia para que ésta presente la información
adicional requerida dentro del plazo no menor de cin-
co ni mayor de diez días hábiles. Asimismo, podrá
acordar la práctica de diligencias que permitan acre-
ditar los hechos constitutivos de la reclamación;

VII. En la audiencia respectiva se exhortará a las
partes a conciliar sus intereses, para tal efecto, el
conciliador formulará propuestas de solución y pro-
curará que la audiencia se desarrolle en forma orde-
nada y congruente. Si las partes no llegan a una
conciliación, la comisión nacional las invitará a
que, de común acuerdo, designen como árbitro pa-
ra resolver su controversia a la propia comisión na-
cional o a alguno o algunos de los árbitros que ésta
les proponga, quedando a elección de las mismas
que el juicio arbitral sea en amigable composición o
de estricto derecho. El compromiso correspondien-
te se hará constar en el acta que al efecto se firme
ante la comisión nacional. En caso de no someterse
al arbitraje se dejarán a salvo sus derechos para que
los hagan valer ante los tribunales competentes o en
la vía que proceda.

En el evento de que la Institución Financiera no
asista a la junta de conciliación se le impondrá san-
ción pecuniaria y se emplazará a una segunda au-
diencia, la cual deberá llevarse a cabo en un plazo
no mayor a cinco días hábiles; en caso de no asistir
a ésta se le impondrá una nueva sanción pecuniaria.

La comisión nacional entregará al reclamante, con-
tra pago de su costo, copia certificada del dictamen

a que se refiere el artículo 82, a efecto de que lo
pueda hacer valer ante los tribunales competentes.

VIII. En caso de que las partes lleguen a un acuer-
do para la resolución de la reclamación, el mismo se
hará constar en el acta circunstanciada que al efec-
to se levante. En todo momento, la comisión nacio-
nal deberá explicar al consumidor los efectos y al-
cances de dicho acuerdo; si después de escuchar
explicación el consumidor decide aceptar el acuer-
do, éste se firmará por ambas partes y por la comi-
sión nacional, fijándose un término para acreditar
su cumplimiento.

El convenio firmado por las partes tiene fuerza de
cosa juzgada y trae aparejada ejecución;

IX. La carga de la prueba respecto del cumplimien-
to del convenio corresponde a la institución finan-
ciera y, en caso de omisión, se hará acreedora de la
sanción que proceda conforme a la presente ley, sin
perjuicio de las compensaciones que correspondan
al consumidor, y

X. Concluidas las audiencias de conciliación y en
caso de que las partes no lleguen a un acuerdo se le-
vantará el acta respectiva. En el caso de que la ins-
titución financiera no firme el acta, ello no afectará
su validez, debiéndose hacer constar la negativa.

En el caso de instituciones y sociedades mutualistas
de seguros, ordenará la constitución e inversión
conforme a la Ley General de Instituciones y So-
ciedades Mutualistas de Seguros de una reserva téc-
nica específica para obligaciones pendientes de
cumplir, cuyo monto no deberá exceder de la suma
asegurada y dará aviso de ello, en su caso, a la co-
misión nacional de Seguros y Fianzas. Dicha reser-
va se registrará en una partida contable determina-
da. Ese registro contable podrá ser cancelado por la
Institución o Sociedad, bajo su estricta responsabi-
lidad, si transcurridos ciento ochenta días naturales
después de su anotación, el reclamante no ha hecho
valer sus derechos ante la autoridad judicial compe-
tente o no ha dado inicio al procedimiento arbitral
conforme a esta ley.

Si de las constancias que obren en el expediente res-
pectivo se desprende, a juicio de la comisión nacio-
nal, la improcedencia de las pretensiones del Con-

Gaceta Parlamentaria Martes 27 de agosto de 2013142



sumidor, ésta podrá abstenerse de ordenar la reser-
va técnica.

XI. Los acuerdos de trámite que emita la comisión
nacional no admitirán recurso alguno.

Artículo 81. Cuando las partes no se sometan al arbi-
traje, y siempre que del expediente se desprendan ele-
mentos que a juicio de la comisión nacional permitan
suponer la procedencia de lo reclamado, ésta podrá
emitir, previa solicitud por escrito del Consumidor, un
acuerdo de trámite que contenga el dictamen.

Cuando este dictamen consigne una obligación con-
tractual incumplida, cierta, exigible y líquida, se con-
siderará título ejecutivo no negociable, en favor del
Consumidor y en tal sentido, le dará derecho a una
compensación o retribución. La institución financiera
podrá controvertir el monto del título y la retribución
o compensación, presentar las pruebas y oponer las ex-
cepciones que estime convenientes ante la autoridad
judicial competente.

Para la elaboración del dictamen, la comisión nacional
podrá allegarse todos los elementos que juzgue nece-
sarios.

El dictamen a que se refiere el presente artículo sólo
podrá emitirse en asuntos de cuantías inferiores a tres
millones de unidades de inversión, salvo tratándose de
reclamaciones en contra de instituciones de seguros en
cuyo caso la cuantía deberá de ser inferior a seis mi-
llones de unidades de inversión.

Artículo 82. El dictamen que emita la comisión na-
cional en el procedimiento arbitral deberá contener
una valoración técnica y jurídica elaborada con base
en la información, documentación o elementos que
existan en el expediente, así como en los elementos
adicionales que el organismo se hubiere allegado, ade-
más de precisar lo siguiente:

I. Lugar y fecha de emisión;

II. Identificación del funcionario que emite el dicta-
men;

III. Nombre y domicilio de la institución financiera
y del consumidor;

IV. La obligación contractual y tipo de operación o
servicio financiero de que se trate;

V. El monto original de la operación así como el
monto materia de la reclamación;

VI. La determinación del importe de las obligacio-
nes a cargo de la institución financiera, y

VII. La forma en que la institución financiera retri-
buirá o compensará al consumidor por el incumpli-
miento de sus obligaciones contractuales.

La comisión nacional contará con un término de trein-
ta días hábiles para expedir el dictamen correspon-
diente. El servidor público que incumpla con dicha
obligación, será sancionado en términos de la Ley de
Responsabilidades de los Servidores Públicos.

Artículo 83. En el caso de que el consumidor no acu-
da a la audiencia de conciliación y no presente dentro
de los cinco días hábiles siguientes a la fecha fijada
para su celebración justificación de su inasistencia, se
acordará como falta de interés del consumidor y no
podrá presentar la reclamación ante la comisión nacio-
nal por los mismos hechos, debiendo levantarse acta
en donde se haga constar la inasistencia del consumi-
dor.

La falta de comparecencia del fiado o de su represen-
tante, no impedirá que se lleve a cabo la audiencia de
conciliación.

Artículo 84. En caso de que la Institución Financiera
incumpla con alguna de las obligaciones derivadas del
convenio de conciliación, la comisión nacional orde-
nará a la institución financiera correspondiente que re-
gistre el pasivo contingente que derive de la reclama-
ción, o en su caso, como reserva.

Artículo 85. Las delegaciones regionales, estatales o
locales de la comisión nacional en las que se presente
una reclamación, estarán facultadas para substanciar el
procedimiento conciliatorio y, en su caso, arbitral aco-
gido por las partes, hasta la formulación del proyecto
de laudo.

Artículo 86. Las instituciones financieras podrán can-
celar el pasivo o reserva, cuando haya sido decretada
la caducidad de la instancia, la preclusión haya sido
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procedente, la excepción superveniente de prescrip-
ción proceda, o exista sentencia que haya causado eje-
cutoria en la que se absuelva a la institución. También
podrá cancelarla cuando haya efectuado pago con la
conformidad del Consumidor.

Artículo 87. En los juicios arbitrales en amigable
composición o de estricto derecho, las partes de co-
mún acuerdo, podrán adherirse a las reglas de procedi-
miento establecidas por la comisión nacional, total o
parcialmente, las cuales serán publicadas en el Diario
Oficial de la Federación.

En aquellos casos en que un asunto represente, en
cualquier forma, un conflicto de intereses entre el ár-
bitro propuesto por la comisión nacional y cualquiera
de las partes, el árbitro deberá excusarse para conocer
del asunto, caso en el cual la comisión nacional debe-
rá, dentro de los dos días hábiles siguientes, proponer
a las partes un nuevo árbitro, quien podrá, a elección
de las partes, continuar el procedimiento arbitral en la
etapa en que se encontraba al momento de ser desig-
nado o bien reponer total o parcialmente el procedi-
miento.

Los árbitros que conforme al párrafo anterior deban
excusarse y no lo hagan, podrán ser recusados por la
parte afectada, sin perjuicio de la responsabilidad en
que incurran por los daños causados.

Las causas de remoción a que se refiere este artículo se
determinarán conforme a lo dispuesto en el artículo 39
del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Artículo 88. Para poder ser propuesto como árbitro
por la comisión nacional, deberán reunirse los siguien-
tes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano en pleno goce de sus de-
rechos;

II. Tener título y cédula profesional de Licenciado
en Derecho o su equivalente;

III. Contar por lo menos con tres años de práctica
legal en asuntos financieros;

IV. Haber residido en el país durante el año inme-
diato anterior a su designación;

V. Gozar de reconocida competencia y honorabili-
dad, y

VI. No ser accionista, consejero, comisario o ejer-
cer cualquier tipo de empleo en alguna Institución
Financiera.

Para que la comisión nacional pueda proponer al árbi-
tro que conocerá de la controversia, será requisito in-
dispensable que la práctica legal a que se refiere la
fracción III, sea en el área a la que corresponda la ma-
teria objeto de la reclamación presentada.

Capítulo II
Del procedimiento de arbitraje, en amigable 

composición y en estricto derecho

Artículo 89. En el convenio que fundamente el juicio
arbitral en amigable composición, las partes facultarán
a la comisión nacional para resolver en conciencia, a
verdad sabida y buena fe guardada, la controversia
planteada, y fijarán de común acuerdo y de manera es-
pecífica las cuestiones que deberán ser objeto del arbi-
traje, estableciendo las etapas, formalidades, términos
y plazos a que deberá sujetarse el arbitraje.

Para todo lo no previsto en el procedimiento arbitral se
aplicará supletoriamente el Código de Comercio.

Artículo 90. En el convenio que fundamente el juicio
arbitral de estricto derecho, las partes facultarán a la
comisión nacional, a resolver la controversia plantea-
da con estricto apego a las disposiciones legales apli-
cables, y determinarán las etapas, formalidades, térmi-
nos y plazos a que se sujetará el arbitraje, con arreglo
a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 91. El procedimiento arbitral de estricto de-
recho se sujetará como mínimo a los plazos y bases si-
guientes:

I. La demanda deberá presentarse dentro del plazo
que voluntariamente hayan acordado las partes, el
cual no podrá exceder de nueve días hábiles; a falta
de acuerdo entre ellas, dentro de los seis días hábi-
les siguientes a la celebración del convenio, debien-
do el actor acompañar al escrito la documentación
en que se funde la acción y las pruebas que puedan
servir a su favor en el juicio o en su caso ofrecerlas;
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II. La contestación a la demanda deberá presentarse
dentro del plazo que voluntariamente hayan acorda-
do las partes, el cual no podrá exceder de nueve dí-
as hábiles; a falta de acuerdo entre ellas, dentro de
los seis días hábiles siguientes a la notificación de
la misma, debiendo el demandado acompañar a di-
cho escrito la documentación en que se funden las
excepciones y defensas correspondientes, así como
las pruebas que puedan servir a su favor en el juicio
o en su caso ofrecerlas;

III. Salvo convenio expreso de las partes, contesta-
da la demanda o transcurrido el plazo para hacerlo,
se dictará auto abriendo el juicio a un período de
prueba de quince días hábiles, de los cuales los cin-
co primeros serán para ofrecer aquellas pruebas que
tiendan a desvirtuar las ofrecidas por el demandado
y los diez restantes para el desahogo de todas las
pruebas. Cuando a juicio del árbitro y atendiendo a
la naturaleza de las pruebas resulte insuficiente el
mencionado plazo, éste podrá ser ampliado por una
sola vez. Concluido el plazo o la prórroga otorgada
por el árbitro, sólo les serán admitidas las pruebas
supervenientes, conforme a lo previsto en el Códi-
go de Comercio;

IV. Se tendrán además como pruebas todas las cons-
tancias que integren el expediente, aunque no hayan
sido ofrecidas por las partes;

V. Los exhortos y oficios se entregarán a la parte
que haya ofrecido la prueba correspondiente,para
que los haga llegar a su destino, para lo cual tendrá
la carga de gestionar su diligenciacióncon la debida
prontitud.

VI. En este caso cuando a juicio del árbitro no se
desahoguen las pruebas por causas imputablesal
oferente, se le tendrá por desistido del derecho que
se pretende ejercer;

VII. Ocho días comunes a las partes para formular
alegatos;

VIII. Una vez concluidos los términos fijados, sin
necesidad de que se acuse rebeldía, el procedimien-
to seguirá su curso y se tendrá por perdido el dere-
cho que debió ejercitarse, salvo en caso de que no
se presente la demanda, supuesto en el que se deja-
rán a salvo los derechos del reclamante;

IX. Los términos serán improrrogables, se compu-
tarán en días hábiles y, en todo caso, empezarán a
contarse a partir del día siguiente a aquél en que
surtan efectos las notificaciones respectivas;

X. Se aplicará supletoriamente el Código de Co-
mercio, a excepción del artículo 1235 y a falta de
disposición en dicho Código, se aplicarán las dispo-
siciones del Código de Procedimientos Civiles para
el Distrito Federal, y

XI. En caso de que no exista promoción de las par-
tes por un lapso de más de sesenta días, contado a
partir de la notificación de la última actuación, ope-
rará la caducidad de la instancia.

Artículo 92. Quien funja como árbitro, después de
analizar y valorar las pruebas y alegatos aportados por
las partes, emitirá un laudo que resolverá la controver-
sia planteada por el consumidor.

Los laudos dictados por los árbitros propuestos por la
comisión nacional que no hayan sido cumplidos en el
plazo señalado en el artículo 97 de esta Ley, deberán
ser enviados por el árbitro a la comisión nacional, a fin
de que ésta proceda conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo en cita. La comisión nacional, después de anali-
zar y valorar las pruebas y alegatos aportados por las
partes, emitirá un laudo que resolverá la controversia
planteada por el Consumidor.

Artículo 93. El laudo, así como las resoluciones que
pongan fin a los incidentes de ejecución, sólo admiti-
rán como medio de defensa el juicio de amparo.

Lo anterior sin perjuicio de que las partes soliciten
aclaración del laudo, dentro de las setenta y dos horas
siguientes a su notificación, cuando a su juicio exista
error de cálculo, de copia, tipográfico o de naturaleza
similar, sin que la misma sea considerada como un re-
curso de carácter procesal o administrativo.

Artículo 94.Todas las demás resoluciones dictadas
en el procedimiento previsto en este capítulo, que
conforme al Código de Comercio admitan apelación
o revocación, podrán impugnarse en el juicio arbitral
mediante el recurso de revisión, que deberá resolver-
se por el árbitro designado en un plazo no mayor de
48 horas.
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Artículo 95. Corresponde a la comisión nacional
adoptar todas aquellas medidas necesarias para el
cumplimiento de los laudos dictados por la misma, pa-
ra lo cual mandará, en su caso, que se pague a la per-
sona en cuyo favor se hubiere emitido el laudo, se le
compense o restituya el servicio financiero que de-
mande.

Artículo 96. Los convenios celebrados ante la comi-
sión nacional tendrán el carácter de una sentencia eje-
cutoria.

Artículo 97. En caso de que el laudo emitido condene
a la institución financiera y una vez que quede firme,
ésta tendrá un plazo de diez días hábiles contado a par-
tir de la notificación para su cumplimiento o ejecu-
ción.

Si la institución financiera no cumpliera en el tiempo
señalado, la comisión nacional enviará el expediente
al juez competente para su ejecución, y solicitará a és-
te que imponga en favor del consumidor un interés por
incumplimiento equivalente al empleado por la insti-
tución financiera en casos análogos, por el tiempo que
dure el incumplimiento.

Las autoridades administrativas y los tribunales estarán
obligados a auxiliar a la comisión nacional, en la esfe-
ra de su respectiva competencia. Cuando la comisión
nacional, solicite el auxilio de la fuerza pública, las au-
toridades competentes estarán obligadas, bajo su más
estricta responsabilidad, a prestar el auxilio necesario
con la amplitud y por todo el tiempo que se requiera.

Artículo 98. La comisión nacional, para el desempeño
de las facultades establecidas en este Capítulo, podrá
emplear las siguientes medidas de apremio:

I. Multas, en los términos señalados en esta ley, y

II. El auxilio de la fuerza pública.

Artículo 99. Tratándose de Instituciones y Sociedades
Mutualistas de Seguros, así como de Instituciones de
Fianzas, en caso de no ejecución del laudo, se ordena-
rá el remate de valores invertidos conforme a las Le-
yes respectivas.

Artículo 100. Para verificar el cumplimiento de los
laudos, la comisión nacional requerirá al director ge-

neral o al funcionario que realice las actividades de és-
te, para que compruebe dentro de las setenta y dos ho-
ras siguientes, haber pagado o restituido el servicio fi-
nanciero demandado, en los términos del artículo 97,
así como las prestaciones a que hubiere sido condena-
da la Institución Financiera. En caso de omitir tal com-
probación, la comisión nacional impondrá a la propia
Institución Financiera una multa que podrá ser hasta
por el importe de lo condenado o bien la establecida en
el artículo 111, fracción VII, y requerirá nuevamente a
dicho funcionario para que compruebe el cumplimien-
to puntual dentro de los cinco días hábiles siguientes.
Si no lo hiciere, se procederá en términos del artículo
97 y, en su caso, resultarán aplicables las disposiciones
relativas a desacato de una orden judicial.

Sin perjuicio de lo anterior, la parte afectada podrá so-
licitar a la comisión nacional el envío del expediente al
juez competente para su ejecución, la cual se realizará
conforme a lo previsto en su propia ley.

Título Sexto
De la Defensa de los Consumidores

Capítulo Único
De la orientación jurídica 

y defensa legal de los consumidores

Artículo 101. La comisión nacional con la finalidad
de garantizar a los consumidores el derecho de recibir
justicia en materia financiera, y atendiendo a las bases
y criterios que apruebe la Junta, brindará defensoría le-
gal gratuita a los consumidores.

La comisión nacional se abstendrá de prestar estos ser-
vicios en aquellos casos en que las partes se sujeten a
un procedimiento arbitral en que la comisión nacional
actúe como árbitro.

Los servicios que regula esta Ley se prestarán bajo los
principios de probidad, honradez y profesionalismo.

Artículo 102. Para los efectos del artículo anterior, la
comisión nacional contará con un cuerpo de defenso-
res que prestarán los servicios de orientación jurídica
y defensoría legal, únicamente a solicitud del consu-
midor.

Artículo 103. Para que la comisión nacional otorgue
asistencia jurídica y defensa legal del Consumidor, es
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indispensable que éste presente todos los documentos
e información que el Defensor designado por la comi-
sión nacional le señale. En caso de que alguna infor-
mación no pueda ser proporcionada, el Consumidor
estará obligado a justificar su falta.

Cuando el consumidor no proporcione al defensor la
información solicitada y no justifique su falta, la co-
misión nacional no prestará la orientación jurídica y la
defensoría legal correspondiente.

Artículo 104. Los defensores tienen las siguientes
obligaciones:

I. Desempeñar y prestar los servicios de orientación
jurídica y defensoría legal, con la mayor atingencia
y profesionalismo en beneficio de los consumido-
res;

II. Hacer uso de todos los medios a su alcance, de
acuerdo con la legislación vigente, para lograruna
exitosa defensa de los consumidores;

III. Interponer todos los medios de defensa que la
legislación vigente le permita en aras de ladefensa
de los consumidores;

IV. Ofrecer todas las pruebas que el consumidor le
haya proporcionado, así como aquéllas que el pro-
pio Defensor se allegue, a fin de velar por los inte-
reses de los consumidores;

V. Llevar un registro y expediente de todos y cada
uno de los casos que le sean asignados;

VI. Rendir mensualmente, dentro de los primeros
cinco días hábiles, un informe de las labores efec-
tuadas en el mes próximo anterior correspondiente,
en el que se consignen los aspectos más relevantes
de cada caso bajo su responsabilidad, así como el
estado que guardan los mismos, y

VII. En general, llevar a cabo todas aquellas accio-
nes que coadyuven a la mejor orientación jurídica y
defensa legal de los consumidores.

Artículo 105. Los defensores, durante el tiempo que
desempeñen dicho cargo, no podrán dedicarse al libre
ejercicio de la profesión, salvo que se trate de activi-
dades docentes.

En caso de que un asunto represente, en cualquier for-
ma, un conflicto de intereses para el defensora signa-
do por la comisión nacional, aquél deberá excusarse
para hacerse cargo del mismo, y solicitar la asignación
de otro defensor.

Artículo 106. Cuando se realicen actos, hechos u omi-
siones que vulneren derechos e intereses de una colec-
tividad de consumidores, la comisión nacional, así co-
mo cualquier legitimado a que se refiere el artículo585
del Código Federal de Procedimientos Civiles, podrán
ejercitar la acción colectiva de conformidad con lo dis-
puesto en el libro quinto de dicho código.

Título Séptimo
De la Supervisión

Artículo 107. La supervisión que realice la comisión
nacional se sujetará al reglamento que al efecto expida
el Ejecutivo federal y comprenderá el ejercicio de las
facultades vigilancia, prevención y corrección que le
confieren a la comisión nacional esta ley, así como
otras leyes y disposiciones aplicables.

La supervisión de las instituciones financieras tendrá
por objeto vigilar el respeto de los derechos e intereses
de los consumidores por parte de éstas.

La inspección se efectuará a petición de la comisión
nacional por la comisión nacional Bancaria y de Valo-
res a través de visitas en las instalaciones de las Insti-
tuciones Financieras, para comprobar el cumplimiento
de normas cuya supervisión se encuentre expresamen-
te conferida a la comisión nacional.

La prevención y corrección se llevarán a cabo me-
diante el establecimiento de programas de cumpli-
miento forzoso para las Instituciones Financieras, ten-
dientes a eliminar irregularidades.

Artículo 108. Las instituciones financieras sujetas a la
supervisión de la comisión nacional respecto del cum-
plimiento de esta Ley, así como de otras Leyes en las
que expresamente se le confiera tal supervisión, esta-
rán obligadas a proporcionarle la información que la
misma estime necesaria, en el ámbito de su competen-
cia, en la forma y términos que les señale, así como a
permitir el acceso de la comisión nacional a sus ofici-
nas, locales y demás instalaciones, cuando proceda.
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Las visitas a las que se refiere el presente artículo se
sujetarán a la Ley Federal del Procedimiento Adminis-
trativo.

Título Octavo
De las Sanciones y del Recurso Administrativo

Capítulo I
De las sanciones

Artículo 109. El incumplimiento o la contravención a
las disposiciones previstas en esta ley, será sancionado
con multa que impondrá administrativamente la comi-
sión nacional, tomando como base el salario mínimo
general diario vigente en el Distrito Federal, en el mo-
mento de cometerse la infracción de que se trate.

Artículo 110. La imposición de sanciones no eximirá
al infractor de cumplir con las obligaciones, o regula-
rizar las situaciones que motivaron las multas.

Artículo 111. La comisión nacional estará facultada
para imponer las siguientes sanciones:

I. Multa de 200 a 1000 días de salario, a la Institu-
ción Financiera que no proporcione la información
que le solicite la comisión nacional, conforme al ar-
tículo 55 de esta ley;

II. Multa de 200 a 1000 días de salario, a la Institu-
ción Financiera que no proporcione la información
o la documentación que le solicite la comisión na-
cional, para el cumplimiento de su objeto;

III. Multa de 500 a 2000 días de salario a la Institu-
ción Financiera que no presente:

a) Los documentos, elementos o información es-
pecífica solicitados en términos del artículo79;

b) El informe a que se refiere las fracción III del
artículo 80, o no lo rinda respondiendo de ma-
nera razonada a todos y cada uno de los hechos
a que se refiere la reclamación, y

c) La información adicional a que se refiere la
fracción VI del artículo 80.

IV. Multa hasta por el importe de lo reclamado por
el Consumidor, a la Institución Financiera que no

comparezca a la audiencia de conciliación a que se
refiere el artículo 80 de esta Ley, siempreque dicho
importe sea menor a diez mil unidades de inversión;
y para el caso de que el importe reclamado por el
Consumidor sea igual o superior al monto antes se-
ñalado, la sanción máxima será de diez mil unida-
des de inversión.

V. Multa de 300 a 1500 días de salario, a la institu-
ción financiera que no comparezca a la audiencia de
conciliación a que se refiere el artículo 80 de esta
Ley cuando la reclamación presentada por el Con-
sumidor no refiera importe alguno.

VI. Multa de 500 a 2000 días de salario, a la insti-
tución financiera que no cumpla con lo dispuesto en
la fracción X del artículo 80 de esta ley;

VII. Multa de 250 a 3000 días de salario, a la insti-
tución financiera:

a) Que no registre o no constituya en tiempo el
pasivo contingente o no constituya la reserva
técnica específica para obligaciones pendientes
de cumplir a que se refieren los artículos80,
fracción X, y 84 de esta ley;

b) Que no acredite o no acredite en tiempo haber
registrado el pasivo contingente o la constitución
e inversión de la reserva técnica específica para
obligaciones pendientes de cumplir a que se refie-
ren los artículos 80, fracción X, y 84 de esta ley.

VIII. Multa de 100 a 1000 días de salario, a la Ins-
titución Financiera que no cumpla el laudo arbitral
en el plazo establecido en el artículo 97 de esta ley;

IX. Multa de 500 a 2000 días de salario, a la insti-
tución financiera que no cumpla con lo previsto en
el artículo 60 de esta Ley;

X. La multa a que se refiere el artículo 100 de esta
ley:

XI. Multa de 500 a 2000 días de salario, a la Insti-
tución Financiera que cobre cualquier comisión que
no se haya reportado a la comisión nacional para su
inserción en la base de datos de las comisiones que
cobren las instituciones financieras, prevista en es-
ta ley.

Gaceta Parlamentaria Martes 27 de agosto de 2013148



XII. Multa de 250 a 2000 días de salario, a la Insti-
tución Financiera que envíe directamente o por in-
terpósita persona cualesquier publicidad relativa a
los productos y servicios que ofrezcan las mismas
instituciones financieras a aquellos consumidores
que expresamente hayan solicitado que no se les en-
víe dicha publicidad, que asimismo hayan pedido
no ser molestados en su domicilio, lugar de trabajo,
dirección electrónica o por cualquier otro medio,
para ofrecerles bienes, productos o servicios finan-
cieros o que estén inscritos en el Registro Público
de consumidores que no Deseen que su información
sea utilizada para fines mercadotécnicos o publici-
tarios, previsto en esta ley.

XIII. Multa de 500 a 2000 días de salario, a la Ins-
titución Financiera que celebre cualquier convenio
por el que se prohíba o de cualquier manera se res-
trinja a los consumidores celebrar operaciones o
contratar con otra institución financiera;

Las instituciones financieras que sean objeto de la pu-
blicidad denunciada serán acreedoras a la misma san-
ción.

En caso de reincidencia, de conformidad con lo seña-
lado por el artículo siguiente, la comisión nacional
sancionará a los infractores con una multa equivalen-
te al doble de la que se corresponda por esa infrac-
ción.

Artículo 112. Para poder imponer la multa que corres-
ponda, la comisión nacional deberá oír previamente a
la Institución Financiera presuntamente infractora,
dentro del plazo que fije la propia comisión nacional y
que no podrá ser inferior a cinco ni mayor de diez dí-
as hábiles, y deberá considerar:

I. Los daños que se hubieren producido o puedan
producirse;

II. El carácter intencional o no de la acción u omi-
sión constitutiva de la infracción;

III. La gravedad de la infracción; y

IV. La reincidencia del infractor.

La facultad de la comisión nacional para imponer san-
ciones caducará en un plazo de cinco años, contado a

partir del día siguiente a aquel en que se realizó la con-
ducta o se actualizó el supuesto de la infracción.

Artículo 113. Las multas deberán ser pagadas por la
Institución Financiera sancionada, dentro de los quin-
ce días hábiles siguientes a la fecha de su notificación.
Cuando como resultado de la interposición de algún
medio de defensa la multa resulte confirmada total o
parcialmente, su importe se actualizará en términos
del Código Fiscal de la Federación y deberá ser cu-
bierta dentro de los cinco días hábiles siguientes a
aquél en que la autoridad competente le notifique al
infractor la resolución definitiva. En caso de que las
multas no sean cubiertas oportunamente por los in-
fractores, se harán efectivas a través de la secretaría.

Artículo 114. Lo dispuesto en el presente Capítulo, no
excluye la imposición de las sanciones que conforme
a ésta u otras leyes fueren aplicables por la comisión
nacional, respecto de otras infracciones o delitos, ni
respecto a otras sanciones que corresponda imponer a
otras autoridades financieras y demás autoridades
competentes.

Capítulo II
De la substanciación del recurso

Artículo 115. Los afectados con motivo de los actos de
la comisión nacional en resoluciones dictadas fuera del
procedimiento arbitral que pongan fin a un procedi-
miento o de la imposición de sanciones administrativas,
podrán acudir en defensa de sus intereses interponiendo
recurso de revisión, cuya interposición será optativa.

El recurso de revisión deberá interponerse por escrito
dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha
en que surta efectos la notificación del acto respectivo
y deberá presentarse ante la Junta, cuando el acto ha-
ya sido emitido por dicha junta o por el presidente, o
ante este último cuando se trate de actos realizados por
otros servidores públicos.

El escrito mediante el cual se interponga el recurso de
revisión deberá contener:

I. El nombre, denominación o razón social del re-
currente;

II. Domicilio para oír y recibir toda clase de citas y
notificaciones;
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III. Los documentos con los que se acredita la per-
sonalidad de quien promueve;

IV. El acto que se recurre y la fecha de su notifica-
ción;

V. Los agravios que se le causen con motivo del ac-
to señalado en la fracción IV anterior, y

VI. Las pruebas que se ofrezcan, las cuales deberán
tener relación inmediata y directa con el acto im-
pugnado.

Cuando el recurrente no cumpla con alguno de los re-
quisitos previstos en el presente artículo, la comisión
nacional lo prevendrá, por escrito y por única ocasión,
para que subsane la omisión prevenida dentro de los
tres días hábiles siguientes al en que surta efectos la no-
tificación de dicha prevención y, en caso que la omi-
sión no sea subsanada en el plazo indicado en este pá-
rrafo, la comisión nacional lo tendrá por no interpuesto.
Si se omitieran las pruebas se tendrán por no ofrecidas.

Artículo 116. La interposición del recurso de revisión
suspenderá los efectos del acto impugnado cuando se
trate de multas.

Artículo 117. El órgano encargado de resolver el re-
curso de revisión podrá:

I. Desecharlo por improcedente;

II. Sobreseerlo en los casos siguientes:

f) Por desistimiento expreso del recurrente.

g) Por sobrevenir una causal de improcedencia.

h) Por haber cesado los efectos del acto impug-
nado.

i) Las demás que conforme a la ley procedan.

III. Confirmar el acto impugnado;

IV. Revocar total o parcialmente el acto impugnado,
y

V. Modificar o mandar reponer el acto impugnado o
dictar u ordenar expedir uno nuevo que lo sustituya.

No se podrán revocar o modificar los actos adminis-
trativos en la parte no impugnada por el recurrente.

El órgano encargado de resolver el recurso de revisión
deberá atenderlo sin la intervención del servidor pú-
blico de la comisión nacional que haya dictaminado la
sanción administrativa que haya dado origen a la im-
posición del recurso correspondiente.

La resolución de los recursos de revisión deberá ser
emitida en un plazo que no exceda a los cuarenta y cin-
co días hábiles posteriores a la fecha en que se inter-
puso el recurso, cuando deba ser resuelto por el presi-
dente, ni a los sesenta días hábiles cuando se trate de
recursos que sean competencia de la junta.

La comisión nacional deberá prever los mecanismos
que eviten conflictos de interés entre el área que emi-
te la resolución objeto del recurso y aquella que lo re-
suelve.

Artículo 118. En el caso de que se confirme la resolu-
ción recurrida, la multa impuesta se actualizará de
conformidad con lo previsto por Código Fiscal de la
Federación. Las multas impuestas no se actualizarán
por fracciones de mes.

Artículo 119. Contra la resolución emitida para resol-
ver el recurso de revisión no recurso alguno.

Artículo 120. Para la condonación de las multas pre-
vistas en esta ley, las instituciones financieras que así lo
soliciten deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Haber satisfecho fehacientemente la reclamación
del Consumidor, así como que le sea otorgado a és-
te, la compensación o retribución a que se refiere el
artículo 82 de la ley, siempre y cuando el Consumi-
dor la haya solicitado en su reclamación;

II. En su caso, dar cumplimiento fehaciente al con-
venio celebrado en el procedimiento conciliatorio;

III. No haber interpuesto medio de defensa en con-
tra de la resolución que imponga la multa, y

IV. No ser reincidente.

La solicitud de condonación de multas impuestas por
la comisión nacional, deberá presentarse por escrito
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ante el presidente el cual resolverá sobre la proceden-
cia o no de la misma, dentro de los cinco días hábiles
posteriores a su determinación.

Artículo 121. Si el presidente considera procedente la
solicitud para la condonación de multas, presentará
ante la Junta el proyecto correspondiente para su apro-
bación, de conformidad con la fracción XVIII del artí-
culo 28 de esta ley. Cuando la condonación se niegue,
su importe se actualizará de conformidad con lo pre-
visto por el Código Fiscal de la Federación, y deberá
ser cubierto dentro de los cinco días hábiles siguientes
a aquél en que se notifique al infractor la resolución
correspondiente.

Contrala resolución que emita la Junta no procederá
recurso alguno.

Transitorios

Primero. La presente Ley entrará en vigor noventa dí-
as después de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los procedimientos que las comisión Na-
cional para la Protección y Defensa de los Usuarios de
Servicios Financieros lleven a cabo para la protección
de los intereses del público en lo individual, y que has-
ta la fecha de entrada en vigor de esta Ley estén en
curso, serán concluidos de manera definitiva por la
Comisión Nacional para la Protección. Información,
Asesoría y Defensa al Consumidor de Servicios Fi-
nancieros, de conformidad con las disposiciones que
se encontraran vigentes al momento de iniciarse el
procedimiento, pero los procedimientos previstos en la
presente ley, podrán ser aplicados retroactivamente en
beneficio de los consumidores que así lo soliciten.

Tercero. La comisión nacional contará con noventa
días a partir de la entrada en vigor, para emitir las dis-
posiciones de carácter general previstas por esta ley.

Cuarto. Los registros a que se refiere el artículo 12 de
la Ley, deberán quedar constituidos dentro de los seis
meses siguientes a la fecha en que esta ley entre en vi-
gor.

Quinto. La secretaría, realizará los trámites que sean
necesarios para que la Comisión Nacional para la Pro-
tección. Información, Asesoría y Defensa al Consumi-

dor de Servicios Financieros quede comprendida en el
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2014, y deberá contemplar una partida
para la defensoría legal gratuita de los consumidores
que así lo soliciten.

Recinto Legislativo de la Comisión Permanente, 
a 14 de agosto de 2013.

Diputado José Ángel González Serna (rúbrica)

(Turnado a la Comisión de Hacienda y Crédito Público; para dic-

tamen. Agosto 14 de 2013.)

Convocatorias

DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD DE GÉNERO

A la decimoquinta reunión de junta directiva, que ten-
drá lugar el jueves 29 de agosto, a las 10:00 horas, en
las oficinas del órgano legislativo convocante (edificio
D, segundo piso).

Orden del Día

1. Lista de asistencia.

2. Lectura y, en su caso, aprobación del orden del
día.

3. Lectura y, en su caso, aprobación de las actas co-
rrespondiente a la decimotercera y decimocuarta
reuniones de junta directiva.
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4. Instalación de la junta directiva en reunión per-
manente.

5. Seguimiento de acuerdos de la junta directiva.

6. Oficios recibidos de la Mesa Directiva relativos a
respuestas sobre puntos de acuerdo aprobados por
la comisión.

7. Propuesta de exhorto a los gobernadores para
conmemorar los 60 años del reconocimiento del de-
recho de las mujeres al voto en México.

8. Información sobre el análisis del anexo 12, se-
gundo trimestre y mesas interinstitucionales de Pre-
supuesto.

9. Información sobre los actos conmemorativos de
los 60 años del reconocimiento del derecho de las
mujeres al voto.

10. Propuesta de oficio de respuesta para la Comi-
sión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias.

11. Iniciativa de reforma integral de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia.

12. Asuntos generales:

12. a. Comprobación de gastos de la comisión; y

12. b. Propuesta de plan de trabajo con iniciativa
Suma.

13. Clausura y convocatoria para la siguiente reu-
nión de junta directiva.

Atentamente
Diputada Martha Lucía Mícher Camarena

Presidenta

DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD DE GÉNERO

A la novena reunión plenaria, por celebrarse el jueves
29 de agosto, a las 16:00 horas, en el salón D del edi-
ficio G.

Orden del Día

1. Lista de asistencia.

2. Lectura y, en su caso, aprobación del orden del día.

3. Lectura y, en su caso, aprobación del acta corres-
pondiente a la octava reunión plenaria.

4. Instalación del pleno en reunión permanente.

5. Instalación de las mesas interinstitucionales de
Presupuesto.

5. Seguimiento de acuerdos del pleno de la comi-
sión.

7. Oficios recibidos de la Mesa Directiva relativos a
respuestas de puntos de acuerdo aprobados por la
comisión.

8. Propuesta de exhorto a los gobernadores para
conmemorar los 60 años del reconocimiento del de-
recho de las mujeres al voto en México.

9. Información sobre el análisis del anexo 12, se-
gundo trimestre y mesas interinstitucionales de Pre-
supuesto.

10. Información sobre los actos conmemorativos de
los 60 años del reconocimiento del derecho de las
mujeres al voto.

11. Propuesta de oficio para la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias.

12. Asuntos generales.

13. Clausura y convocatoria para la siguiente reu-
nión plenaria.

Atentamente
Diputada Martha Lucía Mícher Camarena

Presidenta
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DE LA COMISIÓN ESPECIAL PARA IMPULSAR LA AGROIN-
DUSTRIA DE LA PALMA DE COCO Y PRODUCTOS DERIVADOS

A la quinta reunión ordinaria, que tendrá lugar el lunes
9 de septiembre, de las 10:00 a las 15:00 horas, en el
municipio de Tecolutla, Veracruz.

Orden del Día

1. Lista de Asistencia.

2. Declaratoria de quórum.

3. Lectura y, en su caso, aprobación del orden del
día.

4. Bienvenida e instalación de la quinta reunión or-
dinaria.

5. Palabras de bienvenida por el presidente de la co-
misión especial.

6. Diagnóstico de la situación estatal del cocotero y
avances tecnológicos en Veracruz.

7. Asuntos generales.

8. Conclusiones y cita para la próxima reunión.

Atentamente
Diputado Silvano Blanco Deaquino

Presidente

Invitaciones

DEL CENTRO DE ESTUDIOS PARA EL ADELANTO DE LAS

MUJERES Y LA EQUIDAD DE GÉNERO

A la conmemoración del séptimo aniversario del órga-
no legislativo, Apoyo al trabajo legislativo de las di-
putadas y diputados a favor de los derechos humanos
de las mujeres y la igualdad de género, que se llevará
a cabo el miércoles 28 de agosto, de las 11:00 a las
14:00 horas, en el salón de usos múltiples número 2
del edificio I.

Confirmar asistencia a la extensión 59207 o al correo
electrónico ceameg.difusión@congreso.gob.mx

Atentamente
Licenciada María Isabel Velasco Ramos

Directora General

DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NA-
TURALES

A la tercera mesa redonda para el Fortalecimiento de
las áreas naturales protegidas, que tendrá verificativo
el miércoles 11 de septiembre, de las 9:00 a las 15:00
horas, en el salón de protocolo del edificio C.

Atentamente
Diputada Lourdes Adriana López Moreno

Presidenta
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DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES

Al diplomado El poder constituyente, derecho electo-
ral y procesos legislativos que, con el Centro de Estu-
dios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias y la
División de Educación Continua y Vinculación de la
Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la
UNAM, se llevará a cabo los lunes, miércoles y vier-
nes hasta el 22 de noviembre, de las 8:00 a las 10:00
horas, en el Palacio Legislativo de San Lázaro.

Programa

Módulo III. La organización del Congreso.

El marco legal del Congreso, los órganos de go-
bierno, los grupos parlamentarios, las comisiones
legislativas, la organización administrativa y téc-
nica, el debate parlamentario, las asociaciones re-
gionales e internacionales de carácter parlamenta-
rio.

Fechas: 16, 19, 21, 23, 26, 28 y 30 de agosto, y 2, 4
y 6 de septiembre.

Módulo IV. El Proceso Legislativo.

Facultades concurrentes, facultades concurrentes y
las facultades exclusivas de las Cámaras federales y
locales. Los proyectos legislativos, iniciativas, pro-
posiciones, dictámenes, los trámites parlamenta-
rios, la iniciativa de trámite preferente, la iniciativa
popular. El trámite legislativo. Nuevos sujetos del
proceso parlamentario: la consejería jurídica, la Co-
misión Federal de mejora Regulatoria, los órganos
de enlace ante el Poder Legislativo, los cabilderos.
El proceso de interpretación de la ley, el papel de la
suprema corte de justicia.

La viabilidad de proyectos legislativos: conceptos y
herramientas; los sistemas de administración parla-
mentaria; la contratación y administración del per-
sonal parlamentario; los sistemas de información
parlamentaria; la asesoría y la consultoría parla-
mentaria; el perfil legislativo: elegibilidad-cualifi-
cación-representación.

Fechas: 9, 11, 13, 18, 20, 23, 25, 27 y 30 de sep-
tiembre, y 2 de octubre.

Módulo V. Las funciones presupuestal, económica
y de control y fiscalización del Congreso.

El proceso presupuestario, económico y fiscal, lí-
mites y alcances; el sistema de control ingreso-gas-
to; la cuenta pública; la legislación de responsabili-
dades de los servidores públicos; las auditorias
públicas, el dilema de la reconducción presupuestal,
tipos y opciones de presupuestos aplicables para
México.

La evaluación de las políticas públicas, la fiscaliza-
ción de la gestión pública, indicadores y evaluación
de la gestión pública; la evaluación por programas;
el papel del poder legislativo en el control de la ges-
tión pública y en la búsqueda de un gobierno de re-
sultados.

La representación y la transparencia; mecanismos
de rendición de cuentas, el combate a la corrupción.

Fechas: 4, 7, 9, 11, 14, 16, 18, 21, 23 y 25 de octubre.

Módulo VI. Reforma del estado y reforma parla-
mentaria.

Representación política; minorías; consultas; la in-
tegración territorial; el parlamento en la gobernan-
za, calidad legislativa y proceso parlamentario; nue-
va representación, transformación moderna de la
ley; la relación pleno-comisiones; las reformas del
marco jurídico; la legislación delegada; la afirmati-
va y negativa ficta; la reestructuración de las comi-
siones; la evaluación del impacto de las reformas
legislativas, las tecnologías de la información y co-
municación, y el Poder Legislativo.

Plebiscito, referéndum e iniciativa popular;  la ética
y la rendición de cuentas legislativa; las nuevas tec-
nologías en los procesos parlamentarios, reforma
política, reforma del Estado y desarrollo en el mun-
do, América Latina y México. Escenarios para el fu-
turo.

Aspectos para implantar el servicio civil de carrera
en el Congreso de la Unión y los congresos locales;
mecanismos de consulta ciudadana; plebiscito, re-
feréndum, iniciativa popular, revocación de manda-
to.
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Fechas: 28 y 30 de octubre, y 4, 6, 8, 11, 13, 15 y
20 de noviembre.

Ceremonia de clausura: 22 de noviembre.

Programación sujeta a cambios.

Atentamente
Diputado Julio César Moreno Rivera

Presidente

DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS

Al diplomado Derechos humanos, sistema de justicia y
derechos de las víctimas que, con la División de Educa-
ción Continua y Vinculación de la Facultad de Ciencias
Políticas y Sociales de la UNAM, se realizará los mar-
tes, miércoles y jueves comprendidos del 3 de septiem-
bre al 30 de enero de 2014, de las 8:00 a las 10:00 horas.

El diplomado está dirigido a legisladores, servidores
públicos, organizaciones no gubernamentales, investi-
gadores, estudiantes y personas interesadas o relacio-
nadas con los derechos humanos en el entorno de la
política, las instituciones internacionales y la formula-
ción de políticas públicas en los tres órdenes de go-
bierno o desde la sociedad civil. Sede: Palacio Legis-
lativo de San Lázaro.

Informes e inscripciones del 1 al 31 de agosto, de las
10:30 a las 14:00 horas, en los teléfonos 5628 1300, ex-
tensión 2281; y 044 55 2309 4730, 044 55 2921 2480 y
044 55 3666 5185, así como en las instalaciones de la Co-
misión de Derechos Humanos, situadas en el segundo pi-
so del edificio A del Palacio Legislativo de San Lázaro.

Correos electrónicos: diplomado.camara@gmail.com

http://diplomadocamara.wix.com/diploderechoshuma-
nos

Se desarrollan 6 módulos, en 60 sesiones, con 120 ho-
ras de trabajo.

Programa

Módulo I. Conceptos básicos y evolución de los
derechos humanos.

Fechas: 3, 4, 5, 10, 11, 12, 17, 18, 19 y 24 de sep-
tiembre

Módulo II. La protección internacional y regional
de los derechos humanos.

Fechas: 25 y 26 de septiembre, 1, 2, 3, 8, 9, 10, 15
y 16 de octubre.

Módulo III. Instituciones, marco jurídico y organi-
zación social en materia de derechos humanos.

Fechas: 17, 22, 23, 24, 29, 30 y 31 de octubre, 5, 6
y 7 de noviermbre

Módulo IV. Seguridad pública, Fuerzas Armadas y
derechos humanos.

Fechas: 12, 13, 14 19, 20, 21, 26, 27 y 28 de no-
viembre, 3 de diciembre.

Módulo V. Delitos colectivos y derechos humanos
(trata de personas, violencia intrafamiliar, violencia
contra las mujeres, centros penitenciarios).

Fechas: 4, 5, 10, 11, 12, 17, 18 y 19 de dicembre, 7
y 8 de enero de 2014.

Módulo VI. La perspectiva de los derechos huma-
nos en el siglo XXI.

Fechas: 9, 4, 15, 16, 21, 22, 23, 28, 29 y 30 de ene-
ro de 2014.

Atentamente
Diputada Miriam Cárdenas Cantú

Presidenta
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DEL CENTRO DE ESTUDIOS DE LAS FINANZAS PÚBLICAS

Al Premio Nacional de Finanzas Públicas, séptima
edición, convocatoria 2014.

La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y
el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas (CEFP)
convocan al

Premio Nacional de Finanzas Públicas, 
séptima edición, 2014

• Objetivo

Impulsar la cultura de las finanzas públicas en México
y disponer de un acervo de investigaciones y estudios
de calidad en materia de finanzas públicas y economía
que contribuyan al trabajo legislativo.

• Bases

Podrán participar todos los interesados cuyos trabajos
cumplan las siguientes modalidades:

a) Teóricos, cuando contribuyan a expandir la fron-
tera del conocimiento del campo de las finanzas pú-
blicas y de la economía; y

b) Comparativos o de caso, siempre que tengan como
principal referente las finanzas públicas de México.

• Participantes

Los estudios o las investigaciones pueden ser elabora-
dos por una o más personas físicas, de nacionalidad
mexicana o extranjera. Cada grupo presentará un solo
trabajo.

• Características del trabajo

Los trabajos deben cumplir los siguientes requisitos: 

Ser obras inéditas.

Contener un planteamiento y análisis claro y objetivo,
con rigor científico y metodológico.

Iniciar con un prólogo que explique el tema y terminar
con un capítulo de conclusiones, además de contener
el índice de la investigación. 

Estar redactados en idioma español, con una exten-
sión máxima de 50 cuartillas, sin considerar tablas,
gráficas y anexos; en tamaño carta, a espacio y me-
dio; letra Arial 12, en Word o en formato Adobe
Acrobat (PDF).

Incluir en el ensayo, después de la carátula, un resu-
men con una extensión máxima de tres cuartillas.

Los ensayos deben ser firmados con un seudónimo y
en ningún contenido de la información (como el sobre,
el propio ensayo o el remitente del envío por transpor-
te especializado), se incluirá el nombre verdadero del
participante.

Por lo anterior se entregará un primer sobre o paquete
que contenga 1. El trabajo en tres tantos impresos, em-
pastados o engargolados; los cuales deben contener en
la carátula exclusivamente el título de la investigación,
el seudónimo y la leyenda “Premio Nacional de Fi-
nanzas Públicas 2014”; y 2. Tres discos compactos con
los archivos electrónicos, los cuales deberán estar ro-
tulados con el nombre del trabajo. Se acompañará un
segundo sobre cerrado y sellado con los datos perso-
nales del participante: nombre completo, domicilio,
correo electrónico, teléfonos y resumen curricular,
además del título de la investigación y el seudónimo.
El sobre cerrado debe ir rotulado con el seudónimo al
frente.

La recepción de las investigaciones puede ser en forma
personal, en un horario de 9:30 a 15:00 y de 17:00 a
19:00, de lunes a viernes, en las instalaciones del CEFP,
sitas en el Palacio Legislativo de San Lázaro, edificio I,
primer piso, avenida Congreso de la Unión número 66,
colonia El Parque, código postal 15960, delegación Ve-
nustiano Carranza, México, Distrito Federal.

Los participantes que radiquen en el interior de la Re-
pública Mexicana o en el extranjero podrán enviar el
trabajo por paquetería especializada con acuse de reci-
bo con el siguiente destinatario a la dirección mencio-
nada: “Premio Nacional de Finanzas Públicas 2014”.
La recepción de los trabajos por mensajería no será
considerada si se tiene en el matasellos postal fecha
posterior al 30 de abril de 2014.

Los trabajos participantes que no cumplan lo dispues-
to en estas bases serán automáticamente descalifica-
dos.
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Las investigaciones no premiadas y los sobres cerra-
dos con los datos de los participantes serán destruidos
una vez concluida la ceremonia de premiación y, por
tanto, no serán devueltos.

• Exclusiones

No haber participado en el pasado en certámenes or-
ganizados por otras instituciones.

No estar, durante la vigencia de la convocatoria, en
proceso de edición o dictamen editorial por publica-
ción o casa editorial alguna.

No se considerarán los trabajos elaborados por entida-
des públicas o por empresas de carácter mercantil y
obras cuyos derechos no son propiedad del autor.

No podrán participar los estudios realizados por per-
sonal adscrito al CEFP.

No podrán presentarse los trabajos que participaron en
certámenes anteriores convocados por el CEFP.

Los participantes que presenten trabajos que no sean
de su autoría serán descalificados y se procederá con-
forme a la normativa aplicable.

• Jurado

Por invitación se convocará a académicos y personali-
dades destacadas del mundo de las finanzas públicas a
colaborar en esta actividad, en aras de estimular la in-
vestigación y la producción intelectual.

El jurado calificador se integrará por al menos siete
miembros.

El fallo del jurado será inapelable.

Cualquier caso no considerado en la presente convo-
catoria será resuelto por el jurado calificador.

• Premios

Primer lugar: 150 mil pesos y diploma.

Segundo lugar: 100 mil pesos y diploma.

Tercer lugar: 50 mil pesos y diploma.

• Publicación

Las investigaciones premiadas serán publicadas en la
revista Finanzas Públicas del CEFP, en el número in-
mediato siguiente a la entrega de los estímulos y reco-
nocimientos.

• Calendario

La convocatoria dará inicio el 22 de agosto y conclu-
ye el 30 de abril de 2014, a las 19:00 horas.

La decisión del jurado se dará a conocer a partir del 15
de julio de 2014 a través de las páginas electrónicas
www.diputados.gob.mx y www.cefp.gob.mx

A los ganadores de los premios se notificará por escri-
to.

En el comunicado de los resultados de la deliberación
del jurado se informará de la fecha en que se realizará
la ceremonia de premiación.

• Menciones

El jurado podrá entregar menciones honoríficas si lo
considera necesario.

• Informes

Para aclaraciones y mayor información comunicarse al
teléfono 5036 0000, extensión 56008.

Atentamente
Licenciado Raúl Mejía González

Director General
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